N* 125 - TOMO 437 7 Y 8 DE NOVIEMBRE DE 2006 


ES 
Y) 


REPUBLICA ORIENTALDEL URUGUAY 


DIARIO DE SESIONES 
DE LA 
CAMARA DE SENADORES 


SEGUNDO PERIODO ORDINARIO DE LA XLVI LEGISLATURA 


50* SESION EXTRAORDINARIA 


PRESIDEN EL SEÑOR RODOLFO NIN NOVOA 
(Presidente en ejercicio) 


Y EL SENADOR DOCTOR EBER DA ROSA 
(Primer Vicepresidente) 


ACTUAN EN SECRETARIA LOS TITULARES ARQUITECTO HUGO RODRIGUEZ FILIPPINI Y SEÑOR SANTIAGO GONZALEZ 
BARBONI Y LOS PROSECRETARIOS ESCRIBANA CLAUDIA PALACIO Y DOCTOR ERNESTO LORENZO 


Asisten el señor Ministro de Educación y Cultura, ingeniero químico Jorge Brovetto, el señor Subsecretario, doctor Felipe 
Michelini, la Directora de Asuntos Constitucionales, Legales y Registrales, doctora Cecilia Blanco y la Directora General de 
Secretaría, licenciada Yelise Macchi. 


SUMARIO 
Páginas Páginas 
1) Textodela citación........ocmoommmmmsssmmmssm9**e**.s 150 - La Corte Electoral da cuenta de que proclamó 
Senadora a la séptima titular de la lista de candi- 
2) AsiSteMCid....ommoooooooronennnnonocnaaaconononocananacacoccnnnooss 150 coso ta ena. OPD Cenibr 


del Partido Encuentro Progresista - Frente Am- 
plio - Nueva Mayoría a la señora Lucía 
3 y 8) Solicitudes de licencia.......ooooooocmmmm>s>o»>*+*”*m*m*..o 150 y 222 Topolansky y suplentes a los señores Javier 
Salsamendi y Ruben Martínez Huelmo y a la 


- Las formulan el señor Senador Amaro y el se- señora Ivonne Passada, 


ñor Presidente del Cuerpo. 


- IngresaaSala el señor Javier Salsamendi a quien, 
luego de prestar el juramente de estilo, se le 
declara investido de su cargo e incorporado al 

4) Integración del CuerpO....comcocoonoononocccnnnocnnnnononos 151 Senado de la República. 


- Concedidas. 


150-C.S. 


5,7 y 9) Resolución del Poder Ejecutivo designando 
provisoriamente a la doctora Mirtha Guianze 
como Fiscal de Corte y Procurador General de 
¡ENE AAA A 151 y 218 


- Exposición del señor Senador Penadés. Inter- 
vención de varios señores Senadores. 


- Exposición del señor Ministro. Intervención de 
varios señores asesores. 


6) Solicitud de venia del Poder Ejecutivo para de- 


1) TEXTO DE LA CITACION 
“Montevideo, 3 de noviembre de 2006. 


La CAMARA DE SENADORES se reunirá en sesión 
extraordinaria el próximo martes 7 de noviembre, ala hora 16, 
a los efectos de recibir al señor Ministro de Educación y 
Cultura, Ingeniero Químico Jorge Brovetto, de conformidad 
con lo dispuesto en el artículo 119 de la Constitución de la 
República, para que brinde información relacionada con la 
Resolución N* 452 del Poder Ejecutivo, de fecha 11 de 
octubre de 2006, por la que se designa provisoriamente 
como Fiscal de Corte y Procurador General de la Nación, a 
la Doctora Mirtha Guianze Rodríguez. 


Santiago González Barboni 
Secretario 


Hugo Rodríguez Filippini 
Secretario.” 


“Montevideo, 17 de octubre de 2006. 


Señor Presidente de la 
Cámara de Senadores 
Presente. 


Los abajo firmantes solicitamos se convoque, conforme 
al Inc. 1” del Art. 119 de la Constitución de la República, al 
Sr. Ministro de Educación y Cultura, Ing. Jorge Brovetto a 
fin de interpelarlo sobre la Resolución N* 452 del Poder 
Ejecutivo del 11 de octubre del corriente, designando 
“Provisoriamente”, en clara violación de lo dispuesto por el 
numeral 13 del Art. 168 de la Carta Magna, a la Dra. Mirtha 
Guianze como Fiscal de Corte y Procurador General de la 
Nación. El Miembro Interpelante será el Senador Gustavo 
Penadés. 


Gustavo Lapaz, Carlos Moreira, Arturo 
Heber Fiillgraff, Julio M. Sanguinetti, 
Gonzalo Aguirre Ramírez, Julio Lara 
Gilene, Gustavo Penadés, Eber Da Rosa, 
Gustavo Gallinal, Ruperto Long, Enri- 
que Antía, Sergio Abreu, Isaac Alfie, 
Juan Justo Amaro. Senadores.” 
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- Por moción de los señores Senadores del Par- 
tido Nacional, el Senado resuelve que se inclu- 
ya como primer punto del orden del día de la 
sesión del día de mañana, la iniciativa del Poder 
Ejecutivo para designar a la doctora Guianze 
como Fiscal de Corte y Procuradora General de 
la Nación. 
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2) ASISTENCIA 


ASISTEN: los señores Senadores Abreu, Aguirrezabala, 
Alfie, Antía, Baráibar, Breccia, Cid, Couriel, Gallinal, 
Heber, Korzeniak, Lapaz, Lara Gilene, Larrañaga, Long, 
Lorier, Mahía, Martorell, Michelini, Moreira, Nicolini, 
Oliver, Penadés, Percovich, Rubio, Salsamendi, 
Sanguinetti, Saravia y Vaillant. 


FALTAN: con licencia, los señores Senadores Amaro, 
Dalmás, Fernández Huidobro, Ríos, Topolansky y Xavier. 


3) SOLICITUDES DE LICENCIA 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta 
la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 16 y 6 minutos.) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dese cuenta de una solicitud de 
licencia. 


(Se da de la siguiente:) 


“El señor Senador Juan Justo Amaro solicita licencia 
por los días 7 y 8 de noviembre de 2006”. 


- Léase. 


(Se lee:) 


“Montevideo, 7 de noviembre de 2006..- 


Sr. Presidente de la Cámara de Senadores 
Don Rodolfo Nin Novoa 
Presente 


Cúmpleme dirigirme a Ud. a los efectos de solicitar 


7 y 8 de noviembre de 2006 
licencia desde el día de la fecha y por 48 hs., por motivos 


médicos, según certificado que se adjunta, convocando a 
mi suplente respectivo. 


Sin otro particular, saluda a Ud .atentamente 


Juan Justo Amaro. Senador. ” 


- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar si se 
concede la licencia solicitada. 


(Se vota:) 
- 16en 17. Afirmativa. 


Por lo tanto, queda convocado el señor Senador 
Aguirrezabala, quien ya ha prestado el juramento de estilo 
por lo que, si se encontrara en Antesala, se le invita a pasar 
al Hemiciclo. 


4) INTEGRACION DEL CUERPO 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiéndose votado oportuna- 
mente la licencia de la señora Senadora Topolansky, corres- 
ponde leer por Secretaría la proclamación recibida de la 
Corte Electoral. 


Léase. 
(Selee:) 
SEÑOR SECRETARIO (Arq. Hugo Rodríguez Filippini).- 


“Proclámase Senadora a la séptima titular de la lista de 
candidatos sublema “Para Ganar, Gobernar y Cambiar” del 
Partido Encuentro Progresista-Frente Amplio-Nueva Ma- 
yoría a la señora Lucía Topolansky y suplentes a los seño- 
res Javier Salsamendi, Ruben Martínez Huelmo y señora 
Ivonne Passada”. 


SEÑOR PRESIDENTE .- Si se encontrare en Antesala, se 
invita a pasar al Hemiciclo al señor Javier Salsamendi para 
prestar el juramento de estilo. 


(Ingresa a Sala el señor Javier Salsamendi) 
-Se invita al Senado y a la Barra a ponerse de pie. 


Señor Javier Salsamendi: “¿Jura usted desempeñar debi- 
damente el cargo de Senador y obrar en todo conforme a la 
Constitución de la República?” 


SEÑOR SALSAMENDI.- Sí, juro. 
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SEÑOR PRESIDENTE.- “¿Jura usted guardar secreto en 
todos los casos en que sea ordenado por la Cámara o por la 
Asamblea General?” 


SEÑOR SALSAMENDI.- Sí, juro. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Queda usted investido del cargo 
de Senador. 


(Aplausos en la Sala y en la Barra) 


5) RESOLUCION DEL PODER EJECUTIVO DESIG- 
NANDO PROVISORIAMENTE A LA DOCTORA 
MIRTHA GUIANZE COMO FISCAL DE CORTE Y 
PROCURADOR GENERAL DE LA NACION 


SEÑOR PRESIDENTE.- El Senado ha sido convocado 
para una sesión extraordinaria a los efectos de recibir al 
señor Ministro de Educación y Cultura, ingeniero químico 
Jorge Brovetto, de conformidad con lo dispuesto en el 
artículo 119 de la Constitución de la República. 


Se invita a pasar a Sala al señor Ministro y al señor 
Subsecretario. 


(Ingresan a Sala el señor Ministro y el señor Subsecre- 
tario de Educación y Cultura) 


SEÑOR MINISTRO.- Pido la palabra para una cuestión 
de trámite. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Minis- 
tro. 


SEÑOR MINISTRO.- Señor Presidente: solicito que se 
admita el ingreso a Sala de dos colaboradoras del Ministe- 
rio: la doctora Cecilia Blanco, Directora de Asuntos Cons- 
titucionales, Legales y Registrales y la licenciada Y velise 
Macchi, Directora General de Secretaría. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar la autorización 
solicitada para que ingresen a Sala las asesoras menciona- 
das por el señor Ministro. 


(Se vota:) 
-23 en 23. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
Se invita a pasar a Sala a las personas autorizadas. 


(Ingresan a Sala la doctora Cecilia Blanco, Directora de 
Asuntos Constitucionales, Legales y Registrales y la licen- 
ciada Y velise Macchi, Directora General de Secretaría del 
Ministerio de Educación y Cultura.) 
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- Tiene la palabra el Miembro Interpelante, señor Sena- 
dor Penadés. 


No es necesario recordarle que tiene tiempo libre para 
hacer uso de la palabra, mientras que el resto de los Sena- 
dores deben regirse por el artículo 47 del Reglamento, que 
establece condiciones similares a la de la discusión en 
general de los proyectos de ley. 


SEÑOR PENADES.- Señor Presidente: en la tarde de hoy 
hemos llamado a Sala al señor Ministro de Educación y 
Cultura, porque consideramos que el Poder Ejecutivo ha 
incurrido en el más grave quiebre institucional de los últi- 
mos años al adoptar una decisión en la órbita de ese Minis- 
terio, que es la llamada “Encargatura” de la Fiscalía de Corte 
y Procuraduría General de la Nación a la doctora Mirtha 
Guianze violando, a nuestro entender, el orden constitucio- 
nal en la materia. 


Señor Presidente: hemos propuesto esta interpelación 
los Senadores del Partido Nacional y del Partido Colorado, 
a quienes, en primera instancia, quiero agradecer el honor 
que me han conferido al designarme como miembro 
interpelante. 


Queremos empezar nuestra interpelación afirmando que 
-aunque tengamos la tenue esperanza de que las respuestas 
que dé el señor Ministro a las preguntas que le formulare- 
mos desestimen nuestra aseveración inicial- estamos con- 
vencidos de que el dictado del Decreto del Poder Ejecutivo 
del 11 de octubre de 2006, por el que se establece la 
encargatura referida, constituye una flagrante y consciente 
violación del Estado de Derecho. 


Distintos voceros del Gobierno no cesan de manifestar 
su malestar por este tipo de planteos, por los que acusamos 
al Poder Ejecutivo y al Frente Amplio de tener una clara 
vocación de violentar el Estado de Derecho que lleva con- 
sigo, también, una violación de la institucionalidad. A ese 
respecto, voy a reiterar hoy, aquí, lo que ya escribiera 
acerca de que es constante, muchas veces, que quienes 
violentan el orden constitucional o legal no se reconozcan 
como tales y que apelen a todo argumento para justificar sus 
acciones atentatorias de ese mismo Estado de Derecho. No 
es posible que, muchas veces, reconozcan sus propias 
violaciones porque hacerlo los colocaría al desnudo, como 
renuentes que son a la aceptación en muchas circunstan- 
cias de las reglas democráticas republicanas que custodian 
la Libertad, con mayúscula. 


Afirmamos, entonces, señor Presidente, que constituye 
un desborde del doctor Tabaré Vázquez como Presidente de 
la República la designación de la doctora Mirtha Guianze al 
frente del Ministerio Público, violando el requisito consti- 
tucional de la venia del Senado y el legal, que obliga al 
mecanismo de la subrogación del titular por el Fiscal de lo 
Civil de mayor antigúedad. Manifestamos que no hay 
ningún argumento que pueda justificar dicha acción. Sólo 
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en muchos casos la soberbia que parece guiar sus decisio- 
nes explica que se siga este torcido rumbo. 


Esto, señor Presidente, que quede claro, no nos alegra; 
muy por el contrario, nos produce tristeza y preocupación. 
Está en manos de quienes se desvían de la senda institucional 
reencauzarse y dar al país tranquilidad y certeza jurídica, lo 
cual merecemos hoy todos los orientales. En caso de que 
eso así suceda, señor Presidente, con la misma forma y 
contundencia con las que esta tarde estamos vertiendo 
estos conceptos, no dudaremos en venir y reconocer el 
gesto republicano -y aplaudirlo- de dejar sin efecto la 
resolución antedicha y reencauzarse en el Estado de Dere- 
cho. Delo contrario, nos veremos forzados a persistir en la 
porfiada defensa del Estado de Derecho, porque a eso nos 
mandata la Constitución, por vocación propia, por tradición 
partidaria y por la obligación política que tenemos como 
Senadores de la República. 


Señor Presidente: no sin hacer patente un alto grado de 
desaprensión es posible que alguien se pregunte hoy -y se 
ha preguntado- ¿por qué una interpelación si no obtendre- 
mos la mayoría requerida para declarar insatisfactorias las 
explicaciones del señor Ministro? Esta pregunta la hemos 
escuchado en los últimos tiempos en reiteradas oportunida- 
des. La respuesta, señor Presidente, es sencilla y está 
relacionada con que el quiebre institucional al que nos 
enfrentamos no es fruto de un mero error en el ejercicio de 
la labor de Gobierno. ¡No! ¡Nada de eso! Se trata de un acto 
arbitrario, de una desviación de poder, según veremos, de 
un gesto por el que se avasallan los derechos populares 
expresados aquí, en el Senado de la República. Se trata, 
entonces, de una violación de la Constitución cometida con 
dolo, con conciencia y voluntad tanto por los 
“encargadores” como por la “encargada”. 


Según distingue nuestra Doctrina, señor Presidente, 
existe un contralor político y un contralor jurídico de parte 
del Poder Legislativo sobre el Poder Ejecutivo, señalando 
que “el contralor político es el que se ejerce sobre el 
personal del Poder Ejecutivo e importa normalmente un 
juicio acerca de la conducta de ese personal”, que, “puede 
ser o bien, un simple juicio de oportunidad y conveniencia, 
o bien un juicio acerca de la legitimidad de la conducta de 
los agentes del Poder Ejecutivo”. En tanto, señor Presiden- 
te, el contralor jurídico a cargo del Parlamento recae sobre 
ciertas actividades del Poder Ejecutivo, destacando que 
“ya no es un contralor sobre personas o conductas, sino 
sobre actos jurídicos”, todo ello, según lo que sostiene 
Justino Jiménez de Aréchaga en su “Teoría del Gobierno” 
publicada por la Fundación de Cultura Universitaria, en 
Montevideo, en 1974, Tomo Il página 48. Así, y sin que se 
haya descartado el camino jurisdiccional de interposición 
de los recursos correspondientes, en cumplimiento de nues- 
tras funciones de contralor jurídico, hoy convocamos al 
señor Ministro a Sala en ejercicio de nuestras obligaciones 
de contralor político, esto es, para responsabilizarlo políti- 
camente de un agravio premeditado a nuestro orden 
institucional. 
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La violación ala Constitución nunca es un hecho menor; 
no hay unas inconstitucionalidades menores que otras. Sus 
consecuencias podrán resultar más o menos gravosas para 
lainstitucionalidad republicana pero, en todo caso, siempre 
proyectan abominables sombras sobre el futuro de nuestra 
democracia liberal. Sin embargo, en este caso, señor Presi- 
dente, la agresión al ejercicio del poder del pueblo represen- 
tado en su Parlamento ha sido frontal, brutal y con un solo 
triste precedente en la larga tradición democrática de nues- 
tro Estado de Derecho, como fue el cuestionadísimo 
interinato del doctor Fernando Bayardo Bengoa, decretado 
por el Ministerio de Educación y Cultura del Gobierno de 
Jorge Pacheco Areco, en 1971. 


Hoy, señor Presidente, no quiero agraviar al actual 
Gobierno pensando que este es el antecedente en el que 
fundan la designación de la doctora Guianze, ni tampoco a 
ésta, porque no creo que ella llegue a la aceptación de un 
Ministerio de Justicia creado por dictadura alguna, como 
fue el caso lamentable del doctor Bayardo Bengoa. 


El Poder Ejecutivo ha llegado a un alto nivel de 
avasallamiento institucional al prescindir de la venia del 
Senado para la designación de un Fiscal de Corte. El hecho 
de que el Poder Ejecutivo de hoy haya alterado el régimen 
institucional con la encargatura de la doctora Guianze, 
desgraciadamente noes lo más grave nilo más alarmante de 
la situación. Lo peor, en efecto, es que nada ha pasado, que 
no ha habido consecuencias reales en la esfera del Poder 
Ejecutivo. A pesar de las fundadas voces de indignación 
que han surgido desde distintos sectores y actores del 
espectro político, jurídico e institucional, así como de los 
ciudadanos que, a título personal, se han ocupado de hacer 
conocer su expresión de alarma por diversos medios, señor 
Presidente, al día de hoy nada ha pasado. El Poder Ejecutivo 
no se ha inmutado en lo más mínimo; no ha asumido, 
siquiera, la actitud de quien podría estar dispuesto a revisar 
un eventual equívoco o una decisión desafortunada. Sólo 
hemos visto la insistencia que se percibe desde el Gobierno 
porque, por cierto, éste siente que nadie -y mucho menos un 
Parlamento como éste al que no deben rendir cuentas y 
pretenden deslegitimar- puede llevar la voz de la oposición. 
Para el Poder Ejecutivo parecería ser que el Parlamento es 
útil en tanto presta sus automáticas mayorías simples para 
sancionar los proyectos de ley que remite, pero deja de serlo 
en tanto las mayorías sean especiales y no se obtengan por 
el mero efecto de un “lineazo”, aquellos que a veces generan 
la ocasional ingesta de algún batracio, como ha dicho algún 
señor Senador o señor Ministro. Por tanto, aun en esta 
coyuntura y especialmente en ésta, los miembros del Sena- 
do, que por provenir de partidos políticos con vocación 
democrática, sentimos vulnerada la institucionalidad, de- 
bemos y tenemos la responsabilidad de hacer oír nuestra 
voz en este Parlamento, que es el de todos los ciudadanos 
de la República, de los que votaron al Partido de Gobierno, 
pero también del 49% del cuerpo electoral que no lo votó y 
al que representamos nosotros. Este es, señor Presidente, 
el verdadero motivo del llamado a Sala del señor Ministro de 
Educación y Cultura. Somos conscientes de que, para de- 
clarar satisfactorias sus explicaciones, las mayorías serán 
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dadas, porque así está dispuesto desde la Presidencia de la 
República, aunque sabemos bien que muchos de nuestros 
colegas reconocen la violación de la Constitución, pero la 
toleran en silencio. Aun así, será en esta Cámara de Sena- 
dores que los ciudadanos alarmados se expresarán, através 
de sus representantes legítimos, para hacer saber al Poder 
Ejecutivo que aun cuando se pretenda ignorar la Constitu- 
ción y las leyes, siempre habrá quienes, en el marco estable- 
cido por las mismas y gracias al debilitado, pero aún exis- 
tente Estado de Derecho, procurarán que las instituciones 
prevalezcan por sobre los embates compulsivos. Y si algún 
día estos embates fueren de una fuerza tal que finalmente 
derribaren la institucionalidad, sepan quienes pretenden 
ofender así a la democracia que encontrarán en el Partido 
Nacional -como lo dijo Wilson Ferreira Aldunate en aquella 
histórica sesión del 27 de junio de 1973, enesta misma Sala- 
a su más radical e inconciliable enemigo. 


Identifiquemos, entonces, nuestra concepción del Esta- 
do de Derecho, que vale la pena reafirmar y ratificar en la 
tarde de hoy, frente a la debilidad que algunos tienen sobre 
la misma. El contractualismo de Locke y de Rousseau fun- 
damenta la delegación de potestades individuales y la 
resignación de determinados derechos ante la figura del 
Estado, en el presupuesto básico de que el Estado es el 
resultante o expresión ulterior de la voluntad general del 
conjunto de sus ciudadanos. En efecto, los individuos, 
mediante el contrato social, consagran en la figura del 
Estado el conjunto de sus derechos, de sus deberes y de sus 
garantías. Este Estado, pues, no es superior a la voluntad 
general ni está disociado del conjunto de los intereses 
individuales. Para ello, señor Presidente, se desarrolla e 
institucionaliza el concepto de democracia representativa, 
concibiéndose finalmente la estructura contemporánea de 
la democracia liberal. Mal que les pese a muchos, por su 
origen primero en las teorías contractualistas del Siglo de 
las Luces, por los aspectos que la influenciaron en sus 
albores, como la Constitución de los Estados Unidos de 
América, y por la naturaleza que aún conserva y expresa en 
su máximo vigor hasta estos días, nuestra democracia es 
esencialmente liberal y nuestra Constitución es la norma 
magna que consagra un contrato social cuyo objeto es la 
salvaguarda de las libertades individuales, premisa clara- 
mente expuesta en el artículo 7” de la Constitución, donde 
se establece -creo que vale la pena recordarlo en la tarde de 
hoy- que los habitantes de nuestra República tienen el 
derecho a ser protegidos en el libre goce de los derechos a 
la vida, honor, libertad, seguridad, trabajo y propiedad, 
obviamente por el Estado y sus leyes, es decir, por el Estado 
de Derecho. Confirmando lo expuesto, el artículo 72 de la 
misma Constitución expresa: “La enumeración de derechos, 
deberes y garantías hecha por la Constitución, no excluye 
los otros que son inherentes a la personalidad humana o se 
derivan de la forma republicana de gobierno”. 


De lo expuesto, señor Presidente, surge que el Estado de 
Derecho es la consecuencia natural y única de un contrato 
social donde la persona, como individuo, es su eje consti- 
tuyente y la protección de los derechos individuales por 
parte de una persona pública mayor, es el objeto de la norma 
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jurídica de máxima jerarquía, es decir, la Constitución de la 
República. Asimismo, debe establecerse que el sistema 
democrático republicano y representativo de gobierno, tal 
como lo ha consagrado la Constitución de 1967 y sus 
reformas, se edifica sobre un sistema electoral de partidos 
políticos. En otros términos, la existencia de partidos polí- 
ticos surge como mecanismo de congregación de intereses 
individuales y luego, mediante el ejercicio de los derechos 
electorales y transitando el sistema de elección, los ciuda- 
danos convierten su interés individual en expresión de la 
voluntad general. 


Entonces, los partidos políticos son, ni más ni menos 
que el instrumento de conversión de la voluntad del indivi- 
duo en la voluntad del Estado y, por tanto, el instrumento 
de perfección, continua y permanente, del contrato social. 
En este caso, como en tantos otros, cuando se exigen 
mayorías especiales, se está mucho más que salvaguardan- 
do la representación de las minorías; se está garantizando 
que la voluntad del Estado sea pura y nítidamente la de éste 
como entidad única, indivisiblemente amalgamada con la 
voluntad general. 


Los integrantes del Partido Nacional sabemos bien esto, 
porque desde hace 170 años venimos defendiendo, justa- 
mente, estos principios y, por eso, en la tarde de hoy 
entendimos importantísimo ponerlos de manifiesto para 
que quede bien clara la vigencia del Estado de Derecho y el 
origen primigenio de la democracia liberal, como base en la 
que se sustenta todo nuestro ordenamiento de derechos y 
garantías de los ciudadanos. 


Por lo tanto, entonces, la Constitución pretendió asegu- 
rar que la designación del Fiscal de Corte -dado el especial- 
mente crítico papel que jugará en la estructura de la Admi- 
nistración de Justicia, como garante del interés público en 
los procesos jurisdiccionales- trascendiese el interés par- 
tidario, propio de la integración parlamentaria. Creo que 
vale la pena reafirmar este concepto porque, lamentable- 
mente, no es el que se ha respetado en esta circunstancia y 
en estos momentos, o sea, que las mayorías que la Consti- 
tución consagra y establece son, justamente, para alejar lo 
más posible a un Fiscal de Corte de facción político-parti- 
daria y para tener un Fiscal de Corte que cuente con el 
respaldo del Senado de la República en las mayorías esta- 
blecidas en su artículo 168. Ello se desprende, como decía, 
no sólo de la mayoría exigida, sino del otorgamiento de la 
venia por parte del Senado de la República, es decir, por una 
Cámara Alta cuyo valor jerárquico la hace el núcleo impul- 
sor de políticas legislativas, por encima de la visión parti- 
daria proporcional más clara y marcada en la Cámara de 
Representantes. 


En consecuencia, concluimos en que la Constitución 
comete u ordena al Poder Ejecutivo y al Senado, la identi- 
ficación de la voluntad general pura, es decir, la concreción 
de un acto emergente de la identidad de una política pública, 
propia del Estado de Derecho. 


CAMARA DE SENADORES 


7 y 8 de noviembre de 2006 


Demostraremos, en el caso que nos ocupa, que la viola- 
ción de la Constitución noes casual, inadvertida, minimiza- 
da, simplemente objeto de discusiones jurídicas, o de las 
dos viejas bibliotecas que acá y en estas circunstancias, no 
existen. Por el contrario, esta última ignorancia flagrante 
del texto constitucional por parte del Poder Ejecutivo sig- 
nifica que se ha comenzado a desplazar el poder del pueblo 
hacia el propio Poder Ejecutivo y ha pasado a depender, 
entonces, de las incidencias directas que en el mismo tiene 
la compleja trama de intereses político-partidarios que cons- 
tituyen el partido de Gobierno. O sea -como decíamos- que 
la mayoría exigida e incumplida para la nominación del 
Fiscal de Corte, que debe estar garantizada y respaldada 
por una mayoría que asegure grandes acuerdos nacionales, 
en este caso no se ha concretado. 


Pasemos, entonces, aencarar la consciente violación de 
la Constitución que se ha producido. Comencemos por 
afirmar que la legitimidad republicana y democrática no 
resulta sólo de las mayorías electorales, siempre 
circunstanciales; se basa en el cumplimiento cabal de las 
normas y principios del Estado de Derecho. Hay límites a las 
potestades de los que, con legitimidad electoral, pueden 
haber llegado a jerarquías de Gobierno. No se puede argu- 
mentar, como se ha escuchado en este Senado, que las 
mayorías obtenidas en la última contienda electoral permi- 
ten hacer todo. Como ya decíamos, su base es el cumpli- 
miento cabal y fundamental del Estado de Derecho. Enton- 
ces, veamos lo que la Constitución de la República estable- 
ce en el numeral 13 del artículo 168, en el cual se exige para 
la designación del Fiscal de Corte, venia de la Cámara de 
Senadores otorgada siempre por tres quintos de votos del 
total de componentes. La venia, señor Presidente, es un 
acto de autorización, en el sentido que le asigna Sayagués 
Laso, es decir, “es el acto de la Administración que habilita 
a una persona física o jurídica, privada o pública, para 
ejercer un poder jurídico o un derecho preexistente. Supo- 
ne, pues, un poder o derecho anterior, cuyo ejercicio está 
subordinado a la obtención previa de un acto habilitante de 
la Administración, que remueve el obstáculo jurídico esta- 
blecido por el derecho objetivo”. “Si se prescinde de obte- 
ner la autorización requerida, el acto o hecho realizado es 
ilícito y puede dar motivo a la aplicación de las sanciones 
pertinentes, sin perjuicio de la invalidez del acto”. Esto 
también lo sostiene Enrique Sayagués Laso, en el Tomo I de 
su Tratado de Derecho Administrativo, página 346. Pues 
bien; en el Resultando III del Decreto de encargatura, se 
indica que el Poder Ejecutivo formuló la solicitud de venia 
constitucional necesaria para la designación del Fiscal de 
Corte y se dice que no se alcanzaron los votos requeridos 
por el numeral 13 del artículo 168 de la Constitución de la 
República. 


Señor Presidente: eso no es así. El Poder Ejecutivo o la 
Bancada de Legisladores del oficialismo, nunca llegó a la 
instancia de someter a votación su propuesta en este Sena- 
do. Simplemente, en conocimiento de que no obtendría los 
tres quintos de votos necesarios, decidió proceder a susti- 
tuir, por Decreto del Poder Ejecutivo, los requisitos cons- 
titucionales para la designación. Para eso y en un vano afán 
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de justificar jurídicamente su acción, invoca enel “Atento” 
de su Decreto de encargatura del 11 de octubre de 2006, una 
serie de normas de diverso valor y fuerza. Ellas son: el 
numeral 13) del artículo 168 de la Constitución; el numeral 
1) del artículo 35 del Decreto-Ley N* 15.365 y el artículo 6* 
del Decreto N* 574/ 974 del 12 de julio del mismo año. 
Veamos, entonces, señor Presidente, el nulo fundamento 
que estas normas conllevan para el caso citado. El numeral 
13) del artículo 168 de la Constitución es la norma que no se 
pudo cumplir para la designación del Fiscal de Corte y no 
sirve nunca de fundamento para una encargatura de funcio- 
nes que ese artículo no prevé. Por su parte, el numeral 1) del 
artículo 35 del Decreto-Ley N* 15.365 sirve para justificar el 
cese de quien ejercía anteriormente el cargo, la doctora 
Elida Fajardo, pero no para encargar a la doctora Mirtha 
Guianze las funciones de Fiscal de Corte. Por otro lado, el 
numeral 6) del Decreto-Ley N* 574/974 sirve para asignar 
competencia material al Ministerio de Educación y Cultura 
al respecto, pero no otorga poder jurídico alguno para 
proceder de la forma en que se hizo. 


En síntesis, el Poder Ejecutivo no invoca ninguna norma 
legal que sirva para fundar la parte dispositiva de la reso- 
lución que estamos cuestionando en la tarde de hoy. No 
podía ser de otro modo, porque no existe disposición algu- 
na en la Constitución ni en la Ley Orgánica del Ministerio 
Público y Fiscal que atribuya al Poder Ejecutivo facultades 
especiales o distintas a las previstas en ellos ante la situa- 
ción de vacancia generada como consecuencia de la omi- 
sión de proveer el cargo de forma definitiva, ya sea porque 
el Poder Ejecutivo no propicia la venia parlamentaria o 
porque no se alcanzan las mayorías constitucionalmente 
requeridas para la designación, es decir, los tres quintos de 
votos del Senado de la República, lo que significa la volun- 
tad de 19 Senadores. 


Señor Presidente: debemos preguntarnos, entonces, por 
qué la Constitución requiere ese elevado número de votos 
del Senado para el otorgamiento de la venia. El Fiscal de 
Corte y Procurador General de la Nación ejerce la jefatura 
del Ministerio Público y Fiscal, de acuerdo con el artículo 
1 del Decreto-Ley N* 15.365, de 30 de diciembre de 1982, y 
es por esta razón uno de los pilares de nuestro sistema 
jurídico. Para comprender la importancia de esto, basta 
recordar que al Ministerio Público, que tiene como objetivo 
la protección y defensa de los intereses generales de la 
sociedad, corresponde el cometido primordial de compare- 
cer ante los Tribunales con el objeto de actuar en materia 
civil o penal en representación de la causa pública. Y al 
Ministerio Público y Fiscal que tiene como objetivo la 
vigilancia y defensa de los intereses patrimoniales del 
Estado, compete, fundamentalmente, comparecer ante los 
organismos jurisdiccionales en representación y defensa 
de los intereses del Estado, cuando así corresponda, según 
el artículo 3 del Decreto-Ley N* 15.365. 


Para el adecuado cumplimiento de esos cometidos, la ley 
ha establecido que el Ministerio Público y Fiscal sea inde- 
pendiente técnicamente en el ejercicio de sus funciones. Y 
para asegurar esa independencia, ha dispuesto que los 
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Fiscales sean inamovibles y duren en sus empleos todo el 
tiempo de su buen comportamiento. Si bien los magistrados 
del Ministerio Público y Fiscal no ejercen función jurisdic- 
cional, no cabe duda de que constituyen piezas clave para 
el normal funcionamiento de la actividad jurisdiccional. El 
propio Poder Ejecutivo, en la misma resolución que estamos 
cuestionando, valoró en sus justos términos la actividad de 
la Fiscalía de Corte. En efecto, en la primera parte de su 
Considerando único, expresó -y leo textualmente- lo si- 
guiente: “que los servicios de la Fiscalía de Corte y 
Procuraduría General de la Nación son indispensables, no 
sólo para el funcionamiento del Ministerio Público, sino 
para el propio desarrollo del sistema jurisdiccional del país, 
lo que constituye uno de los servicios esenciales del Esta- 
do”, citando a Sayagués Laso, en su Tratado de Derecho 
Administrativo, Tomo I, página 82. Es más; se puede decir 
que sin una función jurisdiccional independiente, no hay 
Estado de Derecho. Por eso, toda medida que afecte el 
normal funcionamiento de la función jurisdiccional, afecta 
también al Estado de Derecho. Y por la implicancia que tiene 
el Ministerio Público y Fiscal en el ejercicio de la función 
jurisdiccional, puede decirse también que toda medida que 
afecte su regular desenvolvimiento, afecta también, señor 
Presidente, al Estado de Derecho. 


Por eso, el sistema vigente prevé trabas democrático- 
republicanas a toda posible arbitrariedad del Poder Ejecu- 
tivo y le limita, clarísimamente, sus facultades de designa- 
ción, con el requisito constitucional de obtener los tres 
quintos de votos del Senado para la misma, o bien, con la 
obligación legal, también establecida, de proceder a la 
subrogación del titular mediante un mecanismo objetivo, 
cual es la exigencia de que ocupe el cargo de Fiscal de Corte 
el Fiscal Civil más antiguo, sin que quepa al Gobierno la 
potestad de elegir a dedo al subrogante, tal como lamenta- 
blemente sucede en esta ocasión. Por ello, señor Presiden- 
te, también desde ya advertimos que toda ley que pretenda 
modificar el mecanismo objetivo de designación del Fiscal 
de Corte, tanto en casos de subrogación como de vacancia, 
será forzosamente inconstitucional por violentar el objeti- 
vo primordial de nuestra institucionalidad, que quiere, ex- 
presamente, limitar las facultades del Poder Ejecutivo de 
decidir, solo él, la cobertura del cargo. 


Hagamos, entonces, en este momento, una breve sínte- 
sis de la evolución histórica del Ministerio Público que 
demuestra que en la misma se consolidó el mecanismo 
actual de designación del Fiscal de Corte, bien alejado de 
las potestades del Poder Ejecutivo. Esta inquietud se mani- 
fiesta desde los albores de la patria misma. El Constituyente 
y Legislador Solano García, en ocasión de que la “Honora- 
ble Asamblea General” alternaba el análisis del “Reglamen- 
to Provisorio de Justicia” con el análisis y redacción de la 
futura Constitución de la República, enunció lo que hasta 
el día de hoy y, en gran medida, tiene constitucional tras- 
cendencia. Decía Solano García “que siendo el Fiscal un 
procurador de los intereses de la Nación y no del Gobierno, 
de ningún modo debía pertenecer su nombramiento al Poder 
Ejecutivo”, exclusivamente. Esto, señor Presidente, se pue- 
de leer en el día de hoy en el Diario de Sesiones de la 
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Honorable Asamblea General Constituyente y Legislativa 
de 1828 a 1830. En esa Constitución, en la de 1830, no hubo 
previsión acerca de los Fiscales, pues jurídicamente fueron 
mantenidos como magistrados independientes, pero bajo la 
órbita del Poder Judicial, tal cual lo demuestra lo que se 
estableciera en el Código de Procedimiento Civil de Joaquín 
Requena, de 1878. En dicho Código, se preveían tres Fisca- 
les de Estado: uno, en lo Civil para los asuntos de fuero 
común; otro, de Gobierno, para los asuntos gubernativos y 
de administración y otro de Hacienda, para los asuntos 
judiciales en que sea parte el Fisco. Los dos últimos eran 
designados por el Poder Ejecutivo, pero el Fiscal en lo Civil, 
el del fuero común, era designado por tres Tribunales 
reunidos que constituían el Poder Judicial, según el artículo 
124. Aquellos tres Fiscales se subrogaban recíprocamente 
en los casos de impedimento y por el orden de antigiledad, 
de acuerdo con el artículo 126. He allí el primer antecedente 
del que sería el mecanismo de subrogación actual de la 
Fiscalía de Corte. 


La creación de la Fiscalía de Corte se verifica con la Ley 
N* 3.246, de 28 de octubre de 1907, de creación y organiza- 
ción de la Alta Corte de Justicia. En su artículo 39 se 
habilitaba al Poder Ejecutivo a designar al Fiscal subrogante 
sin que se estableciera ninguna limitación para su elección. 
¿Será entonces, señor Presidente, que se encuadra en una 
curiosa actitud progresista del actual gobierno buscar en 
tan lejanas épocas el fundamento para la designación direc- 
ta de la doctora Guianze? No lo creemos, no creemos que se 
atreva a tanto el Poder Ejecutivo, porque mucha agua ha 
corrido desde entonces y toda la evolución institucional 
demuestra que se ha querido alejar, cada vez más, los 
mecanismos de designación y de funcionamiento de las 
estructuras del Ministerio Público, de la órbita de quien 
concentra el máximo poder del Estado, o sea, el Poder 
Ejecutivo. En efecto, ya la Ley N* 6.828 de 16 de octubre de 
1918, en su artículo 3 derogó el artículo 39 de la Ley N* 3.246 
y en su lugar dispuso: “debiendo estar, en los casos a que 
en él se alude, a lo dispuesto por el artículo 126 del Código 
de Procedimiento Civil”, que disponía que “Los Fiscales se 
subrogarán recíprocamente en los casos de impedimento y 
por orden de antigiúedad”. 


El mecanismo actual de subrogación de la Fiscalía de 
Corte tiene su directo antecedente en los artículos 192 y 181 
del viejo Código de Organización de los Tribunales, Ley 
N* 9.164, sancionada el 19 de setiembre de 1933 y promul- 
gada el 19 de diciembre de ese año. Allí ya se estableció que 
la subrogación del Fiscal de Corte debía recaer en el Fiscal 
Civil más antiguo. En el proceso de la Reforma Constitucio- 
nal de 1934 se volvió a suscitar la polémica acerca de la 
ubicación institucional del Ministerio Público. De su discu- 
sión merece especial destaque lo expresado en aquel enton- 
ces porel Constituyente Félix Polleri: “el nombramiento de 
los Fiscales por parte del Poder Ejecutivo traduce un resa- 
bio del antiguo concepto monárquico de la justicia emanada 
del Rey”. Tal vez, entonces, señor Presidente, estemos 
equivocados y no sea una violación a nuestra Constitución 
democrático-republicana y liberal la perpetrada por el Poder 
Ejecutivo, sino que nos encontremos frente a una expresión 
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de su posible vocación monárquica al designar de tal mane- 
ra a la Fiscal de Corte, doctora Mirtha Guianze. 


Señor Presidente: el artículo 158 numeral 14 de la Cons- 
titución de 1934 es el que prevé en su redacción lo que hoy 
establece el artículo 168 numeral 13, reiterándose en la 
Constitución de 1942 en el artículo 157 numeral 14 y, regis- 
trando leves modificaciones en la Carta de 1952, pasa a ser 
el artículo 168 numeral 13 que, como ya dijimos, se repite en 
la que hoy nos está rigiendo. 


Quiero decir, señor Presidente, que la designación de los 
Fiscales, superando viejas discusiones acerca de si debía 
ser confiada al Poder Ejecutivo o a la Suprema Corte de 
Justicia, es un acto atribuido al Poder Ejecutivo pero requi- 
riendo de la intervención imprescindible del Poder Legisla- 
tivo y más precisamente del Senado de la República, tal 
como nos lo enseña Justino Jiménez de Aréchaga en su obra 
“La Constitución Nacional”, Tomo V, página 119 y siguien- 
tes, editada en Montevideo por Medina. 


Todo esto, señor Presidente, y la farragosa lectura de 
artículos y de leyes y de Constituciones, pretende demos- 
trar que la posición de los Senadores que hoy estamos 
interpelando está sustentada en lo más puro y cabal del 
Estado de Derecho. No es una provocación, no es un 
capricho, no es una instancia en la cual le queremos poner 
un palo más en la rueda a la gestión del Poder Ejecutivo, sino 
que está sustentada en lo más hondo del Estado de Derecho 
en el que venimos argumentando para tratar de explicar e 
intentar convencer al Senado de que nuestra posición no es 
caprichosa, no es sorda, no es para tratar de ponerle perma- 
nentemente impedimentos a la gestión del Poder Ejecutivo, 
sino que se trata pura y exclusivamente de la defensa del 
Estado de Derecho, de la Constitución y de la Ley. Por ello, 
queremos seguir insistiendo en la idea de que en los tiempos 
modernos, la única excepción de obtener los tres quintos de 
votos del Senado para poder designar al Fiscal de Corte se 
produjo, lamentablemente, durante el gobierno de facto. 
Durante esa época sí se suprimió la mayoría especial de 
componentes de la Cámara Alta mediante el artículo 11, 
inciso primero del llamado Decreto Constitucional N* 12 o 
Acto Institucional N* 12 del 10 de noviembre de 1981 que 
dispuso: “Habrá un Fiscal de Corte y Procurador General de 
la Nación designado por el Poder Ejecutivo con venia del 
Poder Legislativo”. Fíjese, señor Presidente, que hasta en 
la época de la dictadura y llamando Poder Legislativo al 
Consejo de Estado -lo cual a todos hoy nos parece un 
disparate-, nadie se animó a prescindir de la opinión del 
Senado en el momento de conceder la venia correspondien- 
te para la designación del Fiscal de Corte. Por supuesto, 
señor Presidente, que esta norma fue obviada y el 1” de 
marzo de 1985 se restauró la vigencia de la Constitución en 
su plenitud, tal como la conocemos al día de hoy. 


También nos gustaría aclarar y decir que el Instituto de 
la venia aparece en nuestra Constitución en diversas Opor- 
tunidades, pero todas con diferentes variantes. Esto lo 
queremos argumentar para quienes sostienen la inexisten- 
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cia de una norma que contemple un vacío de la Constitución 
en cuanto al interinato. Vamos a demostrar con esta argu- 
mentación cómo el Constituyente, sabiamente, en otras 
normas establecidas en la propia Constitución en la que se 
necesitan venias del Senado de la República, le permitió al 
Poder Ejecutivo, a través de texto expreso, proceder de 
diferente manera. En tal sentido, empezamos citando el 
artículo 168, numeral 10 de la Constitución, por cierto a sólo 
tres numerales de la disposición violada. En el referido 
numeral se establece que corresponde al Presidente de la 
República actuando con el Ministro, Ministros o Consejo 
de Ministros, disponer la destitución de funcionarios con 
la venia de la Cámara de Senadores. Para dar esa venia -to- 
dos lo conocemos, pero es bueno recordarlo- el Senado 
tiene 90 días. Si durante ese lapso el Senado no se expresa, 
se entiende que la venia ha sido concedida y el Poder 
Ejecutivo puede proceder a la destitución. 


Otro ejemplo es lo establecido en el numeral 12 del 
mismo artículo 168, apenas unos renglones más arriba que 
la norma constitucional hoy lamentablemente vulnerada. En 
tal pasaje la Constitución establece el mecanismo de desig- 
nación del personal consular y diplomático por parte del 
Poder Ejecutivo, para lo cual también está obligado a soli- 
citar la venia de la Cámara de Senadores, especialmente para 
el caso de los Embajadores de la República. ¿Qué pasa si el 
Senado no se pronuncia dentro del plazo de 60 días? Pues 
nuevamente, a texto expreso, la Constitución habilita al 
Poder Ejecutivo a prescindir de la venia solicitada y a 
nombrar al funcionario correspondiente. 


Otro caso similar es el del artículo 187 de la Constitución 
donde se establecen los procedimientos para designar alos 
miembros de los Directorios no electivos de los Entes 
Autónomos y Servicios Descentralizados. En el artículo 
referido, se establece que tales Directores deben ser desig- 
nados por el Presidente de la República actuando en Con- 
sejo de Ministros, previa venia del Senado, determinándose 
una mayoría de tres quintos de componentes para el caso. 
Una vez más el Constituyente contempló la posible reticen- 
cia del Senado a otorgar la venia. ¿Qué hace? Se pronunció 
en forma muy clara, estableciendo que si el Senado no se 
expresaba en un plazo de 60 días, el Poder Ejecutivo podía 
reformular la propuesta o enviar otra y, enesecaso, la venia 
sería concedida con el voto de la mayoría absoluta de los 
integrantes del Cuerpo. 


Aquí me permito recordar algo, señor Presidente, para 
algún Senador del oficialismo a quien en los últimos días lo 
hemos escuchado decir que la oposición, en este Gobierno, 
nunca ha dado los votos cuando se requieren mayorías 
especiales. Quiero hacer notar, aese Senador y al Senado 
en su conjunto, que la mayoría de los Senadores del Partido 
Colorado y del Partido Nacional habilitaron al Poder Ejecu- 
tivo la designación inmediata de los integrantes de los 
Directorios de los Entes Autónomos y Servicios Descen- 
tralizados a pesar de que, como es público y notorio, no 
integrábamos esas plantillas, facilitando así al Poder Ejecu- 
tivo el comienzo de su gestión gubernativa sin tener que 
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esperar los 60 días que establece la Constitución de la 
República. Me señala el señor Senador Larrañaga que fue- 
ron 24 venias las que se concedieron en esa oportunidad. 
Planteo esto, por ese síndrome de persecución constante 
que tienen algunos, en cuanto a que estamos aquí para 
oponernos permanentemente, entorpecer o conspirar con- 
tra el Gobierno y, lo que es peor, contra el Estado de 
Derecho y la democracia. 


El artículo 198 de la Constitución de la República esta- 
blece los mecanismos por los que el Poder Ejecutivo puede 
proceder a la destitución de los Directores de los Entes 
Autónomos y Servicios Descentralizados referidos. En este 
caso, también la Constitución asigna un plazo de 60 días 
para que el Senado se expida, y siel Cuerpo nose pronuncia, 
el Poder Ejecutivo queda facultado, expresa y claramente, 
por la letra diáfana e indiscutible del Constituyente, a hacer 
efectiva la destitución. 


Aún hay más. Si seguimos leyendo el clarísimo texto de 
este artículo, podemos observar que se otorga al Poder 
Ejecutivo la potestad de reemplazar interinamente a los 
Directores cuya venia de destitución se solicitó pero que el 
Senado no concedió dentro del plazo otorgado. Ese sí es un 
interinato y, obviamente, es a término, puesto que se veri- 
fica hasta que el Senado se expida o hasta que transcurran 
los 60 días, luego de los que, si no se expide, el Poder 
Ejecutivo puede proceder. ¿Qué quiero decir con esto? Allí 
la Constitución establece en forma muy clara un interinato, 
y no como se pretende hacer ver con la acción inconstitu- 
cional del Decreto cuestionado en la tarde de hoy. 


Señor Presidente: el artículo 168, en su numeral 11) 
establece que también se requiere venia del Senado para 
que el Poder Ejecutivo conceda los ascensos a militares en 
los grados de Coronel, General y demás Oficiales Superio- 
res de las Fuerzas Armadas. En este ejemplo de venia, 
notamos también una parquedad de redacción, justificada, 
obviamente, en la naturaleza de la cuestión. Como todos 
sabemos, se trata de cargos cuya trascendencia institucional 
justifica la venia, pero en este caso no motivó que la propia 
Constitución exigiera una mayoría especial. De esta forma 
hemos apreciado cómo la Carta otorga significado y conse- 
cuencias jurídicas al transcurso de determinados plazos sin 
que el Senado se expida con respecto a la venia solicitada 
por el Poder Ejecutivo, en determinadas circunstancias que 
están expresamente establecidas. Asimismo, hemos visto 
cómo se consagran fórmulas en las que cambia la exigencia 
de mayorías para la venia para un mismo cargo ante una 
nueva propuesta del Poder Ejecutivo. Además, hemos no- 
tado cómo se incluyen soluciones “transitorias” o “interi- 
nas” con plazos claros de finalización. También se ha apre- 
ciado cómo en algunas ocasiones se establece que se 
requerirá la venia sin otros pronunciamientos. 


Por otra parte, se mencionó algún ejemplo en que la 
propia Constitución tolera que sea la ley la que proponga un 
procedimiento distinto al que su propio texto establece. Por 
tanto, el Constituyente sopesó cada evento en su justo 
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término y así, luego de la rápida referencia a los ejemplos 
que hemos aportado, estamos en condiciones de notar con 
mayor claridad cómo la Constitución determina, para la 
designación del Fiscal de Corte y de los demás Fiscales 
Letrados, una de sus fórmulas más rígidas, exigentes y 
terminantes, similar a la establecida en el artículo 236 para 
la designación de los miembros de la Suprema Corte de 
Justicia, todo ello explicable por el espíritu democrático 
republicano liberal con el que se pretende el relacionamiento 
de la función jurisdiccional con el Poder Ejecutivo. Poreso, 
el numeral 13) del artículo 168 y el artículo 236 de la 
Constitución no atribuyen efectos políticos o jurídicos a la 
falta de pronunciamiento del Senado o de la Asamblea 
General en plazo alguno. Tampoco establecen fórmulas de 
designación interina, pasajera, provisional o transitoria en 
estos dos casos, aunque sí lo prevén en otros. Entonces, la 
conclusión es clara y contundente: el Constituyente no 
quiso -y manda que no se haga de otra forma- que la 
provisión del cargo de Fiscal de Corte y Procurador General 
de la Nación se realice de un modo que no sea el establecido 
en el numeral 13) del artículo 168 de la Constitución. 


A esta altura podríamos preguntarnos qué pasa si el 
Senado no se pronuncia en plazo alguno; qué ocurre si no 
alcanzan las mayorías constitucionales, y qué alternativas 
nos da la Constitución de la República. Las tres respuestas 
aparecen inmediatamente en su respectivo orden: nada; 
nada; y ninguna. ¿Por qué? Porque el artículo 168 de la Carta 
otorga la potestad y, al mismo tiempo, obliga al Presidente 
de la República a ejercer determinadas funciones, y entre 
ellas está la de designar al Fiscal de Corte. El Poder Ejecu- 
tivo debe hacerlo, y para ello debe contar con la venia del 
Senado. ¡Siempre! 


De todo lo expresado, señor Presidente, se desprende 
que si no se otorga la venia es responsabilidad y misión del 
Poder Ejecutivo buscar un nuevo nombre para el cargo y 
realizar una nueva propuesta que surja de los procedimien- 
tos constitucionales y represente la emisión de la voluntad 
general de aquel pueblo que será el beneficiario de la 
defensa del interés público que ejercerá el titular del Minis- 
terio Público y Fiscal. Por lo tanto, aquí no hay ningún 
drama, ya que sino se obtienen las mayorías necesarias, el 
Poder Ejecutivo, con responsabilidad, sencillez y humildad 
republicana, debe retirar el nombre y proponer uno alterna- 
tivo hasta que se logren las mayorías previstas constitucio- 
nalmente. Por ese motivo, el Constituyente no podría ser 
riguroso en los procedimientos -como así lo quiso para este 
caso- y, por otra parte, establecer mecanismos alternativos 
a la designación, terminante, con los tres quintos de votos 
del Senado. 


Por ende, no puede hablarse de vacío normativo alguno, 
sino del incumplimiento de la responsabilidad institucional 
del Poder Ejecutivo de hacer lo que en este caso manda la 
Constitución. 


Es claro, entonces, que lo que se ha verificado es el 
incumplimiento de un cometido del Poder Ejecutivo, que no 
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ha procurado designar un Fiscal de Corte que obtuviera la 
venia del Senado; o sea que no ha enviado, en la oportuni- 
dad en que se supo que la doctora Guianze no contaba con 
la confianza de este Cuerpo -expresada en la mayoría reque- 
rida-, una alternativa, tal como lo mandata la Constitución 
de la República. 


Lo cierto es que esto no se cumplió y que el Constituyen- 
te nunca nada previó ante una situación como esta. Pero, 
¿cómo iba a prever el Constituyente una omisión en el 
cumplimiento de los cometidos que la propia Constitución 
establece para el Poder Ejecutivo? 


Señor Presidente: todos sabemos que una norma puede 
sancionar el incumplimiento de las reglas de Derecho, pero 
jamás puede contemplar una solución para corregir 
llegitimidades. Admitir el ejemplo que estamos mencionan- 
do y que el Poder Ejecutivo argumenta, es como pensar que 
la Constitución debería prever cómo debe procederse para 
reiniciar la institucionalidad democrática luego de un golpe 
de Estado. Dicho de otro modo, es como si pensáramos que 
la propia Constitución tuviera que decir cuáles son los 
pasos a seguir si fuera violada por un golpe de Estado. Eso 
es imposible. No hay lógica que pueda sustentar este argu- 
mento, ni es posible que esto se pueda sostener. 


Lo que sucede a esta altura es que el Poder Ejecutivo no 
ofreció alternativas al único nombre propuesto; entonces, 
no cumplió con la responsabilidad que el Constituyente le 
impuso, es decir, con la obligación de buscar un candidato 
que contase con el acuerdo del Senado de la República. Este 
es el único camino que el Poder Ejecutivo puede transitar: 
dialogar, dialogar y dialogar, permanentemente, hasta lo- 
grar los acuerdos que le permitan obtener las mayorías en 
el Senado como para otorgar la venia a un ciudadano que 
cuente con el respaldo de más de una fuerza política y lo 
lleve a sentarse en el sillón de Fiscal de Corte, con todo el 
respaldo institucional que ese cargo merece y necesita. 


Pensamos, entonces, que esta situación no se puede 
llamar vacío o laguna normativa. Afirmar tal cosa constituye 
una liviandad de apreciación y una ligereza que no estamos 
dispuestos a permitir porque, realmente, no resuelve el 
problema planteado. Precisamente, como única solución 
posible quedaba la de respetar y cumplir, como ya dijimos, 
el mandato constitucional contenido en el artículo 168, que 
establece que “Al Presidente de la República, actuando con 
el Ministro o Ministros respectivos, o con el Consejo de 
Ministros, corresponde” designar al Fiscal de Corte, con la 
venia del Senado, otorgada por los tres quintos de votos del 
total de componentes. 


Veamos, señor Presidente, cómo se supera cualquier 
patología del razonamiento jurídico que entienda que aquí 
existe una situación de laguna normativa. En la actual 
circunstancia, no cabe sino posicionarse frente al Derecho 
como sistema normativo, como conjunto armonioso de las 
reglas que los ciudadanos hemos dispuesto nos debe regir. 
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Esa cohesión es la que da unidad al sistema jurídico, por 
cuanto habilita la aplicación de mecanismos de integración 
claros, específicamente consagrados en la Constitución de 
la República y en el Código Civil. La Constitución y la Ley 
prevén exactamente la solución a la situación planteada, 
que dista muchísimo de ser la acción inconstitucional adop- 
tada por parte del Poder Ejecutivo. 


Tal como hemos mencionado, la Constitución de la 
República, en el numeral 13) del artículo 168, regula la 
provisión definitiva del cargo de Fiscal de Corte y, por su 
parte, el artículo 26 del Decreto-Ley N* 15.365 hace lo propio 
con la subrogación del Fiscal de Corte por razones de 
impedimento, excusación o recusación. En efecto, el primer 
inciso del artículo 26 del Decreto-Ley mencionado dice: “La 
subrogación del Fiscal de Corte y Procurador General de la 
Nación por razones de impedimento, excusación o recusa- 
ción, corresponderá a los Fiscales de lo Civil por orden de 
antigiiedad en el cargo”. 


Al mismo tiempo, otras normas de nuestro Derecho 
Positivo prevén un camino para resolver este tipo de situa- 
ciones. El artículo 332 de la Constitución de la República 
dispone lo siguiente: “Los preceptos de la presente Cons- 
titución que reconocen derechos alos individuos, asícomo 
los que atribuyen facultades e imponen deberes a las auto- 
ridades públicas, no dejarán de aplicarse por falta de la 
reglamentación respectiva, sino que ésta será suplida, recu- 
rriendo a los fundamentos de leyes análogas, a los princi- 
pios generales de derecho y a las doctrinas generalmente 
admitidas”. 


A este respecto, podemos afirmar que la Doctrina, co- 
mentando estas disposiciones, concluye que la subroga- 
ción de los Fiscales se opera tanto en los casos de vacancia 
como de ausencia temporaria, ocasionados por licencia, 
enfermedad, acefalía u otros motivos cualesquiera, y así 
también cuando no pudieran intervenir por causa de impe- 
dimento, excusa o recusación. Se dan, entonces, enelcaso, 
los dos requisitos exigidos para acudir a la analogía: el de 
la afinidad de hechos y el de identidad de razón, tal como 
expresa el doctor Barbé Pérez, en su artículo “La analogía 
como método y técnica de integración del Derecho”, en la 
Revista de Derecho, Jurisprudencia y Administración del 
año 1964, Tomo 61, página 25. 


Corresponde pues, señor Presidente, por analogía, acu- 
dir al instituto de la subrogación, previsto en el inciso 
primero del artículo 26 del Decreto-Ley N* 15.365. ¿Qué 
quiere decir esto? Que ante la circunstancia suscitada por 
el alejamiento de la doctora Élida Fajardo de su cargo en la 
Fiscalía de Corte y Procuraduría General de la Nación, 
correspondía ocupar ese cargo con el Fiscal en lo Civil más 
antiguo, que era la doctora Silka Abella. Además, y aquí 
está lo sorprendente, así procedió este Poder Ejecutivo, 
este Presidente de la República y este Ministro de Educa- 
ción y Cultura cuando, usando la curiosa denominación de 
“interina”, como ya dijimos, designó a la doctora Élida 
Fajardo Balbuena, por Resolución de 31 de enero de 2006, 


CAMARA DE SENADORES 


C.S.-159 


citada en el Resultando I de la Resolución que cuestiona- 
mos hoy severamente. 


De modo que, en aquel momento, el Poder Ejecutivo 
utilizó la analogía, pero después dejó de aplicarla, curiosa- 
mente, cuando se trató de ocupar el cargo de Fiscal de Corte 
con el mismo candidato que en el Senado de la República no 
logró obtener la mayoría de tres quintos de votos del total 
de componentes. 


A esta altura, me he preguntado si estamos hablando de 
algún procedimiento novedoso. Pero he llegado a la conclu- 
sión de que siempre se procedió así, salvo en una situación 
que ya mencionamos, cuando en el año 1971 los tupamaros 
secuestraron durante trece días al doctor Guido Berro Oribe 
y se dispuso la designación del doctor Bayardo Bengoa. 


Vuelvo a decirlo, porque creo que vale la pena: no puedo 
creer que ese sea el argumento en el que se va a fundar la 
decisión que se adoptó en esta misma circunstancia, o sea, 
el de no cumplir con lo que establecía en aquel momento el 
Código de Organización de los Tribunales, y establece hoy, 
en forma clarísima, la Ley N* 15.365 del Ministerio Público 
y Fiscal. A esta altura, vale la pena recordar que durante la 
Presidencia del doctor Jorge Batlle, el titular de la Fiscalía 
era el Fiscal de Corte, doctor Oscar Peri Valdez estuvo 
impedido de ejercer sus funciones y se utilizó el criterio de 
la subrogación con el Fiscal de lo Civil más antiguo. Ade- 
más, cuando llenándose los pulmones de indignación se 
dijo que la oposición no deja gobernar, parece que no se 
recuerda que ésta no fue la primera instancia en que no se 
logró la mayoría necesaria en el Senado. Justamente, duran- 
te el segundo Gobierno del doctor Sanguinetti, cumplió 70 
años de edad el entonces Fiscal de Corte, doctor Rafael 
Robatto y el Poder Ejecutivo remitió la solicitud de venia del 
doctor Miguel Langón como Fiscal de Corte y Procurador 
General de la Nación. En el interregno en el que el Senado 
discutía esa venia -que a la postre no fue concedida-, quien 
subrogó y ocupó transitoria o interinamente -póngasele el 
nombre que se quiera- el cargo fue la doctora María Elisa 
Martirena, que era la Fiscal en lo Civil más antigua. 


Asimismo, debemos recordar que en aquel entonces, 
debido a la oposición de los Senadores del Frente Amplio 
y de tres Senadores del Partido Nacional, no se obtuvieron 
los tres quintos de votos en el Senado para conceder la 
venia al doctor Miguel Langón. Cuando esto sucedió, no 
fue necesario que el Poder Ejecutivo retirara el Mensaje, ya 
que el propio doctor Langón retiró su nombre. Nos hubiera 
gustado que esa situación se repitiera en el caso de la 
doctora Mirtha Guianze, al saber que ella tampoco contaba 
con la confianza de los tres quintos de integrantes del 
Senado en el momento de la concesión de la venia. Imagino 
-no soy quién para interpretar a nadie- que el Poder Ejecu- 
tivo de aquel entonces no buscó la vía oblicua del interinato 
u otro mecanismo para designar a quien el Senado, en su 
más libre concepción y albedrío, había resuelto no otorgarle 
la venia. En el momento en que enviaron la venia del doctor 
Oscar Peri Valdez, todos recordarán que fue concedida por 
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la unanimidad de los Senadores de aquel entonces y se 
cumplió con lo que la Constitución establecía. 


En la década del sesenta, en pleno Gobierno del Colegia- 
do blanco, tras la jubilación del Fiscal de Corte, doctor 
Abadie Santos, lo subrogó en primera instancia el doctor 
Francisco Pagano y a este el doctor Julio Viana Tubino, 
ambos Fiscales en lo Civil más antiguos. Posteriormente, la 
designación del doctor Guido Berro Oribe como Fiscal de 
Corte se verificó por haber sido otorgada la venia en la 
Comisión Permanente por tres quintos de votos, ya que en 
el Senado de aquel entonces dos Senadores del Partido 
Colorado no daban su voto para conceder la venia corres- 
pondiente, mientras que en la Comisión Permanente se 
logró la mayoría necesaria con el ex Diputado Caputti, que 
votó la venia remitida por el Poder Ejecutivo de aquel 
entonces, ejercido por el Partido Nacional. 


Cabe concluir, señor Presidente, que al prescindir de la 
aplicación analógica de la solución prevista en el inciso 
primero del artículo 26 de la Ley N* 15.365 y al proceder 
discrecionalmente a encargar a la doctora Mirtha Guianze 
las funciones de la Fiscalía de Corte, el Poder Ejecutivo ha 
incurrido en un error de Derecho que vicia de nulidad la 
resolución que la designa, o sea la del 11 de octubre de 2006. 
Basta saber lo indicado para cuestionar la resolución seña- 
lada. 


Sin embargo, existe otro aspecto que estimo se debe 
destacar, porque resulta particularmente grave. Ante la 
inexistencia del acuerdo necesario con los Senadores del 
Partido Nacional y del Partido Colorado para designar a la 
doctora Mirtha Guianze, el Poder Ejecutivo asignó -como ya 
dijimos- la encargatura a esa misma ciudadana. Quiere decir 
que el Poder Ejecutivo procedió por vía oblicua a hacer algo 
que no pudo realizar conforme a los preceptos constitucio- 
nales. ¿Qué debería haber hecho el Poder Ejecutivo en aquel 
entonces? Lo que venimos manifestando a lo largo de esta 
intervención, es decir, proponer el nombre de otro candida- 
to y, si este tampoco hubiera contado con la confianza del 
Senado, sugerir a otro y así sucesivamente. Me animo a 
decir que, si se hubiera dialogado, seguramente otro candi- 
dato alternativo ya estaría instalado hoy en la Fiscalía de 
Corte y en la Procuraduría General de la Nación. De esta 
manera, nos hubiéramos evitado esta situación tan enojosa 
de denunciar en la tarde de hoy ante la presencia del señor 
Ministro la violación de la Constitución de la República. 


La jurisprudencia administrativa francesa considera que 
el desconocimiento del espíritu de la ley constituye un 
fraude a la ley, que configura una causal de nulidad que se 
encuentra en el límite de la violación de la regla de Derecho 
de fondo y de la desviación de poder. El constituyente, al 
exigir venia y tan elevado número de votos para su otorga- 
miento, pretendió -insistimos en esto- limitar sensiblemente 
la discrecionalidad del Poder Ejecutivo en la designación 
del Fiscal de Corte. El Legislador, al fijar tan meticulosa- 
mente el orden de prelación para la subrogación, también 
pretendió limitar considerablemente la discrecionalidad del 
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Poder Ejecutivo. No ver esas dos cosas, señor Presidente, 
es no ver un elefante adentro de un ascensor; es no ver que 
lo que se busca es acotar por todos los medios posibles la 
discrecionalidad, no de este Poder Ejecutivo que preside el 
doctor Tabaré Vázquez, sino del Poder Ejecutivo como 
concepción para evitar que el Fiscal de Corte se constituya 
y se convierta no en un Fiscal de Corte de la Nación, sino 
en un Fiscal de Corte de un partido político. 


Es así que, al quedar determinada la ilegitimidad de la 
resolución del Poder Ejecutivo de 11 de octubre de 2006 en 
estudio, hay que analizar la actuación que le quepa a la 
doctora Mirtha Guianze como fundamento en la misma. En 
virtud del vicio de origen existente denunciado, cabe con- 
cluir que toda la actuación de la doctora Mirtha Guianze 
resultará jurídicamente viciada, resultarán viciados los ac- 
tos administrativos por ella dictados, así como todos los 
actos jurídicos -cualquiera sea su naturaleza- emitidos en 
procedimientos en los que la referida Fiscal se pronuncie 
con el consecuente perjuicio para la administración de 
justicia y para el funcionamiento del Ministerio Público; 
en definitiva, con el consecuente perjuicio para toda la 
nación. 


En resumen, señor Presidente, este nombramiento sin 
plazo bajo toga de encargatura es arbitrario, no sólo porque 
se saltea las normas aplicables por analogía a la provisión 
de las vacantes, sean temporarias o definitivas, sino porque 
hasta el 11 de octubre de 2006 el Poder Ejecutivo había 
ratificado pacíficamente la aplicación del artículo 26 de la 
Ley Orgánica del Ministerio Público a situaciones que no 
eran estrictamente las de impedimento, recusación o 
excusación, tal como lo demostramos con la designación de 
la doctora Fajardo. 


El artículo 26 se ha extendido analógicamente con un 
criterio aceptado por todos a los casos en que la subroga- 
ción debía hacerse para la totalidad de la función. La con- 
ducta testigo del Poder Ejecutivo fue, hasta que decidió 
obrar por capricho, la de la aplicación analógica del artículo 
26, como ya hemos dicho. No es sólo que el artículo 26 es 
la ley análoga prevista en el artículo 332 de la Constitución, 
sino que, además, es precisamente la ley análoga que el 
doctor Tabaré Vázquez y el ingeniero Brovetto, como Pre- 
sidente de la República y Ministro de Educación y Cultura, 
respectivamente, habían ratificado en la primera resolución 
y aplicado luego. No obstante, cambian de criterio cuando 
nombran a la doctora Guianze. Lo asombroso, entonces, es 
que ahora se invoque la ausencia de una norma para proveer 
la vacante dejada por la doctora Fajardo, cuando en realidad 
la tienen al alcance de la mano. El Gobierno mismo la aplicó 
en el momento de la designación de la doctora Fajardo como 
Fiscal de Corte y Procuradora General de la Nación. Lo peor 
es que ahora, el Poder Ejecutivo, privado del absoluto 
apoyo de la integración analógica, que hasta entonces 
había seguido -hasta el 11 de octubre- no tiene a la vista - 
lo hemos demostrado- ningún tipo de disposición constitu- 
cional o legal en la que pueda fundar la designación de la 
doctora Guianze. 
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Lamentablemente, cuando el Poder Ejecutivo abandonó 
la vía analógica, se encontró en el más claro y absoluto 
desierto normativo, por lo que no es extraño que en el 
Atento de la Resolución de designación de la doctora 
Guianze no exista la más mínima norma de carácter jurídico- 
constitucional conducente al acto de favoritismo. Enton- 
ces, señor Presidente, cuando falta el trasfondo del derecho 
-como una primera figura en un escenario vacío- luce la 
arbitrariedad que viene de la mano de la prepotencia, según 
un razonamiento que podría ser el siguiente y que me parece 
es el que ha utilizado el Poder Ejecutivo: la única razón 
jurídica que tengo para nombrar a la doctora Guianze es, 
precisamente, la de que no existe ninguna razón jurídica 
para hacerlo. Hemos escuchado decir aquí que esta si- 
tuación es provisoria. Pero obsérvese qué gracioso es: se 
ha dicho que es provisoria y durará mientras la oposición 
no vote a la doctora Guianze. O sea, la responsabilidad 
de la situación es de la oposición porque no vota a la 
doctora Guianze, como lamentablemente lo ha sostenido 
aquí el señor Senador Baráibar cuando se votó, hace unos 
días, la interpelación al señor Ministro de Educación y 
Cultura. 


El resultado es claro y está a la vista: con el nombramien- 
to provisorio de la doctora Guianze -provisorio porque 
durará todo el tiempo que se le ocurra al Poder Ejecutivo o 
a la “preferida”-, se ha vulnerado en forma palmaria la 
Constitución, a la que se hará decir de ahora en adelante que 
si no existe la venia del Senado para la designación, el Poder 
Ejecutivo podrá, de todos modos, designar al candidato, no 
aprobado o rechazado en funciones de Fiscal de Corte y la 
duración de esaencargatura durará, paradójicamente, no ya 
lo que tarde el Parlamento en aprobarla sino, precisamente, 
lo contrario, es decir, el tiempo que demore en desaprobarla. 
O sea que, de ahora en más, las venias no se van a votar por 
el tiempo en el que el Parlamento las apruebe sino, por el 
contrario, van a permanecer en una encargatura mientras 
aquél no las apruebe. Eso es lo que se ha dicho aquí en Sala. 
Entonces, la pregunta que cabe formularse es por cuánto 
tiempo durará esa encargatura transitoria. ¿Se puede atri- 
buir la transitoriedad, como se ha pretendido hacer, a que 
el Partido Nacional no da sus votos para aprobar la desig- 
nación de la doctora Mirtha Guianze como Fiscal de Corte 
y Procuradora General de la Nación? Hemos llegado a 
escuchar el argumento ridículo de que, en realidad, la Fis- 
calía de Corte no se llena por culpa de la oposición porque 
no da los votos para designar a la doctora Mirtha Guianze. 
Que quede bien claro en la tarde de hoy que el Partido 
Nacional no va a votar la designación de la doctora Mirtha 
Guianze como Fiscal de Corte y Procuradora General de la 
Nación. Que esto quede meridianamente claro para los que 
creen o albergan alguna esperanza de que podemos llegar 
a votarla. Además, que quede bien claro que si se quiere 
seguir violentando la Constitución y la ley, lo harán todo el 
tiempo que entiendan necesario, pero que no se nos atribu- 
ya a nosotros la responsabilidad de que, porque no quere- 
mos votar esta venia, dure el interinato inconstitucional por 
el que el señor Ministro de Educación y Cultura se encuen- 
tra presente hoy en Sala. 
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Señor Presidente: voceros del Gobierno y de la Bancada 
del oficialismo han planteado que no se sabe por qué nos 
hemos opuesto a la designación de la doctora Mirtha Guianze. 
Han dicho que no se han expuesto razones técnicas ni 
argumentos sólidos para que el Partido Nacional no vote la 
designación de la doctora Mirtha Guianze. En primer lugar, 
queremos dejar en claro que la Constitución no exige que 
tengamos que manifestar motivo alguno para fundar la 
decisión de conceder o desestimar la propuesta. En ningún 
momento se dice en la Constitución que los Senadores 
debemos fundar por qué no estamos dispuestos a votar la 
venia a tal o cual ciudadano. Eso es así porque el constitu- 
yente no pretendió jamás, en modo alguno, que se hagan 
públicos los cuestionamientos que puedan realizarse a la 
persona propuesta por el Poder Ejecutivo. La norma del 
numeral 13) del artículo 168 de la Constitución, como ya dije, 
no menciona tal absurdo ni tampoco parece respetuoso para 
el candidato o la candidata del Gobierno que se le exhiba 
permanentemente en la plaza pública. Sólo un ánimo perver- 
so puede desearlo así. 


Entonces, tan sólo la desafiante actitud de sus promo- 
tores hizo que, en muchas oportunidades, tuviésemos que 
expresar nuestras reservas con desagrado para con la doc- 
tora Mirtha Guianze en algún artículo de prensa. Hoy lo 
tendremos que hacer también aquí, lamentablemente, para 
terminar de una vez por todas con ese argumento y, enton- 
ces, tratar de reencauzar al Poder Ejecutivo en la senda de 
la institucionalidad de la que lamentablemente se ha apar- 
tado y lograr de esa manera establecer el motivo por el que 
el Partido Nacional, y nosotros en especial, no estamos 
dispuestos a votar la designación de la doctora Mirtha 
Guianze como Fiscal de Corte y Procuradora General de la 
Nación. Decimos, pues, que no se puede separar la propues- 
ta de designación referida de la actitud de la nominada con 
relación a todo el asunto de las actuaciones que le cupieron 
durante el período de actuación del doctor Oscar Peri Valdez 
al frente de la Fiscalía de Corte. Como Presidenta de la 
Asociación de Fiscales o en lo personal, la doctora Mirtha 
Guianze le dio manifiesto apoyo, lo que hace que los funda- 
dos cuestionamientos hechos al entonces titular del Minis- 
terio Público también les sean, lamentablemente, aplicables 
a ella. Esos cuestionamientos tienen que ver nada más ni 
menos que con la defensa del principio de la libertad. En 
efecto, lo que el doctor Peri Valdez puso en riesgo al violar 
la independencia técnica de los Fiscales y al instaurar un 
mecanismo ilegal de registración de antecedentes, no es ni 
más ni menos que poner en peligro la libertad de las perso- 
nas. 


En nuestro sistema de Justicia, la libertad individual se 
ve protegida, entre otros pilares fundamentales, por la 
independencia técnica de los Fiscales. Dado que la estruc- 
tura del Ministerio Público en nuestro país, como todos 
sabemos, está inserta en la órbita del Poder Ejecutivo -es- 
pecíficamente, en el Ministerio de Educación y Cultura-, la 
única defensa que se tiene ante posibles arrestos totalita- 
rios que puedan provenir del titular que concentra la mayor 
porción de poder del Estado -esto es, el Poder Ejecutivo- 
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radica en que los Fiscales mantengan total indepen- 
dencia técnica en su actuación, puesto que ello invo-lucra 
acciones que ponen en riesgo desde la libertad en la órbita 
civil hasta la libertad en la esfera penal. Por eso, señor 
Presidente, así lo dispone la Ley Orgánica del Ministerio 
Público. 


Pues bien, está probado que lamentablemente el doctor 
Peri Valdez violó la independencia técnica de los Fiscales y 
estableció registros de antecedentes sin base legal alguna. 
Así surge, señor Presidente, de la Resolución N* 61/2005 de 
la Oficina Nacional del Servicio Civil, de 6 de abril de 2005, 
es decir - y lo destaco, para que se vea que en este dictamen 
tampoco podría estar la mano oculta de la oposición 
conspirativa y conspiradora-, del actual período Gobierno. 
El dictamen, del que voy a leer especialmente los 
Considerandos 8 y 9, fue emitido, por cuatro votos en cinco, 
por la Oficina Nacional del Servicio Civil de la actual Admi- 
nistración, o sea, la que encabeza el doctor Tabaré Vázquez. 
Aquí no hay, pues, ningún tipo de conspiración oculta de 
la derecha antigua con relación a lo que se señala respecto 
a un tema tan delicado como lo era el de los sumarios 
realizados al doctor Peri Valdez. 


El considerando 8 de la antedicha Resolución dice, 
textualmente del doctor Peri Valdez: **...resulta probado que 
ha violado la independencia técnica de los Fiscales con su 
actuación a través del Centro de Apoyo; por la presencia en 
el Turno penal de un funcionario del citado Centro ajeno a 
la Fiscalía interviniente; por la precalificación del delito; y 
por el relacionamiento de la Fiscalía de Corte con la Policía; 
por la violación del secreto presumarial; por las reuniones 
evaluatorias del Turno entre los Fiscales, el Fiscal de Corte, 
los funcionarios del Centro de Apoyo e incluso funciona- 
rios judiciales, y por los Registros”. 


Y el Considerando 9 agrega: “...respecto de la imputa- 
ción referente al exceso de competencia se configura al 
violar la independencia técnica del Ministerio Público y 
Fiscal, por desconocer la jerarquía administrativa en su 
relacionamiento con los demás organismos del Estado o con 
Instituciones extranjeras”. 


Señor Presidente: debe recordarse que esta Resolución 
es coincidente con los informes unánimes de todos los 
sumariantes que procedieron arealizar los sumarios al doc- 
tor Peri Valdez y con los sumarios llevados adelante por los 
Fiscales de Gobierno actuantes en la emergencia, entre los 
que debe destacarse el del Dr. José Luis Arechavaleta, 
quien aconsejó la destitución del doctor Peri fundado en la 
causal constitucional de “incapacidad para el ejercicio del 
cargo”. 


Pues bien, señor Presidente, la doctora Mirtha Guianze 
permanentemente brindó decidido apoyo a la gestión del 
doctor Peri Valdez en todas estas actuaciones ¡legítimas 
que, como dije, pusieron en riesgo, en aquel entonces, el 
ejercicio de la libertad en todas sus distintas facetas, prin- 
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cipio éste definitorio de nuestro régimen democrático-repu- 
blicano, por lo que, lamentablemente, estos antecedentes la 
descalifican para ocupar el cargo de Fiscal de Corte. 


Lo sorprendente es que, habiendo esta Resolución reco- 
mendado la destitución del Fiscal de Corte doctor Peri 
Valdez, durante casi un año -desde abril de 2005 hasta 
febrero de 2006, fecha en que renunció- el Poder Ejecutivo 
jamás envió su venia de destitución a consideración del 
Senado de la República. Todos sabemos la omisión que esto 
aparejaba, no por las consecuencias contundentes de lo 
dictaminado en los sumarios y en el informe de la Oficina 
Nacional del Servicio Civil, sino porno procederse como se 
debía haber hecho, que era destituyendo al entonces Fiscal 
de Corte sumariado. 


Esto se puede resumir, señor Presidente, de la siguiente 
manera: “Cuando este Fiscal de Corte desorbitado, al grito 
de que la Fiscalía era el “eje de la justicia? violaba la auto- 
nomía de los Fiscales, generaba órganos de vigilancia de 
fallos, violaba la Constitución, haciendo que el Estado 
llevara listas negras, articulaba pesquisas ilegalmente con 
la Policía, a la que hacía realizar escuchas telefónicas sin 
autorización de Juez, se enfrentaba periódicamente con la 
Suprema Corte de Justicia que lo acusaba de violar la ley y 
la Constitución, abría correspondencia de Jueces y se cons- 
tituyó en el primer Fiscal de Corte destituido de la Repúbli- 
ca, la Fiscal Mirtha Guianze declaraba que Peri era el mejor 
Fiscal de Corte de la historia y, como Presidenta de la 
Asociación de Fiscales lo apoyaba, originándose así el 
vaciamiento de esa Asociación por renuncia masiva de 
Fiscales a integrarla”, por no compartir estos criterios. 


Como causal no menos importante para nuestro rechazo 
a la propuesta en cuestión, quiero expresar que ha sido 
notoria la acción corporativa desarrollada por la Asocia- 
ción de Fiscales, visitando a Legisladores de todos los 
Partidos, algunos de ellos hablando en los medios de comu- 
nicación, atribuyendo intencionalidad aviesa a la actitud 
que los Senadores podíamos tomar en caso de no votar la 
venia solicitada. 


Este hecho, por sí solo, señor Presidente, configura un 
inusitado ejercicio de la presión de un grupo claramente 
interesado en el tema, tanto desde una óptica personal 
como asociativa, que descalifica totalmente su proposición 
y ala persona propuesta, que, llamativamente, era la Presi- 
denta de esa Asociación. 


Y, como si lo anterior fuera poco, para fundar nuestra 
radical oposición a la designación de la doctora Guianze al 
frente de la Fiscalía de Corte, cabe agregar que -también 
lamentablemente- se han derrumbado los cercos principistas 
por ella manifestados cuando decía que no aceptaría su 
designación como Fiscal de Corte por rumbos torcidos que 
no fueran los de la concesión de la venia, mecanismo 
establecido en la Constitución y en la ley, tal como lo 
consignara el diario “La República” el 10 de octubre en su 
página 5. 
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Lamentamos que la doctora Mirtha Guianze finalice su 
carrera aceptando su designación en violación del Estado 
de Derecho, seguramente guiada por una gran ambición o, 
lo que es peor, por su afán de servir en forma irrestricta a 
este Gobierno o, lo que es aún peor, poniendo los intereses 
de la Fiscalía de Corte al servicio del Gobierno y no al de la 
Nación, como debería ser. 


SEÑOR HEBER .- ¡Apoyado! 


SEÑOR PENADES.- Algún lenguaraz ha tenido la osadía 
de sostener que teníamos un propósito inconfesado en 
nuestra oposición a la doctora Guianze como Fiscal de 
Corte, como sería el interés de bloquear las actuaciones de 
la Fiscal en orden a sus acusaciones en materia de violacio- 
nes a derechos humanos. Hemos tenido que soportar que 
algunos pretendan hacer ver que esta actitud alberga 
-cuando está basada simplemente en el fiel cumplimiento de 
la Constitución y del Estado de Derecho- la intención aviesa 
de impedir la labor que esta Fiscal desarrolla en la Fiscalía 
Penal de 2? Turno. Dicha argumentación no sostiene el más 
mínimo análisis. ¿Por qué? Porque si hubiéramos querido 
eso, deberíamos haberla votado como Fiscal de Corte, ya 
que todos sabemos que al ocupar ese cargo deja de tener 
injerencia directa sobre los asuntos de las Fiscalías. A 
pesar de que en algún momento de su gestión alguien 
pretendió que desempeñara las tres funciones, ya que la 
doctora Guianze fue Fiscal de Corte, Fiscal de lo Penal de 2? 
Turno y Presidenta de la Asociación de Fiscales. Sinembar- 
go, rápidamente se dieron cuenta del error -grueso error- 
que se podía llegar a cometer, y la doctora Guianze, no 
sabemos por qué mecanismo, pidió licencia, quizás a ella 
misma, porque desde la Fiscalía de lo Penal de 2* Turno debe 
haber pedido a la Procuradora General de la Nación y Fiscal 
de Corte, doctora Mirtha Guianze, la posibilidad de otorgar- 
se licencia a ella misma. 


Queremos rechazar terminantemente, por improceden- 
tes y ofensivas, las acusaciones que puedan querer hacer 
ver en la actitud del Partido Nacional una intención aviesa, 
fundada en tratar de impedir que se aplique el Estado de 
Derecho, la Constitución y la ley. Todo lo contrario: desea- 
mos fervorosamente que la doctora Mirtha Guianze siga 
ocupando la titularidad de la Fiscalía Penal de 2” Turno y así 
pueda continuar con su acción de persecución de todos los 
violadores de la Constitución y de la ley, elenco al que, 
lamentablemente, al haber decidido ser Fiscal de Corte de 
esta manera, hoy ingresa. 


Señor Presidente: como un sonsonete, los voceros del 
Gobierno han sostenido que los mecanismos de subroga- 
ción del Fiscal de Corte previstos en el artículo 26 de la Ley 
N* 15.365, no fueron idóneos para el funcionamiento de los 
servicios de la Fiscalía de Corte. Se ha dicho: “Tenemos que 
llenar el cargo de Fiscal de Corte porque las subrogaciones 
han provocado un desquicio de los servicios”. Ello no es 
así, y demostraremos que tal afirmación no ha sido más que 
una base argumental falaz, en un proceso que ha terminado 
con esta encargatura de la Fiscalía de Corte a la doctora 
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Guianze, que parecería ser lo que siempre ha querido el 
Gobierno. 


La afirmación es insatisfactoria en el plano conceptual 
y es falsa en lo que respecta a la realidad. 


En lo que tiene que ver con lo primero, remitámonos a lo 
que enseña el doctor Carlos Delpiazzo en su artículo “La 
obligación del funcionario público de sustituir al superior”, 
publicado en “La justicia uruguaya”, tomo 76, página 39, 
donde dice: “La subrogación importa, en esencia, un reem- 
plazo de un sujeto por otro en un órgano o en un cargo, que 
sigue actuando sin que se produzca ninguna interferencia; 
consiste en encomendar determinada tarea a quien no es 
natural o normalmente el encargado de prestarla, por impo- 
sibilidad de este último, a fin de asegurar la continuidad en 
el desempeño de los cometidos asignados”. Es así, señor 
Presidente. 


En el plano de la realidad, con respecto a lo acontecido 
con las actuaciones recientes de los Fiscales subrogantes, 
afirmamos que en nada se vieron resentidas las funciones 
del Ministerio Público, desde que estos ejercieron su cargo 
con las mismas prerrogativas del titular. 


El argumento también quedaría invalidado con la desig- 
nación de la doctora Guianze, porque supuestamente su 
cargo sería interino, y si los subrogantes no pudieron 
administrar eficientemente la Fiscalía de Corte, tampoco lo 
podría hacer ella, ya que el Poder Ejecutivo ha anunciado 
-aunque sin determinar tiempo alguno- que el mandato de 
esta ciudadana no sería demasiado extenso, aunque tampo- 
co se precisó el alcance del término “extenso”. 


Queremos señalar que en el año 2004, cuando se proce- 
dió a la subrogación del doctor Peri Valdez por el doctor 
Marcelo Brovia, en momentos en que ocupaba la titularidad 
del Ministerio de Educación y Cultura el doctor Leonardo 
Guzmán, se designaron, a propuesta del Fiscal de Corte 
subrogante y con la correspondiente venia del Senado -que 
contó con el voto favorable de los señores Senadores del 
Frente Amplio-, los siguientes Fiscales: Adriana Costa, 
como Fiscal Nacional en lo Penal; Hugo Araujo, como 
Fiscal Nacional en lo Civil; Mercedes Trigo, como Fiscal 
Adjunta; Patricia Lanzani, como Fiscal Departamental de 
Río Branco; Stella Da Silva, como Fiscal Departamental de 
Bella Unión; Gabriela Sierra, como Fiscal Departamental de 
Artigas; y Mérida Bonino, como Fiscal Departamental de 
Chuy. Asimismo, se procedió a los traslados de los siguien- 
tes Fiscales Departamentales, homologados por el Poder 
Ejecutivo, también a propuesta del Fiscal de Corte 
subrogante: Mariela Luzzi, de Colonia a Ciudad de la Costa; 
Gilberto Rodríguez, de Florida a Ciudad de la Costa; María 
Camiño, de Salto a Colonia; Alba Corral, de Carmelo a 
Florida; Carlos Rodríguez, de Artigas a Salto; Pablo Rivas, 
de Dolores a Carmelo; Néstor Romano, de Bella Unión a 
Dolores; Cristina García, de Florida a Canelones; Leonardo 
Morales, de Rivera a Florida; Ricardo Souto, de Chuy a 
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Rivera; Aurora Stupino, de Paso de los Toros a Salto; y 
Adriana Rocha, de Río Branco aPaso de los Toros. De igual 
modo, en cumplimiento de las funciones disciplinarias del 
Ministerio Público, se instruyeron dos sumarios adminis- 
trativos -uno de ellos con separación del cargo-, para lo cual 
se contó con la homologación del señor Ministro aquí 
presente. O sea que bien sabe que con los Fiscales 
subrogantes la Fiscalía de Corte funcionó perfectamente. 
Por último, mediante concurso se designaron más de diez 
Secretarios Letrados, labor también llevada a cabo por el 
Fiscal de Corte subrogante. 


¿Dónde están, entonces, señor Presidente, las falencias 
mostradas por el mecanismo de subrogación del Fiscal de 
Corte, que tanto se mencionaron en el momento en que se 
insistió en la necesidad de llenar este cargo? Por supuesto, 
entendemos que debe haber un Fiscal de Corte definitivo, 
y esperamos que el Poder Ejecutivo reinstitucionalice su 
camino y logremos reestablecer los diálogos pertinentes 
para lograrlo. Pero con la demostración que hemos hecho de 
algunas de las medidas tomadas, ha quedado claramente 
constatado que la Fiscalía de Corte ha funcionado en forma 
normal. 


Sabemos que hay mucho para corregir y que existe una 
Auditoría Interna de la Nación que ha sacado una serie de 
conclusiones bastante delicadas, que contradicen lo que la 
propia Oficina Nacional del Servicio Civil estipula como 
ilegalidades e irregularidades cometidas por el doctor Peri 
Valdez. No se entiende cómo, en el mismo Estado y bajo el 
mismo Gobierno, un organismo sostiene una cosa y otro 
algo diferente. 


Quiero aclarar -como adelanto- que existe una irregula- 
ridad de carácter económico constatada en torno al alquiler 
de una propiedad situada en la Plaza Cagancha, la que no se 
puede atribuir -como erróneamente ha hecho la Auditoría 
Interna de la Nación- a uno de los Fiscales subrogantes, 
sino que debe atribuirse directamente a la gestión del ante- 
rior Fiscal de Corte, doctor Peri Valdez. 


Quien verdaderamente está obstaculizando el normal 
funcionamiento de la Fiscalía de Corte es el Ministerio de 
Educación y Cultura. Desde el 1? de marzo de 2005, salvo la 
homologación de sumario anotada, es esta Cartera la que 
obstaculiza el normal funcionamiento del Ministerio Públi- 
co y Fiscal, no tramitando las propuestas de designación de 
Fiscales y autorizando insólitos pases en comisión de fun- 
cionarios técnicos, con las consiguientes pérdidas de los 
cargos. Así, hemos constatado que desde marzo de 2005 
descansa en el despacho del señor Ministro Brovetto la 
propuesta de designación de la doctora Cristina Fernández 
como Fiscal Adjunta, y desde setiembre del mismo año corre 
igual suerte la propuesta de designación de la doctora 
Mariela Nigro, también como Fiscal Adjunta. 


Cabe anotar que la inacción del Ministerio de Educación 
y Cultura ha llevado a no tramitar dichas propuestas ni a 


CAMARA DE SENADORES 


7 y 8 de noviembre de 2006 


desestimarlas, como es su facultad, y así propiciar otra 
moción para la provisión de las vacantes. De igual modo, 
tampoco ha generado al señor Ministro interpelado ningu- 
na acción tendiente a la provisión de los cargos de Fiscal 
Civil de 2” Turno, vacante desde enero de 2006, ni de Fiscal 
Civil de 4* Turno, en igual situación desde febrero de este 
año. 


Más grave aún es la responsabilidad del señor Ministro 
en lo que respecta a las autorizaciones dadas para que se 
procediera a pasar en comisión a Ruth Robaina, Secretaria 
Letrada de la Fiscalía de Aduana, y a Claudia Arriaga, 
Secretaria Letrada de la Fiscalía Civil de 10% Turno, ambas 
derivadas al Ministerio de Educación y Cultura con la 
consecuente pérdida de los cargos respectivos. O sea que 
si por un lado se argumentaba que era imprescindible la 
acción del Fiscal porque había que llenar cargos, no se 
entiende por qué, por otro lado, se autorizan pases en 
comisión que, como todos sabemos, determina que se lle- 
ven el cargo dejando una vacante que no podrá ser provista 
en el lugar de origen. 


Peor aún: se ha permitido los pases en comisión de 
integrantes de la carrera fiscal, como son los Fiscales titu- 
lares o adjuntos que por disposición de la última Ley de 
Presupuesto se reservan el cargo. Es decir que se autoriza 
el pase en comisión y, por casualidad, en la última Ley de 
Presupuesto, esos Fiscales se reservan el cargo cuando se 
van en comisión. Esos Fiscales son la señora Cecilia Salom, 
Adjunta de Penal 7*, al Poder Legislativo, supuestamente a 
la Cámara de Representantes, el doctor Néstor Romano, 
Fiscal Departamental de Dolores a la Fiscalía de Policía, y 
Carlos Negro, Fiscal Departamental de Paysandú, al Minis- 
terio de Educación y Cultura. Se debe tener muy en cuenta 
que estos cargos -insisto- quedan vacantes indefectible- 
mente hasta, por lo menos, la asunción del próximo gobier- 
no. 


¿Qué es esto, señor Presidente? No creo que en el 
pasado hayan existido antecedentes de una politización 
semejante en la historia del Ministerio Público y Fiscal y 
que se hayan autorizado pases en comisión en esta cantidad 
y de esta manera. Por lo tanto, ahora me permito preguntar: 
¿a nosotros nos acusaban de clientelismo y se nos decía 
que hacíamos pases en comisión, etcétera? “Cosas vederes 
Sancho”, decía Don Quijote. 


¿No será esta descripción de la cuestionable acción del 
señor Ministro, en lo que corresponde a su actuación con 
relación al Ministerio Público, lo que oculta la insistencia de 
la designación de la doctora Mirtha Guianze? ¿No será que 
el Gobierno del Frente Amplio pretende una acción político 
partidaria al frente de la Fiscalía de Corte y del Ministerio 
Público? De lo contrario, no se entiende el objetivo central 
de todas estas resoluciones. Pero, además, todos hemos 
escuchado en los corrillos de esta Casa los posibles trasla- 
dos de Fiscales amigos del interior hacia Montevideo y los 
compromisos existentes en ese sentido, que esperamos no 
se concreten. En realidad, tenemos en nuestro poder los 
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nombres de esos Fiscales, pero no los damos a conocer aquí 
justamente por una cuestión de responsabilidad política de 
nuestra parte, para evitar que se mancillen. De todas mane- 
ras, también decimos con absoluta claridad que tenemos 
información de que algunos compromisos de traslados de 
Fiscales se estarían por cumplir. Reitero que esperamos que 
no se concreten porque ello confirmaría y agravaría aún más 
nuestras sospechas. 


Señor Presidente: antes de ingresar a las preguntas, 
reconocemos que el análisis ha sido farragoso, pero reali- 
zado con responsabilidad y basado en elementos jurídicos, 
tratando de traer al presente toda la larga tradición de 
nuestro Estado de Derecho, que el Partido Nacional ha 
defendido, defiende y defenderá en el futuro. No entende- 
mos la situación; realmente, no la entendemos. Noentende- 
mos que cuando no se obtienen los votos requeridos por la 
Constitución de la República en el Senado, se proceda por 
vía oblicua a designar a la misma candidata como Fiscal 
Interina, utilizando una figura inexistente y abandonando el 
criterio de la analogía establecido en la propia Constitu- 
ción, en su artículo 168, queriendo responsabilizarnos de 
ese acto. Francamente, no lo entendemos y, por tanto, 
quizás conociendo el resultado final de esta interpelación, 
no dudamos en hacer uso de la prerrogativa constitucional 
que la minoría tiene de fiscalizar al Poder Ejecutivo. 


La sola presencia del señor Ministro de Educación y 
Cultura en Sala y el llamado a responsabilidad política 
implican un acto político que debe tener sus consecuen- 
clas, quizás no las que nos gustaría que tuviera, pero 
debemos confesar también que, como somos optimistas por 
naturaleza, esperamos que el Poder Ejecutivo reencauce su 
camino por la senda de la institucionalidad y del respeto 
estricto de la Constitución, dejando sin efecto la resolución 
antedicha y procediendo democráticamente a cumplir con lo 
que el Estado de Derecho obliga, es decir, cumplir la Cons- 
titución y la ley. Ese fue el juramento que el 1? de marzo ante 
la Asamblea General el Presidente de la República brindó y 
ésta tomó. Ese juramento, señor Presidente, es el que en la 
tarde de hoy exigimos sea cumplido: respetar y hacer respe- 
tar la ley y la Constitución, y ala ley y la Constitución se las 
respeta no interpretándolas por vía aviesa y no buscando 
la quinta pata al gato, sino simplemente aplicando lo que se 
ha venido aplicando desde épocas inmemoriales en el Esta- 
do de Derecho por el que se rige nuestra Nación. La invo- 
cación primera de reivindicar el Estado de Derecho susten- 
tado en el contractualismo de Locke y Rousseau, no tiene 
otro objeto que reivindicar la democracia liberal que, mal 
que pese a alguno, es sobre la que se sustenta. No se puede 
hablar en serio cuando se habla de la forma en que hemos 
escuchado hablar en los últimos tiempos acerca de interpre- 
taciones que la ley y la Constitución no prevén, no tienen 
y no admiten. Queremos y estamos dispuestos a brindar 
todo el apoyo para buscar una alternativa a esta solución, 
pero no por el camino de la violación de la Constitución, la 
ley y el Estado de Derecho. 


Poreso, señor Presidente, la Bancada del Partido Nacio- 
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nal me honró con esta difícil tarea, que espero haber cum- 
plido con el claro objetivo no de interponer ningún tipo de 
chicana política ni de entorpecer el normal funcionamiento 
del Poder Ejecutivo, tal como se ha pretendido dar a enten- 
der respecto de los partidos de oposición al hacer uso del 
mecanismo de la interpelación. Muy pocas armas nos que- 
dan cuando el diálogo no es recibido; muy pocas armas nos 
quedan, cuando pretendemos que se aplique el Estado de 
Derecho y la vigencia de la Constitución. Las armas son la 
Constitución y el Estado de Derecho, que pretendemos se 
haga cumplir en su total cabalidad. 


Señor Presidente: ahora procederemos a realizar las 
preguntas correspondientes, las cuales, además, haremos 
llegar al señor Ministro de Educación y Cultura en este 
momento. 


Concretamente, las preguntas son las siguientes: “1) 
¿Por qué, al saber que no se obtendrían los tres quintos de 
votos del Senado, para designar como Fiscal de Corte a la 
Dra. Mirtha Guianze, no se propuso otro nombre en lugar de 
insistir? 


2) A) ¿Por qué no se designó al Fiscal Letrado Nacional 
en lo Civil de mayor antigitedad, respetando un criterio de 
integración analógica, aceptado pacíficamente siempre, en 
anteriores oportunidades? 


B) ¿Qué circunstancias, de hecho o de Derecho, 
ameritaron la modificación del criterio utilizado hasta ahora, 
incluso por este Gobierno, para encargar ahora de la Fiscalía 
de Corte a la Dra. Guianze por otro mecanismo? 


3) El Decreto del 11 de octubre pasado, en su Conside- 
rando 4”, refiere, correctamente, al carácter de indispensa- 
ble de las funciones de la Fiscalía de Corte, dando a enten- 
der que la aplicación de los mecanismos de subrogación, 
previstos por el artículo 26 de la Ley N* 15.365, no fueron 
idóneos para el cumplimiento de los servicios asu cargo. ¿A 
qué falencias de funcionamiento se refiere concretamente? 


4) El Decreto de encargatura establece que la misma es 
provisoria, pero no indica el lapso del provisoriato, sino 
que utiliza la expresión “hasta el llenado de la vacante en 
forma definitiva”. ¿Cuál es la idea del Poder Ejecutivo al 
respecto? 


5) ¿Considera el señor Ministro que en aplicación de 
igual fundamentación, podría el Poder Ejecutivo designar 
Fiscales Letrados por Decreto?”. 


En definitiva, estas son las preguntas que realizamos al 
señor Ministro. No tengo más nada que agregar. 


SEÑOR NICOLINI.- Pido la palabra para contestar una 
alusión. 
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SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR NICOLINI.- Al comienzo de su exposición, el 
Miembro Interpelante ha manifestado que esta Bancada 
que integramos va a apoyar a su Ministro en virtud de una 
orden emanada de la Presidencia de la República y luego 
avanzó aún más al sostener que varios miembros de esta 
Bancada le han manifestado que las medidas adoptadas con 
respecto a la designación de la doctora Mirtha Guianze son 
inconstitucionales. 


Realmente, señor Presidente, estoy asombrado y lo quiero 
plantear aquí. Me he reunido con toda mi Bancada y no he 
escuchado a ninguno de sus miembros sostener que dichas 
medidas son inconstitucionales. Me parece un recurso 
bajo, muy bajo, cuando no se tienen fundamentos para esta 
interpelación, venir a Sala y sostener que miembros de la 
Bancada de Gobierno adjudican una inconstitucionalidad 
en este sentido. No he escuchado ni una sola declaración 
pública en la cual un miembro de esta Bancada haya afirma- 
do esa posición; sin embargo, sí he escuchado manifesta- 
ciones de Senadores de la Bancada del Partido Nacional 
apoyando la designación de la doctora Guianze por consi- 
derar que era la mejor Fiscal para ocupar ese cargo. 


Es cuanto quería manifestar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Minis- 
tro de Educación y Cultura, ingeniero Jorge Brovetto. 


SEÑOR MINISTRO.- Señor Presidente y señores Sena- 
dores: en primer lugar, quiero expresar que es un honor 
cumplir con una de las disposiciones, con una de las res- 
ponsabilidades propias del cargo de Ministro en nuestra 
organización democrática. Este es nuestro debut en una 
interpelación pero no en este Parlamento porque en este 
corto período de Gobierno ya hemos concurrido en varias 
oportunidades -tanto el señor Subsecretario como quien 
habla- a las distintas Comisiones, no sólo por haber sido 
reclamada nuestra presencia sino también porque nosotros 
solicitamos ser recibidos a fin de trabajar en forma conjunta 
con el Poder Legislativo en la resolución de tantos y tan 
variados asuntos, como los que forman parte de las atribu- 
ciones y responsabilidades del Ministerio de Educación y 
Cultura. Creo que esto representa el pleno funcionamiento 
de las instituciones democráticas, sistema que hemos de- 
fendido, defendemos y defenderemos como base de la 
convivencia de todos los uruguayos. 


Antes de pasar a considerar el planteo que con respecto 
al tema ha hecho el señor Senador Penadés y a dar respuesta 
a sus preguntas, me veo en la obligación personal, ética y 
política de decir que rechazo profundamente, porincorrec- 
tas, por infundadas e incluso por agraviantes, algunas de 
las afirmaciones que ha realizado. Específicamente, me 
refiero a sus expresiones en el sentido de que estaríamos 
ante un quiebre institucional -el máximo de los últimos años, 
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según sus palabras- o de que se trata de una flagrante 
violación del Estado de Derecho. El tamaño de semejante 
aseveración debe ser firmemente demostrado y creo que en 
el caso en particular al que se hace referencia, no sólo no ha 
sido demostrado, más allá de la farragosa presentación -y 
no utilizo mis palabras, sino las del propio Miembro 
Interpelante-, sino que presenta una falta de argumentos, 
todo lo cual contestaremos a lo largo de nuestra interven- 
ción. 


Cuando se adjudica intención al Poder Ejecutivo, al 
señor Presidente de la República, al Ministro y a los inte- 
grantes de la Bancada de Gobierno, se está agraviando al 
señor Presidente de la República, a este Ministro, a la 
Bancada del Frente Amplio y a la democracia uruguaya. 


SEÑOR MICHELINI.- Apoyado. 


SEÑOR MINISTRO.- Más allá de lo que acabo de seña- 
lar, en principio voy a desarrollar algunas consideraciones 
a fin de que se tenga una cabal comprensión del marco de 
los cometidos del Ministerio de Educación y Cultura y, 
posteriormente, pasaré a dar un detalle de la cronología de 
los hechos concatenados a los que se refiere la cuestión 
planteada. A su vez, presentaremos la evaluación jurídica y 
política que el Ministro de Educación y Cultura, el Poder 
Ejecutivo, ha realizado en su caso. 


Para que quede claro corresponde, como un especial y 
previo pronunciamiento, señalar que tenemos la convicción 
de que el conjunto de las decisiones vinculadas al Ministe- 
rio Público y Fiscal -especialmente las relacionadas con el 
cargo de Fiscal de Corte y Procurador General de la Nación- 
han sido oportunas, necesarias y estrictamente apegadas a 
Derecho. Quiere decir que son constitucional y legalmente 
adecuadas, como se ilustrará a la Cámara. Además, reitera- 
mos que son oportunas y necesarias desde el punto de vista 
de la acción de la Administración. No debe existir duda 
alguna -y lo demostraremos- de que las medidas adoptadas 
cumplen estrictamente con la Constitución y la Ley, como 
debe ser en el marco de una sociedad democrática. 


Hechas estas precisiones, comencemos por algunas 
consideraciones previas con respecto al propio Ministerio 
de Educación y Cultura, porque creo que es una buena 
oportunidad para que el Senado conozca el funcionamiento 
de la Cartera y algunas de las decisiones tomadas -que van 
aestar directamente vinculadas a la problemática en consi- 
deración- en referencia a su organización interna. 


En primer lugar, como es obvio, el Ministerio tiene 
importantes funciones en el ámbito de la educación y la 
cultura, pero además debemos mencionar las vinculadas a 
la innovación, la ciencia y la tecnología para el desarrollo, 
tema de particular importancia para el desarrollo del país y 
que está teniendo un impulso fundamental. Justamente, 
están a consideración del Parlamento algunas de las deci- 
siones de transformación en el área de la innovación, la 


7 y 8 de noviembre de 2006 


ciencia y la tecnología para el desarrollo que está tomando 
este Ministerio. Además, ha creado una Dirección de Dere- 
chos Humanos, que está referida a un tema sumamente 
importante y necesario en la vida del país. También tiene 
responsabilidades en la Justicia, y en tal sentido ha creado 
un área específica, que hoy es la Dirección de Asuntos 
Constitucionales, Legales y Registrales. Finalmente, tiene 
la responsabilidad de los medios masivos de comunicación 
del Estado, a través de las remozadas radioemisoras del 
SODRE y del indudablemente transformado y proyectado 
con interés nacional Sistema Nacional de Televisión, es 
decir, la Televisión Nacional. 


Vamos a entrar específicamente en el tema de la Direc- 
ción de Asuntos Constitucionales, Legales y Registrales. 
Corresponde relacionar, por tanto, por orden cronológico, 
las medidas que en forma gradual se adoptaran y promovie- 
ran por la presente Secretaría de Estado en la materia. 


Por resolución ministerial de fecha 5 de agosto de 2005, 
se creó el Área de Coordinación de Asuntos Constituciona- 
les, Legales y Registrales del Ministerio de Educación y 
Cultura, bajo la supervisión directa del Subsecretario de la 
Cartera, doctor Felipe Michelini. Al fundar su creación, se 
expresó “Que se estima conveniente la conformación de un 
área específica que habilite una mejor contribución en el 
acceso a la Justicia, la mejora de la gestión judicial del 
Estado y el fortalecimiento del Estado de Derecho”. A 
continuación se delimitan sus competencias: la coordina- 
ción de servicios, unidades y otros órganos vinculados de 
algún modo al Ministerio de Educación y Cultura en temas 
constitucionales, legales y registrales; la formulación de 
pautas que permitan diagnosticar la situación del Estado en 
materia contenciosa, de acuerdo con el cometido oportuna- 
mente encomendado por el Poder Ejecutivo a esta Secretaría 
de Estado, y el diseño e implementación, en el marco de 
competencias que le son propias al Ministerio, de un espa- 
cio de estudio de las disposiciones constitucionales, legis- 
lativas y reglamentarias, a fin de proponer los ajustes 
normativos correspondientes. Resta destacar que la reso- 
lución citada, a su vez, asignó la responsabilidad funcional 
respectiva en el ámbito de la cooperación jurídica interna- 
cional, proceso que se complementa con la resolución dic- 
tada el 9 de setiembre de 2005, por la cual se encargará la 
coordinación del espacio de estudios normativos. 


Posteriormente, la Ley Presupuestal N* 17.930, por su 
artículo 230, recogiendo la iniciativa de la Cartera, cuyo 
sustento se encuentra en las necesidades institucionales 
relevadas, crea en este Inciso -Ministerio de Educación y 
Cultura- la Dirección de Asuntos Constitucionales, Legales 
y Registrales, asignándole textualmente “la articulación de 
las unidades ejecutoras, servicios ministeriales y personas 
públicas no estatales relacionadas con los cometidos del 
Ministerio de Educación y Cultura, vinculados a los temas 
constitucionales, legales y registrales de competencia de 
esa Cartera ministerial”. 


A título ilustrativo corresponde destacar que la Direc- 
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ción de Asuntos Constitucionales, Legales y Registrales 
tiene a su cargo áreas de especial relevancia, como son: 
coordinación de servicios jurídicos, registrales y Comisio- 
nes especiales; cooperación jurídica internacional y 
MERCOSUR; espacio de estudios normativos; promoción 
y acceso a la Justicia, y Defensoría del Estado. 


Asimismo, se encuentra dentro de su esfera de compe- 
tencia la articulación de diversas unidades ejecutoras per- 
tenecientes al Inciso, como la Fiscalía de Corte y Procuraduría 
General de la Nación, la Procuraduría del Estado en lo 
Contencioso Administrativo, la Fiscalía de Gobierno de 
Primer y Segundo Turno; la Dirección General del Registro 
de Estado Civil; la Dirección General de Registros, inclu- 
yendo asociaciones civiles y fundaciones, y la Junta Ase- 
sora en Materia Económico Financiera del Estado. 


La breve relación anterior, referente a la decisión de la 
presente Administración de crear una instancia de coordi- 
nación en el área de aquellos asuntos relacionados con la 
Justicia dependientes de este Ministerio, pretende demos- 
trar acabadamente, con hechos concretos, la importancia 
que el Ministerio de Educación y Cultura adjudica al tema 
y al compromiso de mejorar el funcionamiento de un conjun- 
to de unidades ejecutoras de particular importancia para el 
Estado. 


A continuación, señor Presidente, haremos una relación 
de los hechos vinculados con el cargo de Fiscal de Corte y 
Procurador General de la Nación. 


El Ministerio Público y Fiscal, de acuerdo a la ley vigen- 
te, es un cuerpo técnico-administrativo que depende del 
Poder Ejecutivo a través del Ministerio de Educación y 
Cultura. El jerarca es el Fiscal de Corte y Procurador General 
de la Nación. El Fiscal de Corte, como jefe del servicio, tiene 
competencia judicial, administrativa y consultiva, tal como 
quedó establecido por el Decreto-Ley N* 15.365, norma 
dictada en el período del gobierno de facto y convalidada 
por la Ley N* 15.738. El cargo está previsto en el numeral 13 
del artículo 168 del texto constitucional de 1967. La 
constitucionalización del cargo de Fiscal de Corte ocurre en 
nuestro Derecho en la reforma de 1934. El mismo texto se 
mantuvo en la reforma de 1942, modificándose sin variantes 
sustantivas en las de 1952 y 1967. 


Al momento de asumir mi responsabilidad como Minis- 
tro de Educación y Cultura, el cargo de Fiscal de Corte y 
Procurador General de la Nación lo ejercía desde el 12 de 
febrero del año 2004, en calidad de subrogante, el doctor 
Marcelo Brovia, por Resolución del Poder Ejecutivo -Edu- 
cación y Cultura N* 530-, en virtud de la instrucción de un 
sumario, con separación del cargo, al entonces Fiscal de 
Corte y Procurador General de la Nación doctor Oscar Peri 
Valdez. Luego de transcurridos seis meses desde el inicio 
del sumario, el 30 de julio de 2004 fue levantada la medida 
de retención de los medios sueldos al doctor Peri Valdez, 
pero se mantuvo la suspensión del cargo. Dicha suspensión 
fue ratificada por la Administración saliente el 28 de febrero 
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del año 2005; por lo tanto, el doctor Brovia mantuvo su 
calidad de subrogante hasta el 1” de febrero de 2006, 
momento en que fue aceptada su renuncia. Por su parte, el 
titular sumariado y separado del cargo, doctor Peri Valdez, 
presentó renuncia al cargo, que fue aceptada por esta 
Secretaría de Estado el 24 de enero del año 2006. El 31 de 
enero de ese mismo año, por Resolución del Poder Ejecutivo 
-Educación y Cultura N* 190- se designa interinamente a la 
doctora Elida Fajardo Balbuena como Fiscal de Corte y 
Procurador General de la Nación, a partir del 1” de febrero 
de 2006. Esta Resolución -que, repito, es del 31 de enero de 
2006- refiere en su Visto a las renuncias de los doctores 
Oscar Peri Valdez y Marcelo Brovia. Como dijera el miembro 
interpelante, en los Atentos se hace referencia al numeral 13 
del artículo 168 de la Constitución de la República, al 
artículo 35 del Decreto-Ley No. 15.365, de 30 de diciembre 
de 1982, y al artículo 6” del Decreto N* 574/974, de 12 de julio 
de 1974. El punto número 1 de dicha Resolución dice: 
“Encárgase interinamente a partir del 1? de febrero de 2006 
las funciones de Fiscal de Corte y Procurador General de la 
Nación a la doctora Elida Fajardo Balbuena”, y luego se 
citan sus datos de credencial, etcétera. Cabe señalar que 
dicha situación fue oportunamente señalada por el señor 
Subsecretario, doctor Michelini, en su comparecencia el 22 
de febrero del año 2006 ante la Comisión de Educación y 
Cultura de la Cámara de Representantes. 


Posteriormente, el 25 de abril del año 2006 el Poder 
Ejecutivo formuló su propuesta para la designación defini- 
tiva del Fiscal de Corte y Procurador General de la Nación 
requiriendo la venia preceptuada por el numeral 13 del 
artículo 168 de la Constitución de la República para la 
doctora Mirtha Guianze, Fiscal Letrado Nacional de lo Penal 
de 2” Turno. 


Vale la pena recordar el Mensaje del Poder Ejecutivo de 
fecha 25 de abril de 2006, que dice textualmente: “El Poder 
Ejecutivo tiene el honor de dirigirse a ese alto Cuerpo, a 
efectos de solicitar la venia requerida por el artículo 168 
numeral 13) de la Constitución de la República para la 
designación del Fiscal de Corte y Procurador General de la 
Nación. 


En virtud de las renuncias presentadas por el anterior 
titular del cargo, Dr. Oscar Darío PERI VALDEZ y por su 
subrogante, Dr. Marcelo BROVIA TALAMINI, oportuna- 
mente aceptadas, así como por la proximidad en la finaliza- 
ción legal de la carrera administrativa de la actual Encargada 
del organismo, Dra. Elida FAJARDO BALBUENA, se con- 
figura una situación de vacancia en la titularidad del preci- 
tado cargo, que determina dar trámite a su respectivo 
proceso de provisión. 


La venia de referencia tiene como finalidad, por conse- 
cuencia, designar como Fiscal de Corte y Procurador Gene- 
ral de la Nación a la Dra. Mirtha Alcira GUIANZE 
RODRIGUEZ. 


La mencionada profesional se desempeña actualmente 
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como Fiscal Letrada Nacional de lo Penal de 2* Turno, 
categoría funcional que inviste desde el año 1994, habiendo 
ingresado al Ministerio Público y Fiscal en febrero del año 
1968 y desarrollando su carrera funcional en este ámbito a 
través del desempeño de diversos cargos técnicos, tales 
como Asesora Letrada (1975), Fiscal Letrada Adjunta (1985), 
Fiscal Letrada Departamental (1987) y Fiscal Letrada Nacio- 
nal desde 1994 a la fecha. 


Ha representado al país en diversos congresos y jorna- 
das internacionales referidas a materias propias del Minis- 
terio Público y Fiscal, particularmente en lo atinente a la 
prevención y combate a las figuras delictivas vinculadas al 
lavado de activos, a la corrupción y al tráfico ilícito de 
drogas. 


Su actuación pública se destaca por una demostrada y 
continua capacitación en las áreas componentes del Minis- 
terio Público y Fiscal, por una carrera administrativa en 
continuo ascenso y por una firme y acendrada convicción 
democrático-republicana en el ejercicio de las competen- 
cias y cometidos que le han sido asignados. 


Complementa su adecuado perfil para ser designada, 
una conducta personal intachable y una reconocida voca- 
ción en la actualización y perfeccionamiento de la gestión 
a cargo del Ministerio Público y Fiscal. 


Los precitados fundamentos, asociados al rol que co- 
rresponde cumplir al Fiscal de Corte y Procurador General 
de la Nación, tanto en el escenario nacional como en el 
internacional, habilitan someter a consideración de la Cá- 
mara de Senadores la venia solicitada. 


Sin otro particular, saluda atentamente al Señor Presi- 
dente y a los demás miembros del Cuerpo.” 


Cabe señalar que la doctora Mirtha Guianze cumple con 
todas las condiciones establecidas por el artículo 404 de la 
Ley N* 15.809, tal como consta en el Repartido N* 306 de esta 
Cámara. Recordemos asimismo que el día 12 de julio de este 
año, la doctora Guianze concurrió invitada a la Comisión de 
Asuntos Administrativos de la Cámara de Senadores a 
efectos de exponer sus ideas sobre el Ministerio Público y 
Fiscal y la Fiscalía de Corte. 


Volviendo al caso de la doctora Elida Fajardo, vale decir 
que ejerció la jefatura del Ministerio Público en su condi- 
ción de interina hasta el 30 de setiembre próximo pasado, 
cuando alcanzó la edad límite prevista en el numeral 1” del 
artículo 35 del Decreto-Ley N* 15.365, generándose nueva- 
mente la situación de vacancia del cargo de Fiscal de Corte 
y Procurador General de la Nación, como acaeciera oportu- 
namente por la renuncia aceptada del titular. Ante tal si- 
tuación de vacancia, por Resolución de Educación y Cultu- 
ra N* 452 del 11 de octubre próximo pasado, adoptada por 
el señor Presidente de la República y este Ministro, se 
encargó provisoriamente las funciones de Fiscal de Corte y 
Procurador General de la Nación a la doctora Mirtha Guianze. 
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El señor Senador interpelante ha dado lectura a parte de 
la Resolución adoptada por el Poder Ejecutivo. Por tanto, 
voy a dar lectura en forma completa al Considerando, que 
dice “que los servicios de la Fiscalía de Corte y Procuraduría 
General de la Nación son indispensables, no sólo para el 
funcionamiento del Ministerio Público, sino para el propio 
desarrollo del sistema jurisdiccional del país, lo que cons- 
tituye uno de los servicios esenciales del Estado (conf. 
Sayagués Laso, Tratado de Derecho Administrativo, Tomo 
I, página 82). Es por lo tanto deber de la Administración,” 
-enfatizo la expresión “deber de la Administración”- “encar- 
gar provisoriamente a un Fiscal que no esté legalmente 
impedido, el cumplimiento de las funciones correspondien- 
tes, hasta el llenado de la vacante en forma definitiva." 


Luego, los Atentos son exactamente los mismos que en 
el caso de la designación, también interina, de la doctora 
Fajardo. Es decir que se hace mención al artículo 168 nume- 
ral 13% de la Constitución de la República, al artículo 35 
numeral 1? del Decreto-Ley N* 15.365 y al artículo 6* del 
Decreto-Ley N* 574/974, de 12 de julio de 1974. Reitero, una 
vez más, que son las mismas tres referencias que se hacen 
en el caso de la designación de la doctora Fajardo. 


Y vale la pena leer el artículo 1? de la Resolución, donde 
se dice lo siguiente: “Encárgase provisoriamente a partir del 
día de la fecha las funciones de Fiscal de Corte y Procurador 
General de la Nación, ala Dra. Mirtha Guianze”, etcétera. 


Finalmente, a través de la Resolución del Ministerio de 
Educación y Cultura de 23 de octubre próximo pasado, se 
designó a la doctora María del Huerto Martínez Balbuena 
como subrogante -repito: subrogante- de la titular doctora 
Mirtha Guianze, en la Fiscalía Letrada Nacional de lo Penal 
de 2” Turno. 


A continuación, vamos a dar lectura a dicha Resolución, 
para que no quede ninguna duda al respecto. Dice lo si- 
guiente: “Montevideo, 23 de octubre de 2006. VISTO: la 
solicitud elevada por la Dra. Mirtha Guianze, a quien se le 
encargaran oportuna y provisionalmente las funciones de 
Fiscal de Corte y Procurador General de la Nación cursada 
mediante Oficio N* 1119/06, fechado el 17 de octubre de 
2006. 


CONSIDERANDO: las funciones encargadas a la actual 
compareciente por la reciente Resolución del Poder Ejecu- 
tivo, Ministerio de Educación y Cultura, N*452, de fecha 11 
de octubre del año en curso, corresponde acceder a lo 
solicitado a efectos de preservar el correcto funcionamien- 
to del servicio. 


ATENTO: alo dispuesto en el inciso 2” del artículo 26 de 
la Ley Orgánica del Ministerio Público y Fiscal, el Ministro 
de Educación y Cultura resuelve: 


Desígnase hasta nueva resolución a la Dra. María del 
Huerto Martínez Balbuena, aefectos de subrogar la Fiscalía 
Letrada Nacional de lo Penal de 2* Turno.” 
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Hemos realizado una detallada y documentada relación 
de los hechos vinculados con el cargo de Fiscal de Corte y 
Procurador General de la Nación a partir de la renuncia del 
titular y del correspondiente subrogante. Corresponde 
ahora entrar en el análisis jurídico de lo actuado. 


La situación fáctica a responder es sobre el hecho gene- 
rado por la renuncia aceptada del Fiscal de Corte y Procu- 
rador General de la Nación, doctor Oscar Peri Valdez, y por 
ende la calificación jurídica que el Poder Ejecutivo encuen- 
tra en relación a la misma. 


Dos son los aspectos centrales en que radica la cues- 
tión. Por un lado, la naturaleza de las situaciones en que 
pueden hallarse los funcionarios con relación a los cargos 
respectivos, en este caso, el que corresponde a la Fiscalía 
de Corte y, de ser distintas las situaciones, también diferen- 
tes han de ser las soluciones. Por otro, la situación igual- 
mente jurídica en que se compromete la actitud de la auto- 
ridad pública competente frente alos hechos indicados. Por 
su parte, la situación jurídica en consideración involucra la 
interpretación del texto constitucional y la eventual aplica- 
ción de un texto legal, ámbitos -ambos- que serán aborda- 
dos en este análisis. 


Comencemos por el concepto de vacancia. Este término 
se diferencia sustancialmente de otros que podrán referirse 
a situaciones parecidas pero no idénticas. En efecto, ana- 
licemos brevemente el significado del concepto de vacancia, 

” 


así como el de los términos “impedimento”, “abstención” y 
“recusación”. 


De acuerdo con el Diccionario de la Lengua Española de 
la Real Academia, “vacancia” significa que está vacante, 
que el cargo está sin proveer o no está provisto. Por su 
parte, el vocablo “impedimento” es definido por el mismo 
diccionario como “obstáculo u estorbo para una cosa”. 
Asimismo, el vocablo “abstención” es definido como “con- 
tener, refrenar o apartar”, es decir, que se aparta. Por último, 
el vocablo “recusación” significa algo así como no querer 
admitir o aceptar una cosa. 


Es decir que no cabe ninguna duda de que en el idioma 
español “vacancia” tiene un sentido inequívoco y diferente 
sustancialmente al de los otros vocablos considerados. 
Aunque parezca obvio, es bueno expresar que el “cese” o 
“cesación” en el cargo tiene como efecto esencial el aleja- 
miento del que hasta ese momento era el funcionario que 
ocupaba dicho cargo, quien, desde ese momento -es tam- 
bién obvio- se convierte en ex-funcionario. Esto provoca, 
inexorablemente, la acefalía en el cargo, concepto jurídico 
medular que será oportunamente abordado en la presente 
exposición. 


La acefalía en el cargo, la ausencia de una persona o de 
un funcionario que se exprese por el Estado dentro de sus 
competencias significa la inactividad del órgano. En el caso 
de la acefalía en el cargo de Fiscal de Corte y Procurador 
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General de la Nación, opera automáticamente la inactividad 
del órgano Fiscalía de Corte y Procuraduría General de la 
Nación. Al respecto, Sayagués Laso afirma sobre el tema 
- y su cita vale, por la Doctrina Nacional del Derecho Admi- 
nistrativo- lo siguiente: “Las voluntades humanas que en- 
cuadrándose en las formas establecidas ponen en movi- 
miento los conjuntos de atribuciones individualizadas de 
las personas jurídicas, constituyen el elemento que da vida 
y acción alos órganos”; Tratado de Derecho Administrati- 
vo, Tomo I, páginas 101 y 157, Séptima Edición, Fondo de 
Cultura Universitaria, Montevideo, 1998. 


La afirmación de Sayagués Laso importa tanto porque 
permite deducir muy claramente que la ausencia de una 
persona, vale decir, de un funcionario desempeñando un 
cargo -la ausencia por cese en éste o por acefalía del cargo- 
significa la parálisis del órgano, al carecer éste de personas 
investidas de la atribución de expresar la voluntad del 
Estado. 


En conclusión, la acefalía en el cargo es una situación, 
en primer término, de objetividad, en tanto significa que no 
existe funcionario titular en efectividad o interino, en su 
caso, que ocupe el cargo en cuestión y, en segundo lugar, 
la ausencia de voluntad del órgano, en que la acefalía o la 
vacancia resulta permanente hasta tanto se proceda a llenar 
el vacío o concluir la acefalía. 


Consideremos, aparte de la vacancia, otras situaciones 
posibles que afectan la actuación orgánica, como lo son: el 
“impedimento”, la “excusación” y la “recusación”, y vea- 
mos la diferencia conceptual. Todas estas están previstas 
en el artículo 26 de la Ley Orgánica del Ministerio Público 
y Fiscal a que se ha hecho referencia. Además de lo que 
expresara anteriormente, se advierte sin esfuerzo diferen- 
cias sustantivas. En efecto, quien está impedido en un caso 
de resolver o actuar es un funcionario, persona que ocupa 
el cargo de manera efectiva o interina -poco importa-, pero 
que lo ocupa. Quien es recusado por el interesado en la 
cuestión a considerar es, asimismo, un funcionario de quien 
puede presumirse parcialidad en el caso concreto, pero a 
quien se recusa es a un funcionario que ocupa el cargo. 
Quien se excusa de actuar es igualmente un funcionario 
individualizado que entiende que existe alguna relación con 
la función, que en el caso puntual le impone, ética y jurídi- 
camente, su apartamiento. Todas estas circunstancias im- 
portan subjetividad y transitoriedad, características que 
nítidamente permiten diferenciar tales situaciones de la 
acefalía o vacancia en el cargo. Dicho de otra manera, en 
todos los casos se requiere la presencia real de un funcio- 
nario el que podrá estar impedido, recusado o excusado de 
ejercer transitoriamente la función. 


Analicemos la diferencia entre estos diversos institutos 
en el marco constitucional y legal. En la Constitución de la 
República el concepto de vacancia está clara y expresamen- 
te reflejado en varios artículos del texto. En ese sentido, a 
nivel constitucional hay una claridad gramatical y jurídica 
que coinciden plenamente. Por lo tanto, no hay una expre- 
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sión oscura del texto, como reza el artículo 17 del Código 
Civil, sino, por el contrario, existe un tenor literal diáfano. 
En efecto, el artículo 236 de la Constitución establece 
textualmente: “Los miembros de la Suprema Corte de Justi- 
cia serán designados por la Asamblea General por dos 
tercios de votos del total de sus componentes. La designa- 
ción deberá efectuarse dentro de los noventa días de pro- 
ducida la vacancia a cuyo fin la Asamblea General será 
convocada especialmente. Vencido dicho término sin que 
se haya realizado la designación, quedará automáticamente 
designado como miembro de la Suprema Corte de Justicia el 
miembro de los Tribunales de Apelaciones con mayor anti- 
giedad en el cargo y a igualdad de antigiledad en tal cargo 
por el que tenga más años en el ejercicio de la Judicatura o 
del Ministerio Público o Fiscal. 


En los casos de vacancia, mientras éstas no sean pro- 
vistas, y en los de recusación, excusación o impedimento 
para el cumplimiento de su función jurisdiccional, la Supre- 
ma Corte de Justicia se integrará de oficio en la forma que 
establezca la ley.” 


Esta disposición es, a su vez, aplicable a la designación 
de los Ministros del Tribunal de lo Contencioso Adminis- 
trativo, en virtud de la expresa remisión contenida en el 
artículo 308 de la Carta, ámbito específico en el cual se 
establece -en el inciso segundo del artículo 307- que “En los 
casos de vacancias y mientras éstas no sean provistas, y en 
los de recusación, excusación o impedimento para el cum- 
plimiento de su función jurisdiccional, se integrará de oficio 
en la forma que establezca la ley.” 


Surge sin mayor esfuerzo interpretativo, de los textos 
reproducidos, que el constituyente diferencia conceptual- 
mente, desde el punto de vista jurídico, la hipótesis fáctica 
de la vacancia en los cargos, de aquellos otros supuestos 
en los que medien circunstancias de recusación, excusación 
o impedimento, utilizando una inequívoca terminología de 
la ciencia jurídica que no puede desconocerse por el intér- 
prete en función de las reglas contenidas en el título 
preliminar del Código Civil. 


Además, este concepto se refuerza en tanto las expresio- 
nes técnicas utilizadas a nivel constitucional posteriormen- 
te han sido respetadas por el Legislador al regular la even- 
tual integración del órgano colegiado Suprema Corte de 
Justicia, en los artículos 53 y 57 de la Ley Orgánica de la 
Judicatura, Ley N” 15.750. El Fiscal de Corte integra, junto 
a los miembros de la Suprema Corte de Justicia, los Minis- 
tros del Tribunal de lo Contencioso Administrativo y el 
Procurador del Estado en lo Contencioso Administrativo, 
un régimen estatutario común. En el caso del Fiscal de Corte 
y Procurador General de la Nación, el artículo 404 de la Ley 
N* 15.809 dispuso en su oportunidad que las calidades para 
desempeñar ese cargo, las prohibiciones e incompatibilida- 
des, así como la duración, dotación y demás beneficios, 
serán las determinadas para los miembros de la Suprema 
Corte de Justicia. Al respecto, comentando tal disposición, 
Frugone Schiavone expresa que “El cargo de Fiscal de Corte 
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entonces ha sido sacado de la carrera administrativa, te- 
niendo los integrantes del Ministerio Público y Fiscal tan 
sólo una expectativa legítima para acceder al mismo y, por 
otro, se reconoce vocación legalmente consagrada a los 
miembros de la Judicatura para acceder al mismo”. Porende, 
no puede postularse sin más la validez de recurrir al meca- 
nismo de integración previsto por el artículo 332 de la 
Constitución, en tanto dispone que “los preceptos de la 
presente Constitución que reconocen derechos a los indi- 
viduos así como los que atribuyen facultades e imponen 
deberes a las autoridades públicas, no dejarán de aplicarse 
por falta de lareglamentación respectiva, sino que ésta será 
suplida recurriendo a los fundamentos de leyes análogas, 
a los principios generales del Derecho y a la Doctrina 
generalmente admitida”. 


Atendiendo estrictamente al tenor literal de la disposi- 
ción, debe repararse que la remisión practicada por el Cons- 
tituyente lo es, no a las leyes análogas sin más, sino a su 
fundamento, requerimiento que conduce necesariamente a 
descartar la aplicación, por vía de integración, de las nor- 
mas específicas de la Ley Orgánica del Ministerio Público 
y Fiscal que, conforme su propia delimitación conceptual, 
encuentra su razón en institutos inequívocamente diversos 
como el impedimento, laexcusación o la recusación. Preci- 
samente, y como se adelantara, la mencionada disposición 
alude únicamente a razones de “...impedimento, excusación 
o recusación...”, institutos que específicamente en sus 
alcances conceptuales regulan los artículos 28, 29, 30 y 
subsiguientes, guardando indiscutible silencio el Legisla- 
dor con respecto a la acefalía o vacancia del cargo. Este 
vacío legal también lo tenía, en su momento, la Ley N* 3.246, 
de fecha 28 de octubre de 1907, que establecía la creación 
de la Suprema Corte de Justicia. El artículo 39 de esta Ley 
refiere alos casos de “...recusación, impedimento o licencia 
del Fiscal de Corte...”, ante los cuales el Poder Ejecutivo se 
encontraba facultado para designar directamente al Fiscal 
que debía subrogarlo. En esa época, por su parte, el Fiscal 
de Corte era, conforme lo dispuesto en el artículo 10 del 
mencionado cuerpo legal, “...nombrado por el Poder Ejecu- 
tivo con el acuerdo del Senado y, en receso de éste, de la 
Comisión Permanente...”. 


En consecuencia, no distinguir entre la vacancia y las 
situaciones de impedimento, excusación y recusación, y 
aplicar mecánicamente la integración analógica del artículo 
332 de la Constitución, tomando como referencia el artículo 
26 del Decreto-Ley N* 15.365, resulta una interpretación 
inadecuada. De actuar así, se estaría ignorando que el 
constituyente diferencia acabadamente dichos institutos y 
se estaría aplicando una norma que de ninguna manera 
contempla la vacancia del cargo de Fiscal de Corte y Procu- 
rador General de la Nación. 


Es más; la disposición contenida en el artículo 26 de la 
Ley Orgánica del Ministerio Público y Fiscal no incluye 
límite temporal alguno, circunstancia que eventualmente 
toleraría la actuación ilimitada en el cargo de Fiscal de Corte 
de quien no contara con la aprobación parlamentaria exigi- 
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da. A tales efectos ilustrativos, basta con citar la decisión 
adoptada el 5 de mayo de 1987 por el entonces Presidente 
de la República, el doctor Julio María Sanguinetti, junto con 
la titular de la Cartera, la doctora Adela Reta que, ante la 
acefalía de la Fiscalía de Corte y Procuraduría General de la 
Nación -cito textualmente el documento respectivo-, decía: 
“ ..en tanto se verifica su provisión definitiva, deben 
arbitrarse las medidas necesarias para el correcto funciona- 
miento del servicio...”. Esto era a efectos de encargar 
interinamente el despacho de Fiscal de Corte al señor Fiscal 
Nacional en lo Civil de Tercer Turno, doctor Rafael Robatto 
Calcagno. La provisión definitiva ocurriría recién el 22 de 
diciembre de 1987 mediante el dictado del acto administra- 
tivo respectivo, de cuyo Resultando II surge que el 21 de 
octubre de 1987 -es decir, pasados ya cinco meses de la 
encargatura resuelta- se solicitó al Senado de la República 
la venia constitucionalmente exigida a tales efectos. 


Retomando las circunstancias históricas, debe afirmar- 
se que una vez producida la situación de acefalía en cues- 
tión, el servicio no puede detenerse a la espera de la deci- 
sión conducente mediante el procedimiento de designación 
en efectividad por elementales razones... 


SEÑOR SANGUINETTI.- ¿Me permite una interrupción, 
señor Ministro? 


SEÑOR MINISTRO.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR SANGUINETTI.- Simplemente quiero hacer una 
aclaración. 


El señor Ministro está exponiendo históricamente todo 
el proceso de provisión por subrogación o interinato. La 
provisión del cargo por parte del doctor Robatto obedeció, 
justamente, a que era el Fiscal civil más antiguo; luego se 
consolida -digámoslo así- su actuación al otorgarse la ve- 
nia. Quiere decir que ahí se estaba actuando dentro de los 
mecanismos normales. 


Ahora bien, mi pedido de aclaración es el siguiente. El 
señor Ministro está alegando que al producirse la vacancia 
estaríamos en una situación de ilegalidad al aplicar las 
normas de subrogación. Entonces, ¿cómo quedaría el caso 
de la designación de la doctora Fajardo? Esto no me quedó 
claro porque aparentemente habría sido, entonces, ilegal. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede continuar el señor Minis- 
tro. 


SEÑOR MINISTRO.- Señor Presidente: he concedido 
una interrupción para que el señor Senador Sanguinetti 
efectuara una aclaración porque había sido directamente 
aludido. Sin embargo, quiero terminar mi exposición sin 
conceder más interrupciones. 
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SEÑOR PRESIDENTE.- Está en su derecho, señor Minis- 
tro. 


SEÑOR MINISTRO.- Hicimos esta referencia, justamen- 
te, para demostrar que existieron hechos similares en el 
pasado en cuanto al interinato por períodos realmente 
extensos, inclusive antes de remitirse al Parlamento la soli- 
citud de venia. Vale decir que nos vamos a referir también 
en la presente exposición a la pregunta formulada por el 
señor Senador Sanguinetti. 


Decíamos que retomando las circunstancias históricas 
debe afirmarse que una vez producida la situación de acefalía 
en cuestión, el servicio no puede detenerse a la espera de 
la decisión conducente -mediante el procedimiento de de- 
signación en efectividad- por elementales razones de con- 
tinuidad en el servicio público que demandan su prestación 
ininterrumpida y constante. No parece que sea necesario ni 
pertinente extenderse en las consideraciones relativas a la 
importancia del servicio, que -y esto tampoco puede ser 
1gnorado- ha sufrido, en cuanto a la provisión de su órgano 
jerarca, todo el complejo proceso de los últimos años. En tal 
sentido, basta señalar que la competencia del Fiscal de 
Corte y Procurador General de la Nación en el orden judicial, 
entre otras cosas, tiene que ver con la representación del 
Ministerio Público y Fiscal ante la Suprema Corte de Justi- 
cia en las causas de diversa naturaleza que se tramitan ante 
ella, por ejemplo, en materia de inconstitucionalidad de la 
ley. En el orden administrativo, ejerce la jefatura directa e 
integral del Ministerio Público y Fiscal con facultades de 
vigilancia y superintendencia directa, correctiva, consulti- 
va e instructiva de, entre otros, sus integrantes. Todo esto 
es sin perjuicio de la función de asesoramiento, tanto al 
Poder Ejecutivo como a la Suprema Corte de Justicia, en los 
trámites correspondientes a su despacho administrativo. 


Por ende, mientras se tramita el procedimiento dirigido a la 
provisión definitiva del cargo de Fiscal de Corte y Procura- 
dor General de la Nación, todos los órganos públicos que 
de alguna manera tienen competencia a ese respecto no 
pueden dejar de actuar a efectos de que el servicio no se 
resienta. Particularmente debe actuar el Poder Ejecutivo en 
su calidad de jerarca máximo del Ministerio Público y Fiscal, 
y debe hacerlo por mandato, precisamente, del artículo 332 
de la Constitución que impone el poder-deber de actuar al 
Poder Ejecutivo adoptando la decisión adecuada a Dere- 
cho. Esta imposición no se hace recurriendo al Estatuto del 
Ministerio Público y Fiscal, en tanto carece de solución 
positiva que contemple la acefalía en el cargo y su provi- 
sión, sino integrando el ordenamiento jurídico con las so- 
luciones previstas en la ley general. 


Demostrada la existencia de una vacancia definitiva en 
el cargo de Fiscal de Corte y Procurador General de la 
Nación y la inexistencia de una norma de rango constitucio- 
nal o legal que establezca la provisión temporal del cargo, 
corresponde establecer el mecanismo que permita alcanzar 
una solución jurídica válida y, por tanto, hacer la actuación 
del Poder Ejecutivo acorde a Derecho. 
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Una primera tesis, invocada en algún caso en el pasado, 
consiste en sostener que al no existir norma especial, en 
virtud de la interpretación de los artículos 10 y 332 de la 
Constitución de la República, el Poder Ejecutivo tiene ab- 
soluta discrecionalidad y libertad para el cumplimiento de 
sus fines. Si se aceptara esa tesis concluiría este debate, 
pero me apresuro a decir que este Ministro, este Ministerio, 
no acepta tal interpretación porque estamos convencidos 
de que las personas jurídicas, y en particular las organiza- 
ciones estatales, deben ceñirse al criterio de legalidad. Si 
esaregularización no existe, sies inexistente, corresponde 
encauzar la acción del Estado para habilitar el cumplimiento 
de sus fines a través del análisis estricto de la materia, del 
fin y de las formas. 


Constatada la vacancia definitiva, el Poder Ejecutivo 
tiene un poder-deber consistente en dos acciones jurídicas. 
Por un lado, debe promover la iniciativa para la designación 
definitiva del cargo, lo que, como quedó demostrado, se ha 
hecho en tiempo y forma. Al mismo tiempo, tiene que 
encarar la función en forma provisoria o interina, sobre todo 
tratándose -como en este caso- de un servicio fundamental 
del Estado cuyo funcionamiento hay que garantizar. 


Con relación a la materia, es evidente que el Poder 
Ejecutivo tiene la responsabilidad del Ministerio Público y 
Fiscal, por lo que no hay discusión en cuanto a que la 
materia corresponde a este Poder. Reitero que acerca de 
esto no puede ni debe haber ninguna duda. De la misma 
manera, no existe cuestionamiento -o no debería existir- con 
respecto al fin, es decir, el deber de garantizar el funciona- 
miento de las responsabilidades del Fiscal de Corte. Sin 
embargo, se han cuestionado las formas alegando que el 
Poder Ejecutivo ha procedido de manera contraria a Dere- 
cho. Por supuesto que no basta con proclamar este alegato, 
no basta con afirmarlo; lo que se requiere -y es imprescin- 
dible- es probarlo. Por el contrario, este Ministerio está 
probando fehacientemente que el Poder Ejecutivo ha actua- 
do de acuerdo a Derecho. 


Insistamos sobre el particular e interroguémonos: ¿qué 
límites tiene el Poder Ejecutivo al momento de designar 
Fiscal de Corte interino o provisorio por una vacancia 
definitiva de su titular? Ante todo, debe designar una 
persona que reúna las cualidades para ejercer la función, tal 
como se establece en el artículo 404 de la Ley N* 15.809. No 
existe texto expreso que limite la discrecionalidad del Admi- 
nistrador en la materia; por tanto, por una parte debe cum- 
plir la condición de promover lo que está a su alcance para 
la designación definitiva y, por otra, designar en forma 
interina a una persona que reúna las características estable- 
cidas por las normas referidas. Es innegable que en el caso 
en consideración no existe texto expreso para proveer la 
vacante. Para que la Administración no pueda valerse de la 
falta de reglamentación para no aplicar lo que la Constitu- 
ción dicta, el artículo 332 de la Carta claramente hace refe- 
rencia a los fundamentos de las leyes análogas. 


Debemos destacar que el texto constitucional no distin- 
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gue entre Fiscales Penales o del Crimen y los Civiles. Para 
el numeral 13 del artículo 168 todos son Fiscales Letrados 
de la República; por ende, si la Constitución y la ley no 
distinguen, existe la natural discrecionalidad del intérprete 
y no puede exigirse al Poder Ejecutivo que abdique de la 
natural discrecionalidad en la interpretación de la ley. Idén- 
tico razonamiento debe hacerse a los efectos de cubrir 
transitoriamente una vacante en relación a la antigiiedad del 
cargo. 


Veamos este mismo asunto desde otra perspectiva. A 
similar conclusión se arriba si se consulta el régimen gene- 
ral del artículo 27 de la Ley N” 16.320, que dispone lo 
siguiente: “Todo funcionario tiene la obligación de susti- 
tuir al titular superior en caso de ausencia temporaria o en 
caso de acefalía del cargo. Esta obligación regirá aun cuan- 
do hubiera cargos vacantes intermedios. 


El jerarca de la respectiva unidad ejecutora dispondrá la 
sustitución entre los funcionarios que, de acuerdo a las 
normas reguladoras del ascenso, tengan vocación al cargo. 
Dicha sustitución deberá ser comunicada al superior jerár- 
quico. 


El sustituto tendrá derecho a percibir la diferencia exis- 
tente entre el sueldo del cargo cuyas tareas pasa a desem- 
peñar y el del suyo propio, a partir de los cuarenta y cinco 
días de la ausencia del titular. 


Dentro de los dieciocho meses como máximo, contados 
desde la respectiva resolución y su notificación, el cargo 
deberá proveerse de acuerdo a las reglas del ascenso. En 
aquellos casos en que la ley prevé que la ausencia exceda 
el término de los dieciocho meses y no pueda resolverse por 
las reglas del ascenso, la subrogación podrá ser prorrogada 
mientras continúe la situación que le dio origen...”. 


Conforme surge del propio texto legal, cuatro son los 
elementos de la norma que la tornan integradora de la 
situación en análisis: en primer lugar, su generalidad, en 
tanto abarca a todos los funcionarios; en segundo término, 
la situación específica de acefalía a la que se alude; tercero, 
el deber funcional consagrado; y, por último, el órgano 
jerarca y su discrecionalidad en la elección, en tanto com- 
prenda a quienes tienen vocación al cargo. 


Bueno es advertir, además, que salvo disposición regla- 
da por la ley que obligue a determinada decisión, la 
discrecionalidad es propia de la función administrativa. En 
este caso, nos referimos a la designación y consiste en la 
potestad de elegir de entre varias situaciones o soluciones, 
todas ellas ajustadas a Derecho, cuál es la más conveniente 
y Oportuna según un criterio de prudencia administrativa. 
No obstante las instancias cumplidas, en los hechos operó 
el cese de la doctora Fajardo el 29 de setiembre del año en 
curso, generándose nuevamente una situación fáctica de 
vacancia en el cargo que necesariamente debe ser analizada 
y resuelta en forma ajustada a Derecho por el Poder Ejecu- 
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tivo. Se trata de una situación jurídica de poder-deber en 
que se encuentra colocado y en estricto acatamiento del 
principio de Legalidad que debe informar toda actuación 
administrativa, tal como lo exige el artículo 2” del Decreto 
N* 500/991 que dispone que la Administración Pública debe 
servir con objetividad los intereses generales con someti- 
miento pleno al Derecho y debe actuar de acuerdo con los 
siguientes principios generales, entre los cuales corres- 
ponde destacar para este caso, los de “Legalidad Objetiva”, 
“Impulsión de Oficio” y “Motivación de la decisión”, direc- 
tivas todas que han sido debidamente respetadas al encar- 
gar provisionalmente las funciones de Fiscal de Corte y 
Procurador General de la Nación. 


Por lo tanto, reitero que, por un lado, se encuentra 
demostrada la vacancia definitiva del cargo de Fiscal de 
Corte y, por otro, la inexistencia de una norma constitucio- 
nal o legal que indique a la Administración un camino 
determinado e inequívoco a seguir. 


Asimismo, queda demostrado que todos los caminos 
interpretativos permiten al Poder Ejecutivo hacer la desig- 
nación como Fiscal de Corte interina de la doctora Élida 
Fajardo, así como también tomar la resolución de encargar 
provisoriamente de las funciones a la doctora Mirtha 
Guianze. 


Para finalizar, corresponde analizar políticamente lo ac- 
tuado. 


En virtud de lo expresado, creemos necesario reiterar 
que el Poder Ejecutivo, en cumplimiento de sus potestades 
y de sus cometidos irrenunciables, indelegables e 
intransferibles, actuó de acuerdo al Derecho, tal como ha 
quedado demostrado en forma inequívoca. 


Además, quiero subrayar que el Poder Ejecutivo no 
innovó en relación a las Administraciones anteriores. No 
hubo un cambio de criterio en lo que tiene que ver con lo 
actuado en el caso de la asignación de funciones cuando se 
cubrió temporalmente el cargo de Fiscal de Corte y Procu- 
rador General de la Nación -por resolución de febrero de 
2006-, recayendo primero en la doctora Fajardo y unos 
meses después en la doctora Mirtha Guianze. En ambas 
situaciones se actuó de idéntica manera, desechando la 
interpretación incorrecta del artículo 26 del Decreto-Ley 
N* 15.365 y aplicando los criterios de interpretación e inte- 
gración señalados. 


El cargo de Fiscal de Corte y Procurador General de la 
Nación es de relevancia institucional, al igual que los de los 
miembros de la Suprema Corte de Justicia y del Tribunal de 
lo Contencioso Administrativo. Tan es así que su provisión 
definitiva necesita la venia por tres quintos de votos de la 
Cámara de Senadores o, en su caso, de la Comisión Perma- 
nente. Es por eso que descartamos de plano que se quiera 
señalar este cargo como de confianza político-partidaria, ya 
sea del Poder Ejecutivo, que es el que tiene la potestad de 
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proponer su designación, como de los integrantes del Se- 
nado de la República, que tienen la facultad de aprobar la 
venia. Respetuosos de esa concepción, queremos decir que 
la selección de la doctora Mirtha Guianze ha respondido a 
estrictos criterios técnicos, tal como se detalla en parte de 
la nota de propuesta dirigida a este Cuerpo el pasado 25 de 
abril. Allí se dice textualmente: “Su actuación pública se 
destaca por una demostrada y continua capacitación en las 
áreas componentes del Ministerio Público y Fiscal, por una 
carrera administrativa en continuo ascenso y por una firme 
y acendrada convicción democrático-republicana en el ejer- 
cicio de las competencias y cometidos que le han sido 
asignados. 


Complementa su adecuado perfil para ser designada, 
una conducta personal intachable y una reconocida voca- 
ción en la actualización y perfeccionamiento de la gestión 
a cargo del Ministerio Público y Fiscal.” Pienso que cual- 
quier consideración en contrario carece de fundamento 
alguno. 


Reiteramos que hemos propuesto al Senado de la Repú- 
blica que otorgue la venia correspondiente a la doctora 
Mirtha Guianze porque reúne las cualidades personales y 
técnicas requeridas por la norma y porque al mismo tiempo 
tiene una personalidad que garantiza la independencia téc- 
nica que debe tener el Fiscal de Corte. 


Se argumenta que designar a una Fiscal Letrada Nacio- 
nal como funcionaria encargada provisoriamente de las 
funciones de la Fiscalía de Corte, siendo ésta la misma que 
se propone al Senado para la obtención de la venia, es una 
forma oblicua de sortear la máxima constitucional de la 
búsqueda de consenso para tan importante cargo. Creo que 
no es así; por el contrario, se fundamenta en principios 
elementales de Gobierno. Por otra parte, no se entendería 
que, sin existirimpedimento legal alguno, se designe a otra 
persona. 


Además, vale la pena hacer un poco de historia y recor- 
dar que la Fiscalía de Corte y Procuraduría General de la 
Nación se ha ejercido interinamente en varias oportunida- 
des en el pasado por la misma persona para la cual el Poder 
Ejecutivo de la época solicitara la venia a la Cámara de 
Senadores. Al respecto, podemos citar los casos de los 
doctores Fernando Bayardo Bengoa en el año 1972 y Rafael 
Robatto en 1987. 


También se ha sostenido que la falta de los tres quintos 
de votos del Senado para designar a un Fiscal de Corte 
invalidaría su gestión. Se afirma que no sería admisible que 
hubiera un Fiscal de Corte sin ese pronunciamiento del 
Senado. 


Señor Presidente: esto es sorprendente y sólo podría 
aceptarse el argumento si la provisión pretendiera ser defini- 
tiva, pero ese noes el caso. Como hemos leído en la resolución 
específica, estamos ante una encargatura provisoria de las 
funciones, es decir, una provisión temporal. 
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Por otra parte, la Cámara de Senadores debería recordar 
que en muchas circunstancias el requisito de contar con la 
mayoría parlamentaria especial no se ha cumplido. Basta tan 
sólo citar la propia separación del cargo del doctor Oscar 
Peri Valdez, el 12 de febrero de 2004. Ese cargo fue ejercido 
primero por el doctor Brovia y luego por la doctora Fajardo, 
sin el requisito de la venia del Senado hoy señalada por 
algunos como un factor invalidante. También es bueno 
recordar que, en todo el tiempo transcurrido -que fueron 
más de dos años-, no se presentó ninguna objeción a la 
actuación del doctor Brovia o de la doctora Fajardo. Para 
abundar en el tema, podemos decir que en el año 1972, 
cuando quedó acéfalo el cargo de Fiscal de Corte y Procu- 
rador General de la Nación por la renuncia del doctor Guido 
Berro Oribe, el Poder Ejecutivo de la época encargó su 
interinato al doctor Fernando Bayardo Bengoa, quien pos- 
teriormente y previo otorgamiento de la venia respectiva 
por la Comisión Permanente, con fecha 9 de enero de 1973, 
fue designado titular en el cargo. 


Señor Presidente, señores Senadores: espero que esta 
exposición haya sido suficientemente clara y detallada. Así 
queda demostrada la legalidad de la medida tomada en 
relación al Fiscal de Corte y Procurador General de la Na- 
ción, así como su oportunidad y mérito. Se podrá discrepar 
con la medida por razones políticas o de otra índole, pero no 
se puede sostener que haya un apartamiento del derecho 
que tiene la Administración de ejercer su discrecionalidad 
cuando la Legislación o la Constitución no establecen una 
solución clara e inequívoca ni se lo impiden. 


Hemos actuado en todo de acuerdo a Derecho, intentan- 
do dar a los aspectos concernientes a los servicios vincu- 
lados a la Justicia y a su acceso, sobre los cuales tenemos 
responsabilidad como Ministerio de Educación y Cultura, 
un orden y una acción coherentes. El Ministerio Público no 
ha escapado a esta acción prudente y responsable del Poder 
Ejecutivo. 


Finalmente, quiero convocar al señor Presidente y a los 
señores Senadores una vez más al diálogo necesario para 
que, en el marco de las competencias indelegables e 
irrenunciables que ha asumido cada uno frente a la ciuda- 
danía, se encuentren los caminos de entendimiento para 
que este tema tan delicado quede en la esfera de la sobrie- 
dad republicana que debe poseer un Estado de Derecho en 
el marco de una sociedad democrática. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el miembro 
interpelante, señor Senador Penadés. 


SEÑOR PENADES.- Señor Presidente: francamente, si 
vinimos preocupados a esta interpelación, nos vamos mu- 
cho más preocupados. Solamente una afirmación del señor 
Ministro nos confirma las preocupaciones y nos las agrava 
cuando dice que el Poder Ejecutivo tiene absoluta discre- 
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cionalidad en el cumplimiento de los fines del Estado. Esa 
afirmación, además de ser profundamente equivocada des- 
de el punto de vista jurídico, encierra una concepción del 
Estado realmente muy peligrosa que nos deja más preocu- 
pados de lo que vinimos. 


La fundamentación jurídica que ha sustentado el señor 
Ministro para tratar de justificar la decisión tomada por el 
Poder Ejecutivo no solamente es pobre en cuanto a sus 
fundamentos, sino también en cuanto a su explicación, que 
realmente no hemos entendido. 


No he comprendido lo que el señor Ministro quiso 
justificar; no he comprendido cómo se puede comparar 
situaciones que son diferentes y se dice que son iguales. No 
puedo creer que se diga que es lo mismo la subrogación por 
parte del Fiscal más antiguo en lo Civil que los argumentos 
utilizados por el Poder Ejecutivo para la designación de la 
doctora Mirtha Guianze. Digo esto por una razón franca- 
mente curiosa. El numeral 13) del artículo 168 de la Consti- 
tución de la República no prevé la vacancia, porque prevé 
la discrecionalidad -según el señor Ministro- de que puede 
ser un Fiscal en lo Penal o uno en lo Civil el que cubra la 
vacancia. ¿Cómo se puede llegar a sostener aquí que en la 
aplicación del artículo 332 de la Constitución -que establece 
la aplicación de los criterios de analogía- el artículo 26 del 
Decreto-ley N* 15.365 -que establece la creación y regula el 
funcionamiento del Ministerio Público y Fiscal- no es el que 
debe tomarse como ley análoga para cubrir la vacancia? 


Realmente, señor Presidente, entiendo que el señor Mi- 
nistro haya iniciado su intervención hablando de la ciencia 
y la tecnología, porque quizás conozca mucho en esa mate- 
ria, pero con relación al Ministerio Público y Fiscal y a cómo 
se debe superar esta situación, sus explicaciones, además 
de haber sido escasas desde el punto de vista de la argu- 
mentación jurídica, no tienen absolutamente nada que ver 
con los episodios de la realidad a que se ve enfrentado el 
Gobierno en el momento de llenar la vacancia de la Fiscalía 
de Corte y Procuraduría General de la Nación. 


Aún más, el señor Ministro no contesta la parte funda- 
mental de la interpelación, que es la pregunta número 4, en 
el sentido de cuál es la idea del Poder Ejecutivo en el llenado 
de las vacantes en forma definitiva, o sea, cuánto dura el 
interinato de la doctora Mirtha Guianze. Es el señor Minis- 
tro el que tiene que decirlo. No sirve de nada que convoque 
al diálogo a las fuerzas políticas en este seno, tratando de 
esa manera de sentirse tranquilo desde el punto de vista de 
su conciencia, si después no hay un ámbito donde se 
puedan intercambiar ideas. Peor aún; no se conoce al can- 
didato sobre el que hay que dialogar. 


Lo que tiene que quedar meridianamente claro al Poder 
Ejecutivo y a la Bancada de Senadores del Frente Amplio es 
que la doctora Mirtha Guianze no cuenta con la confianza 
de los tres quintos de votos del Senado para ejercer el cargo 
de Fiscal de Corte y Procurador General de la Nación. 
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SEÑOR RUBIO.- ¿Por qué no lo dijeron ustedes? 


SEÑOR PENADES.- Lo dijimos en reiteradas oportuni- 
dades, señor Presidente. 


(Interrupciones del señor Senador Rubio) 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa ruega que se eviten las 
interrupciones, porque está en uso de la palabra el señor 
Senador Penadés y debe ampararlo en el uso de la misma. 


SEÑOR PENADES.- Gracias, señor Presidente. 


El señor Senador Rubio, por la vía de la interrupción, 
quiere imponer sus verdades en forma totalitaria, pero ese 
no es el estilo ni la forma de este Senado. 


Debemos darnos cuenta de que la doctora Mirtha Guianze 
no cuenta con la confianza del Senado y, entonces, mal que 
le pese al señor Senador Rubio y al Poder Ejecutivo, se tiene 
que buscar otro candidato. Todo lo demás es inconstitucio- 
nal y está alejado del Derecho. Pero más aún, el señor 
Ministro está mucho más alejado del Derecho cuando dice 
que por analogía no hay que aplicar la ley del Ministerio 
Público y Fiscal. Es más, dice que en realidad es lo mismo 
haber nombrado a la doctora Fajardo como Fiscal en lo Civil 
más antigua, que a la doctora Mirtha Guianze que proviene 
del área penal y no de la civil, tal cual lo establece la 
normativa vigente. 


Entonces, antes de que se abra el debate nos gustaría 
que el señor Ministro nos contestara la pregunta central de 
la interpelación: ¿Cuánto dura el interinato? ¿Cómo es que 
el Poder Ejecutivo pretende subsanar esta situación irregu- 
lar en la que estamos? Si el propio Poder Ejecutivo reconoce 
que la situación de la doctora Mirtha Guianze es transitoria, 
nos gustaría que en la noche de hoy definiera cuál es el 
concepto de transitoriedad que maneja, que con relación a 
la Fiscalía de Corte -tal cual lo hemos probado en nuestra 
intervención- no está previsto en la Constitución ni en la 
Ley Orgánica del Ministerio Público y Fiscal. 


Reitero que me gustaría que el señor Ministro dijera en 
la noche de hoy: “Señores, el Poder Ejecutivo va a convocar 
a dialogar a las fuerzas políticas tal día sobre tal propuesta 
para lograr obtener los tres quintos de votos y regularizar 
la situación”. Todo lo demás es querer imponer, por la vía 
de los hechos, un interinato absolutamente inconstitucio- 
nal e ilegal, como ha quedado probado. 


Esperamos que el señor Ministro conteste esta pregunta 
y damos por buena que ha oído las otras, pero no ha hecho 
lo propio con respecto a la número 5, que dice: “¿Considera 
el señor Ministro que en aplicación de igual fundamentación, 
podría el Poder Ejecutivo designar Fiscales Letrados por 
Decreto?”. Esta es otra pregunta cuya respuesta quisiéra- 
mos conocer porque, sin lugar a dudas, va a marcar los 
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pasos que la Bancada de Senadores del Partido Nacional 
tengamos que dar en el futuro. 


Sobre la primera intervención del señor Ministro es todo 
cuanto tengo que señalar; pero repito que me ha sorpren- 
dido en cuanto a lo escueta que ha sido en la fundamentación 
jurídica que yo esperaba que nos convenciera y que es algo 
que no ha logrado. Me refiero a que la Resolución dictada 
el 11 de octubre por el Poder Ejecutivo es inconstitucional 
y no ha cumplido con los requisitos legales establecidos en 
la Ley Orgánica del Ministerio Público y Fiscal. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Minis- 
tro de Educación y Cultura. 


SEÑOR MINISTRO.- Señor Presidente: estamos de la- 
mento en lamento. 


Lamento que el señor Senador Penadés no haya escu- 
chado correctamente o quizás no me haya expresado con 
claridad, y para ello basta un ejemplo. 


El señor miembro interpelante comienza diciendo que 
hemos aseverado lo que justamente hemos negado. Hici- 
mos referencia ala forma jurídica empleada para resolver el 
problema del vacío legal y dijimos que una primera tesis 
invocada en algún caso en el pasado hablaba de la absoluta 
discrecionalidad y libertad. Además, señalamos que si eso 
fuera así, se habría acabado el debate. Asimismo aclaramos 
-ahora lo repito textualmente y espero que lo escuche-: “Me 
apresuro a decir que este Ministro no acepta tal interpreta- 
ción”. Esto va unido a otra cosa: yo hice una referencia a 
que el Ministerio de Educación y Cultura trabaja en el área 
de la ciencia y la tecnología que debe haber durado treinta 
segundos en una exposición que insumió alrededor de una 
hora y media. 


Pensar que eso es una larga exposición, revela la impor- 
tancia que al tema de la ciencia y la tecnología se le da desde 
algunas tiendas. En fin, no me interesa entrar en esos temas 
y sí en las preguntas planteadas. 


Voy a contestar la pregunta número 4, que adelanto tiene 
una respuesta obvia: este asunto está a consideración del 
Senado de la República. Es decir, es este Cuerpo, en el que 
hoy comparecemos, el que tiene que tomar la decisión. 
Cuando lo haga, el Poder Ejecutivo actuará en consecuen- 
cia; mientras tanto, hay una propuesta presentada y tam- 
bién expresiones públicas. Por suerte, hoy aparecieron -por 
lo menos, a mi entender- por primera vez argumentaciones 
de por qué no se apoya a una determinada candidata; en el 
caso que nos ocupa, la doctora Guianze. 


Reitero que la presentación fue hecha y, como es de 
conocimiento de los señores Senadores, está a considera- 
ción de este Cuerpo. Por consiguiente, el Senado es el que 
tiene en sus manos la decisión y cuando la haya tomado, 
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repito, el Poder Ejecutivo actuará en consecuencia. Por 
ende, afortunadamente no es el Poder Ejecutivo el que tiene 
en sus manos la decisión del tiempo que durará el interinato. 


En lo que tiene que ver con el último punto, señor 
Presidente, solicito se conceda el uso de la palabra al señor 
Subsecretario, doctor Felipe Michelini. 


SEÑOR PRESIDENTE .- Tiene la palabra el señor Subse- 
cretario. 


SEÑOR SUBSECRETARIO.- Señor Presidente: colabo- 
rando con el señor Ministro, hemos venido trabajando 
desde el inicio de la gestión de este Gobierno en la tarea casi 
titánica de dar un orden, una cohesión a servicios que están 
fuertemente dañados. Si bien creo que no fue la intención 
de nadie, cuando un Fiscal de Corte está sumariado durante 
meses y separado de su cargo, una institución de este tenor 
se resiente fuertemente. Estamos hablando de un Fiscal de 
Corte que, por otra parte, había contado con el apoyo de 
todos los partidos políticos en temas sustantivos para el 
desarrollo del país, como lo son la seguridad jurídica, su 
Estado de Derecho, su democracia y sus instituciones. 


Por lo tanto, creo que sería bueno intentar, por lo menos 
en el plano jurídico, discutir esto con cierta tranquilidad 
para que, en definitiva, se pueda llegar a entender la posi- 
ción del Poder Ejecutivo, que ha sido clara en el sentido de 
que aquí no se ha violado norma constitucional ni legal 
alguna, puesto que para que haya norma constitucional 
violada tiene que haber norma constitucional expresa. 


Bien decía el señor Ministro que descartaba la interpreta- 
ción de que cuando no hay norma, se aplica el principio de 
la libertad para las personas físicas, muy sostenido en el 
país. Como muy bien señalaba el señor Ministro, este Poder 
Ejecutivo no sostiene esa tesis, sino que hay un principio 
de legalidad por el cual el Estado tiene que cumplir los 
cometidos a través de las normas establecidas. 


Quería hacer esta introducción para tratar de ubicar la 
complejidad del problema y aclarar que en esto no hay 
ningún tipo de revanchismo político. Voy a poner dos 
ejemplos, que si bien están fuera del tema, tienen una gran 
relevancia. 


En la Fiscalía de Gobierno fue designado, en la Adminis- 
tración anterior, un funcionario que notoriamente no es del 
Frente Amplio. Este Gobierno ha trabajado y no ha entabla- 
do ninguna acción para intentar impedir su trabajo. Tampo- 
co lo hizo con el doctor Brovia cuando estaba ejerciendo la 
subrogación, ahí sí, en un impedimento generado por el 
jerarca, el Fiscal del Corte de la época. Constatamos que 
éste decidió, con razón o sin ella -creo que el incidente del 
doctor Peri Valdez está saldado-, construir unimpedimento. 


Otro ejemplo refiere al Procurador del Estado en lo 
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Contencioso Administrativo -cuya filiación política no res- 
ponde al Frente Amplio-, a quien el Senado no le concedió 
la venia. No obstante ello, se produjo su designación y este 
Gobierno lo ha estado manteniendo en sus funciones, como 
corresponde. Aclaro que no estamos haciendo mérito de 
esto, pero sí quiero desarticular la tesis de que prácticamen- 
te hay un Estado en el que se carece de garantías. Creo que 
es todo lo contrario. 


En ese sentido se nos pregunta si vamos a nombrar 
Fiscales por Decreto. Respecto de ello, lo primero que 
quiero decir es que puedo entender la sutileza, pero aquí no 
ha habido ningún Decreto sino resoluciones. En esta mate- 
ria, nuestra Administración no innovó. Puedo entender que 
en el discurso haya una confusión, pero la forma de Decreto 
tiene un sentido claramente distinto a la de una resolución, 
en cumplimiento de lo que todos sabemos, que es que el 
servicio no puede permanecer acéfalo. 


Por consiguiente, la respuesta a la pregunta número 5 es 
que el Poder Ejecutivo no va a nombrar Fiscales por 
Decreto; no ha designado en forma interina a la doctora 
Fajardo invocando el artículo 26 del Decreto-Ley N* 15.365 
-como tampoco lo ha hecho respecto a la doctora Guianze-; 
se ha demostrado que tenemos dos posibilidades de elec- 
ción lícitas y que no hay normas que nos impida elegir entre 
ellas. En consecuencia, dado que se ha cumplido con las 
calidades a que se alude en el artículo 404 de la Ley N* 15.809 
-que complementa el Decreto-Ley relativo al Ministerio 
Público y Fiscal-, creo que queda claramente contestada 
esta pregunta. 


Agradezco al Cuerpo y al señor Ministro el haberme 
concedido esta intervención. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede continuar el señor Minis- 
tro. 


SEÑOR MINISTRO.- Señor Presidente: ha quedado por 
contestar la pregunta planteada por el señor Senador 
Sanguinetti. En este sentido, quiero aclarar que cuando 
hicimos referencia al ejemplo del doctor Robatto estábamos 
hablando de la potestad legal que tiene el Poder Ejecutivo 
de nombrar encargados interinos y que cuando se eligió a 
la doctora Fajardo no se tomó esa decisión por ser la Fiscal 
más antigua, sino luego de analizar la actuación de los 33 
Fiscales nacionales del momento. Asimismo, debo aclarar 
que todavía no se había decidido el nombre del postulante 
que iba a ser presentado. Las dos resoluciones son idénti- 
cas, más allá de que una de ellas haya recaído en el que era 
el Fiscal más antiguo y la otra no. Tanto la designación 
interina de la doctora Fajardo como la de la doctora Guianze 
-también provisionalmente- no son ilegales; se basan en el 
mismo razonamiento. Repito que son idénticas y que la 
designación de la doctora Fajardo no se realizó en base a lo 
que establece el artículo 26 del Decreto-Ley N* 15.363. 


Nada más. Muchas gracias. 
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SEÑOR SANGUINETTL.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR SANGUINETTI.- Señor Presidente: los Senado- 
res del Partido Colorado, como es notorio, al producirse 
esta designación que consideramos inconstitucional e ile- 
gal, seguimos un camino jurídico que fue el de presentar un 
recurso administrativo ante el Poder Ejecutivo para, even- 
tualmente, ocurrir ante el Tribunal de lo Contencioso Admi- 
nistrativo. Quiere decir que más allá del válido procedimien- 
to político que se está siguiendo hoy, nuestro Partido tomó 
otro camino que, precisamente, procura -como se ha seña- 
lado recién- una discusión tranquila y serena sobre el tema 
jurídico. Los cuerpos políticos discutimos jurídica y políti- 
camente manejándonos, naturalmente, dentro de la ley, 
pero utilizando nuestros criterios de conveniencia y de 
oportunidad. Una muy buena contribución, entonces, a 
este debate sería que el Poder Ejecutivo, que -tal como se 
ha expresado acá- está absolutamente convencido de que 
está en lo cierto, resolviera el recurso que hemos presenta- 
do, rechazándolo y abriendo, así, el camino para ir al Tribu- 
nal de lo Contencioso Administrativo. De lo contrario, vaa 
haber una larga espera y un plazo extenso que supongo que 
el Poder Ejecutivo no querrá usar, dado que su convicción 
es clara. Siendo así, nos parece que sería muy aclaratorio 
que el propio señor Ministro -por todos los fundamentos 
que ha dado- nos dijera que efectivamente va a rechazar el 
recurso que hemos presentado. 


Tengo entendido también -por información periodística- 
que se ha presentado un recurso por parte de la Fiscal en lo 
Civil más antigua; no tengo -reitero- otra información más 
que la pública, pero por lo visto también hay un recurso en 
la misma dirección. 


En consecuencia, sería muy importante que se diera esta 
explicación, porque si el Poder Ejecutivo ratifica su acto 
rechazando nuestro recurso, entonces ya se abriría el cami- 
no jurídico, que es el del Tribunal de lo Contencioso Admi- 
nistrativo, un Tribunal de Justicia que decidirá la cuestión 
de Derecho. 


Sería muy bueno para todos, sobre todo para el país, que 
el señor Ministro nos pudiera aclarar cuanto antes esta 
situación. Una vez hecho esto, hay un camino jurídico 
inobjetable e incuestionable y el Tribunal definirá si tene- 
mos razón quienes creemos firmemente que no se ha cum- 
plido con la Constitución y la Ley o si la tiene el criterio 
apoyado por el Poder Ejecutivo. De modo que confiamos, 
anhelamos y esperamos que en algún momento de esta 
sesión el señor Ministro pueda dar una definición a este 
respecto. 


Por nuestra parte, creemos que el fondo de la cuestión 
ha quedado claro y es el que hemos planteado también en 
nuestro recurso. Es más, podría adelantar también otro tipo 
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de argumento, no ya el de la subrogación sino el de la propia 
Ley de Subrogación propiamente dicha, que habla de impe- 
dimento, recusación o excusación. 


Creo que estamos ante un caso de impedimento. ¿Por qué 
se puso en ese cargo al doctor Brovia? Porque el Fiscal Peri 
Valdez tenía un impedimento en virtud de que estaba 
sumariado. Luego, se instaló en el cargo a la doctora Fajardo 
por la misma situación, o sea, porque había un “impedimen- 
to”. Ahora bien, ¿por qué no siguió la doctora Fajardo? 
Porque estaba impedida por la edad, que también es un 
impedimento. Un impedimento es un obstáculo que impide 
ejercer el cargo a quien lo ostenta. Entonces, no es una 
interpretación demasiado caprichosa la de quien habla, 
puesto que alguien que está ejerciendo el cargo no puede 
seguir haciéndolo porque tiene un impedimento. Este es un 
criterio que me parece válido. Pero en caso de no conside- 
rarse válido, iríamos al del señor Ministro, que dice que 
estamos ante un caso de vacancia que está previsto en la 
Constitución. Cuando se produce una vacante, hay que 
nombrar, designar, proponer y estarse a lo que resuelva el 
Senado por los tres quintos de votos. 


El Poder Ejecutivo, en su Resolución, que ha leído aquí 
el señor Ministro, da por supuesto que no se han consegui- 
do los tres quintos de votos. Efectivamente no se han 
conseguido y está a la vista que los tres quintos de votos 
no existen; ni los Senadores nacionalistas ni los colorados 
hemos manifestado la voluntad de votar al candidato pro- 
puesto, de modo que los tres quintos de votos no se 
consiguieron, tal cual asume el Poder Ejecutivo cuando 
procede a designar esta “encargaduría provisoria”, valga la 
expresión. Me acotan que es una “encargatura”, pero va- 
mos a no perdernos en los vericuetos de la semántica, ya 
que estamos bastante perdidos en los de las leyes, y la 
gente que nos está oyendo u observando se preguntará por 
qué meandros estamos transitando. 


Desde ese punto de vista, el tema es bastante claro y el 
criterio debe ser el mismo que se ha aplicado siempre. Quiere 
decir que si el “impedimento” no juega un papel porque 
estamos ante una “vacante”; entonces hay que ir directa- 
mente a la claridad de la Constitución, que es la de proceder 
a la designación con venia del Senado. Y si hay un interreg- 
no, también hay que acudir a la claridad de la Constitución, 
que dice que en cualquier competencia de esta naturaleza se 
debe recurrir al fundamento de la ley análoga. ¿Qué ley hay 
más parecida que la que subroga en los casos de impedimen- 
to, excusación o recusación? No existe ninguna situación 
más análoga -por más que se busque en toda la legisla- 
ción-, no hay nada más parecido que esta norma. Tampoco 
hemos oído que alguien la haya señalado. 


El señor Ministro habla de discrecionalidad del Poder 
Ejecutivo. Entiendo que éste tenga ciertas discre- 
cionalidades; las acepto y las comparto, pero en este caso 
la discrecionalidad es muy poca. El señor Ministro, incluso, 
invoca las leyes ordinarias sobre funcionarios del Estado, 
pero no estamos hablando de un empleado común sino de 
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un funcionario que tiene un cargo de creación y regulación 
constitucional. Entonces, no podemos aplicar los criterios 
de vacancia o de ascenso de los funcionarios con cargos 
comunes, como se ha invocado acá. Eso nada tiene que ver, 
porque aquí se trata de un cargo de creación constitucional. 
Esa es la jerarquía que le damos y por eso mismo, al querer 
rodearlo de las mayores garantías, se piden estos tres 
quintos de votos, o sea, el concurso de una mayoría impor- 
tante que refleje un consenso partidario suficiente. Eso es 
lo que nos está imponiendo el Constituyente. 


A mi modo de ver, se trata de situaciones bastante claras 
desde el punto de vista constitucional. Acá hay que poner 
el cargo en forma definitiva a propuesta del Poder Ejecutivo 
y con una venia del Senado que alcance tres quintos de 
votos. Y sinoes posible, hay que aplicar la ley más parecida, 
la más análoga, que es la que regula la subrogación, y no 
utilizar un método oblicuo. El señor Ministro ha utilizado la 
palabra “tortuoso” u “oblicuo”, que es la misma que utilizó 
la doctora Guianze, en forma pública, cuando dijo que no 
ocuparía un cargo en esas condiciones. Esto salió publica- 
do en los diarios y tengo en mi poder los ejemplares de “El 
Observador” del día 26 de setiembre y de “El País” del día 
27 de setiembre. Ella dice que “no está prevista en la Ley 
Orgánica del Ministerio Público y Fiscal la figura del 
interinato ni la subrogación para el caso de vacancia tem- 
poral porque la subrogación es para casos de impedimento, 
recusación o excusación”. “No compartimos -añade- que 
las subrogaciones se transformen en interinatos, porque 
quien ocupe el cargo debe cumplir con el requisito consti- 
tucional de la venia de los tres quintos del Senado”. Quiere 
decir que la subrogación sería una situación distinta de la 
del interinato. Continúa diciendo que “comparte esta posi- 
ción y que por eso no asumiría un interinato que en los 
hechos significara desconocer una norma constitucional. 
Esta es una cuestión de principios y de respeto al Estado de 
Derecho -sigue diciendo la doctora Guianze- porque, en 
forma oblicua, no se puede acceder a un cargo soslayando 
lo que la Constitución manda. Un subrogante fijo -dice la 
doctora- va contra la ley, el Estado de Derecho y el respeto 
de la voluntad de las minorías reflejada enla Constitución”. 


Acá, respecto a la voluntad de las minorías cuyo concur- 
so se requiere sea expresado, no existe consenso y, en 
consecuencia, debe procederse a una designación buscan- 
do los caminos del diálogo que se han invocado. Nunca 
procediendo a una designación que en el terreno político y 
jurídico se distingue claramente de los casos anteriores. 
Digo esto, porque cuando se ha designado en forma defini- 
tiva a quien estaba ocupando provisoria, interinamente o 
por subrogación el cargo, se lo ha hecho con un candidato 
que reunía el consenso suficiente. Sin embargo, en este 
caso se sabe que no hay consenso e igualmente se le otorga 
el cargo. Quiere decir que, claramente, se está violentando 
la voluntad del Senado y de esas minorías cuando se 
designa a quien ya se sabe que no obtendrá la venia 
correspondiente. Por lo tanto, estamos ante una situación 
bien distinta a la de aquellos casos en los cuales se procedió 
de un modo diferente, designando a quien efectivamente 
contaba con un consenso parlamentario que luego se de- 
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mostró. En todo caso, no tenía ninguna oposición cuando 
luego apareció la decisión favorable. 


Estos no son argumentos sino razones absolutamente 
claras; son los mismos criterios que ha utilizado siempre el 
Poder Ejecutivo. No se puede invocar ahora una 
discrecionalidad y una forma oblicua, tal como lo ha soste- 
nido la propia doctora Guianze. 


En consecuencia, ¿qué es esto de la encargaduría 
provisoria que no adquiere la categoría de interinato? ¿Qué 
es esto? ¿Es una disposición válida? No lo sé. ¿Es una 
subrogación o un interinato? No parece muy clara la distin- 
ción pero, en cualquier caso, sigue repicando la pregunta 
planteada por el señor miembro interpelante en el sentido de 
que sies algo de tal modo provisorio que constituye apenas 
una encargaduría que no compromete de ninguna forma la 
decisión, cabe preguntarse hasta cuándo lo será. ¿Hasta 
que se pronuncie el Senado? De hecho este Cuerpo ya se ha 
pronunciado y el Poder Ejecutivo lo asume en su resolución 
al sostener que no se ha obtenido el consenso y, entonces, 
debe disponer que el cargo se siga desempeñando por 
alguien. Bueno, si esto es así, creo que también se debe 
definir este punto. 


No quiero ser muy extenso en mi exposición -al señor 
Presidente del Senado le consta que no me gusta abusar del 
tiempo de los señores Legisladores- pero debo decir que 
nuestro criterio es muy claro. Lo hemos planteado ante el 
Poder Ejecutivo y aspiramos hacerlo también rápidamente 
ante el Tribunal de Justicia respectivo para que dirima la 
cuestión de Derecho. Asimismo, en el terreno jurídico y 
político, decimos que se está en una situación de 
inconstitucionalidad de la cual debería salirse cuanto an- 
tes. En primer lugar, definiendo que se va a ratificar el 
Decreto para abrirnos la vía jurídica y así recurrir ante el 
Tribunal de lo Contencioso Administrativo y, en segundo 
término, aclarando qué significa en el tiempo este interinato 
oencargaduría y durante cuánto tiempo se va a mantener si 
es que aquí, en definitiva, no se logra un entendimiento. 


SEÑOR ALFIE.- ¿Me permite una interrupción, señor 
Senador? 


SEÑOR SANGUINETTI.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR ALFIE.- Señor Presidente: en el mismo sentido 
de la tesis planteada por el Partido Colorado a través del 
señor Senador Sanguinetti, cabe señalar que aquí hay un 
problema de fondo y es que, la situación generada en torno 
a esta designación provisoria, crea inseguridad jurídica. 
¿Por qué? Porque cualquier persona física o jurídica que 
resulte afectada por una decisión, acto administrativo o 
intervención del fiscal provisorio, podrá impugnar dicho 
acto u actos, así como también pedir la nulidad del proceso 
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respectivo, ante la falta de legitimidad -argumento que se 
puede esgrimir- del titular del cargo, por el hecho de no 
haber sido designado en la forma en que establece la Cons- 
titución y la ley. 


Por lo tanto se necesita rapidez, ya que no es posible 
tener un provisoriato eterno, manteniendo esta inseguri- 
dad. Asimismo, este proceder ya ha sido anunciado por 
fiscales civiles -según lo que hemos leído en la prensa- y 
algunos han sostenido que desconocerán las decisiones 
adoptadas por su nuevo jerarca. 


Por otra parte, la cantidad de decisiones que pueden ser 
cuestionadas no se agotan meramente en cuestiones de 
trámite, sino que abarcan un amplio espectro. Para mejor 
ilustrar, cabe recordar que hay tres artículos de la Ley 
Orgánica del Ministerio Público que consagran las compe- 
tencias del Fiscal de Corte en materia judicial, administrati- 
va y de asesoramiento. En materia judicial establece como 
cometidos: Investir la representación del Ministerio Públi- 
co y Fiscal ante la Suprema Corte de Justicia, con carácter 
privativo, ello, sin perjuicio de lo que, con respecto a los 
Fiscales Letrados en lo Penal, dispusieran otras leyes; 
representar al Ministerio Público en las causas de compe- 
tencia originaria de la Suprema Corte de Justicia y ser oído 
en todas las demás que tramiten ante dicha Corporación, 
cuando en ellas estuvieran comprometidos leyes o princi- 
pios constitucionales o cuando resultaren afectados o 
pudieren serlo, los intereses generales de la Sociedad, del 
Estado o del Fisco; intervenir en las solicitudes de declara- 
ción de inconstitucionalidad, según lo preceptúa la ley de 
la materia y ser oído en los conflictos de competencia a 
resolver por la Suprema Corte de Justicia. 


Por otro lado, en materia administrativa se le asignan 
diez funciones y, en materia de asesoramiento, le corres- 
ponde asesorar al Poder Ejecutivo, cuando éste viere del 
caso recabar su opinión en materia jurídica y asesorar a la 
Suprema Corte de Justicia en los trámites que correspondan 
al despacho administrativo de la Corporación ¿Qué signifi- 
ca esto? Supongamos que el Poder Ejecutivo requiere ase- 
soramiento y adopta una medida en función de dicho ase- 
soramiento otorgado por el Fiscal de Corte. Frente a esto, 
alguien que se sienta afectado, puede recurrir el acto sos- 
teniendo que el fundamento de la medida es inválido porque 
quien la dictó no inviste el cargo de acuerdo a Derecho. 


Por lo tanto, más allá de todas las cosas que se dijeron 
aquí y que no vale la pena repetir, nos parece que el Derecho 
-como sostenía precisamente un profesor de Derecho Civil 
que conocí- es muy lógico y todos son silogismos de A en 
A y, en consecuencia, si pasa esto, pasa lo otro y así 
sucesivamente. No hay forma de buscar cosas raras. Enton- 
ces, en estos momentos y para sortear esta inseguridad 
jurídica que se está creando, se necesita celeridad para 
viabilizar este tema ante el Tribunal de lo Contencioso 
Administrativo. 


Muchas gracias. 
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SEÑOR PRESIDENTE.- Puede continuar el señor Sena- 
dor Sanguinetti. 


SEÑOR NICOLINI.- ¿Me permite una interrupción, señor 
Senador? 


SEÑOR SANGUINETTI.- Ya termino, señor Senador. 


Simplemente deseo agregar que de la intervención del 
señor Senador Alfie surge un sesgo que es también muy 
importante. La inconstitucionalidad de esta designación 
abre un espacio de inseguridad jurídica. Incluso, hay fisca- 
les que la están cuestionando y, en consecuencia, nos 
estamos deslizando hacia un terreno en el que se compro- 
mete, sin ninguna duda, la regularidad del Estado de Dere- 
cho que todos tenemos que cuidar; la regularidad constitu- 
cional que todos queremos cuidar; la regularidad del prin- 
cipio de legalidad que es la garantía de todos y la regulari- 
dad de un principio político fundamental que es que cuando 
la Constitución exige un consenso amplio, hay que buscar- 
lo, hay que tratar de encontrarlo. Esto no se logra imponien- 
do una y sólo una solución, sino buscando entre los tantos 
fiscales, Ministros de los Tribunales de Apelaciones y 
Magistrados -dentro de los cuales hay varios con muchas 
calificaciones-, aquel que reúna los necesarios consensos. 
Estos no refieren únicamente a apreciaciones técnicas, sino 
también a valoraciones sobre ecuanimidad, buenjuicio para 
dirigir una administración, equilibrio, independencia y una 
serie de juicios de valor que son los que tienen que sopesar 
los cuerpos políticos para realizar la designación de alguien 
que tiene la calidad de órgano constitucional y de figura 
decisiva en el ámbito del sistema judicial. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Continuando con la lista de ora- 
dores, tiene la palabra el señor Senador Breccia. 


SEÑOR BRECCIA.- Señor Presidente: bueno, cortó grue- 
so el miembro interpelante; nos dijo que esto era el más 
grave quiebre institucional de los últimos años, que esta- 
mos violando el orden constitucional en la materia, que 
había una flagrante violación del Estado de Derecho, acusó 
de tales situaciones al Poder Ejecutivo y, de paso, mencionó 
a la fuerza política Frente Amplio. Asimismo, habló de un 
desborde del doctor Tabaré Vázquez, adjudicó la decisión 
a soberbia, nos atribuyó una desviación de la senda 
institucional y, remató, calificando el acto como arbitrario, 
efectuado con desviación de poder y en violación de la 
Constitución, con dolo. Con toda franqueza, señor Presi- 
dente, nos vemos tentados a contestarle en el mismo tono, 
pero no lo haremos. Por el contrario, nos quedamos con el 
mensaje de esperanza que expresó el miembro interpelante: 
esperanza en el diálogo, cuyas puertas jamás hemos clau- 
surado y jamás clausuraremos. De todas maneras, en tanto 
se nos aludió directamente con respecto al tema de las 
venias, me confieso autor del argumento en el sentido de 
que entendía, como sigo entendiendo en lo relativo a las 
venias específicamente, que el Partido Nacional -por lo 
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menos así lo ha dejado entrever hasta el momento- no nos 
va a votar nada. Me mantengo en ese argumento. Cuando 
el señor miembro interpelante menciona las veinticuatro 
venias concedidas para designar Directores de los Entes 
Autónomos, cabe señalar -como todos sabemos aquí- que 
una negativa en tal sentido no habría hecho otra cosa que 
activar el mecanismo constitucional del artículo 187 por el 
cual esas mismas designaciones se habrían efectuado igual- 
mente sin contar con la venia. 


(Ocupa la Presidencia el doctor Eber Da Rosa) 


- La exposición del miembro interpelante, creemos noso- 
tros, no fue farragosa según él mismo la calificó; por el 
contrario, creemos que denotó esfuerzo y trabajo. Sin duda, 
el miembro interpelante estudió. Lamentamos decirle que no 
aprobó. 


SEÑOR PENADES..- Eso lo esperaba; me habría preocu- 
pado otra cosa. 


SEÑOR BRECCIA.- Voy a hacer a continuación algunas 
consideraciones puntuales sobre ese tema, porque no voy 
aingresaren la contestación específica de todas y cada una 
de las argumentaciones que realizó el miembro interpelante; 
seguramente, eso será realizado con mucha más eficiencia 
por parte de mis compañeros de Bancada. Aclaro que esto 
no se debe a que deseo rehuir el debate; créanme que por 
deformación profesional el debate es mi medio natural. En 
realidad, deliberadamente voy a escoger en esta interven- 
ción por adoptar un tono que pretende tender puentes. 
Siempre ha sido esa mi intención en este Senado y hoy no 
va aser la excepción. Sin embargo, hay algunas afirmacio- 
nes que deben ser contestadas. Puntualmente me refiero a 
que el interpelante realiza toda una argumentación analizan- 
do los diferentes casos en que la Constitución prevé meca- 
nismos supletorios para la concesión de venias, para con- 
cluir que en este caso específico de los Fiscales de Corte la 
Carta Magna es más rígida, ya que no establece formas de 
designación interina alguna. Como conclusión, el 
interpelante manifiesta que el Constituyente no quiso que 
el cargo de Fiscal de Corte se hiciera de otra forma que no 
fuera la que establece el numeral 13) del artículo 168 de la 
Constitución. En realidad, el señor Senador Penadés formu- 
ló tres preguntas que no me quedaron en la memoria, pero 
sí tengo claro que las dos primeras se contestaban con el 
término “Nada” y la tercera con la palabra “Ninguna”. Creo 
que no hay argumento más contundente a favor de la 
existencia del vacío legal en cuyo respaldo argumenta el 
Poder Ejecutivo, que el formulado por el miembro 
interpelante. La nada es igual al vacío legal. 


Para contestar puntualmente algunas exposiciones que 
se han hecho acá y que de alguna manera inducen a confu- 
sión -quizás no a los miembros del Cuerpo, pero sí a la gente 
que presencia este debate-, debe quedar absolutamente 
claro que en el caso del doctor Peri Valdez existía un impe- 
dimento previsto por el artículo 26 del Decreto-Ley 
N* 15.365, derivado de su separación del cargo. No obstan- 
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te, hasta la renuncia del doctor Peri Valdez, efectivizada a 
principios del año 2006, ese impedimento se mantenía como 
tal y no existía vacancia. Por lo tanto, sí correspondía la 
aplicación del mecanismo de la subrogación, tal como se 
llevó a cabo por parte del doctor Marcelo Brovia. En cambio, 
es diferente la situación cuando a principios del año 2006 el 
doctor Peri Valdés renuncia y también lo hace el doctor 
Marcelo Brovia Talamini. Esa situación de renuncia provo- 
ca, comoes lógico, la vacancia o acefalía en el cargo, como 
bien lorecoge, además, la Resolución N* 190, de 31 de enero 
de 2006, del Ministerio de Educación y Cultura. 


Con respecto a la interpretación analógica postulada 
por el señor Senador Sanguinetti, entendemos que la Cons- 
titución -vamos a tratar de explicarlo con la mayor sencillez 
posible-, cuando se refiere a fundamentos de leyes análo- 
gas, en forma alguna -creo que ninguna doctrina lo acepta 
así- se puede pretender que la Carta Magna se puede 
interpretar a partir de normas de inferior rango, como son las 
leyes. De esa forma, en tren de buscar analogías, de ninguna 
manera podría tratarse de la disposición del Decreto-Ley 
N* 15.365. Más aún: en el caso de aceptarse esta tesis que 
nosotros controvertimos expresamente, es en ese mismo 
Decreto que existe también un vacío legal, por cuanto queda 
claro a partir de todos los textos existentes en la normativa 
actual de nuestro país, así como de sus antecedentes, que 
impedimento, excusación o recusación son diferentes a 
vacancia. Podríamos abundar en la cita de textos legales en 
este sentido, pero creemos que ello sí sería, en este caso, 
farragoso. 


Una vez formuladas estas aclaraciones, me permitiré 
ingresar a las consideraciones que efectivamente deseo 
realizar y que informaban mi espíritu cuando concurrí aesta 
Sala a discutir las objeciones formuladas por la Bancada de 
la oposición. 


En primer lugar, estimamos que las consideraciones de 
orden jurídico efectuadas por el señor Ministro resultan 
más que contundentes a la hora de demostrar la absoluta 
legalidad y total correspondencia con las normas jurídicas 
que han informado la designación de la doctora Mirtha 
Guianze como encargada provisoria de la Fiscalía de Corte. 


SEÑOR NICOLINI.- ¿Me permite una interrupción, se- 
ñor Senador? 


SEÑOR BRECCIA.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Eber Da Rosa).- Puede inte- 
rrumpir el señor Senador Nicolini. 


SEÑOR NICOLINI.- Agradezco al señor Senador Breccia 
la gentileza de concederme la interrupción que, lamentable- 
mente, no me fue otorgada antes. 


El señor Senador Sanguinetti sostuvo que el Poder 
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Ejecutivo admitía que no había votos en el Senado, y eso no 
es así. El Resultando III) de la Resolución del Poder Ejecu- 
tivo señala: “Que oportunamente el Poder Ejecutivo formu- 
ló propuesta para la designación definitiva del Fiscal de 
Corte y Procurador General de la Nación, no habiéndose 
alcanzado a la fecha la mayoría constitucionalmente reque- 
rida a tales efectos por el numeral 13) del artículo 168 de la 
Constitución de la República”. 


En la línea de razonamiento del señor Senador Sanguinetti 
-que, naturalmente, es válida- se pide a la Bancada mayori- 
taria que obtenga los 19 votos para otorgar la venia. Del 
mismo modo, es lógico pedir a la oposición que consiga los 
16 votos para su rechazo, lo cual no ha podido obtener. En 
definitiva, nos encontramos ante una situación muy parti- 
cular. 


SEÑOR SANGUINETTI.- ¿Me permite una interrupción, 
señor Senador, para contestar una alusión? 


SEÑOR ABREU.- ¿Me permite una interrupción, señor 
Senador? 


SEÑOR BRECCIA.- Con mucho gusto concedo ambas 
interrupciones. Espero que, luego, el Cuerpo tenga la bene- 
volencia de prorrogarme el tiempo de que dispongo para 
hacer uso de la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Eber Da Rosa).- Puede inte- 
rrumpir el señor Senador Sanguinetti. 


SEÑOR SANGUINETTI.- Naturalmente, vamos a corres- 
ponder votando todo el tiempo que sea necesario para que 
el señor Senador Breccia pueda culminar su exposición. 


En primer lugar, deseo responder el argumento que 
manejó respecto del artículo 332. Este dice: “Los preceptos 
de la presente Constitución que reconocen derechos a los 
individuos, así como los que atribuyen facultades e impo- 
nen deberes a las autoridades públicas, no dejarán de 
aplicarse por falta de la reglamentación respectiva”. ¿Cuál 
es la reglamentación respectiva? Obviamente, no puede ser 
la misma Constitución. La reglamentación es la reglamenta- 
ción legal o, eventualmente, la reglamentación administra- 
tiva. Es más, el mismo artículo expresa: “recurriendo a los 
fundamentos de leyes análogas”. Naturalmente esto refiere 
a leyes; ¿a qué otra cosa podría referir? Es imposible que 
refiera a otra cosa. ¿Quién puede reglamentar la Constitu- 
ción? La ley. ¿Quién puede reglamentar los derechos de los 
individuos? La ley. 


En segundo término, quiero referirme brevemente a lo 
afirmado por el señor Senador Nicolini. No está en nuestra 
voluntad juntar 19 votos, por la sencilla razón de que se 
trata de un cargo para el cual la propuesta debe hacerla el 
Poder Ejecutivo. Por lo tanto, este es quien debe hacer la 
propuesta y buscar los votos. El tema es muy sencillo. Está 
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claro que no los tiene, y si alguna duda cabía en lo que tiene 
que ver con el “hasta ahora no se han obtenido” que el 
señor Senador leía en la Resolución, eso está definido; no 
sólo lo hemos definido de modo público en otras instancias, 
sino que también está claro en esta sesión. 


Muchas gracias, señor Senador, por la interrupción. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Eber DaRosa).- Puede inte- 
rrumpir el señor Senador Abreu. 


SEÑOR ABREU.- Valoro la generosidad del señor Sena- 
dor Breccia, porque a veces no es lo más común otorgar 
interrupciones cuando hay discrepancias o distintas visio- 
nes. 


Considero que es muy importante la interpretación que 
hace del artículo 332, porque se está tratando de justificar 
que la decisión política, el acto administrativo o la Resolu- 
ción que tomó el Poder Ejecutivo, obedece a una laguna 
jurídica o a una situación no prevista y, por lo tanto, no 
puede ser llenado el cargo por la vía de la interpretación 
analógica. El artículo 332, como bien destacó el señor Sena- 
dor Sanguinetti, dice: “Los preceptos de la presente Cons- 
titución que reconocen derechos alos individuos, asícomo 
los que atribuyen facultades e imponen deberes a las auto- 
ridades públicas, no dejarán de aplicarse por falta de la 
reglamentación respectiva”. Además, agrega: “recurriendo 
a los fundamentos de leyes análogas”. Incluso, salta a la 
categoría de la analogía para ingresar alos principios gene- 
rales de Derecho y a las doctrinas generalmente admitidas. 
Quiere decir que no se trata de un tema que pueda 
interpretarse con una restricción de tal naturaleza en la cual 
no se pueda aplicar la analogía. Lo que está en juego, señor 
Presidente, en el artículo 332, es la aplicación de los poderes 
jurídicos del Poder Ejecutivo. No creo que sea un asunto de 
categoría de normas jurídicas, porque así como se recurre a 
las leyes análogas, establece que se puede recurrir a los 
principios generales de Derecho y a las doctrinas más 
recibidas. Inclusive, el miembro interpelante -seguramente, 
pasó inadvertido- definió las dos características especiales 
que tiene la analogía para poder ser aplicada en este tema, 
que son la afinidad de hechos y la identidad de razón, de 
acuerdo con cierta doctrina muy importante, desarrollada, 
entre otros, por el profesor Héctor Barbé Pérez. En este 
caso, se dan todas estas circunstancias que, desde nuestro 
punto de vista, no permiten interpretar que haya una laguna 
jurídica; y es de suyo que la analogía se vaya aplicando por 
tratarse de poderes y deberes jurídicos de las autoridades 
públicas y, además, porque se está dando en el ámbito de 
normas que deben ser interpretadas en las leyes análogas 
que son, precisamente, el Decreto-Ley y su artículo 26. A mi 
juicio, ese es el centro de la gran discusión. Si el Poder 
Ejecutivo sostiene que existe esa laguna y que por ese 
motivo va a desarrollar ese camino, naturalmente intentará 
salir de esa responsabilidad en la que la oposición le está 
haciendo incurrir al manifestar que ha violado la Constitu- 
ción. 
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Más allá de todo este asunto -y lo planteo como una 
inquietud-, considero que no es recomendable seguir dis- 
cutiendo estos temas si no somos capaces de encontrar el 
camino del medio. La Constitución habla de 19 votos, y más 
allá de las interpretaciones, es claro que no están. Enton- 
ces, dejemos los aspectos subjetivos y vayamos a los 
objetivos. El esfuerzo político que todos debemos hacer 
debe estar dirigido a que los grandes problemas del país 
pasen por acuerdos en temas de interpretación constitucio- 
nal y en otros que están más allá de las normas jurídicas. 
Creo que es importante hacer este esfuerzo y tender la mano, 
aunque en este caso no podemos pedir la mediación del Rey 
de España. De todos modos, debemos hacer un llamado a la 
búsqueda de entendimientos donde ninguno pierda y todos 
ganemos. Una transacción política, en la cual se hacen 
concesiones, siempre pasa por insatisfacciones comparti- 
das. Sino somos capaces de enjugar esas insatisfacciones 
entre nosotros, este tema quedará en el ámbito del aspecto 
jurídico y constituirá un eslabón más en el desentendimien- 
to político que va alimentando una ruptura que a nosotros 
nos preocupa mucho y de la que todos somos responsables. 


SEÑOR PRESIDENTE .- Puede continuar el señor Sena- 
dor Breccia. 


SEÑOR BRECCIA.- Señor Presidente: me alegra haber 
concedido la interrupción al señor Senador Abreu, en un 
caso para discrepar -lo voy a hacer en forma inmediata- y, 
en otro -y fundamentalmente-, porque creo que la última 
parte de su exposición va en el mismo sentido que he 
planteado desde el inicio de mi intervención, esto es, tender 
puentes. Creo que efectivamente esos puentes se tienden; 
algunas veces nos encontraremos a mitad de camino, y 
otras, más de un lado que del otro, pero a eso estamos 
dispuestos, desde lo personal y desde la Bancada de Go- 
bierno. Por supuesto que el tema que nos ocupa hoy es la 
interpelación al señor Ministro y, obviamente, en ese empe- 
ño de su defensa no cejaremos en utilizar todos los argu- 
mentos posibles. 


Con respecto al artículo 332 que planteaba el señor 
Senador Abreu, sin pretender continuar con la discusión de 
este tema -porque seguramente algún compañero de Banca- 
da más versado en materia constitucional lo habrá de desa- 
rrollar con mayor profundidad y brillantez-, debo manifestar 
lo mismo que le decía al señor Senador Sanguinetti - y espero 
que no lo vuelva a tomar como una alusión y me pida 
nuevamente una interrupción- en cuanto a que, de todas 
maneras, en el caso específico de que pudiera considerarse 
el Decreto-Ley N* 15.365 como la ley análoga -nosotros 
entendemos que no es así-, entonces, ese Decreto-Ley 
adolece de un vacío legal que sí debemos llenar y creemos 
que lo hemos hecho de acuerdo a Derecho y a la Constitu- 
ción. 


Volviendo al desarrollo de mi exposición, decíamos que 
los argumentos expuestos por el señor Ministro nos resul- 
tan contundentes a la hora de demostrar la legalidad que 
informa la designación de la doctora Guianze como encar- 
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gada provisoriamente de la Fiscalía de Corte. Sinembargo, 
aparece como necesario - y aquí vuelvo alo que manifestaba 
al principio-, en aras de obtener de esta instancia parlamen- 
taria algún resultado positivo para el mejor desempeño del 
sistema político todo y, en definitiva, para beneficio de la 
sociedad a la cual todos intentamos representar, efectuar - 
o al menos intentarlo- un análisis de la situación planteada 
en clave política. 


Para ello, estimamos procedente recurrir a lo que ha sido 
la accidentada historia de la designación de los Fiscales de 
Corte, al menos a lo largo de las últimas cuatro décadas, no 
con el afán de cobrar cuentas viejas -saben los integrantes 
del Cuerpo que no es mi estilo-, sino, fundamentalmente, de 
intentar recrear un ámbito de reflexión que pueda llevarnos, 
no quizás en esta instancia ni en lo inmediato pero sí a corto 
plazo, ala mejor solución del problema planteado, que no es 
solamente el de la designación definitiva de quien ocupe el 
alto cargo de que hoy tratamos, sino, más allá aún, el de la 
integración legítima -no legal, por cuanto acerca de su 
legalidad nada podemos observar- de órganos de contralor 
tan importantes como el Tribunal de Cuentas y la Corte 
Electoral. 


El 10 de marzo del año 1971, el entonces Fiscal de Corte, 
don Guido Berro Oribe, fue secuestrado por el MLN, siendo 
liberado trece días después. Como consecuencia de la si- 
tuación sufrida, el doctor Berro Oribe solicitó licencia en el 
desempeño de su cargo por un tiempo prudencial que él 
habría determinado verbalmente -según noticia el diario “El 
País” en su editorial de más de un año después- en unos diez 
a quince días. El entonces Ministro de Cultura, doctor 
Carlos Mario Fleitas, en lo que fue calificado en el mismo 
editorial citado como una extraña resolución, en un uso 
calificable claramente como excesivo de las facultades que 
le concede al jerarca el artículo 181, numeral 4) de la Cons- 
titución, dispuso conceder dicha licencia por tiempo inde- 
terminado, encargando del despacho de la Fiscalía de Corte 
y Procuraduría General de la Nación al doctor Fernando 
Bayardo Bengoa, entonces Fiscal de Crimen de Primer Tur- 
no. 


Decía el diario “La Mañana” del sábado 27 de marzo de 
1971: “Ayer el Ministro de Educación y Cultura dictó una 
resolución por la cual concede licencia por tiempo indeter- 
minado al Fiscal de Corte y Procurador General de la Nación, 
Dr. Guido Berro Oribe, de acuerdo a las facultades que le 
concede para dicho otorgamiento el art. 181, numeral 4) de 
la Constitución. Asimismo, encarga del despacho de dicha 
Fiscalía de Corte al Fiscal del Crimen de Primer Turno, 
doctor Fernando Bayardo Bengoa”. 


Aquí comienza un análisis que quería reflejar particular- 
mente, porque da cuenta de todas estas dificultades de las 
que vengo hablando y que seguramente van a verse refle- 
jadas alo largo de esta exposición con respecto al tema de 
la Fiscalía de Corte. Dice el articulista innominado: “Cuando 
un Fiscal de Corte y Procurador General de la Nación ha 
solicitado licencia siempre se encargó del despacho al 
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Fiscal de lo Civil más antiguo”. Más adelante dice: “ayer se 
dejó de lado esa tradición”. Asimismo, dice: “El art. 192 del 
Código de Organización de los Tribunales, dispone: “En los 
casos en que el Fiscal de Corte no pudiere intervenir en 
determinado asunto”, será reemplazado por el Fiscal de lo 
Civil más antiguo. 


El Ministro entendió que el art. 192 del COT se aplica 
únicamente cuando se trata de “determinado asunto”, pero 
no obliga en casos como el ocurrente, de licencia por tiempo 
indeterminado”. 


A su vez, habla del porqué del silencio del Código de 
Organización de los Tribunales en ese sentido, y dice que 
algunas leyes se han ocupado expresamente del asunto, y 
aellas debe estarse. Habla del artículo 39 de la Ley N* 3.246, 
que mencionaba el señor Senador interpelante, y establece: 
“La resolución del Ministro de Educación y Cultura de ayer 
parece que se hubiera apoyado en esta disposición 
transcripta. 


Sin embargo, dicho artículo 39 -como también decía el 
miembro interpelante- “fue derogado por el art. 3* de la ley 
N* 6828, de 16 de octubre de 1918, que dispone: “Derógase 
el artículo 39 de la ley de 28 de octubre de 1907, debiendo 
estar en los casos a que en él se alude a lo dispuesto por el 
artículo 126 del Código de Procedimiento Civil”.” 


Más adelante se expresa: “a partir de 1918 ya no puede 
el Poder Ejecutivo -y menos el Ministro- designar directa- 
mente al Fiscal que deba subrogar al de Corte, debiendo 
estar alo que dispone el art. 126 del Código de Procedimien- 
to Civil que dice: “Los Fiscales se subrogarán recíproca- 
mente en los casos de impedimento -y de licencia, decimos 
nosotros por aplicación de la ley 6828- y por orden de 
antigúedad”. 


En resumen, la resolución dictada ayer por el Ministro de 
Educación y Cultura no está de acuerdo con las normas 
legales”. Ya comenzaban los problemas. 


(Intervención del señor Senador Penadés, que no se 
escucha) 


- Noloestoy haciendo con ese criterio, señor Senador 
Penadés. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Varios señores Senadores 
mocionan para que se prorrogue el tiempo de que dispone 
el orador. 


Se va a votar la moción formulada. 


(Se vota:) 


- 24en26.Afirmativa. 
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Puede continuar el señor Senador Breccia. 
SEÑOR BRECCIA.- Gracias, señor Presidente. 


Posteriormente, el 27 de agosto de 1972 -o sea que 
estamos hablando de un año y cinco meses después- el 
mismo diario “La Mañana” se encargaba del tema y decía: 
“El 26 de marzo de 1971, el Poder Ejecutivo designó Fiscal 
de Corte interino al Dr. Fernando Bayardo Bengoa, a la 
sazón Fiscal de Crimen de Primer Turno. 


Se optó así, por saltar por encima de claras disposicio- 
nes constitucionales y legales, para solucionar el problema 
planteado”. 


Más adelante dice: “parece claro que para la provisión 
interina del cargo de jerarca máximo del Ministerio Público 
y Fiscal, debió pensarse en el Fiscal Nacional más antiguo, 
de acuerdo con el art. 3? de la Ley 6.228, que derogó la ley 
3.436, art. 39, remitiéndose al art. 126 del Código de Pro- 
cedimiento Civil”. 


Luego dice: “es evidente que ratificando el interinato del 
Dr. Bayardo en la Fiscalía de Corte, como lo hizo el Poder 
Ejecutivo el 8 de mayo pasado, no se hace otra cosa que ir 
dando carácter de “permanente” a lo transitorio”. 


Bien dice la sabiduría popular que “con el diario del 
lunes cualquiera puede saber los resultados del domingo”, 
y no será este Legislador quien efectúe a las autoridades de 
la época, entre las cuales se cuenta quien es hoy un inte- 
grante destacado de este Cuerpo, el agravio de haber bus- 
cado deliberadamente el desgraciado efecto que posterior- 
mente tuvo la malhadada actuación del doctor Bayardo, 
primero como Fiscal 


-Éste sí de facto-, entre cuyos logros se cuenta el haber 
dictaminado a favor del cierre de numerosos medios perio- 
dísticos y radiales, y la competencia de la Justicia Militar en 
tales casos, y luego como Ministro de Justicia del gobierno 
de facto, pero lo cierto es que todo este episodio constituyó 
en su momento un elemento más para contribuir a madurar 
lo que damos en denominar “el huevo de la serpiente”, esto 
es, la tenebrosa dictadura cívico-militar que arrasó con el 
país durante tantos años. 


Sucede como Fiscal de Corte al doctor Bayardo el doctor 
Mario Ferrari, Fiscal en lo Penal, puesto en el cargo por el 
doctor Bayardo, ya Ministro de Justicia de la dictadura, y 
que fue mantenido en el mismo por el primer Gobierno 
democráticamente electo luego de la reinstauración de las 
instituciones, en una situación de la que si algo puede 
comentarse es que no contribuyó precisamente ajerarquizar 
el cargo en cuestión. 


En el año 1987, esto es, al cese de sus funciones del 
doctor Ferrari, es designado como Fiscal de Corte el doctor 
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Robatto, quien cesa en diciembre de 1996 por cumplimiento 
del límite de edad previsto en la Ley Orgánica del Ministerio 
Público. 


Digamos de paso, y como un elemento más de los tantos 
que han contribuido al incorrecto tratamiento de este tema, 
que esta Ley Orgánica del Ministerio Público, es una norma 
también de la dictadura, que demuestra hoy serias falencias, 
que han sido perfectamente señaladas por la propia doctora 
Guianze en su comparecencia ante la Comisión de Asuntos 
Administrativos de este Cuerpo, a saber y a modo de 
resumen, mecanismos de designación que distan de resul- 
tar objetivos y para los cuales la hoy Fiscal de Corte 
propuso medios de solución. Por otra parte, una dependen- 
cia del Ministerio de Educación y Cultura que es única en 
el mundo, no nos coloca precisamente en situación de 
privilegio en el Derecho Comparado. 


Volviendo entonces a la historia de la Fiscalía de Corte 
de las últimas décadas, e intentando respaldar nuestra 
argumentación en cuanto a la forma en que el sistema 
político, con especial responsabilidad de los partidos que 
hoy están en la oposición, ha venido deteriorando su ima- 
gen y prestigio, vayamos a diciembre del año 1996, cuando 
cesa el doctor Robatto y asume interinamente la doctora 
María Elisa Martirena. 


Se da en forma casi inmediata el episodio de la solicitud 
de venia para el doctor Miguel Langón, y es la extensa 
controversia acerca de esta solicitud la que vuelve a poner 
sobre el tapete las dificultades que ha enfrentado el sistema 
político para resolver este mismo tema que hoy es motivo de 
la interpelación en curso. Sabidas son las objeciones que se 
formularon en su momento al candidato en cuestión, con 
severas críticas, tanto a su persona como a su propia 
vocación democrática, algunas desvirtuadas adecuadamen- 
te a nuestro entender por el propio candidato, y muchas de 
ellas -desde nuestro punto de vista- plenamente justifica- 
das y no levantadas en forma alguna por quienes lo patro- 
cinaban y/o lo avalaban con su anunciado voto afirmativo 
a la venia solicitada. 


Recordemos básicamente entre estas últimas objecio- 
nes, su definición de la dictadura como “el necesario pro- 
ceso de restauración nacional” y su justificación del pasaje 
del primer plano político de las Fuerzas Armadas; su solici- 
tud de procesamiento para el señor Luis Hierro López, para 
el lamentablemente fallecido doctor Enrique Tarigo -a quien 
recordamos con tanto cariño- y para el doctor Rodolfo 
Canabal por delitos típicos de opinión; sus conceptos 
acerca de la posibilidad de inversión de la carga de la prueba 
para ciertos delitos, en fin, una cantidad enorme de obje- 
ciones que eran formuladas por los miembros de nuestra 
fuerza política, pero que provenían con igual fuerza y con- 
vicción de integrantes de la colectividad blanca, entre los 
cuales le cupo un papel protagónico al entonces Senador 
Luis Eduardo Mallo, integrante de la Comisión de Asuntos 
Administrativos, que se opuso tenazmente a la venia soli- 
citada. 
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Hubo también integrantes del Partido Nacional, es me- 
nester decirlo, y más exactamente aún, miembros pertene- 
cientes al mismo sector del hoy Senador interpelante, que 
pese a todas esas objeciones, provenientes de integrantes 
de su propia colectividad, estaban dispuestos a votar la 
venia del doctor Langón en mérito a la alegada necesidad de 
“un fiscal enérgico que haga caer todo el peso de la ley 
sobre la delincuencia”, como si el Fiscal de Corte pudiera en 
algún sentido conferir su impronta de “mano dura” a los 
demás integrantes del Ministerio Público, pasando por 
encima de la independencia técnica de estos. ¡Grave error! 
¿O es que se podía pensar que un Fiscal de Corte “mano 
dura” instruyera a los demás fiscales en el mismo sentido? 
Grave error, pero error al fin, uno más de los que se han 
venido cometiendo en relación al tema que nos ocupa. 


Las múltiples objeciones formuladas al propuesto, y la 
convicción de no contar con los votos necesarios para su 
designación definitiva, llevaron al propio doctor Langón a 
formular renuncia a su candidatura, con fecha 15 de julio de 
1997, mediante misiva dirigida al entonces Presidente de la 
República, de la que dio cuenta la prensa de la época. 


Se propone entonces la candidatura del doctor Peri 
Valdez, cuya venia es conferida por este Cuerpo con fecha 
6 de agosto de 1997. Lo ocurrido por el doctor Peri es, quizá, 
historia conocida por todos los Legisladores aquí presen- 
tes, por lo que “brevitatis causa” no excusaremos de reite- 
rarla. 


A modo de escueto resumen, permítasenos leer algunas 
consideraciones extraídas de un memorando oportunamen- 
te elaborado por nuestro sector político, Espacio 609, con 
fecha 30 de marzo de 2005. Allí decíamos que en cuanto a 
la situación del señor Fiscal de Corte -esto es importante 
porque fue mencionado por el miembro interpelante-, es 
importante saber que el 30 de julio del 2004 el Ministerio de 
Educación y Cultura lo puso a disposición del Poder Ejecu- 
tivo y el 12 de agosto del 2004 se lo asignó al Proyecto de 
Fortalecimiento de Cooperación Jurídica Internacional en 
Materia Penal, en la órbita de la Oficina de Planeamiento y 
Presupuesto. Dicho proyecto tiene fecha de finalización el 
28 de febrero de 2005, por lo que al día de hoy -esto era en 
marzo de 2005- ha expirado la asignación del funcionario, 
tornando su situación funcional en absolutamente irregu- 
lar. La situación planteada a la fecha contiene algunas 
aberraciones e irregularidades propias y consecuencias de 
un procedimiento y acción, por lo menos, desprolijos. Se 
impone una solución al respecto que tenga en cuenta, al 
menos, la importancia institucional del tema, la naturaleza 
de la función, las consecuencias de que dicha institución se 
encuentre en tal situación para el Estado de Derecho, para 
la ciudadanía en general, etcétera, y los derechos individua- 
les y funcionales del implicado, conculcados según opi- 
nión de los integrantes de la Bancada frenteamplista emitida 
en las tres instancias legislativas en que se trató el tema. 
Hoy por hoy -decíamos entonces- tenemos al Fiscal de 
Corte, funcionario que tiene el cargo y no la función. A su 
vez, tenemos a un Fiscal de Corte Civil, doctor Marcelo 
Brovia, que ocupa dicho cargo hace más de un año sin la 
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venia del Senado, repito, que ocupa dicho cargo hace más 
de un año sin la venia del Senado. Sigo leyendo: “Además, 
del punto de vista individual y funcional, el doctor Peri se 
encuentra en una situación bastante desconcertante por 
cuanto oportunamente se le asignó un programa que expiró 
el 28 de febrero de 2005”; no sólo no tiene tarea sino que está 
asignado a algo que ya no existe. Siendo el Ministerio 
Público y Fiscal una entidad de carácter nacional y un 
complejo de organización a cuya cabeza está el Fiscal de 
Corte, como se comprenderá, la situación de la institución 
tiende inevitablemente a la pérdida de perfil y carencia de 
conducción. Nada de esto le hace bien al sistema de justicia 
de nuestro país. Sin perjuicio de la solución final a la que se 
entienda pertinente arribar, cualquiera que ella sea, deberá 
tenerse en cuenta forzosamente el encuadre jurídico que 
corresponde al caso. La consideración global de la situa- 
ción y las múltiples irregularidades advertidas como el 
contenido decisorio de la resolución inicial del procedi- 
miento iniciado -en el caso de Peri- la imposición anticipada 
de sanción -separación del cargo-, la falta de oportunidad 
de articular descargos y de producir pruebas antes de 
imponer sanciones, la falta de proporcionalidad entre los 
hechos invocados y las medidas adoptadas, el riesgo y 
compromiso serio que todo esto ha significado ala indepen- 
dencia y autonomía del Ministerio Público y Fiscal y la falta 
de garantía del debido proceso, así como el cúmulo de 
procedimientos y medidas desprolijas -todas ellas señala- 
das por quienes han investigado y estudiado el tema-, nos 
persuade en el sentido de que jurídicamente se impone 
declarar la nulidad de todo lo actuado como mecanismo de 
autosaneamiento de la Administración. En ese sentido, 
compartimos la opinión adelantada por diferentes juristas 
del más alto nivel como lo es el doctor Héctor Gros Espiell 
-que se citaba en ese informe-, quien decía: “Pues bien: 
comprobado el grave vicio, mediando requerimiento de 
parte, seimpone que la Administración declare la nulidad de 
todo lo actuado, haciendo caer la anómala sanción y todos 
los efectos que ella conlleva... Esta es, en nuestro concep- 
to, la única alternativa jurídica posible.” Aclaro que este es 
un memorando que envió el doctor Gros Espiell al Presiden- 
te de la República. 


¿Qué conclusiones hay que extraer de todo lo relatado 
y analizado anteriormente? 


En primer lugar, que lo actuado por el Poder Ejecutivo en 
el caso que nos ocupa se inscribe dentro del marco de la más 
absoluta legalidad. Nunca hemos sido partidarios del viejo 
axioma que establece que “en Derecho siempre hay dos 
bibliotecas”. Pensamos que ello no es así en ninguna circuns- 
tancia, y que el Derecho inexorablemente implica una apli- 
cación correcta y otra incorrecta. Obviamente, hay temas en 
los cuales la opinabilidad es mayor. Éste quizás sea uno de 
ellos, en cuanto supone llenar mediante la interpretación un 
vacío legal. ¿Que la interpretación llevada adelante por el 
Poder Ejecutivo y la subsecuente aplicación de determina- 
das normas legales resulta discutible? Obviamente ello es 
así, pero -y aquí debemos tener un especial cuidado- lo es 
por cuanto resulta de la esencia de toda decisión de la 
autoridad competente que reviste tal característica. 
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Las decisiones como las que nos ocupa resultan 
impugnables por las vías jurídicas correspondientes -a lo 
cual se refería recién el señor Senador Sanguinetti- y, en 
consecuencia, sujetas a revisión por los órganos compe- 
tentes en tal instancia. De allí a afirmar, como se ha hecho, 
que la resolución designatoria de la doctora Guianze como 
encargada provisoriamente de la Fiscalía de Corte es “gro- 
seramente inconstitucional” o que “atenta gravemente con- 
tra el Estado de Derecho”, media una distancia enorme, que 
solamente puede recorrerse en aras de una utilización polí- 
tica de este tema. 


Ahora bien, a la luz de la reseña casi histórica que hemos 
realizado de lo actuado en las últimas décadas en esta 
materia, nos preguntamos: ¿es conveniente para quienes 
hoy lo hacen, y sobre los antecedentes mencionados, rea- 
lizar una utilización política del tema? Y, fundamentalmente, 
¿es conveniente tal actitud para el Ministerio Público, para 
el sistema judicial que tiene en él un elemento fundamental 
y, en especial, para el común de la gente que tiene en ese 
sistema judicial una garantía esencial de sus derechos? 
Creemos sinceramente que la respuesta negativa se impone 
y porelloinvitamos a reflexionar en cuanto al fondo mismo 
de las impugnaciones que se le realizan al Gobierno, pero 
también, y no menos importante, con respecto a las formas 
en que ellas se realizan. Como hemos aprendido desde hace 
mucho tiempo, también en este tema es menester bajar la voz 
y elevar los argumentos. 


En segundo término, y como consecuencia de lo antedi- 
cho, tenemos por delante -y me refiero en este caso a todos 
los actores del sistema político y no solamente al Gobierno- 
la ímproba tarea de recomponer no solamente el funciona- 
miento normal del Ministerio Público y Fiscal, severamente 
afectado tanto por las carencias normativas que señalamos 
anteriormente -y que también fueron señaladas por la doc- 
tora Guianze-, cuanto por el tiempo considerable en que el 
mismo viene funcionando en las condiciones si no ilegíti- 
mas, al menos irregulares que también hemos resaltado. 


En tercer lugar, no se oculta a ninguno de los señores 
Senadores aquí presentes el resultado cierto de la interpe- 
lación que hoy se lleva acabo. Las explicaciones proporcio- 
nadas por el señor Ministro han sido, desde nuestro punto 
de vista, no solamente suficientes sino contundentes, en 
cuanto a la legalidad de la decisión adoptada. Sin embargo, 
todos nosotros debemos pensar en “el día después”, en el 
día de mañana. Es nuestra obligación ineludible frente a la 
gente. Para ello, contamos con el criterio de los integrantes 
de la oposición, que seguramente no habrán de retacear 
esfuerzos en el sentido no solamente de ir recomponiendo 
la estructura funcional del Ministerio Público, sino más 
aun, trabajando en pos de lograr para el mismo las transfor- 
maciones que lo lleven al mejor cumplimiento de sus fines, 
esto es, la defensa de los intereses de la sociedad. 


SEÑOR SALSAMENDI.- ¿Me permite una interrupción, 
señor Senador? 
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SEÑOR BRECCIA.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Eber Da Rosa).- Puede inte- 
rrumpir el señor Senador. 


SEÑOR SALSAMENDI.- Señor Presidente: podríamos 
hablar de muchas cosas que se han planteado aquí. Hay un 
informe de la Auditoría Interna de la Nación que explica el 
estado en que hoy se encuentra el Ministerio Público y la 
causa de ello, pero de esto hablaremos después. 


Asimismo, podríamos ver todas las notas que la Asocia- 
ción de Fiscales y la Asociación de Magistrados del Minis- 
terio Público y Fiscal del Uruguay enviaron en su momento 
al doctor Oscar Peri Valdez, con la firma de su Presidenta, 
doctora Mirtha Guianze, contraponiendo muchas resolu- 
ciones, planteos, etcétera, en defensa de un interés gremial, 
como corresponde. Eso también puede, perfectamente, ser 
controvertido. 


Podríamos desarrollar -y llegado el caso lo haremos- 
todo lo que implica la noción de impedimento y mostrar 
cómo se ha venido dando a través de la historia. El propio 
interpelante en su momento utilizó ese término y llegó a una 
conclusión netamente contraria a la que habitualmente se 
llega en la materia, aún con los mismos argumentos. En fin, 
evidentemente, siempre todo es posible. 


De cualquier manera, nos parece importante señalar lo 
siguiente. Creemos que se debe explicar en qué lugar y 
cuándo la doctora Mirtha Guianze dijo que el doctor Oscar 
Peri Valdez era el mejor Fiscal que había conocido en la 
historia de este país. Realmente, me gustaría saberlo, por- 
que no lo sé. Nunca había escuchado esa expresión en mi 
vida; confieso que la busqué haciendo uso de todos los 
mecanismos de búsqueda que existen, incluyendo, los pro- 
pios servicios que brinda este Parlamento, pero no pude 
hallarla. De cualquier modo, es probable que exista y, obvia- 
mente, sería bueno que para ilustración de todos se aclarara 
este punto. 


No obstante, fundamentalmente por la gente que está 
mirando por la televisión este debate, más allá de quienes 
están en las Barras y de los señores Senadores, debo decir 
que aquí hay una situación determinada. Dos Senadores - 
reitero, dos- están impidiendo que exista la designación de 
un Fiscal de Corte en este país. Obviamente, tendrán sus 
razones -deberán tenerlas-, aunque debo decir que maneja- 
ron la tesis, para mí absolutamente sorprendente, de que no 
es necesario explicitar razones, de que no hay por qué 
explicar y que, en algo tan trascendente como es la desig- 
nación de un Fiscal de Corte en este país, alcanza con decir 
“no quiero”. Por las dudas, aclaro que conozco perfecta- 
mente la Constitución de la República y reitero que aquí se 
dice que alcanza con decir que no se quiere votar la desig- 
nación porque no existe motivación ni voluntad para hacer- 
lo. Entonces, habrá que buscar formas, fórmulas y métodos 
para poder llegar a un acuerdo que finalmente satisfaga a 
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todos, alos 17 Senadores y a 2 más. Es evidente que habrá 
que buscar una solución. 


Sin embargo, hay que decir que el debate no fue plantea- 
do por eso. Este Cuerpo no está reunido hoy para designar 
al Fiscal de Corte por tres quintos de votos de sus compo- 
nentes. Este Cuerpo fue citado porque aquí se planteó que 
se estaba violando el Estado de Derecho y una serie de 
cuestiones increíblemente alarmistas. Sobre eso se está 
debatiendo y es aeso a lo que en este momento debemos 
ceñirnos. De cualquier modo, es obvio que este Cuerpo, 
este Parlamento y, de alguna manera, este país deberá 
encontrar imperiosamente una solución efectiva a este pro- 
blema; pero reitero que, hablando objetivamente, no es ese 
el tema que hoy nos ocupa. 


Muchas gracias, señor Senador. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Eber Da Rosa).- Puede conti- 
nuar el señor Senador Breccia. 


SEÑOR BRECCIA.- He finalizado, señor Presidente. Era 
cuanto quería manifestar. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Eber Da Rosa).- Tiene la pa- 
labra el señor Senador Larrañaga. 


SEÑOR LARRAÑAGA.- Señor Presidente: voy a comen- 
zar esta exposición con mucha lentitud, a fin de dar tiempo 
al señor Ministro para que pueda regresar a Sala. 


(Ocupa la presidencia el señor Rodolfo Nin Novoa) 


- Obviamente, es comprensible que el señor Ministro 
necesite un pequeño descanso ya que comenzamos el de- 
bate hace ya unas cuantas horas. 


SEÑOR SUBSECRETARIO.- ¿Me permite una interrup- 
ción, señor Senador? 


SEÑOR LARRAÑAGA.- Le daría una interrupción al 
señor Subsecretario, pero voy a comenzar a hablar muy 
lentamente, con el fin de no interrumpir la sesión. 


Voy a empezar muy lentamente, señor Presidente, en 
primer lugar rechazando en todos sus términos que esta 
interpelación sea una utilización política. El Partido Nacio- 
nal, a través de su miembro interpelante, ha dicho con 
claridad meridiana que lo que busca es la plena vigencia y 
el cumplimiento irrestricto de la Constitución de la Repúbli- 
ca. Si luchar por la vigencia y la aplicación de la Constitu- 
ción de la República significa utilización política, bueno, 
señor Presidente, estaremos en el camino de la utilización 
política. 


Lamentablemente, creo que ha quedado muy claramente 
demostrada la falta de razón del Poder Ejecutivo. Lo digo 
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con cierta desazón, porque nunca he visto tan poca argu- 
mentación jurídica para apoyar un acto del Poder Ejecutivo, 
a nuestro juicio equivocado y violatorio de la Constitución. 
Cuando se habla de vacancia y de aplicación analógica de 
acuerdo con los principios generales del Derecho, no 
estamos para andar supliendo a la Constitución con un 
texto de menor jerarquía. ¡Por supuesto que no! Soy un 
abogado de cuarta, pero según mi entender, en este caso la 
interpretación analógica refiere al artículo 26 de la Ley N* 
15.365, que dice que cuando hay vacancia opera la convo- 
catoria al Fiscal Civil más antiguo si no se alcanzan los tres 
quintos de votos que requiere la Constitución de la Repú- 
blica en su artículo 168. Cuando hay vacancia es necesario 
alcanzar los tres quintos de votos en el Senado para que el 
país tenga Fiscal de Corte. Esto es trascendente, no se trata 
de una discusión cualquiera, porque el Ministerio Público 
es una herramienta fundamental de la Justicia. Por algo la 
Constitución de la República exigió tres quintos de votos 
del Senado para aprobar la venia. 


Señor Presidente: no podemos más que apoyar las expre- 
siones del señor miembro interpelante. El texto de nuestra 
Carta Magna exige tres quintos de votos del total de com- 
ponentes del Senado para otorgar la venia al Fiscal de Corte. 
Esto significa algo muy claro: nunca se ha votado, nunca ha 
sido nombrado un Fiscal de Corte de un solo partido; 
siempre ha sido necesaria la concurrencia de otras colecti- 
vidades políticas para nombrarlo. No vale el argumento de 
que la Fiscal “Fulana de Tal” no puede ser nombrada porque 
hay catorce señores Senadores en este Senado que obsti- 
nadamente están boicoteando su nombramiento. Razonan- 
do por el absurdo se diría que no se puede nombrar porque 
falta el voto de dos señores Senadores, porque aquí hay dos 
tremendos culpables de que hoy el país no tenga Fiscal de 
Corte y el Gobierno no cumpla la Constitución. No; no es 
así, señor Presidente. 


El Poder Ejecutivo envió la venia a este Senado, todos 
lo sabemos, por sí y ante sí. Esto no es discutible, es cierto. 
El señor Presidente del Senado conversó con Senadores del 
Partido Nacional sobre la posibilidad de que el Poder Ejecu- 
tivo enviara el nombramiento de la Fiscal Mirtha Guianze a 
este Plenario. Pero eso no significó una consulta con alter- 
nativas, a tal punto que en determinado momento el propio 
señor Presidente del Senado dijo... 


SEÑOR PRESIDENTE.- Solicito al señor Senador que no 
me aluda, porque me va a obligar a bajar a contestarle. 


SEÑOR LARRAÑAGA.- Si el señor Presidente quiere, 
baje y conteste, yo estoy haciendo un relato... 


SEÑOR PRESIDENTE.- No puedo contestar. 


SEÑOR LARRAÑAGA.- Bueno, creo que no falto a la 
verdad con lo que digo; no lo voy a aludir más, pero es la 
verdad. 


El señor Presidente, en un determinado momento, expre- 
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só que el Poder Ejecutivo y la Bancada de Senadores del 
Encuentro Progresista habían decidido enviar la venia a 
este Cuerpo. Fue así que la venia ingresó al Senado el 25 de 
abril de este año. A partir de ahí, la opción única fue: 
Guianze sí o Guianze no. Esta es la realidad, la absoluta 
realidad. En todo momento fueron conocidas las dificulta- 
des de nuestra colectividad política para aprobar esta ve- 
nia, y siempre se dijo con claridad que en nuestro caso iba 
a ser una decisión de partido, acatada por todos sus inte- 
grantes, lo que por otra parte ha sido la postura de la 
Bancada oficialista, por lo menos hasta el momento, salvo 
alguna honrosa excepción. Entonces, a partir del 25 de abril 
de 2006 quedó planteada la disyuntiva de los partidos de 
la oposición de apoyar o no la nominación pretendida. Este 
proceso no significó, repito, una consulta con alternativas 
a la oposición. ¿Podemos hablar de una decisión 
consensuada entre el Gobierno y la oposición? No, bajo 
ningún punto de vista. Yo creo que el Gobierno se equivocó 
nuevamente. El grave problema del Gobierno es que hace 
que dialoga con la oposición, pero no dialoga. Esta es una 
realidad incuestionable; se podrá decir que es opinable, 
pero todas las instancias de diálogo han sido pedidas -por 
lo menos en nuestro caso- por nuestra colectividad política. 
En consecuencia, la candidatura propuesta fue una deci- 
sión unilateral del Partido de Gobierno. 


Pero hay otro elemento que importa señalar, porque es 
responsabilidad del Gobierno y del Presidente de la Repú- 
blica: en los grandes temas políticos, ni el Presidente de la 
República, ni el Gobierno, ni el Poder Ejecutivo tienen 
interlocutores que los involucre en una discusión y en un 
análisis que logre encontrar, precisamente, puntos de en- 
tendimiento entre el Gobierno y la oposición. Este Gobierno 
tiene mayorías parlamentarias -legítimamente obtenidas-, 
integración única del Poder Ejecutivo -que es su derecho- 
e integración única de los Entes Autónomos y Servicios 
Descentralizados. Ahora, nos preguntamos qué se preten- 
de al no acordar con los restantes partidos políticos de la 
oposición. ¿Imponer todo? ¿Incluso aquellas designacio- 
nes para las que se requieren mayorías especiales? 


Fíjense ustedes que para dar cumplimiento a un trámite 
reglamentario, terminamos en una sesión bastante irregular 
en la Cámara de Representantes, cuando en la madrugada 
del Día de los Difuntos se terminó votando el Tratado de 
incorporación de Venezuela al MERCOSUR. 


Señor Presidente: hay objeciones políticas, y también 
técnicas, manifestadas por el señor Senador interpelante. 
Vamos a sacarnos el velo y a terminar con los eufemismos: 
la Fiscal Mirtha Guianze tiene notoria vinculación con el 
Frente Amplio y eso lo sabe hasta el que inventó el agujero 
del mate. Entonces, terminemos con los “cintureos”, para 
decir las cosas por su nombre: es legítimo que una colecti- 
vidad política pueda tener objeciones políticas para un 
nombramiento de estas características y de esta naturaleza. 


No puedo hacer el agravio de decir que el Poder Ejecu- 
tivo no esté profundamente interesado en la preservación 
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del Estado de Derecho y de la independencia de los Poderes 
del Estado, pero ha habido cuestionamientos a la prensa, 
ha habido cuestionamientos a la oposición, ha habido 
cuestionamientos al Poder Judicial y ha habido situaciones 
en las que, hasta desde el Poder Ejecutivo, se ha hablado de 
conspiración. 


Entiendo que el tema del Ministerio Público esimportan- 
te y trascendente, y debería ser el propio Poder Ejecutivo el 
encargado de hacer los máximos esfuerzos por encontrar un 
nombre con el que estuvieran de acuerdo todos los partidos 
políticos en el Uruguay. Esto nos parece imprescindible. 


Convengamos que es correcta la frase que dice que 
cuando se judicializa la política se politiza la Justicia. Esto 
es así. Por tanto, todos tenemos que realizar un enorme 
esfuerzo -y desde aquí hago una convocatoria en tal senti- 
do- a fin de buscar entendimientos, que son necesarios para 
el país. Estamos volando los puentes, estamos con un 
sistema político fracturado. Quizás nosotros, los blancos, 
tenemos responsabilidades, pero convengamos que el Go- 
bierno también las tiene y tal vez mayores, justamente, por 
tener mayorías en el Parlamento. Entonces, bajemos ambos 
un par de escalones para buscar un punto de entendimiento 
y de acuerdo, que es imprescindible para el país. ¿Vamos a 
seguir en esta visión autista y enfrentada, en esta situación 
de confrontación permanente y sistemática? Creo que esto 
es malo para el Gobierno, es malo para la oposición, es malo 
para el país, es malo para la democracia, es malo para los 
políticos en general y para la gente que nos está mirando y 
escuchando, que ve cómo se generan situaciones de desa- 
zÓn y de desesperanza. Por lo tanto, señor Presidente, aquí 
hay que buscar una solución y tenemos que encontrarla. 


Dado que no están los tres quintos de votos -y pido 
disculpas al señor Ministro porque le estoy hablando como 
Senador, pero también como Presidente del Partido Nacio- 
nal al Presidente del Frente Amplio, y, por supuesto, al 
Ministro de Educación y Cultura-, aquí la solución es bus- 
car una candidatura alternativa. 


Cuando usted me invitó a mantener una reunión, que reali- 
zamos en su domicilio el 28 de setiembre pasado, en nombre 
del Partido Nacional le reiteramos nuevamente que no había 
disposición de nuestra colectividad de votar el nombra- 
miento de la Fiscal Guianze. Lo expresamos clara y 
contundentemente. Asimismo, en un muy buen gesto, us- 
ted manifestó que no compartía alguna iniciativa legislativa 
de interinato y que luego de ocupado el cargo en virtud de 
los tres quintos de votos que exige el artículo 168 de la 
Constitución se podría discutir, pero no antes. Además, 
reconoció -y yo lo reafirmé como cierto- que no era positivo 
traer el nombre de una Fiscal y pasarlo por el cernidor del 
Senado si no estaban los votos. Entonces, señor Ministro, 
no comprendo cómo ahora, cuando el señor Senador Penadés 
le pregunta cuánto dura el interinato, usted le dice -no sé si 
estudió en profundidad la contestación- que hay un trámite 
pendiente en el Senado y que tiene que resolverse definiti- 
vamente si están o no los tres quintos de votos necesarios. 
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Si el Partido Colorado dijo que no estaban los tres quintos, 
que no concurría a votar el nombramiento de la Fiscal 
Guianze, y el Partido Nacional también dice que no, enton- 
ces no están los tres quintos, salvo que inventen un par de 
Senadores de afuera y los incorporen, aunque no creo que 
ese sea el espíritu ni la intención. Entonces, ¿el interinato 
dura hasta que este Senado diga que no a la solicitud de 
venia del Poder Ejecutivo? ¿O dura hasta que se termine por 
votar a la candidata propuesta por el Gobierno? En uno u 
otro caso la situación es intolerable, porque no hay viola- 
ción chica o grande. ¡Terminemos con los eufemismos! 
¡Acabemos con las elucubraciones jurídicas interminables! 
Esto no es constitucional. Se lo mire por donde se lo mire, 
de frente, de costado, de perfil, de abajo o de arriba, esto es 
inconstitucional. 


Señor Presidente: antes que nada vamos a pedir -y lo 
haremos después reglamentariamente, lo concertaremos 
con la Mesa o pediremos las firmas- que el trámite de venia 
solicitado por el Poder Ejecutivo para el nombramiento de 
la Fiscal Guianze venga al Senado mañana; si el tema ya no 
está en Comisión, que venga al Senado -esa es una premisa- 
y lo votamos mañana, porque eso es lo correcto. Por su- 
puesto, mi Partido no va a votar la venia, pero debe venir al 
Plenario para su consideración, porque si salió de Comisión 
en algún lado estará y tiene que venir. Esto lo pediremos 
luego reglamentariamente, pero ahora hago el planteo for- 
mal al señor Presidente para que se incorpore al orden del 
día y este tema se termine. 


Después, señor Presidente, antes de terminar mi inter- 
vención, quisiera hacer algunas reflexiones y, al mismo 
tiempo, una propuesta. 


Cuando hablo de algunas reflexiones, siento que las 
tengo que hacer, que es imprescindible que las haga, y me 
estoy dirigiendo, con todo respeto, al señor Ministro y 
Presidente del Frente Amplio. Nuestra reunión se realizó el 
28 de setiembre. En esa instancia quedó sobreentendido 
que al no estar los votos, no había otro camino que buscar 
una candidatura alternativa, ya sea de adentro o de afuera 
del Ministerio Público. Resulta, señor Presidente, que a los 
pocos días nos enteramos por la página web de Presidencia, 
que se había dictado una resolución. No puedo creer que la 
vacancia en la nominación de la Fiscalía de Corte, para lo 
que la Constitución exige la aprobación de los tres quintos 
de votos del total de componentes del Senado, sea sustitui- 
da por una resolución del Presidente de la República. No, 
eso no está previsto ni puede ser explicado por nadie. Hasta 
el propio Cassinelli Muñoz lo ha dicho contundentemente, 
y Cassinelli Muñoz no es nuestro, ¿no?, ni tampoco es 
conspirador ni de derecha. 


Entonces, entre las últimas puntualizaciones, quiero 
decir al señor Presidente del Frente Amplio que no tuvimos 
ningún aviso por el cual se nos comunicara que el Poder 
Ejecutivo iba a recorrer el camino del interinato, del 
provisoriato o como quiera llamársele. Reitero: no tuvimos 
ninguna comunicación a ese respecto. 
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En mi opinión, los partidos de la oposición, que mal o 
bien representamos a casi el 50% de la población, nos 
merecíamos al menos un llamado telefónico para decirnos, 
por ejemplo, “Mire, Larrañaga, el Poder Ejecutivo resuelve 
tomar esta opción y este camino”. 


Señor Ministro: ¿no merecía el principal partido de la 
oposición, al menos, un aviso de que se iba a dictar la 
resolución del 11 de octubre? ¿Le parece respetuoso, luego 
de la negativa de la oposición a otorgar la venia, cometer, 
a nuestro juicio, esta importante inconstitucionalidad? ¿Esa 
es la pluralidad que se dice intentar llevar adelante en 
nombre de la enorme responsabilidad que tiene la fuerza 
política que usted preside? Justamente, me refiero a la 
responsabilidad de la conducción del Gobierno Nacional; a 
la responsabilidad de tener mayorías en el Parlamento; a la 
responsabilidad de tener la discrecionalidad del Poder Eje- 
cutivo, que para mí se le fue totalmente la mano. 


Como dije antes, voy a terminar mi intervención con una 
propuesta. Por un lado, ya hemos planteado que se incor- 
pore en el orden del día de la sesión de mañana la solicitud 
de venia del Poder Ejecutivo, pues ya está en el ámbito de 
la Presidencia y tiene facultades para hacerlo. 


Por otra parte, el Partido Nacional, frente a esta disyun- 
tiva, frente a esta posición del Poder Ejecutivo inerme en 
materia de respaldo jurídico constitucional, no tiene más 
remedio que presentar una moción de censura de acuerdo 
con lo que establecen los artículos 147 y 148 de la Consti- 
tución de la República. Me refiero a una moción de censura 
al señor Ministro de Educación y Cultura aunque, por 
supuesto, no saldrá. Sin embargo, antes de eso -porque 
además, si no me equivoco, no tenemos tiempo-, quiero 
decir que no la vamos a presentar hoy y que, en su lugar, 
proponemos darnos un plazo hasta el martes que viene. Para 
ello invito al señor Presidente del Frente Amplio y al Secre- 
tario General del Partido Colorado a que, de aquí al próximo 
martes, encontremos un camino de entendimiento para evi- 
tar al país que tenga una Fiscal de Corte de facto. ¡Por favor, 
una Fiscal de Corte de facto! Por lo menos cerca de la mitad 
del sistema político de este país así lo considera. Estaremos 
equivocados o no, pero es así. 


Entonces, en mi condición de Senador de la República y 
como Presidente del Partido Nacional, invito al señor Minis- 
tro interpelado como Presidente del Frente Amplio y al 
Secretario General del Partido Colorado -podría decirse que 
nosotros nos autoinvitamos o nos autoconvocamos; pón- 
ganle el nombre que se quiera- a encontrarnos en donde 
gusten y, de aquí al martes, busquemos un nombre alterna- 
tivo para que podamos venir la semana que viene al Senado 
a designar un Fiscal de Corte de acuerdo con lo que estable- 
ce el numeral 13) del artículo 168 de la Constitución de la 
República, o sea, que cuente con el respaldo de todos los 
partidos políticos. 


Por supuesto, es una enorme responsabilidad que tene- 
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mos por delante, pero si hablamos del diálogo antes de las 
calificaciones, de las etiquetas y de los alambrados del 
medio que van dividiendo y fracturando al sistema político, 
debemos aceptar esta invitación para encontrar un enten- 
dimiento sobre una candidatura alternativa y, de esa mane- 
ra, ahorrarle al país una discusión sobre un tema importante, 
que involucra la Justicia y la calidad de la democracia de 
nuestro país, que se está deteriorando. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Continuando con la lista de 
oradores, tiene la palabra el señor Senador Korzeniak. 


SEÑOR KORZENIAK.- Señor Presidente: antes que nada 
quiero adelantar que no voy a conceder interrupciones y 
que, en lo posible, trataré de no utilizar todo el tiempo del 
que dispongo. No lo voy a hacer porque es obvio que en una 
sesión donde se están planteando argumentos tan encon- 
trados, es posible que cada uno de ellos aluda al argumento 
que utilizó otro Senador. En ese caso, la sesión se podría 
convertir en una especie de gimnasia de alusiones, aunque 
no se den nombres, y el Reglamento prevé que cuando 
alguien es aludido, terminado el discurso anterior, puede 
solicitar la palabra para contestar una alusión. Aclaro: no 
“para una alusión”, como se dice habitualmente, porque no 
se puede pedir la palabra para aludir, sino “para contestar 
una alusión”. 


Además, el Senado está abierto a que se inscriban todos 
los oradores que quieran hacer uso de la palabra. De manera 
que no veo ninguna razón que me induzca a conceder 
interrupciones. Por otra parte, pienso que las posiciones 
están muy claras y los dialogados que surgen cuando se 
conceden interrupciones, no contribuyen a esclarecer el 
fondo de los temas ni el de los argumentos. 


Luego de esta introducción, quiero adelantar que voy a 
dividir esta exposición en dos partes. Una de ellas la voy a 
llamar anecdótica, porque sé que está llena de dichos que 
tienen como finalidad, no contribuir a esclarecer el tema, 
sino a utilizar al Parlamento como caja de resonancia. Desde 
el punto de vista doctrinario, esa es una de sus misiones; 
concretamente, la primera de ellas es legislar, la segunda 
controlar y, la tercera servir de caja de resonancia de aque- 
llos temas que no llegan al público por otros medios. 


Todo eso lo englobo bajo una cantidad de expresiones 
-a mi juicio, muy exageradas y erróneas- que dicen que esta 
resolución genera quiebres institucionales, rompe el Esta- 
do de Derecho o ataca a la democracia. Creo que eso no es 
así. Si estuviera con ánimo de entablar un largo debate 
político, me limitaría -y me voy a limitar a hacerlo con mucha 
calma- a decir que el quiebre institucional por excelencia es 
el golpe de Estado. En el Uruguay durante el siglo XX hubo 
tres golpes de Estado, ninguno de ellos del Frente Amplio: 
el primero, fue el del entonces Presidente Gabriel Terra, en 
1933, producido por el Partido Colorado con una fracción 
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muy importante del Partido Nacional; en 1942 fue el del 
electo Presidente por el Partido Colorado, Alfredo Baldomir, 
y en 1973 el del Presidente electo por el Partido Colorado, 
Juan María Bordaberry, básicamente con apoyo militar. No 
conozco ningún militar del Frente Amplio -entre los sesenta 
altos oficiales que había en aquel entonces- que haya 
apoyado eso, sino que muchos de ellos fueron enviados a 
la cárcel después y algunos antes del golpe. De modo que 
con relación a los quiebres institucionales no voy a hablar 
más. 


En cuanto al Estado de Derecho es un concepto que me 
interesa porque ha sido tratado de distintas maneras. En 
algunos casos, se ha dicho que el Gobierno ha roto el Estado 
de Derecho o, por lo menos, lo ha amenazado; en otros, 
desde la oposición, se ha manifestado que el tema del 
Estado de Derecho y su funcionamiento va a ser conside- 
rado cuando un Tribunal diga si el Derecho fue violentado 
o no. Me parece que ese fue un planteo mucho más razona- 
ble. No se puede decir que se viola, se violenta o se destruye 
el Estado de Derecho cuando hay actos que no son arregla- 
dos a Derecho. El Estado de Derecho se lesiona -no estoy 
admitiendo en absoluto que esta resolución sea contraria a 
Derecho- cuando se dictan actos administrativos contra- 
rios a la ley, o leyes contrarias a la Constitución -lo que 
ocurre con frecuencia- y no funcionan los mecanismos 
jurídicos para hacer los controles y dictar las sentencias del 
caso. 


Acerca de este concepto de Estado de Derecho, que es 
el admitido por quienes estudian el tema, voy a hacer una 
autocita, digamos. Pido disculpas, pero no he elaborado 
este material para traerlo a la sesión, sino que fue publicado 
en el año 2001. Allí se dice en forma textual que el Estado de 
Derecho no deja de existir cuando la concordancia entre 
algunos actos, la Constitución y las leyes no se yuxtaponen 
exactamente. En la página 314 de este Curso de Derecho 
Público se dice que algunas violaciones esporádicas del 
orden jurídico -por ejemplo el Estado dictando un acto 
administrativo ilegal, una ley inconstitucional o una sen- 
tencia no ajustada al orden jurídico- no genera la inexisten- 
cia del Estado de Derecho. Este sí dejaría de existir si esas 
violaciones se convirtieran en algo reiterado y sistemático 
y no hubiera recursos -o no funcionaran- para reestablecer 
el Derecho. 


Aquí se ha explicado que hay dos recursos de revoca- 
ción interpuestos contra esta resolución del Poder Ejecuti- 
vo -no una resolución ministerial, que ya la hubo una vezen 
un caso similar a éste-, constituido por el Presidente con el 
o los Ministros o el Consejo de Ministros. 


Dejemos de lado los temas “Estado de Derecho” y “quie- 
bres institucionales” que integran el folclore político -digo 
esto con todo respeto hacia la música y el folclore- en las 
instancias en que se llevan a cabo debates y se utiliza ese 
tipo de expresiones. Pero no me voy a detener más en esto. 


En la tarde de hoy se ha hecho una afirmación con 


7 y 8 de noviembre de 2006 


algunas variantes de énfasis. Me refiero a la asimilación de 
los casos de subrogación del Fiscal de Corte con aquellos 
en que se produce una vacancia en la Fiscalía de Corte. En 
algunas exposiciones se intentó -creo que jurídicamente no 
tuvo ningún éxito- introducir, dentro del concepto de impe- 
dimento -estirándolo un poco-, la situación de vacancia. 
Esa es una argumentación. Otra simplemente señala que se 
aplica por analogía, y esto también lo vamos a analizar. 


(Ocupa la Presidencia el doctor Eber Da Rosa) 


- El Ministro ya explicó con mucha claridad que la 
Constitución no prevé, en el caso de los Fiscales de Corte 
ni de los demás Fiscales Letrados, la situación de vacancia 
ni la de impedimento, excusación o recusación. El numeral 
13) del artículo 168, en materia de Fiscales comunes y 
Fiscales de Corte, se limita a establecer el sistema por el que 
son designados como titulares de esos cargos. Todo el 
mundo sabe y nadie va a discutir acá que se nombran a 
propuesta del Poder Ejecutivo y con venia del Senado o de 
la Comisión Permanente otorgada por tres quintos de votos 
del total de componentes. A esta altura, esto lo debe haber 
aprendido cualquiera que esté escuchando esta sesión. No 
se prevé qué ocurre cuando el Fiscal de Corte no está en 
condiciones de ejercer su cargo. 


Un Decreto-Ley -para quien no está cerca del Derecho, 
señalo que tiene rango de ley aunque haya sido dictado 
durante un gobierno de facto, porque hubo un acto de 
convalidación dictado por este Parlamento en 1985- regula 
las mencionadas situaciones. Además, es muy claro que 
distingue dos cosas, no porque la doctrina las haya distin- 
guido siempre, sino porque la propia norma tiene rango de 
ley. Por un lado, coloca al impedimento, recusación o 
excusación y, por otro, al caso del cese del titular de la 
Fiscalía de Corte. Pero esta no es una construcción 
doctrinaria, sino que la explican todos los procesalistas, 
figura en el famoso diccionario de Couture de hace muchos 
años y lo dice la propia ley. En realidad es un Decreto-Ley, 
pero voy a hablar de ley para abreviar. La dictadura utilizaba 
el término “ley”, pero una vez restablecida la democracia en 
1985, se le dio la denominación correcta que en el Uruguay 
identifica a los gobiernos de facto. A las normas que dictan 
este tipo de gobiernos o los remedos de Parlamento, como 
el Consejo de Estado de la última dictadura, se las llama 
decretos leyes. 


El artículo 26 se refiere a la subrogación. ¿Qué significa 
este término en sentido natural y obvio, que es la definición 
del diccionario, en sentido jurídico, que es la ciencia espe- 
cializada en eso, y en Derecho Positivo? Quiere decir que 
la persona va a desempeñar un cargo en un lugar en el que 
hay un titular, pero que por razones especiales no puede 
desempeñarlo en ese momento. 


El artículo 26 dice: “La subrogación del Fiscal de Corte 
y Procurador General de la Nación por razones de impedi- 
mento, excusación o recusación, corresponderá alos Fisca- 
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les de lo Civil por orden de antigiúedad en el cargo”. Se ha 
reclamado por qué no se nombró al Fiscal de lo Civil más 
antiguo ahora. El Fiscal de lo Civil está previsto para subrogar 
y no para ser designado a fin de ocupar una vacante, aunque 
puede serlo. Como recién mencioné, se intentó demostrar 
que dentro del vocablo “impedimento” se enmarcaba la 
situación actual, pero no es así. 


La ley define claramente en su artículo 28 cuáles son los 
impedimentos y dice que son los mismos que la ley estable- 
ce para los Jueces y comprenden situaciones esporádicas 
que se pueden extender en el tiempo como, por ejemplo, una 
licencia por enfermedad que puede durar uno, dos, tres, 
veinte días o seis meses. Por su parte, el artículo 29 define 
la recusación y el artículo 30 hace lo propio con la excusación 
con el nombre de abstención, o sea, cuando el propio Fiscal 
de Corte siente que, por razones de delicadeza, no puede 
actuar. En esos casos es que los subroga el Fiscal de Corte 
más antiguo. 


De manera que la Doctrina, la cienciajurídica y el diccio- 
nario definen con claridad qué es la subrogación, que 
supone que el titular del cargo está ahí, en la titularidad, y 
no puede actuar. ¿Cuál es la situación que se produjo acá? 
Si bien ya lo han explicado, trataré de resumirlo. La situación 
es que no hay un titular de la Fiscalía de Corte, tanto el 11 
de octubre cuando se dictó esta Resolución por parte del 
Poder Ejecutivo, así como tampoco lo hay hoy porque esta 
última no designa a nadie para cargo alguno, sino que 
“encarga” provisoriamente las funciones de la Fiscalía de 
Corte a la doctora Mirtha Guianze. Insisto en que no se la 
designa en forma definitiva ni de manera interina. No hay 
designación. Creo que ese es uno de los errores claves en 
que se incurre con respecto a la parte jurídica en esta 
interpelación. Si después se lee la versión taquigráfica de 
esta sesión se podrá ver que constantemente se habla de 
designación, pero en este caso no la ha habido en forma 
definitiva ni interina, sino que simplemente se le “encarga- 
ron” funciones. Lo propio se ha hecho hace poco en otro 
caso, cuando se “encargaron” funciones a un General, 
concretamente en ocasión del relevo del Comandante en 
Jefe del Ejército. En este caso no hubo ninguna designa- 
ción; a los pocos días sí se designó al Comandante en Jefe 
del Ejército. También podemos citar el ejemplo del Banco de 
la República. Cuando está con licencia un Gerente de Artigas 
y hay que cumplir una actividad, se encarga al Subgerente 
que la realice hasta que aquél regrese -eso sería subrogar- 
lo-, o si renunciara o lo destituyeran, interinamente se 
“encarga” aese Subgerente el desempeño de esas activida- 
des hasta tanto se designe uno nuevo. En la época en que 
yo era empleado del Banco de la República había concursos 
para llegar, incluso, al cargo de Gerente, que no era un cargo 
de confianza. Creo que ahora también se exigen concursos 
de mérito, de oposición o de oposición y méritos, y su 
realización insume cierto tiempo; sin embargo, hay activida- 
des que se deben hacer en el día y se encargan a otras 
personas. En la Administración Pública esto pasa todos los 
días. Es más, ocurre en el Ministerio Público, no sé si todos 
los días, pero sí varias veces a la semana. ¿Por qué? Porque 
hay vacantes de Fiscales y mientras no sean llenadas, se 
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“encargan” a otra persona. Si un Juez da vista a un Fiscal 
-que a veces tiene plazos para pronunciarse-, no se puede 
decir que ese cargo está vacante. Entonces, insisto, se 
“encargan” esas funciones a otra persona, de acuerdo con 
un principio general de la Administración Pública. Se trata 
de un principio general que, por supuesto, tiene muchas 
limitaciones. Pero no se puede decir que la limitación sea 
que no se puede “encargar” la función de Fiscal de Corte a 
una persona porque la Constitución exige para designar al 
titular tres quintos de votos del Senado. En este caso 
insisto en que no se designa al Fiscal de Corte, sino que la 
resolución dictada por el Poder Ejecutivo el 11 de octubre 
dice expresamente que es un “encargo” de funciones 
provisorio. Es claro que no podemos hacer una especie de 
“Calesita” de razonamiento porque corremos el riesgo de 
que la mente se enrede. 


Si decimos que como la Constitución establece ese 
requerimiento de los tres quintos de votos y después nos 
olvidamos de decir que esta es una resolución que “encar- 
ga” funciones pero no que designa, por supuesto que es 
muy fácil decir que es inconstitucional. Es así, pero resulta 
bastante claro. 


Quiero decir algo más sobre esta distinción. Repito que 
por más que se estire el concepto de impedimento, nunca 
puede cubrir el caso de la vacancia. Dije que en el dicciona- 
rio, en los diccionarios jurídicos, en la doctrina jurídica y en 
el Decreto-Ley estaba esa distinción, pero además está en 
la Constitución. 


Se mencionó anteriormente -creo que por parte del señor 
Senador Breccia- el artículo que habla de los miembros de 
la Suprema Corte de Justicia, que distingue claramente, por 
un lado, la recusación, la excusación y el impedimento para 
ser subrogado y, por otro, la vacancia, y da soluciones 
distintas. La diferencia está en que en este caso no se da la 
solución en la Constitución ni en la ley. ¿Por qué digo que 
en la ley o en el Decreto-Ley tampoco se da? Porque si se 
mira con un poquito de atención esta Ley o este Decreto- 
Ley se verá que después de definir en los artículos anterio- 
res lo que es recusación, excusación e impedimento, en el 
artículo 35 se dice “Cese” y se establece por qué cesan los 
Fiscales: por haber cumplido setenta años, por jubilación o 
renuncia aceptada, por destitución, por inhabilitación 
psíquica, física o moral o por la aceptación de un desempeño 
público o privado incompatible con el ejercicio del Minis- 
terio Público y Fiscal. Insisto en que estos pueden ser los 
motivos del “cese” de un Fiscal, y así lo llama el Decreto- 
Ley, pero no da soluciones. 


¿Qué pasa con el cese? ¿Cuál es la solución? Proponer 
a una persona para ver si obtiene los tres quintos de votos 
del Senado. Esto se propuso hace tiempo. No voy a ingresar 
en todo el relato, entre otras cosas, porque no he participa- 
do de las reuniones y de los diálogos que hubo, pues desde 
enero se está conversando de este tema. Sia esas instancias 
le podemos llamar “diálogo” o “mera conversación”, no 
estoy en condiciones de decirlo, porque no he participado 
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de ninguna. Sin embargo, puedo decir, por ejemplo -tampo- 
co he comprobado lo que se publica en la prensa; no lo he 
preguntado, pero lo he dado por hecho porque coincide-, 
que hay un Senador del Partido Nacional -que no está 
presente en Sala en este momento- que ha dicho: “Yo no 
tengo problema en votar a Mirtha Guianze para Fiscal de 
Corte porque no tengo ninguna objeción contra ella”. Insis- 
to en que he leído ese comentario muchas veces en la 
prensa. También he leído y algún compañero me lo ha 
contado que ese señor Senador ha dicho: “Si hay una 
decisión del Partido, me voy a disciplinar”. 


Asimismo, al decir esto se podrá advertir que uno tiene 
derecho a no perder las esperanzas de que haya un voto 
más. 


(Interrupción del señor Senador Moreira) 


- Cuando yo dije “un voto más” e hice una pausa, quizás 
sin darme cuenta estaba tratando de poner “una cascarita 
de banana”. Dentro de un mes comienza a funcionar la 
Comisión Permanente, que tiene once miembros, de los 
cuales seis son del Frente Amplio. Si mal no entiendo de 
números, siete ya son tres quintos y ese es el requerimiento 
que establece la Constitución para aprobar este asunto. 
Entonces, puedo tener esperanzas de que haya un voto más 
y no falta mucho para esta instancia, ya que dentro de un 
mes comienza el receso parlamentario. Además, la Consti- 
tución no deja dudas al respecto en el numeral 13) de su 
artículo 168 con relación al Senado y a la Comisión Perma- 
nente. 


¿Por qué tengo derecho a mantener algunas de esas 
esperanzas? Voy a contar algo porque lo aclaré ante la 
propia Asociación de Fiscales y no me estaban pidiendo 
reserva cuando les hice la pregunta. La Asociación de 
Magistrados del Ministerio Público y Fiscal -que es el 
nombre un poco extenso que tiene-, por supuesto que sin 
la presencia de la doctora Mirtha Guianze, pidió audiencia 
-según nos contaron- con todos los partidos y también 
concurrió a la Bancada del Frente Amplio. Voy a dar el 
nombre de quién estamos hablando -como invitaba o con- 
vidaba el señor Senador Larrañaga, es decir, nada de eufe- 
mismos-: la doctora Irureta. Ella dijo allí, con el apoyo de 
toda la Comisión que estaba presente -recuerdo a varios 
Fiscales-: “Por unanimidad esta Asociación de Fiscales 
viene a pedir que por favor se designe a la doctora Guianze 
como Fiscal de Corte”. Nos hicieron un relato de las dificul- 
tades fuertes que tienen para funcionar. Algunos de noso- 
tros les dijimos que, incluso, la Comisión de Asuntos Ad- 
ministrativos, presidida por un Senador del Partido Nacio- 
nal, había habilitado que el tema fuera al Plenario. Tengo la 
versión taquigráfica de la sesión de esa Comisión que no 
integro, pero ese día concurrí, como también lo hicieron 
varios Senadores que tampoco la integran, por lo menos del 
Partido Nacional y del Frente Amplio. Voy a decir textual- 
mente lo que nos dijo la doctora Irureta como representante 
de la Asociación de Magistrados del Ministerio Público y 
Fiscal: “A nosotros nos dijeron Senadores blancos que 
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ellos querían votar y que era el Frente Amplio el que no 
quería votar”. Esto fue lo que nos dijeron hace poco. Poreso 
es obvio que todos tenemos derecho a pensar que hay 
alguna esperanza. 


Hoy apareció otra objeción: todos sabemos que la doc- 
tora Mirtha Guianze estaba vinculada al Frente Amplio. 
Confieso que hasta el presente no había oído este argumen- 
to; sí había leído una de las varias notas que escribió un 
Diputado del Partido Colorado diciendo que la doctora 
Guianze era militante de la izquierda y cosas por el estilo. 
Hasta ahora el argumento era -por lo menos, un argumento 
que apareció en la prensa- que no ha habido diálogo en este 
tema. Si no se le quiere llamar diálogo, lo cierto es que ha 
habido conversaciones desde enero hasta ahora. Bueno, 
esperemos unos días más porque a lo mejor nos convence- 
mos unos a otros. 


No tengo ningún problema en decir que en este Consi- 
derando que aparece en la Resolución yo trabajé junto a 
otros compañeros; tampoco tengo ningún problema en 
decir que nadie dentro del Frente Amplio tiene dudas de que 
esto es un encargo provisorio de funciones. 


¿Cuál es la esperanza? Que el Senado o la Comisión 
Permanente otorgue la venia. Ahora bien, sino se la conce- 
den a la doctora Mirtha Guianze, habrá que proponer otro 
nombre. No tengo ningún inconveniente en decir que “la 
lógica de los hechos”, como se dijo hace un tiempo con 
relación a una ley, impone eso. ¿Por qué? Porque no hay 
espíritu de perpetuidad para una persona que no cuenta con 
el apoyo del Senado. Es más, a nosotros no nos gustaba la 
subrogación del Fiscal de Corte Peri Valdez -que fue el titular 
de la Fiscalía hasta que le fue aceptada su renuncia y pedido 
de jubilación-, no por la persona -el doctor Brovia-, sino 
porque entendíamos que faltaba el acuerdo del Senado, que 
es lo que el Frente Amplio viene procurando en este caso 
desde hace diez meses y también hoy. 


Es la primera vez que nos han dicho oficialmente, con la 
contundencia de hoy y con fundamentos de otro tipo, “no 
vamos a darles el voto”. Por otro lado, antes de las eleccio- 
nes escuché decir a Partidos enteros -esto no es para 
generar un debate político-: “Estoy seguro de que ganamos 
nosotros”. Siempre lo dicen todos los Partidos; es como un 
folclore nacional. Cuando yo ingresé al Partido Socialista y 
sacábamos un Diputado -cosa que era muy importante para 
nosotros-, también nuestro candidato decía: “Nosotros 
vamos a ganar”. Como señalaba, es una especie de folclore 
que, por otra parte, no me parece bueno. Bien, lo cierto es 
que uno puede leer documentos en donde se dice “Quere- 
mos ganar y estamos seguros de que vamos a ganar”, pero 
después eso no se da, porque es un fenómeno propio de la 
vida y de la política. 


Dejando de lado esa parte folclórica y también lo de 
“Estado de Derecho”, que tiene mucha importancia para 
toda nuestra fuerza política -que hoy fue acusada injusta- 
mente y de una manera muy fea de tener vocación de quiebre 
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institucional-, hemos analizado, repito, la diferencia entre la 
subrogación que está prevista y cómo se llena la vacante 
cuando no se logra la mayoría requerida para la venia del 
Senado. Eso no está regulado en la Constitución ni en el 
Decreto-Ley. Fue así que un compañero de Bancada mani- 
festó que como la ley no preveía nada, se estaba conversan- 
do acerca de prever la designación interina, que no es la de 
esta resolución, tema que aclaro bien porque esa confusión, 
deliberada o por simple error, genera también las confusio- 
nes de la inconstitucionalidad. La idea que surgió, que no 
era por supuesto inconstitucional -ya se habían alzado 
voces públicas del Partido Nacional diciendo que esa sería 
una ley inconstitucional-, fue desechada totalmente porque 
la doctora Mirtha Guianze en su momento señaló -no corro- 
boré esas declaraciones-: “No me gusta la idea de la ley, 
porque esa sería una ley con nombre propio”, expresión 
muy usada en este ámbito cuando a alguien no le gusta una 
ley. Bueno, más de una vez ha quedado demostrado que no 
era así, pero admito que en otras ocasiones puede suceder. 


El segundo aspecto que quiero desarrollar tiene que ver 
con que la Fiscalía de Corte y todos los Fiscales cumplen 
varias funciones. Concretamente, la Fiscalía de Corte tiene 
un cúmulo de funciones administrativas muy importante, 
pero participa de la función jurisdiccional. La función juris- 
diccional -o lo que en Estados Unidos llaman “sistema 
judicial”- está integrada en Uruguay por los Jueces, pero 
también por el Ministerio Público. ¿Por qué? Porque una 
acusación fiscal es un acto jurisdiccional y no administra- 
tivo. El argumento de la dependencia orgánica del Poder 
Ejecutivo no tiene nada que ver; la naturaleza de la función 
es jurisdiccional, es decir, hacer Justicia. Hay juicios que 
legalmente nunca podrían terminar en el Uruguay si no 
participan los Fiscales porque, por ley, se dice que deben 
intervenir. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Eber Da Rosa).- Perdón, señor 
Senador, pero el señor Senador Saravia ha presentado a la 
Mesa una moción para que se prorrogue el término de que 
dispone. 


Se va a votar. 

(Se vota:) 

-15en 17. Afirmativa. 

Puede continuar el señor Senador Korzeniak. 


SEÑOR KORZENIAK.- Señor Presidente: agradezco la 
paciencia a los señores Senadores y también a quien esté 
mirando o escuchando por tener que oír todas estas ar- 
gumentaciones jurídicas, pero como mucha parte de la 
conversación ha versado sobre eso, no hay más remedio 
que explicar, vaya dicho esto sin arrogancia. 


Decíamos, señor Presidente, que entre los cometidos de 
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los Fiscales está una parte importante de la actividad juris- 
diccional. Los Jueces resuelven, pero los Fiscales -que a 
veces son parte- aconsejan y participan. Y ni que hablar el 
Fiscal de Corte a la altura de la Suprema Corte de Justicia, 
que es donde opina o presenta sus dictámenes. Eso es lo 
que se llama una categoría de los cometidos del Estado, de 
la Justicia, lo que todos los autores, administrativistas o 
constitucionalistas, llaman “servicios esenciales del Esta- 
do”. ¿Cuáles son? La Justicia, la defensa de la soberanía, la 
actuación en guerra en caso de que ella se produzca -¡Dios 
nos salve!- y la emisión de moneda, según era tradicional 
hasta hace 50 años. No se concibe un Estado que no tenga 
esos cometidos o servicios esenciales. Hay otras catego- 
rías además de los servicios esenciales como, por ejemplo, 
servicios públicos, servicios sociales, servicios industria- 
les y comerciales, todos con un régimen jurídico distinto. 
Los Fiscales y el Fiscal de Corte -con más importancia aún- 
participan de este servicio esencial que es la Justicia. Éste 
y todos los servicios esenciales tienen una característica 
muy especial. En primer lugar, como el Estado tiene el deber 
de que se preste, puede hacer ejercicio de facultades, que 
Sayagués Laso llama “exorbitantes”. No me gusta ese tér- 
mino, porque “exorbitar” quiere decir ultrapasar algo y lo 
que en realidad explica Sayagués Laso es que la dosis de 
discrecionalidad que tiene el Estado para los servicios 
esenciales es aún mayor. ¿Por qué? Porque los servicios 
esenciales, no sólo deben prestarse, sino que el Estado está 
obligado a que se presten. A tal punto esto es así que en el 
mundo moderno se ha impuesto que hasta en ciertas activi- 
dades privadas el Estado declare que son servicios esencia- 
les cuando no son cometidos esenciales suyos. ¿Para qué? 
Para que no dejen de prestarse. Esto ha sido más o menos 
aceptado por la Organización Internacional del Trabajo y 
también por normas internas. 


La Justicia es un servicio esencial en el sentido prístino 
del término; no puede dejar de prestarse y el Estado debe 
tomar las medidas necesarias para que se cumpla. 


El panorama que nos han pintado los Fiscales, el que 
podemos estudiar nosotros y el que se describió en aquella 
comparecencia de la doctora Guianze, cuando fue invitada 
por la Comisión de Asuntos Administrativos, es muy serio. 
Cuando los expedientes empiezan a detenerse y demora en 
aprobarse la venia o el diálogo para lograr un nombre que 
despierte consenso, el Estado está obligado a tomar medi- 
das; no sólo puede, sino que debe hacerlo. A este respecto, 
puede consultarse a Gabino Fraga, al viejo Hauriou -el 
padre, que escribió al principio del siglo pasado, a Fiorini, 
a Sayagués Laso, atodos los doctores en Derecho Adminis- 
trativo que se quiera, y todos dirán que los servicios esen- 
ciales tienen que funcionar. Y esto es lo que dice el Conside- 
rando, que es el fundamento jurídico de la resolución toma- 
da por el Poder Ejecutivo. ¿Cómo? Eligiendo a algún Fiscal 
de Corte. La lógica indica que si el Poder Ejecutivo preten- 
dió -y pretende- que Mirtha Guianze obtenga la venia del 
Senado, lo coherente sería elegir a la persona que mereció 
la confianza que motivó la propuesta. 


Quiere decir, entonces, que esta resolución no es in- 
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constitucional; esta resolución no designa a la doctora 
Guianze Fiscal de Corte ni definitiva ni interinamente. Si la 
designara, obviamente, sería inconstitucional pero no creo 
que ninguno de nosotros merezca que se nos diga que la 
estamos designando Fiscal de Corte para esquivar la Cons- 
titución. Eso no es así. 


(Ocupa la Presidencia el señor Rodolfo Nin Novoa) 


- Por otro lado, al margen de lo pintoresco, esta es una 
sesión en la que se dialoga y es caja de resonancia también. 


En tercer lugar, me voy a referir al artículo 332 de la 
Constitución - muchos señores Senadores podrán llamar a 
esto una “sopa jurídica” y pido disculpas por ello- porque 
he escuchado hablar mucho de él. Hace bastante tiempo que 
se habla de este artículo y el Instituto de Derecho Consti- 
tucional de la Facultad de Derecho de la Universidad de la 
República se ha reunido muchas veces para analizarlo por- 
que es un artículo muy complejo y, además, muy importante 
e inédito en el Derecho Constitucional Comparado; creo 
que hasta constituye un orgullo para el Derecho Constitu- 
cional uruguayo. Fue redactado por el doctor Juan Andrés 
Ramírez en el año 1942, durante el período de facto en que 
se elaboró una Constitución, aunque a algunos no les guste 
decir que ese también fue un golpe de Estado. Pero, dejando 
de lado esos aspectos políticos, quiero decir que el doctor 
Juan Andrés Ramírez se inspiró en el artículo 16 del Código 
Civil, aunque le cambió algunas cosas. A quienes no cono- 
cen esto les cuesta entender el sentido de este artículo 332. 
Realmente, se trata de una disposición compleja, ya que 
dice: “Los preceptos de la presente Constitución que reco- 
nocen derechos a los individuos, así como los que atribu- 
yen facultades e imponen deberes a las autoridades públi- 
cas, no dejarán de aplicarse por falta de la reglamentación 
respectiva, sino que ésta será suplida, recurriendo” -y aquí 
está el quid de la cuestión- “a los fundamentos de leyes 
análogas, a los principios generales de derecho y a las 
doctrinas generalmente admitidas”. 


¿Qué pasó hoy cuando el señor Senador Breccia explica- 
ba que una cosa es hablar de la analogía de una norma legal 
con otra norma legal -que es el artículo 16 del Código Civil- 
y Otra muy distinta hablar de analogía cuando estamos 
comparando la Constitución con las leyes? Esto fue mal 
interpretado porque, en realidad, lo que se discute -y hay 
una conclusión doctrinaria muy aceptada hoy día, resulta- 
do de un estudio que llevó mucho tiempo- es que la analogía 
siempre se da entre dos normas constitucionales, una regla- 
mentada -en general por ley- y otra sin reglamentar. Enton- 
ces, cuando uno pretende aplicar la norma constitucional 
que no está reglamentada recurre a una ley que reglamenta 
un artículo de la Constitución análogo al que se quiere 
aplicar. Este es el sentido exacto y la noción de analogía que 
pretende dar el artículo 332. 


Cuando el doctor Juan Andrés Ramírez incluyó este 
artículo tuvo presente esta situación y tanto la tuvo, que se 
apartó del artículo 16 del Código Civil, que habla de la 
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interpretación analógica diciendo que cuando hay oscuri- 
dades oinsuficiencias, se ocurrirá a los fundamentos de las 
leyes análogas; y si todavía subsistiere la duda, entonces 
“se ocurrirá a los principios generales de derecho y a las 
doctrinas más recibidas”. Pero el doctor Ramírez le sacó esa 
formulación y puso tres caminos alternativos, que pueden 
usarse indistintamente, según convenga. También se ocu- 
rre a la ley análoga cuando ello es posible, pero tiene que 
haber dos normas constitucionales análogas, una regla- 
mentada por ley y otra que no lo esté y que queramos 
aplicar. 


Voy a poner un ejemplo. La Constitución, en un mismo 
artículo, tiene dos normas; una de ellas es el referéndum 
contra las leyes -estoy hablando del artículo que se refiere 
a este mecanismo- y otra relativa a la iniciativa popular de 
leyes. Se trata de dos reglas que se encuentran en el mismo 
artículo pero resulta que el referéndum contra las leyes está 
reglamentado por una ley y la iniciativa popular no lo está 
porque falta la ley reglamentaria correspondiente. Enton- 
ces, ahí hay una analogía entre dos preceptos de la Cons- 
titución; uno de ellos reglamentado y el otro no. Esto fue 
explicado por el señor Senador Breccia pero se lo interpretó 
de otra forma y se planteó la interrogante de cómo se podía 
hablar de normas de distinta jerarquía si aquí se habla de las 
leyes. Por supuesto que se habla de las leyes, pero en este 
caso cabe preguntarse qué es la analogía. Es lo que acabo 
de decir. Incluso, en el ejemplo que mencioné, se plantea la 
discusión de cuál es la ley análoga, si la que reglamenta el 
referéndum o la Ley Orgánica Municipal que también tiene 
normas sobre la iniciativa popular en materia municipal. 


Pero dejemos eso de lado. Concretamente, quiero seña- 
lar que en la calidad de servicio esencial que presta la 
Fiscalía de Corte hay, además, ciertas reglas legales por las 
cuales la actividad de los demás Fiscales requiere propues- 
tas del Fiscal de Corte y, si no hay alguien ejerciendo esa 
función, todo queda paralizado. 


No quiero cansar más al Cuerpo, ni al mío ni al Senado. 
A mí me parece que es bastante claro que la resolución 
adoptada por el Poder Ejecutivo no viola ninguna norma 
constitucional, legal ni reglamentaria. Además, tiene prece- 
dentes -iguales a este desde el punto de vista jurídico; 
obviamente, no son las mismas personas ni los mismos 
Gobiernos- y, por consiguiente, quien haya tenido la duda 
sobre la juridicidad de esta medida, en lugar de volcarla en 
afirmaciones un tanto tremendistas, debió haber tomado 
alguno de los caminos que existen en un Estado de Derecho, 
como es que el Tribunal de lo Contencioso Administrativo 
diga si esta resolución está de acuerdo a Derecho -por lo 
que la mantiene- o si es contraria a Derecho, y la anula. De 
esta manera no existe ningún riesgo de inseguridad jurídica 
ni se violenta el Estado de Derecho ni, mucho menos, la 
democracia. 


Aclaro que voy a cumplir la promesa de no ocupar toda 
la hora de que dispongo. El señor miembro interpelante 
aludió en suexposición -en tres ocasiones- ala democracia 
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herida por un hecho como éste, pero definió la forma de 
gobierno uruguaya. Hablando del Estado de Derecho mani- 
festó que la Constitución dice que es un sistema democrá- 
tico, republicano y representativo. Reitero que esto lo dijo 
tres veces. Más adelante, utilizó otra expresión que me 
pareció más acertada; dijo “democrático, republicano y 
liberal”, o sea que, quitó la palabra “representativo”. Lo que 
quiero aclarar es que estoy de acuerdo con que el Gobierno 
es democrático y republicano, pero la Constitución no 
establece que sea representativo. Y no lo es; es semirrepre- 
sentativo o semidirecto. En 1934 se quitó la palabra “repre- 
sentativo” de ese artículo que hoy lleva el número 82. El 
Gobierno uruguayo -a algunos les gusta y a otros no- es 
semidirecto o semirrepresentativo; no es representativo. 
En 1934 se introdujo el referéndum y el plebiscito, y todo 
eso hace que el Gobierno electo ejerza cotidianamente el 
mandato en el Estado, pero esporádicamente es la propia 
Nación, mediante el Cuerpo Electoral, la que se expresa 
directamente -tal como establece el artículo 82- en los casos 
de iniciativa, de referéndum y de elecciones. Lo de la elec- 
ción es una expresión no del todo correcta porque en los 
sistemas representativos puros también hay elecciones, es 
el acto en el cual se otorga la representación. 


Termino, señor Presidente, diciendo que con mucha 
tranquilidad voy a descartar cualquier imputación jurídica, 
a esta resolución, de haber violado cualquier clase de 
norma. Me parece que esta designación, además de ser 
jurídicamente arreglada a Derecho, es conveniente porque 
no tengo ninguna objeción técnica ni moral respecto de la 
persona a la que se encargaron provisoriamente estas fun- 
ciones. Por otra parte, tal como dijo el señor Ministro, es 
oportuna y necesaria. 


Muchas gracias. 
SEÑOR MINISTRO.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Minis- 
tro. 


SEÑOR MINISTRO.- Muchas gracias, señor Presidente. 
Pedimos la palabra porque nos parece que se han planteado 
una serie de expresiones y propuestas que ameritan una 
intervención. 


En primer lugar, me voy areferir fundamentalmente a los 
planteos hechos por el señor Senador Larrañaga. 


En su vibrante exposición, el señor Senador expresó 
sorpresa por el hecho de que el Poder Ejecutivo haya 
propuesto exclusivamente un nombre y no un conjunto, 
para la búsqueda de consensos. No creo que en la historia 
de las propuestas de candidatos para Fiscales de Corte -por 
lo menos, las que yo recuerdo- haya sido ese el camino, sino 
el de proponer un nombre. Esto no se hizo de manera 
extemporánea, ni siquiera impulsando a la decisión política 
en tiempos acotados; la propuesta se hizo, justamente, de 
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manera informal a través de un contacto directo del señor 
Presidente del Senado con el señor Senador Larrañaga y, 
precisamente, a propósito del nombre de la doctora Mirtha 
Guianze. Esto ocurrió, si no me equivoco, en el mes de 
febrero. Recién en el mes de abril se hizo la presentación 
formal al Senado. Por lo tanto, si algo es claro es que el tema 
se manejó con tranquilidad, sin premura, y dando todos los 
tiempos posibles para el diálogo y la búsqueda de consen- 
sos. Tanto es así, que trascendió a la prensa -no sé si esto 
responde a la realidad, pero sí digo que trascendió- que 
había varios integrantes del Partido Nacional que estaban 
dispuestos a apoyar el nombre de la doctora Mirtha Guianze. 
Más aún, se había reiterado muchas veces que no había 
críticas, ni técnicas ni éticas, de varios sectores del Partido 
en torno a dicha persona. Por lo tanto, no creo que se haya 
equivocado el camino. 


Sin embargo -y voy a hacer un cortocircuito en esta 
exposición-, en una muy cordial reunión que mantuvimos 
-tal como son mis relaciones con el señor Senador Larrañaga- 
en mi casa y en la fecha que el señor Senador recordaba, 
frente a esta situación de incomprensión que se estaba 
dando, nuestra propuesta era, justamente, preguntar qué 
paso debía dar el Poder Ejecutivo para lograr el apoyo en 
torno al nombre de Mirtha Guianze. Incluso, públicamente 
se había dicho que no se trataba de algo contra la candidata, 
sino contra el método o la falta de mecanismos políticos más 
apropiados en la búsqueda del consenso. Ese fue el punto 
de partida de la reunión. También es verdad que en la misma 
cada uno de nosotros planteó sus posiciones y que en ese 
momento se nos dijo que había una única posición dentro 
del Partido Nacional, que no votaría la propuesta de la 
doctora Mirtha Guianze. No obstante, hasta el día de hoy 
seguimos sin saber cuáles son las causas que llevan a esa 
negativa en el voto. Debo decir que las razones expuestas 
me sorprenden tremendamente, en primer lugar, porque 
-como decía el señor Senador Salsamendi- hemos leído en 
diferentes instancias declaraciones de la doctora Guianze, 
así como lo expresado en su comparecencia a la Comisión 
del Senado, y en todos los casos los planteos han sido los 
inversos a los relatados con respecto a su aprobación, 
sobre algunas actitudes que pueden ser censurables de 
quien fuera Fiscal de Corte, el doctor Peri Valdez. 


De todos modos, la razón que es absolutamente inacep- 
table es la que señala su filiación política. No hay ninguna 
instancia que se conozca en la cual, en su larga acción como 
Fiscal, sele haya llamado la atención por haber incumplido 
la disposición constitucional que le impide acciones políti- 
cas. Creo que se está cometiendo un error al revés. En 
nuestra primera intervención decíamos que no era acepta- 
ble señalar la posición político partidaria como un argumen- 
to, en ningún sentido, ya sea por parte de quien tiene la 
responsabilidad de la propuesta, o sea el Poder Ejecutivo, 
como así tampoco por parte de quienes tienen la potestad 
de su aceptación o rechazo, es decir, los Legisladores. 


Aclarado este aspecto, deseo referirme a otro punto que 
nos parece importante porque creo que en varias exposicio- 
nes -también a la que hago referencia- se confunden dos 
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cosas absolutamente diferentes que incorporamos en nues- 
tra presentación original. Por un lado, tenemos la provisión, 
de manera definitiva, del cargo que debe ser, como lo 
establece la Constitución, a través de una propuesta envia- 
da al Senado y con una mayoría especial de tres quintos de 
votos. Sobre el particular, lo repetí, en el mes de abril el 
Poder Ejecutivo envió a este Senado dicha propuesta. Por 
otro lado, totalmente diferente, está la situación que se da 
en el momento en que la doctora Fajardo renuncia por las 
disposiciones legales correspondientes y queda acéfalo el 
cargo. En este caso de acefalía es obligación del Poder 
Ejecutivo -creo que sobre esto no puede haber dos opinio- 
nes- subsanar la situación, encargando provisoriamente de 
la función a una persona; en este caso fue propuesta la 
doctora Guianze. No creímos que fuera necesario comuni- 
carlo a nadie porque es tan obvia la necesidad de tomar esa 
decisión para evitar el vacío que se daba de hecho, que 
actuamos en consecuencia. Hechas estas aclaraciones, 
quiero referirme a algo más. 


Se nos ha acusado por parte del interpelante -y ya nos 
referimos al tema- de manera extremadamente fuerte nada 
más ni nada menos que sobre este punto en particular. 
Fíjense que el punto en discordia es si se recurrió o no al 
Fiscal en lo Civil más antiguo y si existe una disposición que 
obligue aeso. Por ese tema, en particular, fuimos acusados 
de haber hecho un quiebre institucional, quizás el más 
grande de los últimos años. Imagino que debe ser después 
de la dictadura. Por supuesto que esto es absolutamente 
inadmisible, y fue aceptado por otros Legisladores de la 
misma Bancada cuando se dice que se comparte el planteo 
del señor Senador interpelante. 


También se ha dicho que lo que está en juego es la 
democracia y que esta está en deterioro. Adhiero a las 
palabras del señor Senador Korzeniak alos efectos, simple- 
mente, de evitar tensar más una cuerda que me parece 
incorrectamente tensada. Creo que estos son, más que 
nada, fuegos de artificio, quizás resultado de que esta 
sesión está siendo trasmitida en directo por la televisión 
nacional. No creo que esa sea la forma de llamar al diálogo; 
en realidad, pienso que la manera de llamarlo fue claramente 
establecida -y eso lo reconozco con placer- por los señores 
Senadores Abreu y Breccia. Pero en ese contexto quiero, al 
mismo tiempo, rescatar del planteo hecho por el señor 
Senador Larrañaga, más allá de todas estas cosas que 
critico -y quiero criticar, porque tengo un particular respeto 
por su persona y por el Partido que representa-, la propues- 
ta que nos hiciera de un diálogo abierto para encontrar 
solución al tema de la Fiscalía de Corte. 


Señor Presidente: quiero aceptar la propuesta y aumen- 
tarla diciendo que estamos dispuestos a dialogar sobre el 
tema de la Fiscalía de Corte, de los órganos de contralor y 
de todos los Entes Autónomos, y volver a discutir el plan- 
teo que hace ya varios meses, al comienzo de esta Adminis- 
tración, pusiéramos a consideración de los Partidos de la 
oposición. Estamos dispuestos a ello y estamos invitando 
en este momento al Partido Nacional y al Partido Colorado 
a discutir sobre esto, incluyendo en el plazo que sea nece- 
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sario -no estamos hablando de 24 ni de 48 horas- todos 
estos temas en un diálogo abierto que permita resolver no 
sólo un problema, sino varios. Es público y notorio que el 
Poder Ejecutivo ha mantenido posiciones sin cubrir en los 
Entes Autónomos y es público y notorio que no se ha 
resuelto el problema de la integración del Tribunal de Cuen- 
tas y de la Corte Electoral. 


En consecuencia, señor Presidente, adelanto lo siguien- 
te: creo muy conveniente esta instancia de diálogo como 
una forma de resolver todos los problemas que están plan- 
teados, para bien de la democracia y no exclusivamente de 
un Partido. En ese sentido, en respuesta a las alusiones a la 
Presidencia del Frente Amplio que ejerzo, quiero aclarar que 
estoy aquí -y con mucho orgullo- en mi calidad de Ministro 
de Educación y Cultura. No comparezco ante el Senado 
como Presidente de una fuerza política, porque no corres- 
ponde, sino que lo hago -reitero- como titular de una Car- 
tera, y como tal y como integrante del Poder Ejecutivo digo 
públicamente que aceptamos la propuesta y que la amplia- 
mos a todas estas otras situaciones que también requieren 
del diálogo para su resolución. No establecemos fechas, 
porque eso dependerá de cómo se trabaje en el diálogo. 


Esto era lo que queríamos plantear. 
Muchas gracias. 


SEÑOR LARRAÑAGA.- Pido la palabra para contestar 
una alusión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR LARRAÑAGA.- Señor Presidente: hemos hecho 
un ofrecimiento para buscar un camino de entendimiento en 
lo que tiene que ver con el tema de la Fiscal de Corte que, 
además, de nuestra parte tiene una enorme imputación de 
inconstitucionalidad, tal como lo hemos expresado aquí en 
Sala. Ese es el ofrecimiento que nuestra colectividad polí- 
tica hacía, teniendo en cuenta además que hemos pedido al 
señor Presidente del Senado que se trate por el Cuerpo la 
venia solicitada por el Poder Ejecutivo en el caso de la Fiscal 
propuesta, doctora Mirtha Guianze. Obviamente, como se 
desprende de esta discusión y de los antecedentes, dicha 
votación va a resultar negativa. 


Ahora bien; estamos contestes en que se convoque al 
diálogo, pero establecemos un plazo porque nos parece 
importante, ya que no se trata de un tema menor. Nos 
debemos fijar el plazo para la semana que viene, porque 
nuestra colectividad política, el Partido Colorado y presti- 
glosos constitucionalistas sostienen que la encargatura 
provisoria que hizo el Poder Ejecutivo es inconstitucional, 
y este debe ser un tema de previo y especial pronunciamien- 
to. Me parece que es importante ganar confianza y buscar 
acordar sobre el tema de la Fiscal de Corte, tal como lo 
hemos propuesto en nuestra intervención anterior, señor 
Presidente y señor Ministro. 
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El señor Ministro habló acerca de elevar la posibilidad 
de diálogo al tema de los Entes Autónomos y los Servicios 
Descentralizados. Son cosas diferentes. Ante esto, también 
todo el Partido Nacional ha dicho al señor Presidente de la 
República, a los señores de la Bancada de Gobierno y a los 
señores integrantes del Poder Ejecutivo que el Partido 
Nacional no va a participar de los Entes Autónomos y 
Servicios Descentralizados. Esa oportunidad precluyó y 
mala cosa le haríamos al país si damos la sensación de que 
estamos en una especie de negociación, de “toma y daca”, 
de trueque, entre la designación del Fiscal de Corte y la 
integración de los Entes Autónomos y Servicios Descentra- 
lizados. Por lo tanto, ante esa gentil propuesta del señor 
Ministro decimos que no, que ha terminado el tiempo del 
Partido Nacional para esa integración. 


Con relación al tema del Tribunal de Cuentas y de la 
Corte Electoral, estamos dispuestos a conversar, señor 
Ministro, pero resolvamos lo primero y no ambicionemos 
arreglar todo ahora, por favor. Me parece que si metemos 
todo, también podríamos incluir la política exterior, la re- 
elección, el voto consular, el debate educativo, el debate 
sobre defensa nacional, la política productiva, la reforma 
tributaria y no sé cuántos temas más. Y si metemos todo, no 
vamos a resolver nada. 


En consecuencia, señor Presidente y señor Ministro, 
retomemos la idea original. Estamos satisfechos de que el 
Poder Ejecutivo, en boca del señor Ministro, haya dicho 
que acepta la posibilidad de dialogar para nombrar un Fiscal 
de Corte de consenso entre todos los Partidos. Pero bus- 
quémoslo, eso sí, porque el Partido Nacional ha hecho esta 
interpelación por considerar que el nombramiento que se 
hizo es inconstitucional; por lo tanto, la resolución de este 
tema urge. En consecuencia, resolvámoslo y, después, se- 
guramente podremos estar en condiciones de buscar cami- 
nos de entendimiento para lo demás, una vez construidos 
esos puentes de acuerdo y de confianza. 


Con respecto al tema de los Entes Autónomos y Servi- 
cios Descentralizados, reitero que el Gobierno está 
incumpliendo; no ha provisto todos los cargos, aunque 
debería haberlo hecho. Ha estado pasando el tiempo y se 
mantiene una integración irregular de los Entes Autónomos 
y Servicios Descentralizados. 


No mezclemos las cosas, señor Presidente y señor Mi- 
nistro. 


Deseo hacer una precisión, que prometo es la última. La 
renovación del Tribunal de Cuentas y de la Corte Electoral 
no pone en juego ningún tema de inconstitucionalidad. Sin 
embargo, en el que nos ocupa sí estamos hablando de una 
importante violación de la Constitución de la República. Por 
lo tanto, creemos que sería una buena noticia para el país 
que el sistema político, con todos los Partidos autocon- 
vocados, pudiera arribar a un entendimiento. 


Nada más, muchas gracias. 
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SEÑOR SANGUINETTI.- Pido la palabra para contestar 
una alusión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR SANGUINETTI.- Señor Presidente: el debate va 
teniendo una deriva particular que nos está llevando más 
allá del motivo central. Aquí hemos venido a discutir la 
constitucionalidad de una medida. Francamente, nosotros 
la consideramos inconstitucional y no encontramos válidos 
los argumentos expuestos. Es más; luego de oírlos creemos 
con más razón aún que estamos ante una situación de 
inconstitucionalidad. En consecuencia, reitero lo que seña- 
lé hace un rato. Si el Poder Ejecutivo está dispuesto a 
habilitar, cuanto antes, el debate o el pasaje de este tema al 
Tribunal de lo Contencioso Administrativo, bastará con 
que se resuelva el recurso administrativo insistiendo en el 
acto, para que podamos abrir ese camino que el propio señor 
Senador Korzeniak manifestaba. 


Por otra parte, sigue flotando y repicando una pregunta 
que no ha sido contestada. Esta encargaduría provisoria, 
¿qué término tiene? ¿Hasta cuándo va a seguir? ¿Es real- 
mente una situación transitoria, como se ha dicho? Que el 
Estado de Derecho está en juego, no lo decimos nosotros. 
Al respecto, voy a volver a leer -porque evidentemente no 
he sido escuchado con atención- lo que dijo la doctora 
Guianze: “No compartimos que las subrogaciones se trans- 
formen en interinatos porque quien ocupe el cargo debe 
cumplir con el requisito constitucional de la venia de los 
tres quintos del Senado. Por eso no asumiría un interinato 
que en los hechos significara desconocer una norma cons- 
titucional. Esto es una cuestión de principio y de respeto al 
Estado de Derecho porque en forma oblicua no se puede 
acceder a un cargo soslayando lo que la Constitución 
manda”. Quiere decir, entonces, que si estamos ante una 
encargaduría provisoria sería bueno saber cuál es el límite 
temporal, el concepto con el cual se lo asume, porque no 
puede ser “sine die”. Considero que estas dos interrogantes 
son sustantivas y siguen constituyendo el núcleo central 
de este debate. 


Por otra parte, si se da la oportunidad de poder dialogar 
sobre la Fiscalía de Corte, lo haremos con el mismo espíritu 
constructivo que hemos tenido siempre. Esta Cámara es 
testigo de la actitud que ha tenido el Partido Colorado desde 
el primer día. Hemos sostenido nuestras posiciones con 
claridad, con racionalidad, con sensatez y con espíritu 
constructivo. De todas formas, debe quedar claro que no 
queremos mezclar esto con otros temas que van a lucir 
delante del país entero como que estamos en una relación 
de comercialismo político que no sería bueno para nadie. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Senador 
Moreira. 
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SEÑOR MOREIRA .- Señor Presidente: no hay dudas de 
que esta interpelación ha tenido alternativas muy variadas. 
Hemos comenzado con una detallada y minuciosa exposi- 
ción del miembro interpelante en la cual, a nuestro juicio, ha 
demostrado con abundantes ejemplos y citas doctrinarias 
que nos encontramos ante un claro caso de violación de la 
Constitución de la República por varias razones, pero sobre 
todo, por lo que se ha dicho y ha sido reconocido por la 
propia Fiscal encargada interinamente. Confieso que des- 
pués de haber escuchado al señor Senador Korzeniak hablar 
de encargatura y de leer esta resolución que, con respecto 
a la doctora Élida Fajardo Balbuena, dice “Encárgase 
interinamente”, mientras que al hacer referencia a la Fiscal 
Guianze establece “Encárgase provisoriamente”, no alcan- 
zo a distinguir bien la diferencia, el preciosismo jurídico de 
la encargatura interina y de la encargatura provisoria. El 
señor Ministro de Educación y Cultura ha dicho que el 
criterio utilizado en los dos casos es el mismo, que aquí no 
se usó el criterio que históricamente se utilizó, que es el 
previsto por el artículo 26 de la Ley N* 15.365, a través del 
cual seencarga la subrogación a la Fiscal Civil más antigua. 
Se encargó a la doctora Fajardo porque al Poder Ejecutivo 
le pareció la más indicada para el cargo, pero en el caso de 
la doctora Mirtha Guianze desconozco por qué razón se la 
encargó, máxime si consideramos que el señor Ministro ya 
sabía que no contaría con los votos del Partido Nacional ni 
del Partido Colorado para su nombramiento en forma defi- 
nitiva, tal como dispone el inciso 13 del artículo 168 de la 
Constitución de la República. El Presidente del Directorio 
del Partido Nacional fue claro al señalar que nosotros 
sentimos eso -de lo cual tuvimos conocimiento por la pren- 
sa- como un factor de irritación. Estas dos colectividades 
políticas habían adelantado que no iban a prestar su voto 
para designar definitivamente a la doctora Guianze y, sin 
embargo, se la nombra en forma interina y todavía no 
sabemos -porque no se ha respondido- por cuánto tiempo 
se la encarga. 


El señor Senador Korzeniak comparó esta encargatura 
con la del General Manuel Saavedra como Comandante en 
Jefe del Ejército Nacional, pero hay una enorme diferencia. 
El Presidente de la República tiene el Mando Superior de las 
Fuerzas Armadas y puede encargar la Comandancia del 
Ejército a cualquier General por el tiempo que quiera, porque 
no necesita venia del Senado. No obstante, para el caso del 
que estamos hablando sí se requieren los tres quintos de 
votos del Senado. 


Aunque el señor Ministro dice que no, en dos oportuni- 
dades le escuché decir que la discrecionalidad es propia de 
la actividad administrativa y que el Poder Ejecutivo tiene 
absoluta discrecionalidad en el cumplimiento de sus fines. 
Reitero que luego el señor Ministro aclaró que no había 
dicho eso, pero insisto en que yo lo escuché. Quizás se 
equivocó y vale la rectificación. Aquí, precisamente, lo que 
no vale es la discrecionalidad; lo que vale es el criterio 
restrictivo, porque por algo la Constitución de la República 
desde 1934 exige una mayoría especial para designar al 
Fiscal de Corte y Procurador General de la Nación, en tanto 
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se trata de alguien que cumple una función esencial en la 
recta administración de justicia del Uruguay. Es una de las 
dos patas de la administración de justicia uruguaya. Por ese 
motivo la disposición constitucional exige una mayoría 
especial del Senado, esto es, un grado de consenso político 
mayor que el que se requiere para otro cargo, para los 
Oficiales Superiores, para los Jefes de misión, etcétera. 
Aquí no hay venia ficta, sino venia expresa del Senado, 
donde faltan dos votos, o de la Comisión Permanente don- 
de, como dijo el señor Senador Korzeniak, falta un solo 
voto. Tengan claro que no van a conseguir los dos votos ni 
el voto porque estas dos colectividades ya adelantaron 
firmemente que no apoyarán a esta candidata. Si antes no 
estábamos dispuestos a darle nuestro apoyo por determina- 
das razones, y si consideramos violatoria del texto y del 
espíritu de la Constitución su encargatura provisoria - 
reitero que estos dos Partidos Políticos habían adelantado 
su voluntad de no acompañar su nominación-, el hecho de 
que se insista con su nombre nos parece muy mal. Tengo 
sobre la mesa el editorial de El Observador que leía el señor 
Senador Sanguinetti, y en determinado momento dice, entre 
otras cosas, que en el caso de la Fiscalía de Corte, el 
Gobierno no pudo obtener el apoyo de Senadores y agrega 
que, ante esta situación de mantener a su candidata al 
cargo, se pergeñó la idea de reformar la ley del Ministerio 
Público y Fiscal para que una mayoría simple de Legislado- 
res, con la que el Gobierno cuenta, designara un Fiscal de 
Corte para un interinato. Se hace referencia, concretamente, 
a la modificación del artículo de la Ley N* 15.365 que aquí 
se dice que no se aplica a este caso. Me pregunto: si no se 
aplica, ¿para qué se quería modificarlo? Ante ese hecho, la 
propia Magistrada postulada afirmó que es una cuestión de 
principios y de respeto al Estado de Derecho, porque en 
forma oblicua no se puede acceder a un cargo soslayando 
lo que la Constitución manda. Sin embargo, ahora la Fiscal 
Guianze está aceptando sin más trámite esta designación, 
que incluso en principio fue con mantenimiento de su cargo 
de Fiscal Letrada en lo Penal. 


El doctor Gonzalo Aguirre previno sobre esta situación 
cuando presentamos la moción de interpelación, que en 
aquel momento se mantenía. Era una situación irregular si 
las hay, porque la realidad era que esta jerarca se mandaba 
así misma. Incluso se podrían haber planteado recusaciones; 
era una situación absolutamente contradictoria e insalva- 
ble, que afortunadamente después se corrigió. 


Pero además, en la edición de Brecha del 22 de setiembre 
de 2006, la doctora Guianze dice que si se da el caso de 
vacancia temporal en la Fiscalía de Corte, correspondería 
por analogía una subrogación rotativa en el cargo por 
períodos cortos. El periodista le pregunta si esto resolvería 
el problema, alo que ella contesta que es muy dudoso lo que 
pueda hacer legítimamente el subrogante, porque no cuenta 
con la venia del Parlamento, y que poresoiban a realizar las 
consultas jurídicas. Agrega que por algo -esto fue leído por 
el señor Senador Sanguinetti- la Constitución prevé que la 
venia del Fiscal de Corte debe contar con una mayoría 
especial de tres quintos: porque para actuar debe estar 
respaldado por la mayoría del sistema político, y concluye 
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que en el nombramiento está la génesis de la independencia. 
Entonces, en este nombramiento está la génesis de la de- 
pendencia; ella misma lo manifestó claramente. No se ha 
generado en este caso independencia técnica, que es sagra- 
da para la sabia administración de la justicia. Se ha desig- 
nado una Fiscal de Corte “encargada” o como se le quiera 
llamar, pero puede cumplir todas las mismas funciones que 
quien ejerce el cargo en forma definitiva. No sabemos por 
qué plazo, pero sí sabemos que la encargatura presupone 
que tiene todas las potestades y facultades de un Fiscal 
definitivo, a pesar de que no cuenta con los tres quintos de 
votos ni con el consenso político necesario de este Cuerpo, 
que ha sido olímpicamente ignorado en este caso. 


Se han traído a colación antecedentes de casos similares 
al que está en este momento planteado, y siempre que los 
Fiscales no han obtenido las mayorías, se ha cambiado el 
nombre. Sin embargo, en este caso el único nombre pro- 
puesto ha sido el de la doctora Guianze. Se nos ha dicho: “Si 
no les gusta, mala suerte; si no quieren sopa, dos platos”. 
Pero la doctora Guianze no va a ser Fiscal de Corte, porque 
nosotros no le vamos a dar el voto. Entonces, creo que es 
pertinente la propuesta del señor Senador Larrañaga: debe 
haber un pronunciamiento explícito de este Senado recha- 
zando la nominación por parte del Poder Ejecutivo de la 
doctora Guianze, porque quizás esto los haga repensar en 
cuanto a que no se debe designar en este cargo a una 
persona que no cuenta con el respaldo de las dos fuerzas 
políticas de la oposición aquí representadas. Tener la ma- 
yoría absoluta no significa tener siempre la razón o estar 
siempre asistido de la verdad. Buscar los consensos nece- 
sarios está siempre en la esencia de la actividad política; las 
mayorías a veces son sólo circunstancias de la vida política, 
y todos quienes hemos estado en esto muchos años bien lo 
sabemos, de modo que no debemos dejar que nos gane la 
soberbia de la mayoría absoluta. 


Busquemos los caminos de diálogo y de entendimiento, 
y para eso el Partido Nacional va a contribuir con la respon- 
sabilidad y la tolerancia que ha aportado a lo largo de toda 
su historia, porque hemos sido oposición durante mucho 
más tiempo que el que hemos sido Gobierno y siempre 
hemos cumplido ese rol de una manera seria, firme, cons- 
tructiva y democrática. Siempre exigimos el respeto a esos 
valores democráticos y reclamamos que no se viole la 
Constitución. He escuchado muchas veces al Presidente 
Vázquez - y me ha gustado oírlo- decir: “Dentro de la Cons- 
titución, todo; fuera de la Constitución, nada”. Sin embar- 
go, en este caso estamos fuera de la Constitución. 


Entonces, les pedimos que rectifiquen la decisión y encar- 
guen a otra persona mientras llegamos a los consensos nece- 
sarios, porque este es un factor irritante para estas colectivi- 
dades políticas. Esta persona no nos da las garantías que 
debemos exigir a tan alta investidura y, por otra parte, 
siempre se respetaron las mayorías, salvo en un caso: 
cuando Pacheco Areco designó en el cargo a aquel profesor 
de Derecho Penal de bastante triste historia. Y luego quedó 
demostrado su error, porque este señor participó decidida- 
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mente en la dictadura, con la cual nosotros no tuvimos nada 
que ver y con la cual siempre estuvimos radicalmente en 
contra. No nos duelen prendas en ninguna cuestión vincu- 
lada con este tema. 


Busquemos el diálogo y la tolerancia, más allá de que a 
veces no se incentivan. Estaba leyendo expresiones del 
señor Ministro, que es el Presidente de una colectividad 
política que tiene el 50% de los votos, con las cuales no 
podemos estar de acuerdo, porque realmente no parecen 
una invitación al diálogo, sino más bien un monólogo. Por 
ejemplo, se hace mención permanentemente a la “derecha”; 
parecería que todo el resto del espectro político uruguayo 
es la “derecha”. Se habla de la “derecha” antigua, que no 
quiere dialogar, conspirativa. Nosotros no somos la “dere- 
cha”; somos el Partido Nacional, un Partido con una larga 
historia de amor a las instituciones, de ejercicio responsa- 
ble de la democracia. Entonces, el señor Ministro de Educa- 
ción y Cultura, ámbito en el cual debe primar la inteligencia, 
el debate franco de las ideas, el intercambio de opiniones, 
la fineza y la tolerancia, no puede expresarse en estos 
términos, al barrer, haciendo referencia a la “derecha” an- 
tigua. Es como si yo, egresado de la Facultad de Derecho, 
dijera que la Universidad es más antigua que la propia 
derecha, porque sigue siendo centralista y no se ha trans- 
formado. Sin embargo, nosotros no acudimos a esas expre- 
siones. Pero no admitimos que se nos ofenda; está bien que 
se nos invite al diálogo, pero con lenguaje, con estilo y con 
argumentos. Noes lógico que se comience con ofensas para 
después decir que se nos invita al diálogo. Empecemos 
respetándonos; está en la tapa del libro, porque de lo 
contrario va a ser muy difícil que logremos entendernos. El 
Presidente del Honorable Directorio del Partido Nacional ya 
anunció la disposición de nuestra fuerza política a compar- 
tir esta responsabilidad de darle una solución a esta asig- 
natura pendiente. Nosotros estamos dispuestos a poner- 
nos a trabajar ahora mismo, en un momento o cuando 
ustedes quieran, con la mejor disposición. 


SEÑOR HEBER.- ¿Me permite una interrupción, señor 
Senador? 


SEÑOR MOREIRA.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR HEBER.- Viene al caso interrumpir al señor Sena- 
dor Moreira, porque nos da la sensación de que el Gobierno 
tiene un problema con los puentes. Nosotros levantamos 
los puentes para poder dialogar y estos se bloquean o 
autobloquean. Fíjense como son las cosas: hoy, el Presi- 
dente del Directorio del Partido Nacional como Senador, 
planteó mantener un diálogo y como hace sólo unos minu- 
tos el señor Ministro estaba diciendo que también lo 
consideraba necesario, consideramos que lo que habría que 
haber respondido era que sí se aceptaba. No obstante, se 
agregaron temas que se sabe que hace mucho tiempo están 
trancados y, tal como manifestó el señor Senador Larrañaga, 
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se está hablando de diálogo, pero no se dialoga. Se propone 
el diálogo, pero se comienza a echar culpas. Se ingresa en 
dos temas en los que es público y notorio que no nos hemos 
puesto de acuerdo: los Entes Autónomos y los organismos 
de contralor. ¿Por qué? ¿Por qué no se dice que sí a la 
invitación propuesta por el Presidente del Directorio del 
Partido Nacional y que ha sido aceptada por el señor Se- 
cretario General del Partido Colorado, en cuanto a intentar 
juntar los tres quintos necesarios para esto? Había que 
responder que sí, nada más. Sin embargo, se hizo mención a 
temas que han quedado trancados. Se ve que el Gobierno tiene 
problemas con los puentes tanto fuera como dentro del país. 
Creo que se nos ha tratado de minimizar o de juzgar, pero no 
aceptamos al Tribunal Breccia que aplazó a nuestro miembro 
interpelante. No creemos que nuestro miembro interpelante 
merezca, luego de una brillante exposición, ser aplazado por 
nadie. En todo caso debería haber sido contestado, aclarado o 
fundamentado. El señor Ministro, que es ingeniero químico, me 
ha hecho recordar al señor Senador Mallo -a quien tanto hemos 
mencionado en la tarde de hoy- cuando en una discusión en 
una Comisión dijo: “Usted tiene un problema de amor no 
correspondido: usted quiere al Derecho, pero el Derecho no 
lo quiere a usted”. Entonces, el señor Ministro que, reitero, 
es ingeniero químico, tiene un problema de corresponden- 
cia de amor por el Derecho: no ha planteado hoy aquí 
argumentos suficientes y contundentes como para rebatir 
lo que nuestro miembro interpelante ha manifestado. 


El señor Senador Moreira hablaba de la predisposi- 
ción y creo que fue bastante claro cuando mencionó el 
mensaje que hace poco dio el Presidente del Frente Amplio, 
desde la explanada municipal. Se habló de un país que 
confronta y que busca la confrontación y nos sentimos 
aludidos; no nos sentimos la “derecha” y menos “anti- 
guos”. Lo que pasa es que la izquierda antigua se parece 
mucho a la derecha antigua. Tanto se parece que los Decre- 
tos que hoy sustentan la designación de la Fiscal Mirtha 
Guianze, son iguales a los utilizados por la derecha de hace 
treinta años.¡Vamos a ver quién es el antiguo! Por eso, 
señor Presidente, en esta instancia de discusión política 
reconozco que tengo un defecto que no puedo superar: no 
quiero llevar para mi casa cosas que se han dicho esta tarde 
en esta Sala. No se puede decir suavemente, como dijo el 
señor Ministro cuando fue reprochado por el señor miembro 
interpelante sobre el especial hincapié que hacía sobre la 
ciencia y la tecnología cuando en definitiva nada tenía que 
ver con lo que estábamos hablando, que tal vez no se prestó 
mucha atención, porque para nuestra colectividad este 
tema no importa. ¡Es una patadita que molesta! ¡No, señor 
Ministro, así no! Si el señor Ministro habla de ciencia y 
tecnología tiene que explicar por qué lo hace, pero no 
corresponde tirar pataditas, porque trae consecuencias y 
confrontaciones. ¡No corresponde que diga que parte de 
los problemas que tenemos en la Universidad de la Repúbli- 
ca se deben a diez años de su Rectorado! ¡Después de diez 
años nuestra Universidad de la República no califica dentro 
del MERCOSUR! ¡Las Universidades y las Facultades uru- 
guayas no calificamos en el MERCOSUR ni figuramos en el 
mundo! Entonces, ¿dónde terminamos?, ¿subiendo la apues- 
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ta? Si se quiere dialogar, la invitación está expresamente 
hecha por el señor Presidente del Directorio del Partido 
Nacional. ¡Se dice que sí o que no! Se acepta o no se acepta, 
pero buscar vueltas a lo que no tiene y agregar temas lleva 
ano dialogar; dialogar significa responder al Partido Nacio- 
nal que está dispuesto a buscar los tres quintos que están 
faltando a que obliga la Constitución. 


SEÑOR PRESIDENTE - Puede continuar el señor Sena- 
dor Moreira. 


SEÑOR DA ROSA.- ¿Me permite una interrupción, señor 
Senador? 


SEÑOR MOREIRA.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR DA ROSA.- Señor Presidente: creo a esta altura 
de la noche y en función de lo que ha ido avanzando el 
debate, ha quedado muy clara la fundamentación que ha 
expuesto el miembro interpelante en cuanto a las fundadas 
razones para pensar que ha habido una trasgresión al artí- 
culo 168 de la Constitución. Por su parte, el señor Ministro 
ha rebatido esas fundamentaciones con otros argumentos 
jurídicos, ha expresado que no existe el más mínimo ánimo 
de parte del Poder Ejecutivo de incurrir en transgresiones 
constitucionales y ha manifestado su absoluta voluntad de 
apegarse a la Constitución y al estado de derecho. 


En el marco de esa situación y después del planteo 
hecho por el Presidente del Directorio del Partido Nacional, 
señor Senador Larrañaga, en cuanto a la necesidad o con- 
veniencia de un diálogo, creo que ha quedado claro que el 
nombre de la propuesta candidata para ocupar el cargo, no 
cuenta con las mayorías que requiere la Constitución. En 
todo caso, se oficializará a través de un pronunciamiento 
del Senado si es que se quiere que así se haga -se me ha 
informado que este tema está en condiciones de pasar al 
Senado- o, de lo contrario, en un paso de prudencia o 
sabiduría política, el Gobierno, el Poder Ejecutivo o la 
Bancada de Gobierno puede retirar el nombre y generar el 
ámbito de diálogo que tal vez debió existir desde el comien- 
zo de todo este proceso, para que logremos esa mayoría 
especial que reclama la Constitución. Además, considero 
que un Gobierno que cuenta con una mayoría como la que 
tiene, absolutamente legítima, porque emanó de las urnas y 
“vox populi, vox Dei”, es decir, la voz del pueblo es la voz 
de Dios -y digo esto para que no se presuma que se pretende 
cuestionar el ejercicio de esa mayoría-, tendría que ser más 
cuidadoso incluso que otros Gobiernos anteriores que no 
tuvieron esa mayoría. Precisamente, si la Constitución es- 
tableció un freno, una condición y una mayoría especial 
para obtener una anuencia de parte del Senado, es porque 
busca que ese pronunciamiento sea el de más de un Partido 
político, aunque uno de ellos tenga la mayoría en el Senado. 


Esto es lo que me cabe comoreflexión a esta altura de la 
noche y, naturalmente, como siempre en estas cosas, el 
Poder Ejecutivo es mano, es quien tiene que definir el 
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camino, ya seatomando el rumbo a seguir respecto al tema 
planteado de la candidatura propuesta, o en cuanto a gene- 
rar ese ámbito necesario que, repito, por equis razones no 
se dio. Se trata de algo que hoy todos reclamamos o expre- 
samos que estamos dispuestos a generar, por lo menos, 
para conversar sobre este tema y ver si logramos consensos 
que, por el bien de la democracia, sería bueno alcanzar, 
inclusive, superando la mayoría especial de los tres quintos 
establecidos en la Constitución. 


Agradezco la interrupción al señor Senador Moreira. 


SEÑOR PRESIDENTE .- Puede continuar el señor Sena- 
dor Moreira. 


SEÑOR MOREIRA .- Gracias, señor Presidente. 


En el mismo sentido, debo decir que toda mi colectividad 
política cree que esto es un parche violador de la Constitu- 
ción. Además, no nos convencen los argumentos dados en 
el sentido de que la Auditoría General de la Nación ha 
detectado cosas, ni las propias expresiones de la doctora 
Guianze, vertidas en la Comisión de Asuntos Administrati- 
vos. Por ejemplo, haciendo referencia a la situación actual 
del Ministerio Público y Fiscal, en algún momento habló de 
riesgos institucionales. ¡ Y vaya si en estos momentos estamos 
hablando de riesgos institucionales! Me parece que esto es 
demasiado. Sin embargo, luego baja al llano y expresa que allí 
no tienen fotocopiadora, locomoción, software, ni nada, por lo 
que la situación es calamitosa. Yo fui Intendente de Colonia y 
pregunto si la burocracia administrativa de un Ministerio, 
aunque no tenga un Fiscal de Corte, no puede proveer de todas 
esas cosas. No lo entiendo; se ve que hay una omisión funcio- 
nal muy importante, porque estas son cosas muy pequeñas, 
que se resuelven con la provisión diaria. Otra cosa es hacer una 
planificación a largo plazo, proyectar el Ministerio Público y 
Fiscal e implementar un proyecto de reforma de sus funciones. 
Pero para eso no nos alcanza con una Fiscal encargada 
provisoriamente y que, además, no cuenta con el consenso de 
las restantes fuerzas políticas. Por eso, preguntamos al señor 
Ministro por cuánto tiempo más se vaa mantener esta situación 
tan irregular. ¿Por cuánto tiempo se mantendrá? ¿Acaso por 
años? Al respecto, no hemos tenido respuesta. Entonces, 
vayamos por ese camino de entendimiento y de diálogo. Aquí 
ya se ha dicho, en forma recurrente, que tendemos nuestra 
mano, pero no con este nombre -y esto ya lo saben-; sin 
embargo, hasta ahora, el único nombre que la colectividad 
política que gobierna ha manejado es el de la doctora Guianze. 
Cambiemos la ficha, pues este nombre no camina para la 
provisión definitiva. Conversemos, hablemos, dialoguemos y 
cambiemos el estilo. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Ha llegado a la Mesa una moción 
del señor Senador Penadés en el sentido de que se prorro- 
gue el tiempo de que dispone el orador. 


Se va a votar. 


(Se vota:) 
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-24en 25. Afirmativa. 
Puede continuar el señor Senador Moreira. 


SEÑOR MOREIRA.- Culmino mi exposición reiterando 
nuestra disposición al diálogo para ayudar al cumplimiento 
de lo preceptuado, claramente, en el numeral 13) del artículo 
168 de la Constitución de la República, pero, naturalmente, 
con otro nombre. Manifestamos la voluntad de acordar con 
inteligencia y es el señor Ministro quien puede poner fin a 
esta situación de inmediato, terminando con esta situación 
de encargatura. Pero, repito, utilizar el mismo nombre que no 
contaba con el respaldo de las restantes fuerzas políticas 
presentes en el Senado, se sabía que no sería un elemento 
de concordia, sino de irritación. 


Terminemos con las irritaciones y volvamos a las con- 
cordias; ofrezcan los señores Senadores del Partido de 
Gobierno su propuesta, pongámonos de acuerdo y tenga- 
mos, por fin, una Fiscal de Corte que cuente con los dieci- 
nueve votos del Senado de la República -con los tres 
quintos de votos- lo cual, en este caso, ha sido ignorado. 
O, como decía el señor Senador Korzeniak, que cuente con 
los tres quintos de votos de la Comisión Permanente, donde 
con uno solo ya alcanzaría. 


Nosotros seguimos manifestando nuestra disposición 
para ese diálogo y ojalá ello suceda en el más corto tiempo 
posible porque, además, enfrentamos la posibilidad de te- 
ner una cantidad de impugnaciones, dado lo irregular de 
esta designación y de las responsabilidades emergentes 
para el Estado Uruguayo. El Partido Colorado ya lo ha 
hecho, como así también la doctora Silka Abella. Además, 
yase ha anunciado por parte de algunos Fiscales civiles que 
van a realizar impugnaciones, y nos preguntamos cuántos 
particulares, en los casos en que intervenga esta Fiscal, 
harán impugnaciones. ¿No habrá responsabilidad emer- 
gente para el Estado uruguayo? ¿Quién es responsable de 
eso? Nosotros no, porque estamos en contra. 


He finalizado, señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Continuando con la lista de ora- 
dores, tiene la palabra el señor Senador Rubio. 


SEÑOR RUBIO.- Señor Presidente: considero que este 
tema está agotado, por lo que seré muy breve. 


Aquí se ha planteado una propuesta por parte del Minis- 
terio de Educación y Cultura en nombre del Poder Ejecutivo 
-no es una invención del señor Ministro que, además, es 
Presidente de nuestra fuerza política-, en el sentido de 
cambiar el relacionamiento entre los Partidos, incluyendo 
un conjunto de temas que pueden ser los planteados o 
algunos de ellos. Se trata de una propuesta política amplia. 


Lo primero que pediríamos a los señores Senadores del 
Partido Nacional es que lo piensen un poco. En realidad, dar 
una respuesta en la cual se dice que sólo se discute este 
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tema sobre la base de determinada condición, no es querer 
conversar. ¿Cuál es la conversación? Nosotros estamos 
dispuestos a dialogar para introducir o reintroducir un poco 
de civilización política en este país, porque nos parece que 
el tono que han tomado las cosas no es el adecuado. Sin 
embargo, eso supone determinadas condiciones. La prime- 
ra condición es no predeterminar desde ya cuál va a ser el 
resultado y la segunda, retirar la colección de agravios que 
se han volcado esta noche, en esta Sala. Digo esto porque, 
verdaderamente, la segunda parte de la intervención del 
señor Senador Penadés, aunque no la comparto, me pareció 
sólida, pero no la primera, donde en cinco minutos -lo 
controlé- desgranó veinte acusaciones, de las más graves 
que he escuchado en este país desde la salida de la dicta- 
dura. Por tanto, lo único que digo es que por ese camino no 
transitamos. No vamos a ninguna parte hasta que aquí no 
se retire este tipo de agravios. ¿Por qué? Porque hay cues- 
tiones que hacen a la sustancia de la política y de la ética de 
las personas. Si el señor Senador Sanguinetti quiere seguir 
el camino del Tribunal de lo Contencioso Administrativo, 
que así sea; puede ser una posibilidad, si no hay otra 
alternativa para este problema. Pero ese es un camino 
dentro del campo del Derecho; ese es uno de los caminos 
posibles, pero no el de proferir una colección de epítetos de 
los más gruesos. Además, la Bancada de gobierno no está 
intranquila con el fondo del problema; lo está en lo político. 
Debo decir que no me gusta el manoseo de las personas y 
considero que la doctora Mirtha Guianze -que tendrá ono 
el respaldo parlamentario de los tres quintos de votos- es 
una de las personalidades más dignas y brillantes de este 
país. Y no es cierto que dijo una cosa y después aceptó otra. 
No se puede juzgar a las personas y a su ética en base a 
titulares de diarios que no se sabe cuál es el origen que 
tienen. Ella se estaba refiriendo a un proyecto relativo a la 
figura del Interinato y no a esta encargatura, que es un 
asunto de características absolutamente diferentes. 


Aquí, señor Presidente, durante meses no se fue claro. 
Entonces, ¿el Gobierno va a retirar y a poner nombres, 
sometiendo a la gente a una situación de desgaste en lo 
personal, en lo ético, con todo lo que esto significa para 
quienes dedicaron a esta actividad gran parte de su vida? 
Reitero que no se fue claro; recién se es claro esta noche. 
A mijuicio, algunos Legisladores del Partido Nacional por 
primera vez son claros esta noche. Es cierto que el señor 
Senador Penadés lo adelantó en una polémica que mantuvi- 
mos, indirectamente, en la sección de Cartas de los Lectores 
del Semanario Búsqueda. Pero hasta ese momento no era 
nítido que el Partido Nacional o sus Legisladores se opo- 
nían por la historia -fenomenal legado de los Gobiernos 
anteriores-, por el lío entre Guzmán y Peri Valdez. Eso no 
estaba, como tampoco estaba arriba de la mesa el tema -y no 
creo que sea compartido por toda la oposición del país- de 
que no nombran, como dijo el señor Senador Larrañaga, a la 
doctora Mirtha Guianze porque, según él, es del Frente 
Amplio. A mí me parece que eso es un agravio a la historia 
del Partido Nacional. Además, si ese fuera el comportamien- 
to que nosotros tomásemos por respuesta, estaríamos yen- 
do hacia una situación, como dijo el señor Senador Heber, 
en la que no quede un solo puente. Entonces, no hubiéra- 
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mos llevado a cabo varios de los nombramientos que hici- 
mos en puntos que son muy sensibles y que tienen que ver 
con temas que ustedes conocen. Pongamos la situación en 
otros términos; acá hay una propuesta y se pueden recibir 
distintas alternativas. Las conversaciones políticas son 
cosas que van y vienen, tienen estos y otros bordes, pero 
no hagamos imposiciones, por las condiciones que se quie- 
ren introducir o por la reiteración de algunos argumentos 
que, a nuestro juicio -o ajuicio de la Bancada de Gobierno 
que también ha hecho consultas en profundidad desde el 
punto de vista jurídico-, no tienen sustento. En tal sentido, 
es muy diferente la acefalía, cuando no hay quien ejerza el 
cargo, al relevo temporal de quien está ejerciéndolo. No es 
lo mismo. Se podrá traer una biblioteca u otra, pero acá hay 
un problema planteado, en el sentido de que hemos hereda- 
do una situación terrible del Ministerio Público. ¿En qué 
aspecto? En todo lo que se refiere a la gestión del Ministerio 
Público, por la precariedad que han tenido las situaciones 
anteriores. Nosotros queremos una buena gestión del Mi- 
nisterio Público en el marco del Derecho. Y si dentro de este 
marco, la Constitución de la República y las leyes no nos 
imponen una solución predeterminada, no seguimos la so- 
lución predeterminada que quiere la oposición de este país; 
preferimos tomar otro camino, porque nos parece que hay 
otros valores en juego. Si vamos a discutir nombres, hay 
que hacerlo de otra manera. Para encontrar caminos hay que 
discutir, reitero, de otra manera y hay que saber cuáles son 
los presupuestos. Yo quiero Fiscales de Corte que orienten 
y que conduzcan el Ministerio Público para ejercer las 
funciones de defensa de los ciudadanos y del Estado. 
Quiero Fiscales que cumplan con las leyes y que si llega el 
momento en que hay recursos de casación ante la Suprema 
Corte de Justicia por casos de Derechos Humanos o de 
corrupción, no les tiemble la mano y no se dejen influir por 
cuestiones provenientes de otros lugares. 


Hay un conjunto de condiciones que, a nuestro juicio, 
la doctora Mirtha Guianze llena brillantemente. La oposi- 
ción dice que no. Entonces, después de ello, veremos. 
Podemos bajar la temperatura o subirla, pero no es voluntad 
del Gobierno subirla. Por eso, el señor Ministro Brovetto, en 
nombre del Poder Ejecutivo y de nuestra fuerza política, 
hizo la propuesta de esta noche; no la malinterpreten rápi- 
damente. No nos apresuremos. Me gusta más el tono del 
señor Senador Da Rosa: no nos apresuremos, es más sus- 
tantivo; si no se quiere meter en los Entes Autónomos, que 
no lo haga. El Gobierno no quiere imponerle condiciones a 
la oposición, pero ésta debe entender que la ciudadanía 
votó a los que estamos de este lado y que nosotros nos 
hemos tenido que “bancar” cosas que no serán inconstitu- 
cionales, pero son una grosería, una aberración respecto de 
la historia que tienen las tradiciones democráticas del Uru- 
guay, como es tener organismos de contralor con la cons- 
titución que tienen después de doce años y que van rumbo 
a ser vitalicios. En algún momento, puede que tengan que 
dar examen para saber si están en condiciones de poder 
seguir ejerciendo la función. 


Es todo lo que quería decir. 
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SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Senador 
Salsamendi. 


SEÑOR SALSAMENDI.- Señor Presidente: siguiendo la 
línea de razonamiento del señor Senador Rubio entiendo, 
sinceramente, que en este caso, ante una propuesta de 
diálogo, se dijo: “Dialoguemos”. Aceptamos hacerlo o rei- 
teramos nuestra predisposición a hacerlo, a lo que se con- 
testó que no. Se dijo: “Resuelvan tal y como estamos 
planteando las cosas y después, quizás, veremos”. Aquí, 
hoy se bloquearon los puentes, pero no al Gobierno, al 
Presidente del Frente Amplio ni asu Bancada; se bloquea- 
ron los puentes de diálogo al país y creo que esto es un gran 
error. Obviamente, ni yo, y creo que ninguno de mis 
compañeros, somos quienes para dar consejos o determinar 
cómo se debe actuar. Cada uno pone y expone su punto de 
vista y es la ciudadanía de este país quien va a resolver el 
tema. La verdad es que aquí se planteó dialogar, buscar la 
solución a un problema y se contestó que no. Si los Entes 
Autónomos podían no estar en el diálogo está bien, no se 
pretende asumir ese lugar -en mi opinión, equivocadamen- 
te-, pero decir que en el caso del Tribunal de Cuentas y de 
la Corte Electoral no hay ningún problema de 
inconstitucionalidad, francamente es algo que hace muy 
difícil intentar dialogar cuando se plantean las cosas en 
esos términos. Es absolutamente evidente que la Constitu- 
ción de este país determina una forma de integración de esos 
organismos y los mecanismos para hacerlo. ¿Se puede discutir? 
Sí, se puede, y nunca se nos ocurrió decir que por esa actitud 
de no prestarse a discutiren términos serios la integración de 
estos organismos, se estaba poniendo en juego el Estado de 
Derecho de este país. Esa es una acusación demasiado 
grave que sitúa las cosas en términos que hacen muy difícil 
poder tener la serenidad de espíritu suficiente como para 
dialogar de la manera en la que creo que desde hace mucho 
tiempo los uruguayos siempre manejamos. 


Comparto el deseo que planteaba el señor Senador Ru- 
bio de que esta respuesta de hoy no sea definitiva y que, 
efectivamente, se pueda ingresar, en cuanto al diálogo, en 
un terreno distinto. 


Además, supongamos sólo por un momento que hubiera 
que aceptar la tesis que hoy pretende plantearse desde la 
oposición como la correcta, y que se nos dijera -o que todos 
aceptáramos- que había que continuar designando indefi- 
nidamente alo ala Fiscal Civil más antigua, ante lo cual uno 
también tiene derecho a preguntarse: ¿hasta cuándo? ¿Has- 
ta cuándo se continuaría con ese esquema?, etcétera. Aquí 
se dijo que no hay problema, que no hay ningún tipo de 
problemas, que en realidad el país ha seguido funcionando, 
que no existieron inconvenientes y que se pudo trabajar 
normalmente desde el punto de vista de lo que se plantea en 
el marco del desarrollo de los cometidos del Ministerio 
Público y Fiscal. Reitero que supongo que partiendo de la 
base de que tampoco esto estaría bajo sospecha, la Auditoría 
Interna de la Nación señala que el prolongado período en el 
que ha permanecido el cargo de Fiscal de Corte y Procurador 
General de la Nación sin titular, sumado a la supresión de las 
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reformas en la estructura orgánica y funcional que se ha- 
bían instrumentado durante la gestión del último titular del 
Ministerio Público y Fiscal, provocaron una inercia en la 
gestión y un retroceso en los cambios que se venían 
gestando en el Organismo, que no han contribuido a un 
eficaz y eficiente cumplimiento de los cometidos. Lo dice la 
Auditoría Interna de la Nación; no esta mayoría parlamen- 
taria; no el querido Ministro Brovetto; no el Presidente de 
la República. Bueno, se puede aceptar o no, pero que existe, 
existe, que las hay, las hay y que el problema está, está. 
Entonces, uno se puede preguntar en qué situación esta- 
mos. Es verdad que una mayoría de diecisiete Senadores 
hace que no se llegue a los tres quintos de votos ni tampoco 
a los dos tercios en otros casos. Aparentemente, lo que 
debe hacer para lograr el diálogo, no quebrar el estado de 
Derecho, ni entrar en una especie de sistema de facto sería 
decir, por ejemplo: “Señores de la oposición, propongan un 
nombre que nosotros lo aprobaremos”. Es obvio, muy 
obvio, que eso no es respeto a las minorías; eso es lisa y 
llanamente pretender desconocer el resultado, el veredicto 
de las urnas, de los uruguayos. 


Venía bastante preparado porque, además, esta es casi 
la única razón por la que estoy aquí hoy y tenía un larguísimo 
alegato jurídico que podría hacer sin problemas en cual- 
quier otro momento, porque lo he traído escrito. Sin embar- 
go, el señor Senador Breccia me sacó casi toda la letra y el 
señor Senador Korzeniak hizo lo propio con el resto que me 
podía quedar. Pero insisto en que lamentablemente hemos 
llegado a un momento en el que estamos en un diálogo de 
sordos. Tengo toda laimpresión, y no me considero brillan- 
te por darme cuenta de esto, de que más allá de que digamos 
cualquier cosa, argumentemos lo que argumentemos, lo que 
hoy vamos a encontrar enfrente es el mismo planteo con el 
que se partió. Dialogar es otra cosa; es, por lo menos, 
reconocer que cuando se hace un determinado comentario 
sobre lo que implica la discrecionalidad de la Administra- 
ción para el manejo de determinados aspectos -lo que figura 
en cualquier manual del mundo de Derecho Administrativo 
que se precie de tal- y luego de aclarado, porque puede 
suceder que en un relato rápido se produzcan confusiones 
o que en un momento no se haya escuchado o se haya 
entendido mal, se insiste con una interpretación que, en 
realidad, lo único que pretende es llevar agua para el molino 
de la oposición. Esto es algo que previamente ya se había 
asumido, por lo que es obvio que no hay diálogo. Es muy 
difícil porque no hay bases para dialogar. 


De todos modos, señor Presidente, quisiera culminar 
señalando simplemente que no perdemos la esperanza y la 
expectativa, porque reconocemos plenamente la necesidad 
de encontrar soluciones a los problemas institucionales y 
de lograr que quizás alguna vez -porque ya llevamos mucho 
tiempo sin poder hacerlo- este Senado pueda, por ejemplo, 
designar a un Ministro de la Suprema Corte de Justicia, 
efectivamente, con el voto de los dos tercios de sus miem- 
bros o integrar los organismos de contralor de acuerdo con 
la Constitución. Reitero que no voy a cometer el increíble 
agravio que recibimos más temprano de decir que quienes 
hoy están ilegítimamente en una posición de mayoría en 
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órganos de contralor y se niegan a dialogar sobre ellos, 
están violando el Estado de Derecho o instalando un siste- 
ma de facto, etcétera. Tampoco diríamos que por ello no 
vamos a respetar los preceptos de la Corte Electoral o del 
Tribunal de Cuentas. Vuelvo a decir que esperamos franca- 
mente que podamos encontrar una solución sensata a este 
tema, más allá de reiterar que, en este caso -y no tengo la 
menor duda-, el Ministerio de Educación y Cultura ha actua- 
do con arreglo absoluto a Derecho. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PENADES.- Pido la palabra para una cuestión de 
orden. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR PENADES.- Desde hace largo rato se encuentra 
en la Mesa una moción que tiene relación con este tema y 
solicitaríamos se tratara en este momento. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No es posible, señor Senador. 
SEÑOR PENADES.- Lo imaginé, señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No es posible, porque el literal 
D) del artículo 69 del Reglamento, en la página 22, indica: 
“Al iniciarse la media hora anterior al término establecido 
para las sesiones, se interrumpirá el debate en el caso de 
haber sido planteadas las siguientes cuestiones de orden: 
1. Asuntos de economía interna del Senado; 2. Preferencias 
para la inclusión de asuntos en el Orden del Día;...”. Preci- 
samente, la moción que han presentado está vinculada con 
un asunto a ser incluido en el orden del día. 


SEÑOR PENADES..- ¿Cuándo se debería plantear, señor 
Presidente? 


SEÑOR PRESIDENTE.- Antes de que el señor Senador - 
que es el último orador anotado- haga uso de la palabra, se 
pondrá a consideración. 


SEÑOR GALLINAL.- Si me permite, señor Presidente, 
solicito que nos recuerde la moción presentada. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léase la moción presentada. 
SEÑOR SECRETARIO (Arq. Hugo Rodríguez Filippini).- 


“Mocionamos para que se incluya como primer punto 
del orden del día de la sesión del Senado de la República 
del 8 de noviembre de 2006, la iniciativa del Poder 
Ejecutivo para designar a la Dra. Guianze como Fiscal de 
Corte y Procuradora General de la Nación”. Firman los 
señores Senadores Gallinal, Moreira, Heber, Penadés, 
Lapaz, Da Rosa, Long, Lara, Larrañaga, Abreu y Antía. 
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SEÑOR PRESIDENTE. - Continuando con la lista de ora- 
dores, tiene la palabra el señor Senador Lara. 


SEÑOR LARA GILENE.- Señor Presidente: hemos escu- 
chado con enorme atención la participación de los compa- 
ñeros del Senado, así como las explicaciones del señor 
Ministro donde, indudablemente, el eje central fue la parte 
jurídica y también la parte profesional de la doctora Mirtha 
Guianze, que ha sido especialmente destacada. 


Por nuestra parte, queremos agregar una discusión -para 
la cual tenemos tiempo aunque es cierto que hace mucho 
rato que permanecemos acá y parece que todos estamos 
apurados- acerca de la ética de la doctora Guianze. Como 
todavía tengo treinta minutos, antes de referirme a esto 
quiero compartir con el Plenario algunas experiencias que 
he tenido -esta es ya mi tercera Legislatura- con relación al 
desempeño de determinados fiscales. 


En el año 1996 realicé una denuncia penal en el Juzgado 
de 18 ? Turno, a cargo de la doctora Anzuberro, debido a 
algunas irregularidades en las Zonas Francas de Colonia y 
de Rivera. Esto tuvo una enorme trascendencia, sobre todo 
tomando en cuenta que algunos de los denunciados inme- 
diatamente salieron en comisión con Senadores y Diputa- 
dos. 


La documentación que habíamos presentado en ese 
momento era muy importante. Sin embargo, cuando el expe- 
diente fue derivado a la ciudad de Rivera, el Fiscal, que en 
ese entonces era Miguel Costa, no le dio curso, alegando 
que la documentación presentada era de extrema vaguedad. 
Unos cuatro años después, el Juez, doctor Alberto Miguel 
Basil, inició una investigación que finalizó con el procesa- 
miento de 39 personas. ¿Qué pasó con el Juez? Hubo un 
atentado contra su vida; luego fue trasladado y, por último, 
renunció. Por su parte, el expediente siguió abierto y los 
señores Ivo Da Rosa y Adolfo Gil, responsables del hecho, 
están prófugos. Hubo un compromiso por parte del enton- 
ces Ministro del Interior, escribano Guillermo Stirling, y del 
Fiscal de Corte, doctor Oscar Peri Valdez, de solicitar en 
tiempo y forma la extradición de estas dos personas cuyas 
declaraciones eran muy importantes para el expediente 120 
que, como dije, continúa abierto en la ciudad de Rivera. 
Nosotros sabíamos que no iban a venir a declarar, como 
efectivamente ocurrió. Nos quedaron enormes dudas acer- 
ca de por qué el Fiscal actuó de una manera cuando el Juez, 
por el mismo caso, procesó a 39 personas. Indudablemente, 
por algo lo hizo. Este es uno de los cuatro temas previos que 
voy a plantear. 


Enel año 2001 se inició una investigación administrativa 
a raíz de una denuncia penal sobre maniobras de 
subfacturación en la Dirección Nacional de Aduanas. En 
ese momento, el encargado del sumario, doctor Machado, 
aconsejó la separación del cargo de tres personas y la 
realización inmediata de una denuncia penal. Así lo hizo 
también el doctor Andreoli, encargado de la parte jurídica, 
y el Fiscal de Aduana, doctor Enrique Viana Ferreira, quien 
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compartía la opinión de los dos abogados y recomendó la 
inmediata denuncia penal y separación del cargo de los 
funcionarios. ¿Qué pasó con ese Fiscal que actuó correcta- 
mente? Fue trasladado y ahora no es más Fiscal de Aduana, 
sino que es Fiscal Civil. Asimismo, después de cinco años, 
el expediente sigue abierto y falta prácticamente un 70% que 
fue robado de la Dirección Nacional de Aduanas. 


Posteriormente, también en el año 2001, realicé una 
denuncia penal sobre presuntas irregularidades en el INJU, 
lo que me llevó a solicitar la creación de una Comisión 
Investigadora. Esta se formó y emitió una declaración que 
decía que, dada la contundencia de las denuncias, no se 
daba lugar a la Comisión Investigadora y los antecedentes 
se elevaban inmediatamente al Presidente de la República y 
a la Justicia. Cuando concurrí a la Justicia para declarar 
sobre una situación que era sumamente clara, como lo había 
expresado el Parlamento, me encontré con el Fiscal, doctor 
Altolaguirre, sentado arriba del escritorio, quien me expre- 
só que entendía que como persona pública no estatal no 
tenía competencia para actuar; del otro lado, se encontraba 
el Juez Eguren, que estaba muy tranquilo mientras el Fiscal 
trataba de fundamentar que no iba a dar lugar a la denuncia 
que yo presentaba. Por supuesto que este Fiscal corrupto, 
que unos meses después fue procesado por coimero, no le 
iba a dar lugar. El expediente tuvo andamiento tres años 
después, cuando en un programa de televisión hago nueva- 
mente la denuncia. Al otro día, el doctor Eguren actuó y 
procesó al Director del INJU y a varios funcionarios. 


Por otra parte, hay un expediente que se está tramitando 
ante el Juzgado de Aduanas, que refiere a denuncias formu- 
ladas contra una importante empresa del medio por defrau- 
dación tributaria y contrabando. El monto de la defrauda- 
ción asciende a U$S 35:000.000. En su dictamen, luego de 
admitir las infracciones, el Fiscal Barrios no efectuó denun- 
cia penal. ¿Por qué no hizo lo que nosotros vamos a realizar 
la semana que viene? 


Todo esto es una introducción que refiere a por qué 
determinados Fiscales no actúan en temas contundentes. 
No lo hacen porque pueden recibir alguna llamada o ser 
presionados, y algunos han sido corruptos. 


El último de los expedientes está en el Juzgado Letrado 
de Primera Instancia en lo Penal de Primer Turno de la ciudad 
de Las Piedras. En el año 2004 se realizó una denuncia penal 
contra un cooperativista por aparente manejo indebido de 
tarjetas de asistencia personal. Luego de varias declaracio- 
nes, surgió el tema de los préstamos solicitados por coope- 
rativistas, que fue estudiado por la Fiscalía. Estos présta- 
mos de carácter social, de ACAC, para empleados de empre- 
sas, beneficiaban a los propios socios cooperativistas y se 
abonaban a través de la propia cooperativa, dado que la 
misma mantenía deudas laborales. En primer lugar, quiero 
decir que esos préstamos fueron rechazados por el Banco, 
porque los montos de los sueldos no alcanzaban los míni- 
mos exigidos para su aprobación. En segundo término, dado 
que el efectivo era de vital importancia para la superviven- 
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cia de la cooperativa, el Consejo Directivo se reunió y 
decidió falsificar las remuneraciones reales de los funciona- 
rios, a los efectos de llegar a los mínimos exigidos por el 
Banco y así obtener los créditos solicitados. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa quiere consultar al se- 
ñor Senador, con todo respeto, si va a demorar mucho en 
llegar al punto en consideración. 


SEÑOR LARA GILENE.- Ya estoy llegando, señor Presi- 
dente, pero además estoy dentro de mi tiempo reglamenta- 
rio. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Es así, señor Senador, pero el 
Senado ha sido convocado para tratar una temática en 
particular, que es la relativa a la designación de la doctora 
Mirtha Guianze. 


SEÑOR LARA GILENE.- No se preocupe, señor Presi- 
dente, que tengo claro lo que debo decir. 


Durante el trámite, en reiteradas oportunidades, fueron 
citados todos los integrantes de la Directiva de la Coope- 
rativa y demás empleados, como serenos, telefonistas, ad- 
ministrativos, etcétera. Luego de acusaciones cruzadas, 
queda en evidencia la falsificación de los recibos, y algunos 
delos funcionarios acusan como ideólogo de la maniobra al 
señor José Jorge Alvariño Barrera, domiciliado en la calle 
Espínola 716, Las Piedras, departamento de Canelones. 


Ahora quiero explicar al Cuerpo quién es el señor José 
Jorge Alvariño Barrera, denunciado por falsificación... 


SEÑOR BRECCIA.- Lo que va a decir es una canallada. 


SEÑOR LARA GILENE.- Personalmente, escuché con 
atención al señor Senador; ahora, me parece que está ner- 
vioso. 


SEÑOR BRECCIA.- No estoy nervioso, pero lo que usted 
dice es una canallada y yo no hice agravios gratuitos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Continúa en el uso de la palabra 
el señor Senador Lara. 


SEÑOR LARA GILENE.- Gracias, señor Presidente. 


¿Quién es el señor José Jorge Alvariño Barrera, denun- 
ciado por falsificación y recientemente beneficiado por un 
convenio firmado el 11/11/2005 con la Intendencia de Cane- 
lones -que lo tengo en mi poder-, como representante de la 
Federación de las Cooperativas de Producción del Uru- 
guay, sin llamado a licitación? Es el esposo de la doctora 
Mirtha Alcira Guianze Rodríguez, nombrada por el Poder 
Ejecutivo como Fiscal de Corte en forma provisoria. 


CAMARA DE SENADORES 


7 y 8 de noviembre de 2006 


En el Expediente N* 169/749/2004 al que voy a hacer 
referencia, cuya carátula es “EMI denuncia”, a fojas 91 se 
presenta por escrito José Jorge Alvariño Barrera expresan- 
do que “tratándose de un expediente que lleva dos años de 
tramitación y no ha finalizado aún, en caso de continuar con 
la instrucción indagatoria hacia mi persona, donde he teni- 
do que declarar en este Juzgado en reiteradas oportunida- 
des y en la Seccional Policial, designo como abogada a mi 
cónyuge, la doctora Mirtha Guianze”. Esto tiene fecha 21 de 
abril, y firman el escrito -reitero que esto figura a fojas 91 del 
expediente N* 169/749/2004- el señor José Jorge Alvariño 
Barrera y la doctora Mirtha Alcira Guianze Rodríguez. 


El 9 de febrero, el Vicepresidente de la República -como 
acá se ha manejado- manifestó a los señores Senadores 
Larrañaga, Heber y Gallinal la intención de nombrar a la 
doctora Mirtha Guianze como Fiscal de Corte. El 21 de abril, 
ya sabiendo que se enviaba la venia para su designación, 
igualmente la doctora Guianze firma el escrito para defender 
a su esposo -reitero que en el día de hoy se pidió por parte 
del abogado respectivo, porque siempre puede pasar que 
los expedientes desaparezcan, y por tal razón anunciamos 
que contamos con la fotocopia respectiva de la foja 91-, y 
el 25 del mismo mes el Poder Ejecutivo envía la solicitud de 
venia al Poder Legislativo. Quiere decir que la futura Fiscal 
de Corte, sabiendo de su nombre, presiona con su firma 
-según consta en el expediente- para defender a su marido, 
acusado de falsificador, haciéndolo por única vez, ya que 
después continuaría su defensa otro profesional. 


¿Puede hacerlo? ¿Puede una Fiscal en lo Penal defender 
profesionalmente a su esposo? Me adelanto a decir -antes 
de que me pidan una interrupción- que puede hacerlo. La ley 
N* 15.365, en su artículo 27, cuando habla de “incompatibi- 
lidad”, dice: “Los cargos de Fiscales y los de técnicos 
profesionales pertenecientes al Ministerio Público y Fiscal 
son incompatibles con el ejercicio remunerado o no de las 
profesiones de abogado, escribano, contador o procurador, 
el del comercio, y con el desempeño de toda otra función 
pública retribuida, salvo el ejercicio del profesorado en la 
enseñanza pública superior en materia jurídica. También 
resultan incompatibles con el desempeño de cualquier fun- 
ción pública honoraria, permanente o transitoria, excepto 
las conexas con su propio cargo. Los casos exceptuados 
requieren la inexistencia de coincidencia horaria que pertur- 
be el desempeño de la función Pública; el previo conoci- 
miento de la Fiscalía de Corte y Procuraduría General de la 
Nación, y la autorización del Ministerio de Justicia. Cesa la 
incompatibilidad de ejercicio profesional, cuando se trate 
de asuntos propios o de su cónyuge, parientes consanguí- 
neos en línea recta y en la colateral hasta segundo grado y 
por los de sus pupilos”. Esto es así desde el punto de vista 
profesional, pero cabe preguntarse qué pasa en el plano 
ético. 


El señor Ministro ha señalado que defendía la conducta 
personal e intachable de la persona propuesta. ¿Qué puede 
haber pasado con este expediente? ¿Qué se puede imaginar 
que pasó con este expediente? Este expediente -que hace 
dos años está en el Juzgado de Las Piedras y que hoy es una 
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bomba de tiempo- hace prácticamente un año que estaba 
quieto. Ha existido una permanente preocupación de la 
doctora Guianze por este expediente, y lo digo delicadamen- 
te. El expediente, que estuvo casi un año sin moverse, es 
enviado el día 1” de noviembre por parte del Juez al Fiscal. 
Esto nos lo han dicho abogados de nuestro conocimiento, 
que estaban trabajando en este tema del reclamo de algunos 
trabajadores involucrados por falsificación, no en el asunto 
vinculado a la doctora Mirtha Guianze. Y el 3 de noviembre 
-con un feriado en el medio- el Fiscal Rodríguez se pronun- 
cla; es decir que lo hace prácticamente en un día. ¿Qué 
puede decir el Fiscal, cuando la doctora Guianze firma el 
expediente -a fojas 91- defendiendo a su esposo? ¿Qué les 
parece que puede decir? Que se archive el expediente. 


Se ha discutido la parte profesional. Ya hemos dicho que 
nos parece muy bien, pero lo que estamos planteando es 
qué garantías podemos tener desde el punto de vista ético 
cuando la doctora Mirtha Guianze, sabiendo que iba a ser 
nombrada Fiscal de Corte, presenta un escrito para presio- 
nar y, obviamente, defender a su esposo, cosa que logró. 


SEÑOR BRECCIA.- ¿Me permite una interrupción, señor 
Senador? 


SEÑOR LARA GILENE.- Ya culmino mi razonamiento, 
señor Senador. 


Indudablemente, el señor Ministro no tiene ninguna 
responsabilidad ni conocimiento de esta situación. No se 
trata de nada especial; simplemente, estoy comentando con 
documentos a la vista algunos elementos que he menciona- 
do. Si el señor Ministro estima conveniente que le presente 
algún dato, con mucho gusto lo haré, pero a solas. Reitero 
que el expediente es el No. 169/749/2004, y sería muy impor- 
tante que se iniciara una investigación administrativa, por- 
que de alguna manera están involucrados funcionarios de 
su Cartera. 


Por último, quiero expresar que concurriremos a la Su- 
prema Corte de Justicia para denunciar los hechos mencio- 
nados. He realizado mi exposición aportando datos, y no 
hago ninguna acusación al envío de la solicitud de venia por 
parte del Poder Ejecutivo, así como tampoco involucro al 
Ministerio de Educación y Cultura. Simplemente, creo que 
si cada uno de nosotros en este Recinto puede fundamentar 
lo que dice, tiene el deber de expresarlo, porque esta es 
nuestra Casa. 


Por lo tanto, señor Ministro, estoy a las órdenes y, 
obviamente, cuando usted quiera podemos hablar del tema 
en particular. 


Nada más. Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Continuando con la lista de ora- 
dores, tiene la palabra el señor Senador Aguirrezabala. 
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SEÑOR BRECCIA.- ¿Me permite una interrupción, señor 
Senador? 


SEÑOR AGUIRREZABALA.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR BRECCIA.- Señor Presidente: lamento que, vio- 
lando absolutamente las reglas de la más elemental cordia- 
lidad y decoro que existen en este Senado, el señor Senador 
preopinante, luego de verter impunemente un excremento 
que se ve que llevaba adentro desde hace mucho tiempo, no 
me haya permitido el uso de una interrupción para funda- 
mentar mis dichos acerca del agravio que le he inferido, 
manifestando que sus dichos eran, reitero, una canallada. 
Perdóneseme por parte de los miembros si no soy lo sufi- 
cientemente fuerte en el tono, pero me ahoga la indignación. 


En el expediente de referencia, que ha sido citado por el 
señor Senador preopinante, la doctora Guianze no se pre- 
sentó en defensa de nadie, por cuanto su señor esposo no 
fue procesado, ni siquiera indagado. Por lo tanto, mal podía 
nombrar un defensor. Lo único que se hizo en ese expedien- 
te por parte de la doctora Guianze, utilizando correctamente 
las prerrogativas que le otorga la Ley Orgánica del Minis- 
terio Público y Fiscal, fue suscribir un escrito en donde se 
solicitaba de la Sede la determinación de si efectivamente su 
esposo era o no indagado en ese caso, dado que es cono- 
cido por todos los perjuicios que se le ocasionan a cualquier 
persona cuando, por el solo hecho de ser mencionada en 
una denuncia -y aunque ésta no le afecte individualmen- 
te-, es sujeta a reiterados interrogatorios. 


Quiere decir que lo que acaba de expresar el señor 
Senador Lara es absolutamente falso. Espero que cuando 
esa falsedad, tal cual lo estoy manifestando, quede demos- 
trada, el señor Senador Lara sepa formular, si no en público, 
al menos en privado, las excusas que el honor afectado de 
la doctora Guianze se merece. 


Muchas gracias, señor Senador, por haberme concedido 
la interrupción. 


SEÑOR PRESIDENTE .- Puede continuar el señor Sena- 
dor Aguirrezabala. 


SEÑOR LARA GILENE.- ¿Me permite una interrupción, 
señor Senador? 


SEÑOR AGUIRREZABALA.- Con mucho gusto, pero 
voy a pedir al Cuerpo que, en todo caso, en su momento se 
me prorrogue la hora a los efectos de poder conceder todas 
las interrupciones que creo a esta altura van a solicitarme 
muchos señores Senadores. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir el señor Sena- 
dor. 
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SEÑOR LARA GILENE.- Señor Presidente: obviamente 
que es para contestar una alusión. 


Hace sólo quince días que tomé conocimiento -diría, 
indirectamente- de este expediente, porque los abogados 
estaban trabajando, justamente, en uno de los que había 
falsificado. Bien, el tema es que los pasos han sido los que 
describí. Tenemos dos abogados que están trabajando, 
aunque no específicamente en el tema puntual de la doctora 
Guianze. 


Yo pasé a quien corresponde, es decir, al señor Ministro, 
el número de expediente para que, si obviamente estima 
conveniente hacer averiguaciones, pueda constatar que lo 
que hemos denunciado es la realidad. 


Por lo tanto, dejo por ahí el asunto y agradezco al señor 
Senador Aguirrezabala por la interrupción que me conce- 
dió. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede continuar el señor Sena- 
dor Aguirrezabala. 


SEÑOR AGUIRREZABALA.- Señor Presidente: notoria- 
mente, estas intervenciones han alterado un poco el curso 
del debate y hacen que uno pierda en algo el hilo conductor 
de la discusión. 


Evidentemente, el paso que sigue es clarificar la veraci- 
dad y el alcance de los hechos denunciados, porque la 
acusación es grave y, por ende, corresponde que se inves- 
tigue. Esperemos que no revista la gravedad que se ha 
puesto sobre la mesa. 


A mi modo de ver, esta interpelación ha tenido una serie 
de aspectos positivos. De hecho, el asentimiento demostra- 
do con la cabeza por el señor Ministro y por los señores 
Senadores Korzeniak y Rubio en cuanto a habilitar el fran- 
queo del recurso planteado por el Partido Colorado en la 
órbita del Tribunal de lo Contencioso Administrativo, son 
un buen punto de partida. No voy a discurrir sobre la 
constitucionalidad o inconstitucionalidad desde el punto 
de vista formal del hecho, porque entiendo que si hay 
acuerdo en franquear el recurso, lo que vamos a tener es un 
dictamen -que seguramente todos acataremos- en esa mate- 
ria. Me parece que ese es un punto fuerte, bueno e impor- 
tante. 


SEÑOR SUBSECRETARIO.- ¿Me permite una interrup- 
ción, señor Senador? 


SEÑOR AGUIRREZABALA.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir el señor Sub- 
secretario. 


SEÑOR SUBSECRETARIO.- Señor Presidente: simple- 
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mente, quiero decir que se tomó debida nota de la interven- 
ción del señor Senador Sanguinetti sobre la solicitud de un 
rápido franqueo del recurso presentado por él y por otros 
dos ciudadanos, y que el Ministerio va a estudiar el asunto. 
Naturalmente, no podemos prejuzgar porque se encuentra 
en la etapa de instrucción. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE .- Puede continuar el señor Sena- 
dor Aguirrezabala. 


SEÑOR AGUIRREZABALA.- Señor Presidente: quiero 
decir dos cosas. La primera de ellas, que no se trata de 
prejuzgar. De hecho, el Poder Ejecutivo, el Ministerio, ya 
juzgó cuando efectivamente realizó la designación o la 
provisión interina. Por lo tanto, lo que tiene que hacer es 
reafirmar el acto y coneso se franquea automáticamente el 
proceso, a menos que lo echara para atrás por considerar 
inconstitucional el propio accionar, lo cual puede ser una de 
las alternativas. De todas maneras, desde mi punto de vista, 
esto no obsta para que se siga trabajando en la cuestión de 
fondo. 


Tratando de bajar un poco el tono, puesto que con la 
discusión que me precedió es probable que los ánimos se 
puedan caldear de más -cosa que no me parece un buen 
camino-, voy a calificar el acto de designación o, digamos, 
de encargatura de la doctora Guianze de políticamente 
infeliz. Más allá de la constitucionalidad o inconstitucio- 
nalidad desde el punto de vista formal, creo que el Partido 
de Gobierno incurrió en un acto realmente infeliz cuando, 
constatando la ausencia del apoyo necesario y exigido en 
la Constitución para la designación del Fiscal de Corte, da 
un paso más y efectivamente designa o encarga a la doctora 
Mirtha Guianze la Fiscalía de Corte. ¿Por qué creo que es un 
acto infeliz en lo político? Como bien decía a mi modo de ver 
el señor Senador Rubio, él no estaba intranquilo por el 
aspecto jurídico, pero sí por el político. Creo que hace bien 
en estar intranquilo en ese aspecto porque cabe preguntar- 
se lo siguiente. ¿Qué piensa el señor Ministro que pretendió 
el Constituyente cuando estableció una mayoría especial 
para la designación del Fiscal de Corte? Yo creo que debe 
pensar, con criterio, que lo que pretendió el Legislador es 
darle una garantía adicional ala ciudadanía, a los efectos de 
que todos nos sintiéramos confiados en una de las patas 
más importantes que sustenta a la democracia, que es el 
Estado de Derecho. Con ese cometido mandató, no sólo al 
Poder Ejecutivo sino también al sistema político, a encon- 
trar los consensos y las mayorías especiales para que la 
ciudadanía estuviera tranquila y para que -como se dijo en 
algún momento aquí- no se tratara de una Fiscalía de Corte 
del Gobierno, sino de la Nación; una Fiscalía de Corte que 
por tener un apoyo especial de la ciudadanía representada 
por los señores colegas que nos sentamos aquí, establecie- 
ra garantías especiales sobre el Estado de Derecho. 


En consecuencia, creo que se cometió un acto de impru- 
dencia al designar o encargar la Fiscalía de Corte a alguien 
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que no disponía de esos apoyos especiales, de esas mayo- 
rías especiales, para ejercer dicho cargo. Entonces, aquíno 
se trata, ni siquiera, de establecer por la vía formal la 
naturaleza constitucional o inconstitucional. Creo que el 
Poder Ejecutivo debió tener un poco más de delicadeza para 
mantener a todo el espectro político confiado en su volun- 
tad de respetar las mayorías constitucionales. 


En lo personal me siento violentado por la designación; 
siento que el Poder Ejecutivo no tenía necesidad de actuar 
de esta forma. Creo que cometió -y lo voy a decir porque lo 
siento así, pero no quiero que se tome como una ofensa- un 
acto de prepotencia porque se sintió débil frente al hecho 
de tener que acordar; pensó que por el hecho de tener la 
mayoría absoluta en el Senado tenía la necesidad de reafir- 
marla con un acto autoritario. Me parece que ahí cometió un 
acto infeliz; creo que el Poder Ejecutivo, ante el conocimien- 
to expreso de que no contaba con la mayoría de tres quintos 
-pues así lo determina en los considerandos de su resolu- 
ción-, debió haber acudido a un acuerdo o a no innovar. 
¿Cuáles la innovación más importante que tiene esta des1g- 
nación? Que a sabiendas que no existía la mayoría de tres 
quintos exigida por la Constitución, igualmente el Poder 
Ejecutivo decide seguir adelante con esta designación. De 
alguna forma eso constituye un atropello; un atropello en 
el sentido literal. El Poder Ejecutivo se llevó por delante la 
voluntad del constituyente estableciendo una designación 
que entiendo -sujetemos la pertinencia jurídica al Tribunal 
de lo Contencioso Administrativo- constituye un acto in- 
feliz y lesivo de ese diálogo político que se dice impulsar. 


¿Qué podemos hacer con esto? Desde mi punto de vista 
esto es algo asícomo decir que “aunque la mona se vista de 
seda, mona se queda”. Creo que este es un acto de autorl- 
tarismo que a través de toda la argumentación del señor 
Ministro y de la Bancada de Gobierno se intenta vestir de 
seda. Vamos a suponer que tenga visos de legalidad y de 
constitucionalidad; eso lo dictaminará el Tribunal de lo 
Contencioso Administrativo. No obstante ello, creo que 
políticamente es un acto de autoritarismo que no era nece- 
sario, que no lo necesita el Poder Ejecutivo y, por lo tanto, 
es absolutamente inconveniente. Se está generando una 
irritación al sistema político que creo que el Uruguay no se 
merece y que, además, no es bueno, a menos que se preten- 
da polarizar la situación política del país, por una causa que 
desconozco. En lo que me es personal no tengo interés en 
esto; no me interesa estar en contra de Fulano o Mengano. 
Sí me interesa que todos tengamos las garantías que corres- 
ponden. Otro tipo de decisiones serán mejores o peores, 
pero la Justicia es la Justicia y es muy importante para todos 
nosotros, para tener las máximas garantías. 


En consecuencia, le voy a pedir por favor a la Bancada 
de Gobierno que recapacite en base a dos aspectos. Uno de 
ellos refiere al hecho de que sería bueno, conveniente, que 
al menos accediera al diálogo que propone en etapas, para 
que no parezca frente a la ciudadanía y al Cuerpo que está 
estableciendo algo así como una especie de transacción -lo 
decía hace un rato el señor Senador Salsamendi- de cargos 
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en función de designaciones o de alcanzar las mayorías. 
Nosotros no tenemos por qué decirle al Gobierno no al 
diálogo; no se lo hemos dicho nunca ni se lo diremos. En 
todo caso, tendremos la firmeza que hemos tenido siempre 
en nuestras convicciones para acceder o no a lo que el 
mismo propone. Lo que sí creo que es importante es que si 
estamos dispuestos al diálogo, al menos lo hagamos en 
etapas y asumamos esa primera que planteó el Partido 
Nacional como una etapa concreta con un plazo determina- 
do. Establezcamos un plazo corto para definir -ya que no 
existen las mayorías que se requieren- alguna mayoría que 
le permita a la sociedad, al sistema político uruguayo, tener 
en la Fiscalía de Corte a alguien que reúna la mayoría que 
exige la Constitución. Creo que esto no es ninguna locura; 
después se podrá seguir conversando y discutiendo cual- 
quier otro tema. Me parece que si este asunto es conside- 
rado con la importancia que para nosotros tiene, debería 
accederse a ello porque quien pide lo más, también debe 
estar dispuesto a aceptar lo menos. 


Por otro lado, entendemos que la designación se hace, 
de facto, definitiva en el caso de que no se dialogue o no se 
envíe otro nombre. Obviamente, al menos desde el día que 
adoptó la resolución, el Poder Ejecutivo está en conoci- 
miento de que en este Senado no cuenta con los tres quintos 
de los votos que se requieren para designar a la doctora 
Mirtha Guianze. Pienso que someter a la doctora Guianze al 
escarnio público que puede significar una discusión como 
la que acabamos de escuchar -ahora no va a haber más 
remedio que establecer hasta dónde hay o no responsabi- 
lidad de su parte porque así lo requiere salvar su honor o 
establecer su culpa- es un error que no nos conducirá a 
nada. 


Por lo tanto, señor Presidente, usted dispone en la Mesa 
de una moción presentada por el Partido Colorado por la 
cual proponemos que se establezca ese diálogo para la 
designación, con las mayorías correspondientes, del Fiscal 
de Corte. Al mismo tiempo solicitamos la sensibilidad del 
Poder Ejecutivo para que avance en la designación de otro 
Fiscal de Corte en forma provisoria, no innovando en un 
aspecto que notoriamente es irritante para una buena parte 
de la ciudadanía representada por casi la mitad de los 
Senadores que están sentados en este Hemiciclo. 


Por último, agradezco la voluntad del Poder Ejecutivo y 
de los señores Senadores que así lo han expresado de 
franquear el paso al Tribunal de lo Contencioso Administra- 
tivo, porque de esa forma se dirimirán finalmente los aspec- 
tos formales, sin perjuicio de lo cual hay aspectos políticos 
de relevancia, a mi modo de ver, que ameritarían transitar por 
el otro camino que sugerimos. 


Gracias, señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Continuando con la lista de ora- 
dores, tiene la palabra el señor Senador Vaillant. 


SEÑOR VAILLANT.- Señor Presidente: naturalmente, 
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cuando me anoté para hablar, hace mucho rato, no tenía la 
menor idea de la intervención que iba a protagonizar el 
señor Senador Lara, con la novedad que incorporó al deba- 
te. No puedo dejar de referirme a ello aunque me había 
anotado para decir otras cosas, que de todas maneras voy 
aexpresar. 


Con respecto a la intervención del señor Senador Lara 
-que no califico ni descalifico, ni doy por válida ni por no 
cierta, sino que simplemente recibo-, quiero decir que si 
hubiese sido hecha al principio de esta jornada y como 
consecuencia de ello los señores Senadores de la oposición 
-0, particularmente, de su Partido- hubiesen argumentado 
que esa era la razón, una razón ética, para no votar la venia 
de la doctora Mirtha Guianze, habría en esto una lógica 
relación. Pero como la intervención fue hecha al final, 
cuando toda su Bancada ya había expresado cuáles eran las 
razones por las que no votaban dicha venia, lo que parece 
claro es que, sea cierto o no, sea verdad o no lo que ha dicho 
el señor Senador Lara, esa no es la razón por la que su 
Bancada no vota a Mirtha Guianze, sino que la razón es 
política, como claramente lo dijeron, por estar identificada 
con una fuerza política, que es la nuestra. Me parece impor- 
tante señalarlo, porque nosotros no fuimos convocados a 
esta sesión del Senado a discutir la venia de Mirtha Guianze, 
sino a discutir sobre la constitucionalidad o inconstitucio- 
nalidad de la resolución que había adoptado el Poder Ejecu- 
tivo. 


Entro, entonces, al tema. Por supuesto que no voy a 
cometer el atrevimiento o la imprudencia de hacer un funda- 
mento jurídico; nada más lejano a mis capacidades. Por el 
contrario, siento que estamos discutiendo sobre la 
constitucionalidad o no de un acto jurídico en un ámbito 
político y que, por lo tanto, lo que acá vayamos a resolver 
no va a tener detrás el aval o la señal jurídica, sino que va 
a ser un pronunciamiento político sobre hechos jurídicos y 
constitucionales, porque este es un órgano político. Otras 
son las instancias -el señor Senador Sanguinetti se ha 
referido a una de ellas- que podrán resolver con fundamento 
jurídico el debate sobre la constitucionalidad o 
inconstitucionalidad, pero esta es una instancia de debate 
político, y como la conclusión va a ser política, quienes 
propusieron el debate sabían, aun antes de empezar esta 
sesión, que aquí se resolvería por mayoría que lo que hizo 
el Poder Ejecutivo fue constitucional, como también sa- 
bían que ellos iban a votar que fue inconstitucional. Res- 
catemos, entonces, lo que tiene valor, es decir, los he- 
chos políticos que hay más allá de los fundamentos políti- 
cos. 


En primer lugar, quiero señalar que a lo largo de este 
extenso proceso -no me refiero a la jornada de hoy, sino a 
lo que ha llevado la búsqueda del nombramiento definitivo 
de una nueva Fiscal de Corte- tal vez nosotros hemos 
cometido errores, y quizás el más importante, del que no nos 
dimos cuenta, fue el de haber quedado rehenes de contra- 
dicciones o diferencias que existían dentro del Partido 
Nacional con respecto a este tema. 
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SEÑOR MICHELINI.- ¡Apoyado! 


SEÑOR VAILLANT.- Aclaro que no pretendo decir esto 
como un agravio, porque contradicciones tenemos todos, 
nosotros también. ¡Y vaya que esto lo saben! Lo que trato 
de señalar es que cuando nuestra fuerza política empezó a 
manejar el nombre de Mirtha Guianze lo hizo porque estaba 
-y lo sigue estando- absolutamente convencida de que se 
trataba de una excelente candidata, por muchas razones: 
por sus capacidades, por su formación, por sus conocimien- 
tos técnicos, por su experiencia, por su ascendencia y por 
el reconocimiento de sus pares. Por todas estas razones 
nosotros pensábamos -y seguimos pensando- que la doc- 
tora Mirtha Guianze era una excelente candidata. Por su- 
puesto, podía parecernos una excelente candidata pero no 
tener posibilidad alguna con la oposición, y entonces nos 
quedaríamos con nuestras ganas o con nuestras conviccio- 
nes, sabiendo que no tenía chance. Pero tal circunstancia 
no se dio, pues en esos momentos sentimos que dentro de 
la colectividad del Partido Nacional había quienes lícita- 
mente estaban negando la posibilidad de dar el voto, pero 
asimismo sabíamos que había quienes, también lícitamente, 
Oopinaban distinto; y como las contradicciones dentro de las 
fuerzas políticas se resuelven política y democráticamente 
-aunque después se actúe disciplinadamente, del mismo 
modo que lo hacemos nosotros-, de alguna manera estába- 
mos esperando que ese debate se resolviera. Por esa razón 
seguimos manejando y proponiendo el nombre de Mirtha 
Guianze; teníamos la expectativa, porque sabíamos que 
había más de las dos voluntades que nos faltaban para que 
se pudieran obtener los votos necesarios. En realidad, no se 
trataba de una imposición arbitraria de nuestra parte, sino 
de la búsqueda de un consenso que nos permitiera alcanzar 
los tres quintos de votos, porque sentíamos que eso era una 
posibilidad seria. Y habría sido una realidad si el debate 
dentro del Partido Nacional hubiese terminado de una forma 
distinta de la que finalmente se dio: si en esa discusión, en 
lugar de triunfar la posición de quienes se oponían al 
nombramiento de Mirtha Guianze, el resultado hubiese sido 
el triunfo de la posición de quienes estaban dispuestos a 
votarla. Si así hubiera ocurrido, hoy este debate no sería 
necesario, porque habríamos obtenido los tres quintos de 
votos. 


¿Por qué estoy diciendo todo esto y haciendo el relato 
de hechos que todos conocemos? Porque es la demostra- 
ción más clara -por eso tengo la necesidad de hacerlo- de 
que nosotros no tratamos de luchar caprichosamente con- 
tra molinos de viento, sabiendo que no había posibilidad 
alguna, ni quisimos imponer lo que la oposición no quería 
votar. Eso no es cierto. Sí es cierto que en todo momento 
supimos que el Partido Colorado no votaba la venia, pero 
siempre tuvimos mensajes y sentimos que había una posi- 
bilidad y que era nuestra obligación explorar la búsqueda de 
consensos. 


Aclarado eso, quiero referirme al tema de las mayorías 
especiales. Creo que está bien que para determinadas de- 
signaciones y decisiones se establezcan, como lo hace la 
Constitución, mayorías especiales. Está bien en este caso, 
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por todos los argumentos que se dieron y que no voy a 
repetir, que la Constitución establezca una mayoría especial 
de tres quintos. También me parece correcto que así sea 
para integrar los organismos de contralor -por la importan- 
cia que estos tienen-, para los que se exigen dos tercios de 
votos de la Asamblea General. Está bien que así sea. ¿Por 
qué se establece esto? Porque es de tanta importancia la 
función de la que son responsables quienes son nombrados 
para ocupar esos cargos, que es necesario que se logren 
consensos que, en la mayoría de los casos, impliquen la 
voluntad de más de una colectividad política. Dicho de otra 
manera, lo que pretende evitarse con los dos tercios o los 
tres quintos es que las mayorías impongan, 
avasalladoramente, decisiones a las minorías en temas tan 
trascendentes. Todos estamos de acuerdo con que eso 
debe ser así. Pero no nos equivoquemos; no interpretemos 
exactamente al revés el espíritu de la Constitución, que es 
impedir que las mayorías se impongan avasalladoramente a 
las minorías, transformándolo en lo contrario, es decir, en 
una minoría que pretenda imponer avasalladoramente a la 
mayoría los nombres de quienes tienen que ocupar esos 
cargos. 


SEÑOR AGUIRREZABALA.- ¿Me permite una interrup- 
ción, señor Senador? 


SEÑOR VAILLANT.- Con mucho gusto se la concederé 
más adelante. 


¿Por qué estamos diciendo esto? Porque buscar los 
consensos que impliquen trascender la opinión de una 
colectividad política significa tener la flexibilidad suficien- 
te como para no cerrarse en la única propuesta ni en el único 
rechazo; significa abrirse aestas posibilidades. Asícomo la 
mayoría tiene la obligación de abrirse para procurar los 
consensos, en igual o mayor medida es responsabilidad de 
la minoría adoptar ese mismo espíritu. Tan avasallante 
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como decir “sí” sin razones, tratando de imponer, es decir 
“no” sin razones, también tratando de imponer. 


Cuando nos convocan y plantean este nuevo espacio 
para discutir estos asuntos con ánimo constructivo, toma- 
mos el guante inmediatamente. Y tiene sentido que lo 
hagamos para el tema que sea, si somos capaces de anali- 
zarlo y de trabajar con este espíritu que procuramos trasmi- 
tir. 


Resumiendo -por lo menos este capítulo-, debe quedar 
claro que no pretendemos avasallar a la minoría, pero no 
estamos dispuestos a que la minoría nos avasalle. 


Si los argumentos -por eso lo del principio- hubieran 
sido otros, si hubieran sido éticos, técnicos o profesiona- 
les, no podríamos hablar en estos términos, pero cuando 
son políticos y se dice que no se apoya la designación 
porque se trata de una persona claramente identificada con 
una colectividad, que es la de la mayoría, en un país en el 
que todos nos conocemos eso tiene un solo significado 
posible: si porque está políticamente identificada con la 
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mayoría no se la vota, para lograr los votos debe tratarse de 
alguien que no esté políticamente identificado con la mayo- 
ría, lo que en este país quiere decir que debe estar política- 
mente identificado con la minoría. 


Debemos reconocer que esto no pasa solamente en este 
tema, sino también cuando discutimos lo relativo a los 
organismos de contralor. Allí no había nombres en discu- 
sión, no se estaba discutiendo si era Fulano o Mengano. 
¿Por qué no hemos podido resolver este mismo asunto en lo 
que tiene que ver con los organismos de contralor? Porque 
la oposición pretende que en esos organismos la minoría 
tenga la mayoría. Por lo tanto, es el mismo problema político: 
como la minoría no quiere dejarse avasallar por la mayoría, 
avasalla a la mayoría. 


Por esa razón, señor Presidente, ante la propuesta que 
hizo el señor Senador Larrañaga, Presidente del Directorio 
del Partido Nacional -que fue bien recibida y bienvenida-, 
inmediatamente nuestra fuerza política - y no sólo me refiero 
a nuestra Bancada, sino también al Poder Ejecutivo- la 
aceptó y la extendió, justamente porque las circunstancias 
son similares, más allá de que los actos políticos a los que 
refieren puedan ser distintos. Si vamos a hacer el esfuerzo 
de flexibilizar posiciones para lograr los consensos que nos 
permitan alcanzar los tres quintos requeridos para la desig- 
nación de la Fiscal de Corte, también hagamos el esfuerzo 
de lograr los dos tercios que precisamos para integrar los 
organismos de contralor. Resolvamos este tema de noimpo- 
ner ni dejar que nos impongan. Esa fue la razón por la cual 
se nos ocurrió que era nuestra obligación recoger el guante, 
aceptar la propuesta del Partido Nacional -que no esperába- 
mos- y hacer una contrapropuesta: como se trata de resol- 
verel mismo problema, planteamos que también se discuta 
esto otro. 


El tema de los Entes Autónomos se incluyó en ese 
paquete, pero reconozco que existe una decisión del Partido 
Nacional en el sentido de no participar en su integración. 
Entonces, sin quererlo, equivocadamente, violentamos una 
decisión que debe ser respetada. Pero no sucede lo mismo 
con los organismos de contralor. En ese tema no tenemos 
acuerdo, como tampoco en lo relativo a la Fiscalía de Corte; 
hagamos el esfuerzo para encontrar un acuerdo verdadero. 


Pido disculpas por la vehemencia, pero con toda fran- 
queza digo que no es bronca lo que tengo sino decepción. 
Siento que no estamos actuando - y todos nos involucramos 
en esto- a la altura de las necesidades de nuestra sociedad. 
Pienso que cosas como esta interpelación, que comenzó a 
la hora 16 del día de ayer, siendo ya la una de la mañana, se 
transforman en un ejercicio sin resultados, que termina de 
una forma que ya conocíamos antes de empezar, porque más 
allá de las discrepancias, cuando llega el momento de con- 
cretar y buscar acuerdos mínimos, no existe la voluntad para 
hacerlo. 


Nos hicieron una propuesta de acuerdo; aceptarla sig- 
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nificaba estar dispuestos a rever una decisión que había- 
mos tomado, esto es, rediscutir con la oposición el tema de 
la Fiscalía de Corte. Dijimos que estábamos dispuestos a 
hacerlo y le agregamos otros elementos absolutamente 
razonables, pero nos dijeron que no. Les pido que no demos 
por terminado el tema si queremos que esto sirva de algo. A 
veces las respuestas apresuradas nos encierran y no nos 
permiten volver atrás, y entonces los espacios de acuerdo 
se van esfumando. La propuesta no es temporal; los tiem- 
pos son parte de lo que podemos discutir. 


El señor Senador Larrañaga nos tiró un guante y lo 
levantamos; nos tendió una mano, latomamos y le devolve- 
mos las dos manos. No nos conteste ahora. 


SEÑOR LARRAÑAGA.- ¿Me permite una interrupción, 
señor Senador? 


SEÑOR VAILLANT.- De inmediato, señor Senador, pero 
antes tengo la obligación de concedérsela al señor Senador 
Aguirrezabala. 


En definitiva, les pido que hagamos un esfuerzo y que no 
nos vayamos de aquí con los dolores de las cosas que no 
deberían haberse dicho, sino que rescatemos aquellas que 
merecen ser escuchadas y que pueden servir como aporte 
para tener un gesto constructivo de parte de todos, inclui- 
dos nosotros. 


Ahora sí, concedo las interrupciones que me solicitaron 
los señores Senadores Aguirrezabala y Larrañaga, por su 
orden. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir el señor Sena- 
dor Aguirrezabala. 


SEÑOR AGUIRREZABALA.- Señor Presidente: deseo 
hacer dos o tres precisiones que me parecen importantes. 


En primer lugar, no creo que todos los que estamos hoy 
en esta Sala no estemos a la altura de las circunstancias, tal 
como expresó el señor Senador Vaillant. Más de uno de los 
que han actuado hoy en esta sesión lo han hecho con la 
sana intención de encontrar acuerdos y de ser lo más 
solidarios posible con las instituciones, porque estamos 
tratando un tema de especial significación para todos. Para 
mí, por lo pronto, no es de recibo y creo que no lo es para 
todos; puede haber alguno que no haya entendido, pero en 
su mayoría este Senado ha estado tratando de tender puen- 
tes y de tender manos. Á veces se entienden, a veces se 
comparten y otras no, desgraciadamente. 


Por otra parte, hay otro elemento que para mí es esencial 
y es que aquí hay una innovación fuerte. Es notorio que 
tenemos como encargada de la Fiscalía de Corte a alguien 
que no concita las mayorías que expresamente establece la 
Constitución; lo ha reconocido el Poder Ejecutivo en la 


CAMARA DE SENADORES 


7 y 8 de noviembre de 2006 


designación y lo hemos reconocido aquí en esta Sala. Por 
lo tanto, eso innova. Realmente, hoy tenemos una situación 
que en otra circunstancia no habría sido establecida en esos 
términos. En otros casos, como los que se mencionaron 
aquí, cuando hubo designaciones provisorias nunca existió 
la convicción expresa de que no reunían los tres quintos de 
votos. Es más, esas encargaturas provisorias a posteriori 
se transformaron en designaciones con la anuencia de los 
tres quintos de votos. Creo que esta es una situación 
especialmente importante en esta circunstancia política 
que tiene el Uruguay en que la fuerza de Gobierno tiene la 
mayoría absoluta en las Cámaras. Pienso que al menos ese 
debería ser un aspecto que sensibilizara al Gobierno, de 
forma que el avasallamiento de que hablaba el señor Sena- 
dor Vaillant no se consumara. 


Dar las máximas garantías de que no existe ese 
avasallamiento me parece que es bueno para la democracia 
uruguaya y para la salvaguarda de las instituciones. Cuan- 
do se habla de llevarse por delante las instituciones, de 
conspiraciones o de lo que fuere, hay que ser prudente y 
cuidadoso, porque hay un poco de violencia que engendra 
violencia. En el acierto o en el error algunos sentimos -como 
yo- que somos avasallados o prepoteados por la fuerza de 
Gobierno, porque se nos impone una Fiscalía de Corte que 
no es compartida por las mayorías que exige la Constitu- 
ción. El Tribunal de lo Contencioso Administrativo determi- 
nará si existe una inconstitucionalidad, pero notoriamente 
lo que no existe es el apego de la designación a las mayorías 
constitucionales establecidas. Eso es notorio desde el pun- 
to de vista político, independientemente de la sentencia que 
dicte el Tribunal de lo Contencioso Administrativo. 


Me parece que sería un gesto institucionalmente impor- 
tante por parte del Gobierno la aceptación de ese hecho y, 
en todo caso, la designación de otra persona, al menos en 
forma provisoria, mientras se consolida ese diálogo que se 
ha propuesto acá y que nosotros recogemos, dejando sin 
efecto esa encargatura, ya que notoriamente no cumple con 
las mayorías constitucionales exigidas. 


Muchas gracias, señor Senador. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir el señor Sena- 
dor Larrañaga. 


SEÑOR LARRAÑAGA.- Señor Presidente: el señor Se- 
nador Vaillant, con una gran habilidad dialéctica, expresa 
que el Partido Nacional le lanza una mano al Gobierno y que 
éste le lanza las dos. Parece una suerte de reclame publici- 
tario político de otros tiempos. 


Esta interpelación se convocó por algo que nosotros 
consideramos que es inconstitucional: la resolución del 
Poder Ejecutivo encargando provisoriamente a la Fiscal que 
se ha mencionado el Ministerio Público. A raíz de ello, el 
Partido Nacional ha propuesto que se convoque a todos los 
partidos políticos para ponerse de acuerdo la semana que 
viene en un nombre para proveer nada menos que el Minis- 
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terio Público, que implica también hablar del Poder Judi- 
cial. 


La Bancada oficialista pretende aprobar una moción que 
dice que ha quedado absolutamente demostrado que la 
decisión del Poder Ejecutivo por la cual se encarga 
provisoriamente a la doctora Mirtha Guianze es perfecta- 
mente arreglada a Derecho. Entonces, señor Presidente, 
esto termina siendo una suerte de diálogo de sordos. 


El señor Ministro de Educación y Cultura contestó a 
nuestro ofrecimiento con un triple ofrecimiento; aceptaba el 
nuestro de ponernos a discutir para buscar los consensos 
entre todos los partidos para nombrar un Fiscal de Corte, 
pero aumentando la apuesta. O sea que reitera el ofrecimien- 
to para hablar de los Entes Autónomos y Servicios Descen- 
tralizados, pero sobre eso el Partido Nacional ya ha adopta- 
do una decisión definitiva. Y cuando un partido dice no, es 
no. Entonces, no vale reiterarlo permanentemente como 
signo de un diálogo o de un posible acuerdo, porque ahí sí 
entramos en un camino que puede llevar a una suerte de 
intercambio que tiene que estar absolutamente liberado. 


Con respecto al tercer ofrecimiento de hablar sobre el 
Tribunal de Cuentas y la Corte Electoral, debemos decir que 
estamos dispuestos a hacerlo, pero en un tiempo posterior 
a la definición del asunto prioritario que, a nuestro juicio, 
es de previo y especial pronunciamiento de todo el sistema 
político: buscar una posición de consenso sobre un Fiscal 
de Corte. Entonces, no estamos cerrando los caminos; 
pedimos que se nos entienda claramente. 


En cuanto a los Entes Autónomos, ya hicimos exposicio- 
nes incluso ante el Senado en las que pedíamos al Presiden- 
te de la República que no siguiera en el incumplimiento de 
la Constitución al no proveer todas las designaciones. Sin 
embargo, hace bastante tiempo que hay muchos organis- 
mos que están funcionando irregularmente; hay muchas 
empresas del Estado, Entes Autónomos y Servicios Des- 
centralizados que están funcionando irregularmente, con 
Directorios que no están debidamente integrados. Me pa- 
rece importante destacar esto como un reclamo que debe ser 
atendido. 


Entonces, busquemos lo sustantivo o sustancial. El 
Partido Nacional, a través del miembro interpelante, va a 
solicitar que en el día de mañana u hoy mismo, si fuera 
procedente, este Senado se pronuncie sobre el pedido de 
venia enviado el 25 de abril, para designar a la Fiscal Mirtha 
Guianze. A su vez, estamos dispuestos -si así lo entiende el 
Poder Ejecutivo- a buscar un camino de entendimiento la 
semana que viene, para lograr un consenso en el nombra- 
miento de un nuevo Fiscal de Corte. 


Con respecto al tema de la Corte Electoral y del Tribunal 
de Cuentas, el Partido Nacional está dispuesto a analizarlo, 
pero no confundamos peras con tomates. 


Muchas gracias. 
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SEÑOR NICOLINI.- Solicito que se le otorgue un tiempo 
complementario al señor Senador Vaillant. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se vaa votar la moción formula- 
da por el señor Senador Nicolini. 


(Se vota:) 
-30en31.Afirmativa. 
Continúa en el uso de la palabra el señor Senador Vaillant. 


SEÑOR VAILLANT.- Intentando seguir con el espíritu 
más constructivo posible, tomamos el planteo del señor 
Senador Larrañaga, tal como lo ha hecho el señor Ministro 
de Educación y Cultura. Estamos dispuestos a conversar de 
plazos. 


Sabemos que el tema del Fiscal de Corte es urgente - 
¡vaya si lo sabemos!-, y porque es urgente resolverlo, 
hemos tratado de encontrar una solución transitoria. Sin 
embargo, ese no es el único tema urgente. ¿Acaso se le 
quiere sacar importancia y no considerar lo que sucede, ya 
no desde hace dos años, como en el caso de la Fiscalía de 
Corte, sino desde hace doce, como ocurre con los organis- 
mos de contralor? Por supuesto que es importante y mucho 
más urgente, porque su urgencia está relacionada ni más ni 
menos que con el tiempo que el tema lleva pendiente. No 
estamos diciendo que condicionamos nada, sino que aquí 
hay dos asuntos que tienen cosas similares y en común y 
por eso estamos explorando la voluntad de la oposición en 
cuanto a poder conversar sobre estas cuestiones. 


Como habíamos dicho en nuestra intervención, tal vez 
no sea oportuno responder ahora; por lo tanto, no tomamos 
la respuesta como definitiva ni damos una respuesta nues- 
tra como definitiva. Nos hicieron una propuesta y lanzamos 
otra que va un poco más allá. Como además esta sesión fue 
convocada para resolver sobre la constitucionalidad o la 
inconstitucionalidad, se supone que las mociones que al 
final se presenten tendrán que ver con eso. Naturalmente, 
antes de que empezáramos sabíamos que la oposición iba a 
plantear y, por lo tanto, a pretender que aquí se resolviera 
que lo que nosotros habíamos hecho era inconstitucional, 
y también se sabía que si nosotros lo habíamos hecho, no 
era porque quisiéramos violar la Constitución sino porque 
consideramos que era constitucional. Entonces, lógica- 
mente, presentamos una moción -la que se leyó recién- que 
es la que vamos a votar hoy, por lo menos, nosotros. 


Para establecer un mecanismo de diálogo y de acuerdo 
no precisamos votar nada. En todo caso, una vez que 
termine esta sesión, tendríamos que tener la habilidad de 
encontrar los espacios para mañana mismo, si se quiere, 
empezar a conversar. De este lado no sólo están las manos 
sino que están las puertas y las ventanas abiertas de la 
Fiscalía de Corte, del Tribunal de Cuentas y de la Corte 
Electoral. 
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SEÑOR COURIEL.- ¿Me permite una interrupción, señor 
Senador? 


SEÑOR VAILLANT.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir el señor Sena- 
dor Couriel. 


SEÑOR COURIEL.- Señor Presidente: considero que es 
positiva la propuesta que hizo el señor Senador Larrañaga, 
pero la verdad es que hacer una propuesta para dialogar, 
significa dialogar, lo cual implica no imponer condiciones. 
Cuando el señor Senador Larrañaga dice: “Yo estoy propo- 
niendo dialogar sólo sobre el tema de la designación de la 
doctora Guianze y después veré si dialogo sobre lo demás”, 
está poniendo una condición como si fuese quien ganó la 
elección. No ganó la elección, señor Senador Larrañaga. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Diríjase a la Mesa, señor Sena- 
dor Couriel. 


SEÑOR COURIEL..- En realidad, a veces también el señor 
Senador Larrañaga dice que siente que los Senadores del 
Frente Amplio no tenemos la suficiente representación. Le 
voy a contestar hoy que la propuesta del Ministro Brovetto 
era la de toda la Bancada de Senadores y también la del 
Presidente de la República. Entonces, ¡caramba que lo que 
le estaba diciendo el Ministro Brovetto no era su posición 
personal, sino la de los 17 Senadores oficialistas y la del 
Presidente de la República! 


Desde este punto de vista, siento que estamos en guerra 
desde hace muchos meses, pasando de un agravio a otro, 
donde permanentemente se declara sobre la 
constitucionalidad, sobre el Estado de Derecho y sobre 
amenazas a la democracia. Si en vez de hablar en estos 
términos empezamos a dialogar, sería fantástico. 


¿Por qué estamos proponiendo que además del tema de 
la Fiscal de Corte, consideremos el del Tribunal de Cuentas 
y el de la Corte Electoral? Porque son de la misma naturaleza, 
porque requieren acuerdos que francamente no tienen que 
ver con otras posiciones que en su momento vamos a 
discutir. En este sentido, ya hicieron una interpelación al 
Ministro de Relaciones Exteriores junto con el de Economía 
y Finanzas sobre la política exterior; mañana vendrá el 
debate educativo y discutiremos también sobre la propues- 
taeducativa, pero nadie dice que para hablar sobre el Fiscal 
de Corte haya que discutir sobre el tema educativo. Estamos 
hablando sobre temas que tienen la misma naturaleza, que 
requieren el mismo tipo de acuerdo y las mismas mayorías 
para poder resolverlos. 


Probablemente, en lo que respecta a los Entes, tenga 
algún grado de responsabilidad porque, en lo personal, no 
me canso de decir que un principio básico de la democracia 
es el Gobierno de la mayoría y el control de las minorías. 
Quiero que haya control de las minorías en el Parlamento, 
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pero no sólo acá, porque para la democracia, para el Gobier- 
no del Uruguay, para el país, es muy importante que haya 
representantes de la minoría en los Entes Autónomos y 
Servicios Descentralizados. Entonces, como no me conven- 
ZO, permanentemente estoy haciendo esfuerzos para en- 
contrar la posibilidad de que el Partido Nacional, y ojalá 
también el Partido Colorado, revean posiciones de esta 
naturaleza, porque no me olvido de que en la primera Presi- 
dencia del doctor Sanguinetti nos ofrecieron seis cargos y 
los tomamos; no dijimos que no, no dijimos queremos esto 
otro. Por su parte, en su Presidencia el doctor Lacalle dijo 
que había que tener posiciones políticas cercanas y enton- 
ces no nos dieron lugar, tal como ocurrió en la segunda 
Presidencia del doctor Sanguinetti y en la Presidencia del 
doctor Batlle. De modo que como yo lo sufrí, quiero que el 
Partido Nacional y el Partido Colorado estén en los Entes 
Autónomos y Servicios Descentralizados, y por eso voy a 
seguir insistiendo todo lo que pueda -aunque me equivo- 
que- porque dentro de este diálogo me parece un tema 
absolutamente relevante. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede continuar el señor Sena- 
dor Vaillant. 


SEÑOR VAILLANT.- Señor Presidente: no quiero con- 
vertirme en el administrador de la palabra sustituyendo su 
función, pero me han pedido interrupciones los señores 
Senadores Alfie, Heber y Lorier. Entonces, voy a dar las tres 
interrupciones por su orden y luego no daré ninguna más. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir el señor Sena- 
dor Alfie. 


SEÑOR ALFIE.- Señor Presidente: tengo la impresión de 
que estamos un poco fuera de tema y probablemente repita 
lo que dijo hace unos instantes el señor Senador 
Aguirrezabala, pero me gustaría reafirmar y resumir. 


¿Cuál fue el argumento del Poder Ejecutivo para desig- 
nara la Fiscal en cuestión? Que hay una propuesta y hay un 
provisoriato o interinato hasta tanto se resuelva dicha 
propuesta. 


Por mi parte, creo que la moción del Partido Nacional ni 
siquiera debería ser tratada, porque ya se sabe que no están 
los votos necesarios para aprobarla. Entonces, sabemos 
que la Fiscal interina no reúne el consenso. Con la misma 
lógica, nos parece razonable que el Poder Ejecutivo deje sin 
efecto o modifique la resolución, que cambie el interinato, 
nombre al Fiscal en lo Civil más antiguo y proponga otro 
nombre, negociándolo en el sigilo, es decir, de la manera 
menos pública posible, a fin de no afectar a las personas. 


Creo que a aquí se vino a hablar de la constitucionalidad 
oinconstitucionalidad de la resolución -eso es cierto-, pero 
no sólo se vino a hablar de eso. Lo que debimos evitar era 
hablar de las personas. Me parece que si vamos a entrar en 
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un debate no debe ser sobre las personas. En nuestro caso 
particular, el Partido Colorado evitó hablar y debatir sobre 
las personas; sí debatimos sobre los procedimientos. 


La propuesta del Partido Colorado está en poder de la 
Mesa y se condice -como se planteó desde la primera 
intervención del señor Senador Sanguinetti- con que este 
órgano es político y no puede dirimir la constitucionalidad 
o inconstitucionalidad. En virtud de ello, lo que se pide es 
un rápido franqueo para habilitar a que el Tribunal de lo 
Contencioso Administrativo dicte sentencia. Esto está cla- 
ro. 


Otra cosa que está clara es que no hay tres quintos de 
votos para nombrar a quien hoy ejerce interinamente la 
Fiscalía de Corte. Por eso se manejó el argumento de que 
todos los que se nombraron de manera interina y luego 
fueron propuestos, siempre lograron la aprobación de la 
mayoría y se quedaron en esos casos, salvo en una ocasión, 
muy especial, con el Fiscal de Corte secuestrado y el país 
en medio de la guerrilla; en todos los restantes quien ocupó 
el cargo de manera interina fue el Fiscal Civil más antiguo, 
como lo marca la ley. Evidentemente, en este caso no se va 
a lograr la aprobación de la mayoría. Sabiendo que eso no 
sucederá, pienso que para facilitar el diálogo, el Poder 
Ejecutivo debería -reitero- nombrar ael o la Fiscal en lo Civil 
más antigua y comenzar una negociación con relación a 
algunos nombres, teniendo en cuenta todos aquellos que 
puedan ser considerados. 


Hay otro caso que quedó sobre la mesa y no es cierto, 
reitero, no lo es, que no vayamos a votar a determinado 
profesional por el hecho de responder a determinada orien- 
tación política porque, además, entre otras cosas, hay mu- 
cha gente que no responde a ninguna filiación política en 
particular y también hay quienes cambian constantemente, 
elección tras elección. Destaco especialmente que ese ar- 
gumento no es válido. Esto no es “A” o “no A”, porque en 
el medio hay otras alternativas. 


En definitiva, reitero algo que ya fue dicho por el señor 
Senador Aguirrezabala: lo mejor que puede hacer el Poder 
Ejecutivo en este momento -y lo exhorto a que lo haga- es 
nombrar al Fiscal de Corte en lo Civil más antiguo, en 
función de que la Fiscal actual interina, que está propuesta 
para ocupar el cargo efectivo, no logra la mayoría necesaria. 
Como bien se ha dicho aquí, todos tenemos que comprome- 
ternos a encontrar un Fiscal definitivo lo más rápidamente 
posible. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra, en uso de una 
interrupción, el señor Senador Heber. 


SEÑOR HEBER. .- Señor Presidente: creo que después de 
este largo debate cuesta recordar todos los argumentos que 
se han venido esbozando, y a veces hay necesidad de 
repetir algunos. 
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El señor Ministro de Educación y Cultura -que lamento 
no se encuentre en Sala en este momento- ha dicho que está 
dispuesto al diálogo con respecto al tema del Fiscal de 
Corte; por lo menos, así lo entendió quien habla y lo más 
probable es que también lo hayan entendido así los demás 
señores Senadores. Entonces, en función de esa invitación 
del señor Ministro al diálogo para encontrar las mayorías 
necesarias, el señor Senador Larrañaga, en nombre del 
Partido Nacional y en su calidad de Presidente del Directo- 
rio, propone un diálogo muy concreto, aceptando esa invi- 
tación. Cuando hay una contrapropuesta o amplificación 
del diálogo, lo que se hace es complicar lo que nunca se 
vinculó. En este sentido, confieso que me alegra que el 
señor Senador Couriel esté presente en Sala en estos ins- 
tantes, porque quien habla participó en todas las conversa- 
ciones que hubo en esta materia en el mes de febrero, en la 
de los Entes Autónomos, Corte Electoral, Tribunal de Cuen- 
tas y Junta Nacional Económica y Financiera. Los señores 
Senadores recordarán perfectamente que este tema venía 
muy mal de la Cámara de Representantes, cambiando las 
mayorías que la misma ley establece porque el Poder Ejecu- 
tivo quería nombrar a gente que tal vez era de confianza -no 
lo sé- o quizá se temía que no se reunieran las mayorías 
necesarias. 


El Partido Nacional comprometió su voto exhortando a 
que se llegara a un acuerdo en cuanto a las personas. 
Incluso llegamos a decir -y pido que el Vicepresidente o el 
coordinador de aquel entonces, señor Senador Couriel, me 
lo desmientan- que queríamos votar la integración de la 
Junta Anticorrupción y que no nos importaba que los tres 
integrantes estuvieran vinculados al Gobierno, siempre y 
cuando nos ofrecieran a todos las garantías de que iban a 
cumplir esa misión realmente importante para el país. Final- 
mente, votamos. Luego, uno de ellos renunció y todavía la 
Junta no está constituida. Sinembargo, no hubo presión del 
Partido Nacional para designar a nadie y si mañana viniera 
una propuesta de una persona intachable, aunque fuera de 
izquierda, estaríamos dispuestos a votarla porque las ga- 
rantías van más allá de la vinculación o no de la persona con 
el Gobierno, de su ideología y de lo que haya votado. 


En relación con el tema de la Fiscal de Corte decimos 
exactamente lo mismo. Proponemos que sigamos conver- 
sando, sin vincular los temas. Esto no quiere decir que no 
hablemos de los otros; claro que podemos hablar, aunque 
la verdad es que desde hace mucho tiempo no se nos 
convoca para hacerlo. Pero cuando hablamos de la Corte 
Electoral y del Tribunal de Cuentas, dijimos también que 
había que buscar nombres y personas por encima de los 
partidos, sin que importara si habían votado tal o cual lema; 
lo importante es que fueran reconocidos por la sociedad 
como personas de referencia, fueran de izquierda, de centro 
o de derecha. Ahora volvemos a decir lo mismo. 


Nunca el tema de la Fiscal de Corte se manejó vinculado 
con el de la Corte Electoral y el del Tribunal de Cuentas. 
Estamos convencidos de que debemos seguir haciendo lo 
mismo, es decir, no vincularlos, porque si estamos tranca- 
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dos con respecto a la integración de la Corte Electoral y el 
Tribunal de Cuentas, no nos conviene hacer lo mismo con 
relación a la designación del Fiscal de Corte. Vayamos 
resolviendo los temas por lo menos de a uno. Esto no quiere 
decir que el Partido Nacional se niegue. ¿Por qué entonces 
se condiciona? A no ser que la invitación al diálogo no sea 
tal y que no se procure tener los tres quintos de votos. ¿Cuál 
es el temor de reunirlos para la designación del Fiscal de 
Corte? Podemos buscarlos y encontrarlos; todo depende 
de que los nombres propuestos ofrezcan garantías y no de 
que estén afiliados a un partido político o a otro. Esas 
garantías son las que hemos planteado en esta misma 
sesión. 


Entonces, perfectamente podemos iniciar en estos días 
un diálogo intenso en procura de lograr alcanzar esos tres 
quintos de votos necesarios. La verdad es que nunca más 
hablamos, señor Presidente -y lo reitero-, de la integración 
de la Corte Electoral y del Tribunal de Cuentas. No seguimos 
dialogando y nunca, cuando hablamos de la designación 
del Fiscal de Corte, hablamos de la integración de los 
mencionados organismos. Así pues, reitero esta exhorta- 
ción al diálogo intenso, a menos que se quiera trancar el 
tema, no dialogar y no arribar a una solución. 


Vuelvo a plantear -y con esto termino- la invitación del 
señor Presidente del Directorio del Partido Nacional para 
que mañana mismo nos reunamos y empecemos a manejar 
nombres propuestos por el Poder Ejecutivo para designar 
en este cargo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra, en uso de una 
interrupción, el señor Senador Lorier. 


SEÑOR LORIER.- Señor Presidente: quiero manifestar 
que estamos muy tranquilos con respecto a la parte jurídica 
de este hecho, que es una encargatura y no una subroga- 
ción. 


En segundo lugar, consideramos que la oposición ob- 
serva la paja en nuestro ojo y no ve la viga en el propio. Aquí 
ha habido acusaciones muy fuertes en torno a nuestro 
respeto a la Constitución, y no se trata sólo de estas 
acusaciones, sino también de otras que se han venido 
realizando y que se han organizado en once capítulos. En 
ese sentido, pensamos que no se está viendo lo que signi- 
fica la situación actual del Tribunal de Cuentas y de la Corte 
Electoral. Asimismo, consideramos que no se tienen en 
cuenta las actitudes vinculadas con otras encargaturas 
encomendadas en otro momento ni con otras actividades 
ocurridas no hace mucho tiempo en las cuales se estaba 
bordeando, precisamente, el respeto a algunos artículos de 
la Constitución referidos a temas sumamente delicados. 


Por otra parte, entendemos que se está cuestionando a 
la Fiscal Mirtha Guianze por su pertenencia partidaria a 
nuestra fuerza política, algo que nos resulta realmente 
increíble. Sin embargo, pensamos que detrás de este 
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cuestionamiento existen otras causas porque, sinceramen- 
te, esta Fiscal ha tenido una actitud muy importante y muy 
firme en el tema de los Derechos Humanos, profundizando 
en todo lo que tiene que ver con la investigación de los 
crímenes ocurridos en la Argentina de Gutiérrez Ruiz y de 
Michelini, asícomo con la desaparición de Elena Quinteros 
y del procesamiento del entonces Canciller Juan Carlos 
Blanco. En ese sentido, reitero, nos parece que acá hay 
elementos muy importantes que están en juego. Esta Fiscal 
también ha tenido intervención en otras investigaciones 
relacionadas con el tema de la corrupción; es la Fiscal que 
ha tenido más consultas de la Junta Anticorrupción. 


Por último, quiero destacar que nos sentimos muy 
tranquilos tanto en el aspecto jurídico como en el político 
porque la voluntad de diálogo ha sido claramente expresa- 
da, así como también lo ha sido la necesidad de superar 
determinadas situaciones sobre la base no de una rendición 
incondicional ni de dejar nosotros de cumplir con aquello 
que programáticamente prometimos a la ciudadanía y que 
efectivamente estamos haciendo. 


Gracias, señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE .- Puede continuar el señor Sena- 
dor Vaillant. 


SEÑOR VAILLANT.- Señor Presidente: creo que a esta 
altura de la sesión todos estamos reiterando argumentos. 
Todos sabemos que hay cuatro mociones que se van a 
poner a votación y, por lo menos en la que tiene que ver con 
la razón de la convocatoria, también sabemos cuál va a ser 
el resultado. 


Por lo tanto, no voy a hacer uso de la palabra como forma 
de no hacerle perder más tiempo al Senado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Senador 
Mahía. 


SEÑOR MAHÍA.- Señor Presidente: francamente, no iba 
a hacer uso de la palabra, en primer lugar, por el hecho de 
que no tengo formación jurídica y uno trata de no hablar de 
lo que no sabe, por lo menos a veces hace el esfuerzo. En 
segundo término, no pensaba hacerlo por los fundamentos 
políticos emitidos por mis compañeros, que para mí han sido 
contundentes. Sin embargo, a veces uno no se puede ir a 
dormir si no dice lo que piensa, y no puedo hacer silencio 
ante la afirmación efectuada por el señor Senador Lara 
acerca de la Fiscal Mirtha Guianze y de su compañero. 


Vivo en la ciudad de Las Piedras y conozco aesa familia 
desde hace muchos años. No voy a hablar de la trayectoria 
jurídica y profesional porque ya se ha hecho mención a ella, 
pero a veces en estos escenarios traemos al sistema político 
gente ajena a él y cuando está en juego la honorabilidad de 
las personas no podemos de dejar de decir algunas cosas. 
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Se trata de una familia honorable, de buena gente, res- 
pecto a la cual se han realizado determinadas afirmaciones 
que ojalá en el futuro queden como un anécdota, porque la 
responsabilidad -por lo menos de quien habla- de decir lo 
que pienso sobre estas personas a las que conozco la siento 
como un deber. 


SEÑOR MICHELINI.- ¿Me permite una interrupción, señor 
Senador? 


SEÑOR MAHIA.- Con mucho gusto, señor Senador. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir el señor Sena- 
dor Michelini. 


SEÑOR MICHELINI.- Señor Presidente: brevemente, por 
la vía de la interrupción, quiero realizar algunos plantea- 
mientos. 


En principio, debo decir que acá hay una confusión. 
Parecería que el Poder Ejecutivo actúa sin evaluar, sin 
atender, sin estudiar los casos. Entonces, se piden exhor- 
taciones, deseos y anhelos, como si el Poder Ejecutivo hoy 
hiciera una cosa y mañana otra, como una veleta. Noso- 
tros, cuando damos determinados pasos, vamos a lo segu- 
ro. Pero el hecho de acceder alos planteos de diálogo -que 
me parece bien que se hagan y que se concreten- no signi- 
fica que ahora vamos a salir corriendo a hacer cualquier 
cosa. 


Es cierto que la oposición nos ha dado los votos en 
determinadas circunstancias, pero también lo es que en 
todos aquellos casos en los que nos dieron los votos fue 
porque teníamos una alternativa, un camino para ir adelan- 
te. Reconocemos que en el caso de los Entes Autónomos se 
facilitaron las cosas, pero es real que si la oposición no nos 
daba los votos, sesenta días después el Gobierno iba a estar 
funcionando. También es cierto que en lo que tiene que ver 
con la Junta Anticorrupción no existían los votos suficien- 
tes y cuando planteamos un proyecto de ley que modificaba 
determinados aspectos, se nos pidió por parte de la oposi- 
ción que los quitáramos. Confieso que era el más reacio a 
hacerlo, pero al final se retiraron y luego de una discusión 
que insumió alrededor de dos meses, se llegó aese acuerdo. 
En el caso del Tribunal de Cuentas y la Corte Electoral, debo 
reconocer que quizás mezclamos todo, pero en ese tema no 
teníamos una alternativa que reflejara de alguna manera lo 
que fueron los últimos comicios; ahí no hay forma de 
dialogar. 


En este caso concreto, en el que encontramos una alter- 
nativa que nos hace sentir jurídicamente muy seguros, se 
empiezan a dar estas situaciones de diálogo que en caso 
contrario no estarían. ¿Por qué nos sentimos seguros? 
Porque ha habido muchas instancias en las que el o la Fiscal 
de Corte han actuado sin la venia del Senado, por subroga- 
ción o por vacancia. Existe más de un caso y de un ejemplo 
en la historia -bajo diferentes gobiernos, incluso en el 
nuestro- en los que se aceptaron pacíficamente estas desig- 
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naciones. Y es cierto que la última Fiscal de Corte antes de 
este nombramiento provisorio o encargatura de la Fiscal 
Guianze era la Civil más antigua. Pero es cierto que no la 
nombramos por eso. Nosotros en los fundamentos no diji- 
mos que la nombrábamos porque era la Fiscal en lo Civil más 
antigua, sino porque era interina. Eso fue lo que dijimos, 
pacíficamente se aceptó y no se diga que no se sabía, 
porque el Poder Ejecutivo concurrió a la Comisión -creo que 
en ese caso fue en la Cámara de Representantes- y explicó 
todo con lujo de detalles. En esa oportunidad nadie dijo que 
estuviéramos violando la Constitución, faltando al Dere- 
cho, llevándonos todo por delante o que hubiera un quiebre 
institucional. No fue así; se aceptó pacíficamente, como 
también lo aceptamos nosotros en otros gobiernos y en 
otras circunstancias. Fue así y no porque se diga que se 
nombró al que ya estaba propuesto porque en otros casos 
no se hizo de ese modo; hubo de todos los casos y de todos 
los ejemplos. En esta oportunidad, quizás la única innova- 
ción es que se propone a la persona para la cual el Poder 
Ejecutivo solicitó el respaldo de los tres quintos de votos. 


Nosotros queremos un Fiscal de Corte con el respaldo 
constitucional correspondiente. De todos modos, hoy es- 
tamos tranquilos porque tenemos una persona que va a 
hacer la encargaduría provisoria o interina y no estamos 
preocupados por la responsabilidad, porque lo relacionado 
con la Defensoría Pública está atendido. Entonces, no 
tenemos que salir corriendo de aquí a ocho o nueve días 
porque mientras el Senado no se pronuncie -aclaro que 
tampoco tenemos apuro en que ello ocurra; ha pasado en 
otras circunstancias en que también se ha demorado, en las 
que las negociaciones van y vienen-, nosotros estamos 
tranquilos de que la función pública se está cumpliendo. 


(Suena el timbre indicador del tiempo) 


- Termino, señor Presidente. Por supuesto que si el 
Tribunal de lo Contencioso Administrativo determinara que 
estamos fuera del Derecho, vamos a acatar y no habrá 
ningún quiebre constitucional. Esto lo han dicho el Minis- 
tro, el Poder Ejecutivo y cada uno de los Senadores. Y si las 
formalidades se cumplen, estaremos habilitando lo que 
corresponda. Por supuesto, si se dan los tres quintos de 
votos a través de los diálogos que se inician, estará bien. 
De todos modos, esta situación se da porque el Poder 
Ejecutivo, además de enviar a la Fiscal de Corte, con la 
responsabilidad que le compete se hizo cargo de que el 
servicio se atendiera y funcionara a través de esta encargaduría. 
Reitero que nosotros no estamos apurados ya que tenemos 
Fiscal de Corte en forma provisoria, y el Senado se tomará 
el tiempo necesario para considerar el tema. 


Muchas gracias, señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE .- Puede continuar el señor Sena- 
dor Mahía. 


SEÑOR MAHIA.- Simplemente quiero dejar una cons- 
tancia. 
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Reitero que conozco aesa familia, su trayectoria política 
y lo que significó para ellos la dictadura militar, aunque no 
voy a avanzar en este tema. 


En el día de mañana voy a estar en la décima interpela- 
ción de la oposición, en veinte meses de Gobierno, y tam- 
bién deberemos prepararnos con tiempo porque, segura- 
mente, va a ser extensa. 


Muchas gracias, señor Presidente. 


6) SOLICITUD DE VENIA DEL PODER EJECUTIVO 
PARA DESIGNAR FISCAL DE CORTE Y PROCU- 
RADOR GENERAL DE LA NACION A LA DOCTO- 
RA MIRTHA GUIANZE 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiéndose agotado la lista de 
oradores, con excepción del Miembro Interpelante, que está 
anotado, y la posibilidad de que el señor Ministro conteste 
luego, voy a poner a consideración del Senado la moción 
que se refiere al orden del día de la sesión de mañana y luego 
de finalizado el debate pondremos a votación tres mociones 
más. 


Léase la moción de referencia. 
(Selee:) 
SEÑOR SECRETARIO (Arq. Hugo Rodríguez Filippini).- 


“Mocionamos para que se incluya como primer punto 
del orden del día de la sesión del Senado de la República 
del 8 de noviembre de 2006, la iniciativa del Poder 
Ejecutivo para designar a la Dra. Guianze como Fiscal de 
Corte y Procurador General de la Nación”. 


SEÑOR BARAIBAR.- Pido la palabra para una cuestión 
de orden. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR BARAIBAR.- Solicitamos un cuarto intermedio 
de diez minutos para considerar la moción que recién se ha 
leído. 


SEÑOR MICHELINI.- Esperamos tener los tres quintos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se vaa votar la moción formula- 
da. 


(Se vota:) 


-30en 31. Afirmativa. 
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El Senado pasa a cuarto intermedio por diez minutos. 
(Así se hace. Es la hora 1 y 24 minutos) 

(Vueltos a Sala) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, continúa la 
sesión. 


(Es la hora 1 y 32 minutos) 


- Se va a votar la moción de orden presentada por los 
señores Senadores del Partido Nacional. 


SEÑOR LARRAÑAGA.-- Solicito votación nominal. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Basta con que un solo señor 
Senador lo solicite para que así se proceda. 


SEÑOR BARAIBAR.- Quisiera aclarar que no es necesa- 
ria la votación nominal porque se va a votar favorablemente 
y por unanimidad. 


SEÑOR LARRAÑAGA.- Entonces, retiro la moción, se- 
ñor Presidente. 


SEÑOR KORZENIAK.- Solicito que se lea la moción. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Léase nuevamente la moción. 
(Se lee:) 

SEÑOR SECRETARIO (Arq. Hugo Rodríguez Filippini).- 


“Mocionamos para que se incluya como primer punto 
del orden del día de la sesión del Senado de la República 
del 8 de noviembre de 2006, la iniciativa del Poder 
Ejecutivo para designar a la doctora Guianze como Fiscal 
de Corte y Procurador General de la Nación”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se vaa votar la moción formu- 
lada. 


(Se vota:) 


-29en 29. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


7) RESOLUCION DEL PODER EJECUTIVO DESIG- 
NANDO PROVISORIAMENTE A LA DOCTORA 
MIRTHA GUIANZE COMO FISCAL DE CORTE Y 
PROCURADOR GENERAL DE LA NACION 


SEÑOR PRESIDENTE.- Continuando con la lista de 
oradores, tiene la palabra el señor miembro interpelante. 
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SEÑOR PENADES.- A esta altura, señor Presidente, creo 
que si esta hubiera sido una interpelación del tipo de las que 
los Legisladores del oficialismo definen como comunes y 
corrientes, en las que los integrantes de los partidos de la 
oposición atosigamos un día sí y otro también al Gobierno, 
quizás terminaría como todas, o sea, recibidas las explica- 
ciones del señor Ministro, con una declaración satisfacto- 
ria y otra insatisfactoria emitida por los partidos de la 
oposición. Sin embargo, hoy el Partido Nacional innovó y, 
en mi opinión, lo hizo positivamente porque dividió la 
interpelación en dos grandes momentos. En el primero de 
esos momentos se fundamentó por qué entendíamos noso- 
tros que la resolución del 11 de octubre de 2006 es incons- 
titucional, ilegal y violenta el Estado de Derecho. Luego, 
sorprendiendo a todos -tal cual lo reconociera un Senador 
del oficialismo-, se propuso y se convocó al diálogo. 


Francamente, debemos decir con total honestidad que, 
en medio de esas dos instancias, las explicaciones brinda- 
das por el señor Ministro y los señores Senadores del 
partido de Gobierno -que han salido a respaldar la actitud 
y la resolución del Poder Ejecutivo adoptada por el Presi- 
dente de la República en acuerdo con el Ministro de Educa- 
ción y Cultura- no nos convencieron desde ningún punto de 
vista. En realidad, pretendimos llevar adelante una interpe- 
lación dura, lo reconocemos, de la misma manera que admi- 
timos que, si el Poder Ejecutivo desanda ese camino por el 
que, a nuestro entender, se ha apartado de la Constitución 
y de la ley, no dudaríamos en reconocer ese hecho, valorarlo 
y congratularnos. 


Llegados a este punto, no podemos decir que nos sen- 
timos agraviados por duras manifestaciones de tipo políti- 
co, porque si es hora de sacar la lista, lo podemos hacer, ya 
que en los últimos quince días hemos tenido que tolerar 
calificaciones como, por ejemplo, de conspirador, de dere- 
cha, de sedicioso que intenta revertir el Estado de Derecho, 
de desestabilizador, pero la más ofensiva de todas y reite- 
rada aquí por el señor Senador Lorier -y no la voy a olvidar- 
es la que sostiene que detrás de la intención de no votar a 
la doctora Guianze se esconde la posibilidad de que no se 
siga el proceso de acusaciones llevado adelante por ella en 
la Fiscalía de 2” Turno con relación a la violación de los 
derechos humanos. Lo dijo el señor Senador y reitero que 
no lo voy a olvidar porque, ese sí, es un agravio. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa solicita al señor Sena- 
dor que no personalice, pues no está permitido por el 
Reglamento. 


SEÑOR PENADES.- Simplemente, señor Presidente, in- 
tento identificar con claridad a quien me agravió directa- 
mente cuando dije que, llegado el momento y si se recorrían 
los caminos debidos, no tendría ningún problema en reco- 
nocer que el Poder Ejecutivo retomó la senda institucional 
de la que, creo, se ha apartado. Sin embargo, las explicacio- 
nes del señor Ministro y de los señores Senadores no me 
han convencido. 
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Hemos fundamentado las razones por las cuales enten- 
demos que desde 1828 a la fecha, en todo tiempo y lugar 
-salvo un episodio ocurrido en 1971- la subrogación, la 
vacancia -como se quiera llamar- del Fiscal de Corte siempre 
fue ocupada por el Fiscal en lo Civil más antiguo. Esto fue 
así en todo momento, salvo en la instancia que ya mencioné. 
Dije también que no quería cometer el agravio de pensar en 
similitudes entre el Gobierno de la década del setenta y el 
actual, porque no es esa mi intención. 


Hemos manifestado que en cualquiera de las instancias 
e interpretaciones que se busquen, sea del lado que sea, no 
se ha logrado convencer a los partidos de la oposición de 
que la norma en la cual se basa la resolución es legal o 
constitucional. En el Atento de la resolución del Poder 
Ejecutivo por la que se encarga provisoriamente a la doctora 
Mirtha Guianze no se distingue ninguna norma legal que 
incluya lo que allí se dispone llevar adelante, y eso lo 
demostramos. Entonces, señor Presidente, es un animal, 
tiene cuatro patas, mueve la cola, tiene hocico y orejas, se 
llama Fido, pero no es un perro. Francamente, eso nos 
permite insistir en el día de hoy en que la violación de la 
Constitución con este episodio es un hecho gravísimo. 


Esto constituyó la primera parte de nuestra interven- 
ción, en la que pretendimos demostrar que la Fiscalía fun- 
cionó perfectamente durante las subrogaciones, y demos- 
tramos el llenado de Fiscalías en lo Departamental y en lo 
Nacional, de traslados y de sumarios llevados adelante por 
Fiscales subrogantes. Dijimos que nos llamaba poderosa- 
mente la atención -esto no mereció ningún comentario del 
Poder Ejecutivo, en este caso, del señor Ministro de Educa- 
ción y Cultura- que sorprendentemente se hayan habilitado 
pases en comisión. Desde setiembre del año pasado y marzo 
de este año hay propuestas de nombramientos de Fiscales 
que no se tramitan ni se rechazan. Esto nos lleva a pensar 
si no es parte de la situación irregular que se está viviendo 
desde el momento en que se crea la figura de la encargatura 
y se impone a la doctora Mirtha Guianze. 


No terminamos de entender la actitud del Poder Ejecuti- 
vo ni comprendemos reglada a qué fue adoptada y tomada 
esa decisión. Hemos denunciado pases en comisión al 
Parlamento y al Ministerio de Educación y Cultura que 
terminan llevándose los cargos de la Fiscalía de Corte, pero 
no han merecido ninguna explicación; por el contrario, se 
dice que los servicios están afectados por otro motivo y no 
por eso. Se leyó un informe de la Auditoría Interna de la 
Nación en el que se reflejan una serie de irregularidades. Por 
otra parte, la Oficina Nacional del Servicio Civil de este 
Gobierno encuentra irregularidades en el funciona- 
miento de la Fiscalía de Corte durante la gestión del doctor 
Peri Valdez y concluye que a ese profesional, a ese je- 
rarca, hay que destituirlo, pero el Poder Ejecutivo en 
nueve meses no lo hizo. Ahora, se pretende hacernos 
ver como los responsables de que desde hace dos años no 
haya un Fiscal de Corte que genere tranquilidad, como debe 
hacerlo la Fiscalía de Corte y Procuraduría General de la 
Nación. 
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Para que esto no terminara en una discusión de carácter 
jurídico, insistimos sobre un episodio que me va a ir 
llevando a la otra parte de mi intervención. El señor Ministro 
de Educación y Cultura durante la interpelación no ha dicho 
cuánto dura el interinato, el provisoriato, la encargatura de 
la doctora Mirtha Guianze. No señaló si es por un mes, por 
un año o por un siglo. 


SEÑOR MICHELINI.- Un siglo esimposible. 


SEÑOR PENADES.- Yo los creo capaces de muchas 
cosas, entre otras, de eso. 


(Hilaridad) 


- Francamente, no termino de entender, y el Ministro no 
responde. La argumentación política que esgrime es que el 
Senado de la República todavía no resolvió el asunto. Me 
pregunto si tenemos que llegar a ese grado para saber que 
desde hace meses en este Senado no cuenta con los votos 
para que la venia sea concedida, de acuerdo con el numeral 
13) del artículo 168 de la Constitución de la República. Se 
dice que hubo algún tipo de manifestaciones -legítimas y 
absolutamente posibles- por parte de Senadores del Partido 
Nacional. Ello es factible, pero me parece que también hay 
dos o tres decisiones en el medio que no pueden pasar 
inadvertidas para algún observador político avezado, como 
los hay aquí adentro. De acuerdo con las conversaciones 
que hemos mantenido todos con todos en este ámbito, 
desde hace mucho tiempo se sabía que el Partido Nacional 
había resuelto que la decisión iba a ser tomada por la 
unanimidad de la Bancada. De esta forma estaba dando un 
claro mensaje sobre algo que es bastante ofensivo para el 
Partido Nacional, ya que se dijo: “Vamos a ver si los blancos 
se dividen y logramos que dos voten la venia de la doctora 
Guianze.” 


Esto fue manifestado por algunos Senadores aquí, lo 
que implica desconocer el funcionamiento de los partidos 
políticos. Cuando el Partido Nacional hace bastante tiempo, 
en el marco de una situación mucho más compleja que 
englobaba una realidad de fuerte enfrentamiento entre el 
Ministerio del Interior y la Suprema Corte de Justicia por el 
desalojo de una textil, anunciaba que no dabalos votos para 
que la doctora Mirtha Guianze fuera designada Fiscal de 
Corte, aquí ya se sabía desde hacía mucho tiempo que 
dichos votos no serían otorgados para conceder la venia. 


¿Qué ocurrió durante ese período? Mientras sucedía 
todo esto, el Poder Ejecutivo, ante la jubilación de la doc- 
tora Elida Fajardo, encargó del despacho de la Fiscalía de 
Corte -según se ha tratado de fundar aquí, a mi juicio 
infructuosamente- a la doctora Mirtha Guianze, es decir, la 
misma candidata que en el Senado no obtuvo los tres 
quintos de votos para ser designada Fiscal de Corte. Since- 
ramente, me pregunto qué lectura puede tener eso. Cuando 
el Poder Ejecutivo se entera de que hay negociaciones -sin 
saber si están detenidas o paralizadas- y propone designar 
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por resolución, violentando la tradición del país en cuanto 
a las subrogaciones o interinatos desde la década del 
setenta a la fecha, a la misma doctora Mirtha Guianze que no 
contaba con nuestro respaldo para ser Fiscal de Corte, ¿qué 
reacción se esperaba de la oposición? La reacción es esta, 
es una sola y se da en el marco de un bloqueo absoluto del 
diálogo entre el Gobierno y la oposición, bloqueo que no es 
nuevo. En nombre del Partido Nacional participé en la 
redacción del documento sobre las políticas de Estado de 
educación; el señor Senador Abreu lo hizo sobre política 
exterior y los señores Senadores Gallinal, Larrañaga, Da 
Rosa y Heber trabajaron en política económica. 


Llegada la hora del ofrecimiento para ocupar cargos en 
la Administración Central, como corresponde a la oposición 
-el Gobierno entendía que debía ser así-, se produjeron una 
serie de desencuentros, con la misma base que éstos. Me 
refiero a no entender que los partidos de la oposición no 
vamos a admitir que se confundan mayorías absolutas con 
patente para hacer lo que se quiera. Esas mayorías absolu- 
tas, que son legítimas para aprobar leyes aquí, no lo son 
para otro tipo de cosas y a ese respecto hay que dialogar. 
Se nos dice: “Estamos intentando dialogar con ustedes 
desde el comienzo del año”. ¿Saben cuál es el problema 
central? Creo que éste radica en que el Partido de Gobierno 
está mucho más acostumbrado a dialogar de puertas para 
adentro de su fuerza política que de puertas para afuera. Se 
desgasta demasiado en la negociación interna y, al llegar el 
momento de dialogar y negociar con los Partidos de la 
oposición, ni siquiera tiene fuerzas para hacerlo. Eso es lo 
que sucede y lo vemos en todo. La reforma tributaria, señor 
Presidente -aclaro que no me estoy yendo del tema, sino que 
estoy fundamentando el porqué de esta situación- les llevó 
una negociación interna de más de ocho meses, pero en la 
Cámara de Representantes fue discutida durante un mes. 


En ese escenario, francamente me parece muy difícil 
entender que el diálogo y la negociación sean posibles, 
porque da la sensación de que al Partido de Gobierno a 
veces no le interesa intercambiar ideas con la oposición. 
Entonces, su fermental vida interna -por decirlo en términos 
que no ofendan a nadie- hace que muchas veces se pierda 
demasiado tiempo, o hasta se condicione esa negociación 
de puertas para afuera. 


Por eso, señor Presidente, la segunda parte de la inter- 
pelación -que nadie esperaba- fue sobre un episodio que no 
debemos confundir. A mí siempre me gusta llevar adelante 
los episodios políticos en forma lineal. El señor Ministro 
dijo que el Senado todavía no se expresó. Hay una moción 
del Partido Nacional para que se exprese mañana. Mañana 
el Senado lo hará y su expresión será que la doctora Mirtha 
Guianze no reunió la mayoría constitucional requerida para 
ser designada Fiscal de Corte y Procuradora General de la 
Nación. Por ende, cabe preguntarse qué pasa después. De 
las palabras del señor Ministro interpretamos que el 
“provisoriato” duraría lo mismo que la discusión en el 
Parlamento. ¿Se abre la instancia de qué? Acá hay algo que 
debe quedar claro, y sino, digámoslo. Y aquí va la pregunta 
que no se contestó: ¿cuánto dura el provisoriato? Si el 
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provisoriato dura el tiempo que insuma la negociación, no 
es necesario confundir esta última con los otros temas que 
se pretendió mezclar. La negociación se debe llevar adelan- 
te de todas maneras, ¿o acaso el Gobierno pretende, en los 
próximos dos años y medio de gestión, seguir con el 
provisoriato de la doctora Mirtha Guianze, a pesar de que el 
Senado se haya expresado contundentemente en el sentido 
de que esa profesional no cuenta con su confianza para ser 
Fiscal de Corte? ¡Es muy fuerte! ¡Es muy fuerte que después 
de que el Senado se exprese, tal cual lo requiere el Poder 
Ejecutivo en voz del señor Ministro de Educación y Cultura, 
se siga insistiendo sobre un nombre con un interinato que 
ha perdido razón de ser! Pensamos que se han limpiado 
todos los caminos para reiniciar una negociación que, para 
que se interpretara dentro del marco de lo que era la volun- 
tad -o el espíritu, como dijera el señor Senador Abreu- con 
la que vinimos a esta interpelación, apuntaba al diálogo. De 
ahí nace la propuesta del señor Senador Larrañaga. ¿Y qué 
sucede? Lo que sucede es que se dice: “Ya que estamos, 
agarramos las dos manos” -no recuerdo bien cuál fue el 
ejemplo que puso el señor Senador Vaillant- “y entonces 
hablemos del Tribunal de Cuentas y de la Corte Electoral”. 
Incluso, yo agregaría un tema de mayor antigijedad en el 
tiempo -diría, de más de diez años-, que tiene que ver con 
que en el país los integrantes de la Suprema Corte de 
Justicia no se pueden designar porque no nos ponemos de 
acuerdo. Eso sucedió en el pasado porque quienes no 
daban los votos requeridos en la Asamblea General para 
lenaresos cargos eran los Legisladores del Frente Amplio. 


Entonces, ya que estamos, empecemos a sumar temas 
que no tienen nada que ver con el motivo de esta interpe- 
lación, con la que hay un solo hecho relacionado, como es 
que mañana quedará palmariamente demostrado que la 
doctora Mirtha Guianze no reúne la confianza del Senado de 
la República. Si eso es así, evidentemente se confirma una 
situación de hecho doblemente agravada: en primer lugar, 
no se trata de la Fiscal en lo Civil más antigua; y segundo, 
y más grave aún, es que la Fiscal de Corte interina ha sido 
rechazada por el Senado de la República. Entonces, ¿de qué 
Corte Electoral ni de qué Tribunal de Cuentas vamos a 
sentarnos a hablar? Se debe solucionar este tema urgente- 
mente porque, como bien se ha dicho por parte de expertos, 
quien usurpa un cargo se convierte en un funcionario de 
facto. En este caso, la doctora Guianze es una Fiscal de 
Corte de facto. 


(Intervención del señor Senador Michelini que no se 
oye) 


- No se preocupe señor Senador Michelini que no es un 
agravio. Estoy dispuesto a dialogar y al señor Senador le 
consta que hemos hablado mucho de este tema en el pasado, 
aunque con pocos resultados para ambos. 


Como decía, el episodio a considerar acánoes la integra- 
ción del Tribunal de Cuentas, de la Corte Electoral, de la 
Fiscalía de Corte; en fin, “pase y sume”. No; como dijo el 
señor Ministro de Educación y Cultura -no el señor Senador 
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Penadés-, una vez que el Senado se expida la situación toma 
otro cariz. ¡Vaya sitoma otro cariz! Esperemos que ese otro 
cariz sea el que nos permita seguir trabajando. Por esa 
razón, el señor Senador Larrañaga daba un tiempo de una 
semana. Es claro que si a eso le sumamos el tema del 
Tribunal de Cuentas y de la Corte Electoral, y se dice que 
todo tiene que salir en la misma etapa, se estaría pasando un 
mensaje muy complicado y es que ni siquiera confiamos los 
unos en los otros. Me parece que si estamos en condiciones 
de hacer algo en serio, debemos comenzar a regularizar las 
situaciones que son más gravemente irregulares, y la prime- 
ra de ellas es la de la Fiscalía de Corte y Procuraduría General 
de la Nación. Entre otras cosas, el origen de los organismos 
no es el mismo; no se pueden mezclar las funciones ni el 
origen, la génesis del Tribunal de Cuentas y de la Corte 
Electoral con los de la Fiscalía de Corte y Procuraduría 
General de la Nación. 


Es así que debemos tomar en su justo término la pro- 
puesta del señor Senador Larrañaga y no mezclarla, dicien- 
do que la oposición dijo que no, como señaló hace un 
momento un señor Senador del Frente Amplio. No es así. La 
oposición no dijo que no, sino que, por el contrario, fue la 
que propuso el diálogo. Fue la oposición que dijo: “Vamos 
a dialogar sobre esto”, “Vamos a ponernos de acuerdo; 
convoquemos al Presidente del Frente Amplio, al Presiden- 
te del Directorio del Partido Nacional, al Secretario General 
del Partido Colorado, alos integrantes del Partido Indepen- 
diente” -aunque estos últimos no tienen representación en 
el Senado, sí la tienen en la Cámara de Representantes- “y 
pongámonos de acuerdo sobre la designación definitiva del 
Fiscal de Corte y Procurador General de la Nación”. 


Por lo expuesto, quiero señalar que la interpelación busca- 
ba, por un lado, demostrar y, por ende, declarar no satisfacto- 
rias las explicaciones dadas por el señor Ministro, y por otro 
promover el inicio del diálogo. Tenemos que dejar de decir que 
queremos dialogar, pero en definitiva no lo hacemos. Haga- 
mos un acto en serio de responsabilidad política de la 
jerarquía en donde están representadas las máximas auto- 
ridades políticas de nuestro país; pongámonos de acuerdo 
y llevemos adelante la tarea de que el tema de la designación 
del Fiscal de Corte y Procurador General de la Nación vuelva 
areinstalarse en la senda de la institucionalidad, cumplien- 
do con lo que establecen claramente la Constitución y la ley. 


Ese era el objetivo de la interpelación, y tendrá su éxito 
cuando logremos esto que acabamos de plantear. De lo 
contrario, deberán dispararse otros mecanismos de carácter 
legislativo que no queremos impulsar en este momento, 
tales como la censura u otros procedimientos de carácter 
parlamentario que habíamos pensado promover en un prin- 
cipio en la noche de hoy, pero que no planteamos como una 
fuerte apuesta al diálogo y a la necesidad de que en el tema 
de la Fiscalía de Corte el Senado de la República, en conjun- 
to con el Poder Ejecutivo, como lo mandata la Constitución, 
designe más temprano que tarde a un ciudadano que reúna 
las condiciones, que tenga la capacidad técnica y, funda- 
mentalmente, la tranquilidad de contar con el respaldo de 
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todo el sistema político, para convertirse entonces en el 
Fiscal de Corte y Procurador General de la Nación, con 
mayúsculas. 


Nada más. Muchas gracias. 


S) SOLICITUDES DE LICENCIA 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dese cuenta de una solicitud de 
licencia. 


(Se da de la siguiente:) 


“El señor Presidente del Senado solicita licencia a 
partir del día 10 y hasta el 16 de noviembre”. 


- Léase. 
(Selee:) 


SEÑOR SECRETARIO (Arq. Hugo Rodríguez Filippini).- 
“Montevideo, 7 de noviembre de 2006. 


Arq. Hugo Rodríguez Filippini 
Secretario del Senado 
Presente. 


De mi mayor consideración: 


Por la presente solicito se me conceda licencia a partir 
del día 10 y hasta el 16 de noviembre de acuerdo al literal c) 
de la Ley N* 17.827. 


Motiva esta solicitud mi participación en la Cumbre 
Global del Microcrédito a celebrarse en Halifax, Canadá. 


Compartiré un panel con Su Majestad la Reina Sofía de 
España, el Presidente de Honduras Manuel Zelaya, Primer 
Ministro de Pakistán, H.E. Shaukat Aziz, el Ministro de 
Relaciones Exteriores de Canadá Meter MacKay, y el Premio 
Nobel de la Paz Muhammad Yunus. 


Sin otro particular, lo saluda muy atentamente, 


Rodolfo Nin Novoa. Presidente.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar si se concede la 
licencia solicitada. 


(Se vota:) 


-30en 31. Afirmativa. 
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9) RESOLUCION DEL PODER EJECUTIVO DESIG- 
NANDO “PROVISORIAMENTE” A LA DOCTORA 
MIRTHA GUIANZE COMO FISCAL DE CORTE Y 
PROCURADOR GENERAL DE LA NACION 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Minis- 
tro. 


SEÑOR MINISTRO.- Señor Presidente: mi inexperiencia 
en interpelaciones -esta es la primera- me lleva a plantear la 
siguiente pregunta: ¿estaríamos comenzando de vuelta? 
Estoy dispuesto a comenzar, a que se abra la lista de 
oradores y a repetir lo vivido prácticamente desde las 
cuatro de la tarde. Si fuera así, estoy dispuesto a continuar; 
no hay ningún problema sobre el particular. ¿Sabe por qué 
lo pregunto, señor Presidente? Porque parecería que lo que 
hemos explicado hasta el cansancio y lo que hemos dicho 
-más allá de que no se comparta, porque eso es perfectamen- 
te entendible-, no se ha escuchado en esta Sala. Hemos 
contestado todos y cada uno de los planteos hechos por 
parte del interpelante y de otros integrantes del Senado. No 
obstante ello, sobre algunos en particular vamos a volver a 
pronunciarnos; no sólo se expresó este Ministro y el señor 
Subsecretario, sino que también lo hicieron de manera 
reiterada y, diría, hasta el cansancio, algunos miembros de 
la Bancada de la mayoría. Por eso la pregunta de si vamos 
aempezar de vuelta. Sería una cosa como reiterativa, llega- 
ríamos al final y otra vez diríamos, como señalaron varios 
señores Legisladores, ya sabíamos lo que iba a pasar. 
Sabíamos que aquí, desgraciadamente, no se iba a conven- 
cer anadie sino, en todo caso, aexpresar las posiciones que 
cada uno traía y nada más. 


Pediría, señor Presidente, que antes de entrar en los 
temas que tenía previsto, se conceda el uso de la palabra al 
señor Subsecretario, para también dar contestación a algu- 
nas de las preguntas que se hicieron. 


SEÑOR PRESIDENTE .- Tiene la palabra el señor Subse- 
cretario. 


SEÑOR SUBSECRETARIO.- Señor Presidente: quiero 
decir que algunos puntos sobre los que el señor Senador 
interpelante decía que no se le habían dado respuesta 
específica, los interpretamos como elementos accesorios y 
no sustantivos de su exposición. En consecuencia, pensa- 
mos que era innecesario agregarlos a un debate que ha 
tenido muchísimas aristas. 


Con respecto al doctor Peri Valdez, debo decir que a la 
sesión de la Comisión de Educación y Cultura celebrada el 
22 de febrero de este año fue convocado expresamente el 
Ministerio de Educación y Cultura -como consta en la 
versión taquigráfica-, a solicitud del Partido Nacional, que 
pidió a sus Legisladores que se realizara este trámite a los 
efectos de ilustrarse sobre los temas relativos al archivo de 
las actuaciones y de la renuncia aceptada del, en ese mo- 
mento, Fiscal de Corte y Procurador General de la Nación, 
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separado del cargo y sumariado. En esa reunión, a la que 
tuve el honor de concurrir, brindé una detallada información 
sobre todos los aspectos concernientes a, precisamente, la 
situación en que devino la cantidad de sumarios que se le 
habían instruido al doctor Peri Valdez. En ese sentido, el 
representante del Partido Nacional en la Comisión, asignán- 
dose además la investidura de ese Partido, sostenía textual- 
mente lo siguiente: “Reconocemos que las actuales autori- 
dades del Ministerio de Educación y Cultura no han incu- 
rrido en omisión o negligencia”. Posteriormente, señalaba: 
“La ley lo habilita a ello”. Tenía discrepancias políticas, 
pero no jurídicas o legales. Esto figura en el repartido 
N* 430/2006 de la Comisión de Educación y Cultura. 


Por otra parte, en la página 10 de ese repartido hay dos 
referencias claras, explícitas, concretas, sobre la condición 
de Fiscal interina nombrada por el Poder Ejecutivo que no 
ameritó ningún tipo de cuestionamiento en la Comisión. 


Se ha hablado de que las subrogaciones en la Fiscalía de 
Corte y en el Ministerio Público eran poco menos que una 
situación perfecta. Creo que en la primera semana de marzo 
del año 2004 -tengamos en cuenta que el sumario instruido 
al doctor Peri Valdez se inició el 12 de febrero de ese año-, el 
Fiscal de Corte subrogante, doctor Marcelo Brovia, susti- 
tuyó una decena de resoluciones generales del anterior 
Fiscal de Corte, con la anuencia del entonces Ministro 
Guzmán. Si un servicio de la naturaleza y de laimportancia 
que tiene el Ministerio Público y Fiscal no se resiente por 
esas decisiones claramente intempestivas de un Fiscal de 
Corte subrogante, si un servicio no se resiente por mantener 
aun Fiscal de Corte sumariado y separado del cargo, no por 
la iniciación de esa investigación administrativa, sino por 
la siguiente, es decir, cuando el 30 de julio de 2004 se decide 
que continúe separado del cargo, que se le asignen otras 
funciones y que se deje de lado la medida de retención de 
medio sueldo, si un Ministerio Público no se resiente cuan- 
do el 28 de febrero de 2005 el Poder Ejecutivo saliente 
dictamina una resolución por la cual el Fiscal de Corte 
subrogado y separado del cargo tiene que quedarse en la 
casa, por qué otra cosa se puede resentir. Aquí no se trata 
de un problema de designaciones de Fiscales, sino de 
liderazgo institucional que venimos padeciendo hasta el día 
de hoy. 


Otro tema que se nos plantea es el de algunos integran- 
tes del Ministerio Público y Fiscal que han asumido otras 
responsabilidades. Debo decir, en primer lugar, que el sis- 
tema de pases en Comisión al Poder Legislativo, a los 
Ministros de Estado y señores Subsecretarios, no lo ha 
inventado esta Administración. El Ministerio de Educación 
y Cultura no puede negarse ante un pase en Comisión 
solicitado por un señor Legislador. Es más, les consta a 
varios señores Senadores que algunos Entes Autónomos y 
Servicios Descentralizados ven con poca simpatía que se 
les solicite pases en Comisión de personal calificado. Inclu- 
so, el señor Ministro y quien habla, hemos tenido que 
interceder en determinados Entes para hacer notar a esas 
administraciones que tienen autonomía o son servicios 
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descentralizados, que ni siquiera pueden discutir la deci- 
sión del Legislador que está solicitando el pase en Comi- 
sión. 


Entonces, es muy difícil cuestionarse que aquí haya algo 
sobre lo que este Ministerio tenga responsabilidad; en todo 
caso, la única responsabilidad que le cabe es hacer cumplir 
la ley y, en algunos casos, lo hemos hecho en cuanto a tener 
la especial preocupación de que los señores Legisladores 
de la oposición puedan dar satisfacción a este sentido legal. 


En cuanto al Fiscal de Policía, sino me equivoco, la Ley 
de Presupuesto estableció un cargo de particular confianza, 
sobre el que se podrá estar o no de acuerdo. De todos 
modos, es algo que está establecido en la ley y ésta dispone 
que cuando un funcionario público es llamado a un cargo de 
este tipo y hace reserva de su cargo, tampoco el Ministerio 
de Educación y Cultura puede negarse, bajo ningún con- 
cepto, en cuanto a desoír este precepto. Además, desde el 
punto de vista de la oportunidad, parece razonable que para 
el cargo de Fiscal de Policía, se requiera personal calificado, 
Fiscales experientes, en un tema sumamente importante. 


Por último, hay dos o tres asignaciones de funciones, 
internamente dentro del Ministerio, que no resienten el 
servicio. Ya establecimos cuál ha sido la verdadera causa 
por la cual el Ministerio Público y Fiscal se ha visto resen- 
tido y ello no tiene nada que ver con esta Administración, 
con este Gobierno, ni con este Ministerio, sino que se 
relaciona con una situación heredada de mucho tiempo 
atrás. Además, en este caso, en el que se trata de cuatro 
funcionarios, hemos tenido especial cuidado en que la 
situación no tenga un impacto en cuanto a obstaculizar el 
servicio fundamental que cumple el Ministerio Público. Por 
otra parte, esta Administración tampoco ha innovado en 
ese tipo de casos. 


También debemos tener presente que desde el punto de 
vista funcional, el artículo 1? del Decreto-Ley N* 15.365, 
ubica claramente al complejo orgánico, Ministerio Público 
y Fiscal, dentro del Ministerio de Educación y Cultura. 
Quiere decir que no estamos exportando hacia otro sector 
de la administración. Asimismo, si se tomó debida nota, 
cabe recordar que en agosto o setiembre -puedo verificar el 
dato si el señor miembro interpelante así lo deseara- infor- 
mamos a la Comisión de Constitución, Códigos, Legislación 
General y Administración de la Cámara de Representantes, 
todo el objetivo que se tenía presente en esta Dirección de 
Asuntos Constitucionales, Legales y Registrales, que tanta 
falta hacía para poner orden en una serie de Unidades 
Ejecutoras que no tenían un hilo conductor. En ese sentido, 
estas personas han sido convocadas para cumplir y trabajar 
con ese objetivo. 


Por lo tanto, si bien no queríamos ser extensos, debemos 
hacer hincapié en estos detalles, porque creemos que estas 
tres constancias aclaran, en definitiva, el estado actual y la 
situación general del Ministerio Público y Fiscal, que no es 
responsabilidad de este Ministerio. 


224-C.S. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede continuar el señor Minis- 
tro. 


SEÑOR MINISTRO.- Voy a tratar de ser breve, ya que no 
me voy areferir a la totalidad de los temas, sino a algunos 
en particular, comenzando por el que insistentemente han 
planteado tanto los representantes del Partido Colorado 
-los señores Senadores Sanguinetti y Aguirrezabala-, como 
el miembro interpelante. Me refiero a la pregunta de cuánto 
tiempo dura la encargatura transitoria de la doctora Mirtha 
Guianze, como responsable de la función de Fiscal de Corte. 
Esto lo hemos contestado varias veces: la decisión está en 
el Parlamento y en el Senado en particular. 


Toda nuestra exposición consistió en explicar que ha- 
bíamos actuado de acuerdo a la Constitución y a las leyes 
en esta decisión transitoria de encargarle las funciones a la 
doctora Mirtha Guianze. ¿Por qué? Porque existía una va- 
cante, estaba acéfalo el cargo y, por lo tanto, la contesta- 
ción es clarísima: esta encargatura finaliza en el momento en 
que termine la acefalía, es decir, en el momento en que el 
Senado se pronuncie por los tres quintos de votos en la 
designación de algún candidato. De acuerdo con la pro- 
puesta elevada por el Poder Ejecutivo en el mes de abril, el 
nombre propuesto ha sido el de la doctora Mirtha Guianze, 
pero no podemos prever más allá de las expresiones que se 
transforman en realidad en el momento del voto. Cuando se 
vote, actuaremos en consecuencia, pero diferente será la 
situación si se provee el cargo, que si no se provee. Si no 
se provee el cargo por los tres quintos de votos, deberá 
proponerse un nuevo nombre; eso sí, que no quepa duda, 
el Poder Ejecutivo actúa con responsabilidad, tal como 
actuó proponiendo el nombre en el mes de abril, mucho 
tiempo antes de que se produjera la situación de vacancia 
y, por tanto, de acefalía. Creo que he sido suficientemente 
claro sobre el tema. 


SEÑOR GALLINAL .- Si están los votos, se queda y si no 
están, también. 


SEÑOR MINISTRO.- Con respecto al recurso presenta- 
do por los señores Senadores Sanguinetti, Amaro y Alfie, 
ya se ha expedido con claridad el señor Subsecretario. 
Quiere decir que el tema está a consideración, está a estu- 
dio, nos parece un camino posible y, por supuesto, sea cual 
sea el resultado al que se llegue, todos lo acataremos. 
Reitero que esto está a estudio y se va a cumplir con todas 
las disposiciones legales y constitucionales. 


No quiero dejar de referirme a otro punto que es el 
siguiente. Me encontré con un planteo de gran sinceridad 
-aunque no compartible- por parte del señor Senador 
Aguirrezabala, cuando señala que esta ha sido una decisión 
políticamente infeliz y autoritaria. Quiero decir que hemos 
explicado a lo largo de nuestra disposición que esta no fue 
una decisión autoritaria, sino que fue y es, fundamental- 
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mente, una decisión responsable. Sería una inmensa irres- 
ponsabilidad no haber provisto este cargo de la manera en 
que se hizo, es decir con una encargatura interina o 
provisoria. Creo que fue el señor Senador Moreira quien 
preguntó el porqué del cambio. Fue así, porque quisimos 
mostrar claramente la intención de que esto es transitorio 
hasta tanto el Senado, por el mecanismo que corresponda, 
por los tres quintos de votos, elija una persona para desem- 
peñar este cargo. 


En consecuencia, no se trata de una irresponsabilidad; 
no es un hecho autoritario, sino todo lo contrario. Se trata 
de una demostración de responsabilidad y creo que debe- 
ríamos haber sido llamados a esta Sala si no hubiésemos 
tomado una decisión de este tipo que permitiera que la 
función se esté cumpliendo. 


Se ha repetido hasta el cansancio la situación de no 
poseer, en este caso la doctora Guianze, los tres quintos de 
votos del Senado y, por lo tanto, la ilegitimidad de su 
función. Esto es realmente sorprendente y así lo dijimos. 
Por lo menos, hace dos años que se desempeña en la función 
de Fiscal de Corte sin contar con los tres quintos de votos 
del Senado. Ha sido el caso del propio doctor Brovia y de 
la doctora Fajardo, así como de otros que fueron relatados 
en la historia. Por lo tanto, esto no es diferente. Debo decir 
que en la designación no se innovó con respecto a la 
decisión tomada en el caso de la doctora Fajardo ni con 
relación alas decisiones tomadas por Gobiernos anteriores. 


No quiero terminar, señor Presidente, sin referirme, aun- 
que sea muy brevemente, a dos aspectos. En primer lugar, 
alos agravios. Dije al comienzo de mi exposición, que no 
sólo como integrante del Poder Ejecutivo y de la Bancada 
del partido político mayoritario, sino también como urugua- 
yo, había recibido los agravios de expresiones del señor 
interpelante, que eran totalmente rechazables por infunda- 
dos y por incorrectos. Realmente, me habría gustado que en 
esta misma sesión esas acusaciones hubiesen sido retira- 
das. Sin embargo, debo decir que después de casi diez 
horas, quedaron retumbando y nos vamos con el dolor de 
haberlas escuchado sin que tuvieran el fundamento corres- 
pondiente. 


Finalmente, me voy a referir al diálogo. Terminé la prime- 
ra intervención pidiendo, justamente, el diálogo. Me pare- 
cieron muy buenas las intervenciones -ya lo dije- del señor 
Senador Abreu, la del señor Senador Da Rosa, que se refirió 
específicamente a la posibilidad de encontrar soluciones a 
través del diálogo, de la propuesta sin agravios y también 
la del señor Senador Larrañaga. Las tomamos, y con la mejor 
buena voluntad les sumamos las otras propuestas, pensan- 
do que estábamos creando las situaciones para resolver 
problemas que nos incumben a todos. Nos pareció correcto 
el planteo hecho por el señor Senador Couriel cuando dijo 
que habríamos deseado que el Partido Nacional -no vamos 
a dejar de insistir cuando sea posible- y la oposición en 
general se incorporara a los Entes Autónomos y Servicios 
Descentralizados. Queremos aclarar que no lo hicimos des- 
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oyendo la resolución tomada en su momento por el Hono- 
rable Directorio del Partido Nacional. En ese sentido, en 
este momento retiramos la propuesta específica de incorpo- 
rar a la mesa de trabajo, la posibilidad de que el Partido 
Nacional y el Partido Colorado se incorporen a los Entes 
Autónomos y Servicios Descentralizados. Sin embargo, 
decimos que es imprescindible -y a todos nos importa- 
discutir los temas de la Fiscalía de Corte y, por supuesto, del 
Tribunal de Cuentas y de la Corte Electoral. Apostamos, 
entonces, al diálogo abierto, que puede encontrar solucio- 
nes para estas situaciones. 


Señor Presidente: me voy con una sensación agridulce; 
agria por lo que ya mencioné respecto a los agravios reci- 
bidos y dulce por esta propuesta que, en definitiva, no tiene 
dueño. Me pareció muy buena cuando el señor Senador 
Larrañaga la impulsó y también cuando otros integrantes 
del Partido Nacional, del Partido Colorado o del Frente 
Amplio y de este propio Ministro plantearon en esta misma 
Sala la necesidad de un diálogo político a los efectos de 
solucionar los problemas que tenemos entre manos. Para 
terminar, quiero decir que estamos dispuestos a seguir 
trabajando con ese fin. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No habiendo más oradores ins- 
critos, han llegado a la Mesa tres mociones: la primera de 
ellas llegó a la hora 22 y 45, la segunda a la hora 22 y 47 y 
la tercera a la hora 0 y 52. 


SEÑOR PENADES.- Que se lean, señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dese lectura a las mociones, que 
se votarán por su orden de llegada. 


(Se leen:) 
SEÑOR SECRETARIO (Arq. Hugo Rodríguez Filippini).- 


“Que oídas las explicaciones del señor Ministro, la 
Cámara de Senadores exige que se encargue la Fiscalía de 
Corte al Fiscal Civil más antiguo y exhorta al Poder Ejecu- 
tivo a buscar los necesarios consensos para alcanzar una 
designación efectiva. Firman los señores Senadores 
Sanguinetti, Alfie y Aguirrezabala”. 


“Oída la exposición del señor Ministro de Educación y 
Cultura, así como todas las intervenciones ocurridas duran- 
te este llamado a Sala, el Senado declara: 


1”.- Que ha quedado absolutamente demostrado que la 
decisión del Poder Ejecutivo de 11 de octubre de 2006, por 
la cual se encargan provisoriamente a la Dra. Mirtha Guianze 
-actual titular de la Fiscalía Letrada de lo Penal de 2” Turno- 
las funciones de la Fiscalía de Corte y Procuraduría General 
de la Nación, es perfectamente arreglada a Derecho, puesto 
que no viola ninguna norma constitucional, legal o regla- 
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mentaria. Firman los señores Senadores Mahía, Korzeniak, 
Cid, Percovich, Lorier, Couriel, Nicolini, Breccia, Vaillant, 
Salsamendi, Baráibar, Saravia, Oliver, Michelini, Martorell 
y Rubio”. 


“Escuchadas las explicaciones brindadas por el Sr. Mi- 
nistro de Educación y Cultura, con referencia a la designa- 
ción interina de la Dra. Mirtha Guianze al frente de la Fiscalía 
de Corte y Procuraduría General de la Nación, según lo 
dispuesto por la Resolución del Poder Ejecutivo, de fecha 
11 de octubre de 2006; 


El Senado de la República, entiende que ha quedado 
probada la violación del orden institucional que la Resolu- 
ción mencionada significa, en tanto que: 


1) El Poder Ejecutivo no ha dado cumplimiento a su 
obligación constitucional de proceder a la designación del 
Fiscal de Corte, con venia del Senado, otorgada por tres 
quintos de sus componentes, según lo preceptuado por el 
artículo 168, numeral 13), de la Constitución de la República. 


2) Tampoco ha dado cumplimiento a su obligación de 
proceder a designar al Fiscal de lo Civil más antiguo al frente 
del Ministerio Público, hasta que logre tales mayorías, 
según las reglas de interpretación analógica de las normas 
que prevé el Art. 332 de la Constitución y en base a lo 
prescrito por el Art. 26 de la Ley N* 15.365. 


3) Lo actuado por el Poder Ejecutivo mediante su Reso- 
lución del 11 de octubre de 2006, que encarga a la Dra. 
Mirtha Guianze, como Fiscal de Corte, constituye una grave 
violación de la Constitución y de la ley, cometida con 
conciencia y voluntad. 


4) También es con conciencia y voluntad que la Dra. 
Mirtha Guianze ha aceptado asumir como Fiscal de Facto 
contribuyendo, también, de esa manera, a la violación de la 
Constitución y de la ley antes mencionada. 


Por lo expuesto, el Senado de la República resuelve: 


1) Declarar insatisfactorias las explicaciones del señor 
Ministro de Educación y Cultura, ingeniero químico Jorge 
Brovetto, en tanto la designación de la Dra. Mirtha Guianze 
no se ha realizado respetando las disposiciones constitu- 
cionales y legales vigentes. 


2) Exhortar al Poder Ejecutivo a abrir instancias de 
diálogo que permitan alcanzar los consensos necesarios 
para cumplir con lo dispuesto por el Art. 168, numeral 13), 
de la Constitución de la República.” 


Firman: los señores Senadores Penadés, Gallinal, Lapaz, 
Moreira, Abreu, Larrañaga, Long, Lara Gilene, Antía, Heber 
y Da Rosa. 
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SEÑOR PRESIDENTE.- Sino se hace uso de la palabra, 
se va a votar la moción presentada por los señores Senado- 
res Sanguinetti, Alfie y Aguirrezabala. 


(Se vota:) 


-14en 31. Negativa. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar la moción 
presentada por los señores Senadores de la Bancada del 
Frente Amplio. 


(Se vota:) 


- 17en 31. Afirmativa. 


La tercera moción es contradictoria con la que acaba de 
ser aprobada, motivo por el cual no la pondremos a vota- 
ción. 
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10) SE LEVANTA LA SESION 


SEÑOR PRESIDENTE.- No habiendo más asuntos a 
considerar, se levanta la sesión. 


(Así se hace a la hora 2 y 30 minutos del día 8 de 
noviembre, presidiendo el señor Rodolfo Nin Novoa y estan- 
do presentes los señores Senadores Abreu, Aguirrezabala, 
Alfie, Antía, Baráibar, Breccia, Cid, Couriel, Da Rosa, 
Gallinal, Heber, Korzeniak, Lapaz, Lara Gilene, 
Larrañaga, Long, Lorier, Mahía, Martorell, Michelini, 
Moreira, Nicolini, Oliver, Penadés, Percovich, Rubio, 
Salsamendi, Sanguinetti, Saravia y Vaillant.) 
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